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LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 

 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 

Presidencia de la República. 

 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 

sabed: 
 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 
 

SE EXPIDE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 

107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS 

FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

TÍTULO PRIMERO 

REGLAS GENERALES 
 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 
 

Artículo 1o.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

I.- Por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos humanos 

reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 

II.- Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad federal que vulneren o 

restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencias de la Ciudad de México, siempre 

y cuando se violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección 

por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

III.- Por normas generales, actos u omisiones de las autoridades de los Estados o de la 

Ciudad de México, que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal, siempre y cuando 

se violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas por la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

El amparo protege a las personas frente a normas generales, actos u omisiones por parte de 

los poderes públicos o de particulares en los casos señalados en la presente Ley. 

 

Artículo 2o.- El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y 

resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta Ley. 

A falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares, y en su defecto, los principios generales del derecho. 
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Artículo 3o.- En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito. Su 

presentación puede hacerse de forma electrónica o impresa. 

Si las partes o sus representantes cuentan con un usuario dentro del Portal de Servicios en 

Línea del Poder Judicial de la Federación, deberán manifestarlo desde su primera actuación en el 

juicio de amparo, a efecto de que sea a través de dicho medio por el cual se lleven a cabo las 

notificaciones correspondientes. 

Las autoridades que tengan suscrito Convenio de Interconexión con el Órgano de 

Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberán informarlo en su 

primera promoción, a efecto de que las notificaciones se realicen por medio de dicho sistema. 

La presentación electrónica de promociones será opcional para la parte promovente, por lo 

que en ningún supuesto podrá condicionarse el acceso al procedimiento a la utilización de medios 

digitales, cuando la persona haya elegido ejercer su derecho a promover por escrito. 

Únicamente podrán ser orales las promociones que se hagan en las audiencias, 

notificaciones y comparecencias autorizadas por la ley, dejándose constancia de lo esencial. 

Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo no 

causarán contribución alguna. 

Los escritos en forma electrónica se presentarán mediante el empleo de las tecnologías de la 

información, utilizando la Firma Electrónica conforme la regulación que para tal efecto emita el 

Órgano de Administración Judicial. 

La Firma Electrónica es el medio de ingreso al sistema electrónico del Poder Judicial de la 

Federación y producirá los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa, como opción para enviar y 

recibir promociones, documentos, comunicaciones y notificaciones oficiales, así como consultar acuerdos, 

resoluciones y sentencias relacionadas con los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales. 

El Órgano de Administración Judicial, mediante acuerdos generales, determinará la forma 

en que deberán integrarse los expedientes físico y electrónico, salvaguardando en todo momento el 

derecho de las partes para consultarlos. 

Las personas titulares de los órganos jurisdiccionales serán las responsables de vigilar la 

digitalización de todas las promociones y documentos que presenten en forma física las partes, así como de 

los acuerdos, resoluciones o sentencias y toda información relacionada con los expedientes en el sistema.  

El Órgano de Administración Judicial, en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, emitirá los acuerdos generales que considere 

necesarios a efecto de establecer las bases y el correcto funcionamiento de la Firma Electrónica. 

Todas las autoridades que participen en el juicio de amparo están obligadas a generar un 

usuario dentro del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, a efecto de que 

por dicho medio actúen dentro del juicio. Las autoridades que tengan suscrito Convenio de 

Interconexión con el Órgano de Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación podrán actuar en el juicio a través de dicho sistema. 

No se requerirá Firma Electrónica cuando el amparo se promueva en los términos del 

artículo 15 de esta Ley. 
 

Artículo 4o.- De manera excepcional, y sólo cuando exista urgencia atendiendo al interés 

social o al orden público, las Cámaras del Congreso de la Unión, a través de las personas que ocupen 

sus presidencias, o el Ejecutivo Federal, por conducto de la persona titular de la Consejería Jurídica, 

podrán solicitar a la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que 

un juicio de amparo, incluidos los recursos o procedimientos derivados de éste, se substancien y 

resuelvan de manera prioritaria, sin modificar de ningún modo los plazos previstos en la ley. 

La urgencia en los términos de este artículo se justificará cuando: 

I.- Se trate de amparos promovidos para la defensa de grupos en situación de vulnerabilidad 

en los términos de la ley. 

II.- Se trate del cumplimiento de decretos, resoluciones o actos de autoridad en materia de 

competencia económica, monopolios y libre concurrencia. 
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III.- Se trate de prevenir daños irreversibles al equilibrio ecológico. 

IV.- En aquellos casos que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime 

procedentes. 

Recibida la solicitud, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación la someterá a consideración del Pleno, que resolverá de forma definitiva por mayoría 

simple. La resolución incluirá las providencias que resulten necesarias, las que se notificarán, 

cuando proceda, al Órgano de Administración Judicial. 

Para la admisión, trámite y resolución de las solicitudes, así como las previsiones a que 

hace referencia este artículo, deberán observarse los acuerdos generales que al efecto emita la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 

CAPÍTULO II 

CAPACIDAD Y PERSONERÍA 
 

Artículo 5o.- Son partes en el juicio de amparo: 

I.- La persona quejosa, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho subjetivo 

o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que la norma, acto u omisión 

reclamados violan los derechos previstos en el artículo 1o. de la presente Ley y con ello se produzca 

una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 

situación frente al orden jurídico. 

Tratándose del interés legítimo, la norma, acto u omisión reclamado deberá ocasionar en la 

persona quejosa una lesión jurídica individual o colectiva, real y diferenciada del resto de las 

personas, de tal forma que su anulación produzca un beneficio cierto y no meramente hipotético o 

eventual en caso de que se otorgue el amparo. 

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés legítimo. La autoridad 

pública no podrá invocar interés legítimo. 

El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente por dos o más personas quejosas 

cuando resientan una afectación común en sus derechos o intereses, aun en el supuesto de que dicha 

afectación derive de actos distintos, si éstos les causan un perjuicio análogo y provienen de las 

mismas autoridades. 

 Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos, 

agrarios o del trabajo, la persona quejosa deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se 

afecte de manera personal y directa. 

 La persona víctima u ofendida del delito podrán tener el carácter de persona quejosa en los 

términos de esta Ley. 

II.- La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con independencia de su naturaleza 

formal, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue 

situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, 

modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas. 

Para los efectos de esta Ley, las y los particulares tendrán la calidad de autoridad 

responsable cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos en los 

términos de esta fracción, y cuyas funciones estén determinadas por una norma general. 

III.- La persona tercera interesada, pudiendo tener tal carácter: 

a) La persona que haya gestionado el acto reclamado o tenga interés jurídico en que subsista; 

b) La contraparte de la persona quejosa cuando el acto reclamado emane de un juicio o 

controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona 

extraña al procedimiento, la que tenga interés contrario al de la persona quejosa; 

c) La persona víctima del delito u ofendida, o quien tenga derecho a la reparación del daño 

o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y 

afecte de manera directa esa reparación o responsabilidad; 
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d) La persona indiciada o procesada cuando el acto reclamado sea el no ejercicio o el 

desistimiento de la acción penal por la o el Ministerio Público; 

e) La o el Ministerio Público que haya intervenido en el procedimiento penal del cual derive 

el acto reclamado, siempre y cuando no tenga el carácter de autoridad responsable. 

IV.- La o el Ministerio Público Federal en todos los juicios, donde podrá interponer los 

recursos que señala esta Ley, y los existentes en amparos penales cuando se reclamen resoluciones 

de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para 

procurar la pronta y expedita administración de justicia. 

Sin embargo, en amparos indirectos en materias civil y mercantil, y con exclusión de la 

materia familiar, donde sólo se afecten intereses particulares, la o el Ministerio Público Federal 

podrá interponer los recursos que esta Ley señala, sólo cuando las personas quejosas hubieren 

impugnado la constitucionalidad de normas generales y este aspecto se aborde en la sentencia. 

 

Artículo 6o.- El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien 

afecte la norma general o el acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5o. de esta Ley. 

La persona quejosa podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado o apoderada, 

o por cualquier persona en los casos previstos en esta Ley. 

Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo, además, por 

conducto de su defensor o defensora o de cualquier persona en los casos en que esta Ley lo permita. 

 

Artículo 7o.- La Federación, los Estados, la Ciudad de México, los municipios o cualquier 

persona moral pública podrán solicitar amparo por conducto de las personas servidoras públicas o 

representantes que señalen las disposiciones aplicables, cuando la norma general, un acto u omisión 

los afecten en su patrimonio respecto de relaciones jurídicas en las que se encuentren en un plano de 

igualdad con los particulares. 

Las personas morales oficiales, los organismos descentralizados, las empresas públicas del Estado, 

las empresas de participación estatal mayoritaria, las instituciones nacionales de crédito, las organizaciones 

auxiliares nacionales de crédito, las instituciones nacionales de seguros y de fianzas, fondos, mandatos y 

fideicomisos públicos estarán exentos de prestar las garantías que en esta Ley se exige a las partes. 

 

Artículo 8o.- La persona menor de edad, persona con discapacidad o mayor sujeta a 

interdicción podrá pedir amparo por sí o por cualquier persona en su nombre sin la intervención de 

su legítimo o legítima representante cuando ésta se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedida 

o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias que sean 

urgentes, le nombrará un o una representante especial para que intervenga en el juicio, debiendo 

preferir a una persona familiar cercana, salvo cuando haya conflicto de intereses o motivo que 

justifiquen la designación de persona diversa. 

Si la persona menor de edad hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de 

representante en el escrito de demanda. 

 

Artículo 9o.- Las autoridades responsables podrán ser representadas o sustituidas para todos los 

trámites en el juicio de amparo en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

En todo caso podrán por medio de oficio acreditar personas delegadas que concurran a las audiencias 

para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen, hagan promociones e interpongan recursos. 

La persona titular de la Presidencia de la República será representada en los términos que se 

señalen en el acuerdo general que expida y se publique en el Diario Oficial de la Federación. Dicha 

representación podrá recaer en la propia Consejera o Consejero Jurídico o en las secretarias o los 

secretarios de estado a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas 

y reglamentos aplicables. Los reglamentos interiores correspondientes señalarán las unidades 

administrativas en las que recaerá la citada representación. En el citado acuerdo general se señalará el 

mecanismo necesario para determinar la representación en los casos no previstos por los mismos. 
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Los órganos legislativos federales, de los Estados y de la Ciudad de México, así como las 

gobernadoras y los gobernadores y jefa o jefe de gobierno de éstos, instituciones de carácter federal 

o local con autonomía derivada de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de 

las Constituciones de los Estados, titulares de las dependencias de la administración pública federal, 

estatales o municipales, podrán ser sustituidos por las personas servidoras públicas a quienes las 

leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución, o bien por conducto de las personas 

titulares de sus respectivas oficinas de asuntos jurídicos. 

Cuando la responsable sea una o varias personas particulares, en los términos establecidos 

en la presente Ley, podrán comparecer por sí mismas, por conducto de un o una representante legal 

o por conducto de un apoderado o apoderada. 

 

Artículo 10.- La representación de la persona quejosa y de la persona tercera interesada se 

acreditará en juicio en los términos previstos en esta Ley. 

En los casos no previstos, la personalidad en el juicio se justificará en la misma forma que 

determine la ley que rija la materia de la que emane el acto reclamado y cuando ésta no lo prevenga, 

se estará a lo dispuesto por el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares. 

Cuando se trate de la o el Ministerio Público o cualquier otra autoridad, se aplicarán las 

reglas del artículo anterior. 

 

Artículo 11.- Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre de la 

persona quejosa o de la persona tercera interesada afirme tener reconocida su representación ante la 

autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite con las constancias respectivas, 

salvo en materia penal en la que bastará la afirmación en ese sentido. 

En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación que tenga en el juicio del que 

emane la resolución reclamada. 

La autoridad responsable que reciba la demanda expresará en el informe justificado si el o 

la promovente tiene el carácter con que se ostenta. 

 

Artículo 12.- La persona quejosa y la tercera interesada podrán autorizar para oír notificaciones 

en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los 

recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o 

diferimiento y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos de la 

persona autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en una o un tercero. 

En las materias civil, mercantil, laboral, tratándose del patrón, administrativa y penal, la 

persona autorizada, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de 

licenciado o licenciada en derecho o abogado o abogada, y deberán proporcionarse los datos 

correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización. Sin embargo, las partes podrán 

designar personas solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona 

con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere el párrafo anterior. 

 

Artículo 13.- Cuando la demanda se promueva por dos o más personas quejosas con un 

interés común, deberán designar entre ellas un o una representante, en su defecto, lo hará el órgano 

jurisdiccional en su primer auto sin perjuicio de que la parte respectiva lo substituya por otro. Las 

personas terceras interesadas podrán también nombrar representante común. 

Cuando dos o más personas quejosas reclamen y aduzcan sobre un mismo acto u omisión 

ser titulares de un interés legítimo, o bien en ese mismo carácter reclamen actos u omisiones 

distintos pero con perjuicios análogos, provenientes de la misma autoridad, y se tramiten en órganos 

jurisdiccionales distintos, cualquiera de las partes podrá solicitar al Órgano de Administración 

Judicial que determine la concentración de todos los procedimientos ante un mismo órgano del 

Poder Judicial de la Federación, según corresponda. Recibida la solicitud, el Órgano de 
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Administración Judicial, en atención al interés social y al orden público, resolverá lo conducente y 

dictará las providencias que resulten necesarias. 

 

Artículo 14.- Para el trámite de la demanda de amparo indirecto en materia penal bastará 

que la persona defensora manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter. En este caso, 

la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá a la persona juzgadora o tribunal que conozca 

del asunto, que le remita la certificación correspondiente. 

Si la persona promovente del juicio posteriormente carece del carácter con el que se ostentó, 

el órgano jurisdiccional de amparo le impondrá una multa de ciento quince a mil ciento cuarenta y 

cinco Unidades de Medida y Actualización al momento de realizarse la conducta sancionada y 

ordenará la ratificación de la demanda a la persona agraviada dentro de un término de tres días. 

Al ratificarse la demanda se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente 

con la persona agraviada siempre en presencia de su defensor o defensora, ya sea de oficio o 

designado por aquella, mientras no constituya representante dentro del juicio de amparo. De lo 

contrario, la demanda se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas 

en el expediente principal y en el incidente de suspensión. 

 

Artículo 15.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la 

libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o 

destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, 

Armada o Fuerza Aérea nacionales, y la persona agraviada se encuentre imposibilitada para promover el 

amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. 

En estos casos, el órgano jurisdiccional de amparo decretará la suspensión de los actos 

reclamados, y dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia de la persona agraviada. 

Una vez lograda la comparecencia, se requerirá a la persona agraviada para que dentro del 

término de tres días ratifique la demanda de amparo. Si ésta la ratifica por sí o por medio de su 

representante se tramitará el juicio; de lo contrario se tendrá por no presentada la demanda y 

quedarán sin efecto las providencias dictadas. 

Si a pesar de las medidas tomadas por el órgano jurisdiccional de amparo no se logra la 

comparecencia de la persona agraviada, resolverá la suspensión definitiva, ordenará suspender el 

procedimiento en lo principal y se harán los hechos del conocimiento del o la Ministerio Público de 

la Federación. En caso de que éste sea autoridad responsable, se hará del conocimiento a la persona 

Fiscal General de la República. Cuando haya solicitud expresa de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, se remitirá copia certificada de lo actuado en estos casos. 

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio, se tendrá por no interpuesta la demanda. 

Cuando, por las circunstancias del caso o lo manifieste la persona que presenta la demanda 

en lugar de la persona quejosa, se trate de una posible comisión del delito de desaparición forzada 

de personas, el juez o jueza tendrá un término no mayor de veinticuatro horas para darle trámite al 

amparo, dictar la suspensión de los actos reclamados, y requerir a las autoridades correspondientes 

toda la información que pueda resultar conducente para la localización y liberación de la probable 

víctima. Bajo este supuesto, ninguna autoridad podrá determinar que transcurra un plazo 

determinado para que comparezca la persona agraviada, ni podrán las autoridades negarse a 

practicar las diligencias que de ellas se soliciten o sean ordenadas bajo el argumento de que existen 

plazos legales para considerar la desaparición de una persona. 

 

Artículo 16.- En caso de fallecimiento de la persona quejosa o de la tercera interesada, siempre que 

lo planteado en el juicio de amparo no afecte sus derechos estrictamente personales, el o la representante legal 

de la persona fallecida continuará el juicio en tanto interviene el o la representante de la sucesión. 

Si la persona fallecida no tiene representación legal en el juicio, éste se suspenderá 

inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del 
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plazo de sesenta días siguientes al en que se decrete la suspensión, el juez o la jueza ordenará lo 

conducente según el caso de que se trate. 

Cualquiera de las partes que tenga noticia del fallecimiento de la persona quejosa o de la 

tercera interesada deberá hacerlo del conocimiento del órgano jurisdiccional de amparo, acreditando 

tal circunstancia, o proporcionando los datos necesarios para ese efecto. 
 

CAPÍTULO III 

PLAZOS 
 

Artículo 17.- El plazo para presentar la demanda de amparo es de quince días, salvo: 

I.- Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, o el procedimiento de extradición, 

en que será de treinta días; 

II.- Cuando se reclame la sentencia definitiva condenatoria en un proceso penal, que 

imponga pena de prisión, podrá interponerse en un plazo de hasta ocho años; 

III.- Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total 

o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos 

agrarios a los núcleos de población ejidal o comunal, en que será de siete años, contados a partir de que, de 

manera indubitable, la autoridad responsable notifique el acto a los grupos agrarios mencionados; 

IV.- Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la 

libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o 

destierro, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al 

Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo. 
 

Artículo 18.- Los plazos a que se refiere el artículo anterior se computarán a partir del día 

siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación a la persona 

quejosa del acto o resolución que reclame o a aquella en que haya tenido conocimiento o se ostente 

sabedora del acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I del artículo anterior en 

el que se computará a partir del día de su entrada en vigor. 
 

Artículo 19.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo 

todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, uno de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, 

uno y cinco de mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de noviembre y veinticinco de 

diciembre, así como aquellos en que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el 

juicio de amparo, o cuando no pueda funcionar por causa de fuerza mayor. 
 

Artículo 20.- El juicio puede promoverse por escrito, comparecencia o medios electrónicos en 

cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad 

personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 

extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza 

Aérea nacionales. En estos casos, cualquier hora será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las 

providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido. 

Para los efectos de esta disposición, los jefes, jefas y personas encargadas de las oficinas públicas 

de comunicaciones estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para las personas interesadas, 

los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como las resoluciones y 

oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, fuera de las horas del despacho y a 

pesar de que existan disposiciones en contrario de autoridades administrativas. 
 

Artículo 21.- La presentación de las demandas o promociones de término en forma impresa podrá 

hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales ante la oficialía de partes 

correspondiente que habrá de funcionar hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento. 
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La presentación de las demandas o las promociones de término en forma electrónica a través 

de la Firma Electrónica, podrán enviarse hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento. 

Con independencia de lo anterior, los órganos jurisdiccionales de amparo podrán habilitar días y 

horas cuando lo estimen pertinente para el adecuado despacho de los asuntos. 
 

Artículo 22.- Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del día 

siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento, inclusive 

para las realizadas en forma electrónica a través del uso de la Firma Electrónica, salvo en materia 

penal, en donde se computarán de momento a momento. 

Correrán para cada parte desde el día siguiente a aquél en que para ella hubiese surtido sus 

efectos la notificación respectiva. 
 

Artículo 23.- Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo 

que conozca o deba conocer del juicio, la demanda y la primera promoción de la persona tercera 

interesada podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en la oficina pública de comunicaciones 

del lugar de su residencia, en la más cercana en caso de no haberla, o bien, en forma electrónica a 

través del uso de la Firma Electrónica. 
 

CAPÍTULO IV 

NOTIFICACIONES 
 

Artículo 24.- Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a 

más tardar dentro del tercer día hábil siguiente, salvo en materia penal, dentro o fuera de 

procedimiento, en que se notificarán inmediatamente en que sean pronunciadas. La razón que 

corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución. 

La persona quejosa y la tercera interesada podrán autorizar a cualquier persona con 

capacidad legal exclusivamente para oír notificaciones aún las de carácter personal e imponerse de 

los autos, quien no gozará de las demás facultades previstas en el artículo 12 de esta Ley. 

Cuando la persona quejosa y la tercera interesada cuenten con Firma Electrónica y 

pretendan que los autorizados en términos del párrafo anterior, utilicen o hagan uso de ésta en su 

representación, deberán comunicarlo al órgano jurisdiccional correspondiente, señalando las 

limitaciones o revocación de facultades en el uso de la misma. 
 

Artículo 25.- Las notificaciones a la persona titular del Poder Ejecutivo Federal se 

entenderán con el o la titular de la Secretaría de Estado o de la Consejería Jurídica del Ejecutivo 

Federal, que deba representarla en el juicio de amparo, de acuerdo con lo dispuesto en el acuerdo 

general al que hace referencia el artículo 9o. de esta Ley. 

Las notificaciones a las entidades a que se hace referencia en el párrafo anterior deberán ser 

hechas vía electrónica, con el uso de la Firma Electrónica, a través del Portal de Servicios en Línea 

del Poder Judicial de la Federación o, en su caso, conforme al Convenio suscrito con el Órgano de 

Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y solo excepcionalmente por 

medio de oficio impreso dirigido al domicilio oficial que corresponda. 
 

Artículo 26.- Las notificaciones en los juicios de amparo se harán: 

I.- En forma personal: 

a) A la persona quejosa privada de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional que 

conozca del juicio, o en el de su reclusión o a su defensor o defensora, representante legal o persona 

designada para oír notificaciones; 

b) La primera notificación a la persona tercera interesada y al o la particular señalada como 

autoridad responsable; 

c) Los requerimientos y prevenciones; 

d) El acuerdo por el que se le requiera para que exprese si ratifica su escrito de desistimiento; 

e) Las sentencias dictadas fuera de la audiencia constitucional; 
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f) El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia constitucional; 

g) Las resoluciones que decidan sobre la suspensión definitiva cuando sean dictadas fuera 

de la audiencia incidental; 

h) La aclaración de sentencias ejecutorias; 

i) La aclaración de las resoluciones que modifiquen o revoquen la suspensión definitiva; 

j) Las resoluciones que desechen la demanda o la tengan por no interpuesta; 

k) Las resoluciones que a juicio del órgano jurisdiccional lo ameriten; y 

l) Las resoluciones interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos; 

II.- Por oficio: 

a) A la autoridad responsable, salvo que se trate de la primera notificación a un o una 

particular señalada como tal, en cuyo caso se observará lo establecido en el inciso b) de la fracción I 

del presente artículo; 

b) A la autoridad que tenga el carácter de tercera interesada, y 

c) Al o la Ministerio Público de la Federación en el caso de amparo contra normas generales. 

III.- Por lista, en los casos no previstos en las fracciones anteriores; y 

IV.- Por vía electrónica: 

a) A las partes que cuenten con un usuario dentro del Portal de Servicios en Línea del Poder 

Judicial de la Federación. 

b) A las autoridades, a través de los perfiles institucionales oficiales con que cuenten dentro del 

Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación o, en su caso, conforme al Convenio que 

tengan suscrito con el Órgano de Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Para los supuestos enunciados en los incisos anteriores, la totalidad de las notificaciones del juicio 

de amparo, ya sean de carácter personal o por lista, deben practicarse por las vías mencionadas.  

 
Artículo 27.- Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: 

I.- Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se encuentre señalado uno para recibir 

notificaciones ubicado en el lugar en que resida el órgano jurisdiccional que conozca del juicio: 

a) El actuario o actuaria buscará a la persona que deba ser notificada, se cerciorará de su 

identidad, le hará saber el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de 

expediente y le entregará copia autorizada de la resolución que se notifica y, en su caso, de los 

documentos a que se refiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la 

notificación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha; 

b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario o actuaria se 

cerciorará de que es el domicilio y le dejará citatorio para que, dentro de los dos días hábiles 

siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a notificarse, especificándose el mismo y el número del 

expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por 

notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y por lista en una página electrónica, y 

c) Si el actuario o actuaria encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su 

llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y fijará aviso en la puerta a 

fin de que, dentro de los dos días hábiles siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a notificarse. Si 

no se presenta se notificará por lista y por lista en una página electrónica pudiendo, el referido 

órgano, tomar las medidas necesarias para lograr la notificación personal si lo estima pertinente. 

 En todos los casos a que se refieren los incisos anteriores, el actuario o actuaria asentará 

razón circunstanciada en el expediente; 

II.- Cuando el domicilio señalado de la persona a notificar no se encuentre en el mismo lugar en que 

resida el órgano jurisdiccional, la primera notificación se hará por exhorto o despacho en términos del Código 

Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, los que podrán ser enviados y recibidos haciendo uso de la 

Firma Electrónica. En el exhorto o despacho se requerirá que se señale domicilio en el lugar del juicio, con 

apercibimiento que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aún las personales, se practicarán por lista, sin 

perjuicio de que pueda hacer la solicitud a que se refiere la fracción IV del artículo 26 de esta Ley. 
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Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial del órgano 

jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada, podrá comisionar al notificador para 

que la realice en los términos de la fracción I de este artículo; 

III.- Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto: 

a) Las notificaciones personales a la persona quejosa se efectuarán por lista. 

b) Tratándose de la primera notificación la persona tercera interesada y al o la particular señalada 

como autoridad responsable, el órgano jurisdiccional dictará las medidas que estime pertinentes con el 

propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione 

el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la 

notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. 

 Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa de 

la persona quejosa en términos del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares. En 

caso de que la persona quejosa no acredite haber entregado para su publicación los edictos dentro 

del plazo de veinte días siguientes al en que se pongan a su disposición, se sobreseerá el amparo. 

c) Cuando se trate de personas de escasos recursos a juicio del órgano jurisdiccional, se 

ordenará la publicación correspondiente en el Diario Oficial de la Federación sin costo para la 

persona quejosa. 

IV.- Cuando obre en autos que la persona cuenta con un usuario dentro del Portal de 

Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, la notificación se hará de forma electrónica. 

Cuando deba notificarse a la persona interesada la providencia que mande ratificar el escrito 

de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio para oír 

notificaciones, ni se expresan estos datos en el escrito, continuará el juicio. 

 
Artículo 28.- Las notificaciones por oficio se harán conforme a las reglas siguientes: 

I.- Si el domicilio de la oficina principal de la autoridad se encuentra en el lugar del juicio, 

un empleado o empleada hará la entrega, recabando la constancia de recibo correspondiente. 

 Si la autoridad se niega a recibir el oficio, el actuario o actuaria hará del conocimiento de la 

persona encargada de la oficina correspondiente que no obstante esta circunstancia, se tendrá por hecha 

la notificación. Si a pesar de esto subsiste la negativa, asentará la razón en autos y se tendrá por hecha; 

II.- Si el domicilio de la autoridad se encuentra fuera del lugar del juicio, se enviará el 

oficio por correo en pieza certificada con acuse de recibo, el que se agregará en autos. 

En casos urgentes, cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial 

del órgano jurisdiccional que conozca del juicio, pero en zona conurbada, podrá ordenarse que la 

notificación se haga por medio del actuario o actuaria. 

El Órgano de Administración Judicial será el encargado de desarrollar y actualizar mediante 

acuerdos generales, el listado de medios electrónicos aptos para practicar notificaciones en el juicio 

de amparo. 

En ningún caso podrán practicarse notificaciones a las partes por un medio diverso al 

establecido en la presente Ley, en los acuerdos generales emitidos por el Órgano de Administración 

Judicial o, tratándose de autoridades responsables que tengan Convenio suscrito con el Órgano de 

Administración Judicial o la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según corresponda, en 

contravención a las formas o medios que se establezcan en dicho convenio, y 

III.- En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la 

eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo o del incidente de 

suspensión o de cualquier otro previsto por esta Ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las 

autoridades responsables por cualquier medio oficial, sin perjuicio de practicarla conforme a las 

fracciones I y II de este artículo. 

Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a transmitir, sin costo alguno, los 

oficios a que se refieren las anteriores fracciones. 
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Artículo 29.- Las notificaciones por lista se harán en una que se fijará y publicará en el 

local del órgano jurisdiccional, en lugar visible y de fácil acceso, así como en el portal de internet 

del Poder Judicial de la Federación. La fijación y publicación de esta lista se realizará a primera 

hora hábil del día siguiente al de la fecha de la resolución que la ordena y contendrá: 

I.- El número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; 

II.- El nombre de la persona quejosa; 

III.- La autoridad responsable; y 

IV.- La síntesis de la resolución que se notifica. 

 El actuario o actuaria asentará en el expediente la razón respectiva. 

 

Artículo 30.- Las notificaciones por vía electrónica se sujetarán a las reglas siguientes: 

I.- A las y los representantes de las autoridades responsables y a las autoridades que tengan 

el carácter de terceras interesadas, así como cualesquier otra que tuviere intervención en el juicio, la 

primera notificación deberá hacerse por oficio digitalizado mediante la utilización de la Firma 

Electrónica al usuario registrado dentro del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la 

Federación, o en su caso, mediante el sistema establecido en el Convenio suscrito con el Órgano de 

Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, excepcionalmente, por 

oficio impreso en los términos precisados en el artículo 28 de esta Ley. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto por el párrafo anterior, cuando el domicilio se 

encuentre fuera del lugar del juicio, la primera notificación se hará por correo, en pieza certificada 

con acuse de recibo por medio de oficio digitalizado, con la utilización de la Firma Electrónica. 

En todos los casos la notificación o constancia respectiva se agregará a los autos. 

Las autoridades responsables que cuenten con Firma Electrónica están obligadas a ingresar 

al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación todos los días y obtener la constancia a 

que se refiere la fracción III del artículo 31 de esta Ley, en un plazo máximo de dos días a partir de 

que el órgano jurisdiccional la hubiere enviado, con excepción de las determinaciones dictadas en el 

incidente de suspensión en cuyo caso el plazo será de veinticuatro horas. 

De no generarse la constancia de consulta antes mencionada, el órgano jurisdiccional que 

corresponda tendrá por hecha la notificación y se dará por no cumplida por la autoridad responsable 

la resolución que contenga. Cuando el órgano jurisdiccional lo estime conveniente por la naturaleza 

del acto podrá ordenar que las notificaciones se hagan por conducto del actuario o la actuaria, quien, 

además, asentará en el expediente cualquiera de las situaciones anteriores. 

En aquellos asuntos que por su especial naturaleza, las autoridades responsables consideren que 

pudiera alterarse su normal funcionamiento, éstas podrán solicitar al órgano jurisdiccional la ampliación 

del término de la consulta de los archivos contenidos en el sistema de información electrónica. 

El auto que resuelva sobre la ampliación podrá ser recurrido a través del recurso de queja en 

los plazos y términos establecidos para las resoluciones a las que se refiere el artículo 97, fracción I, 

inciso b) de esta Ley; 

II.- Las personas quejosas o terceras interesadas que cuenten con Firma Electrónica están 

obligadas a ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación todos los días y obtener 

la constancia a que se refiere la fracción III del artículo 31 de esta Ley, en un plazo máximo de dos 

días a partir de que el órgano jurisdiccional la hubiere enviado, con excepción de las determinaciones 

dictadas en el incidente de suspensión, en cuyo caso, el plazo será de veinticuatro horas. 

 De no ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación dentro de los 

plazos señalados, el órgano jurisdiccional que corresponda tendrá por hecha la notificación. Cuando 

el órgano jurisdiccional lo estime conveniente por la naturaleza del acto podrá ordenar que las 

notificaciones se hagan por conducto del actuario o actuaria, quien, además, hará constar en el 

expediente cualquiera de las situaciones anteriores, y 

III.- Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o por fallas técnicas se interrumpa el sistema, 

haciendo imposible el envío y la recepción de promociones dentro de los plazos establecidos en la ley, las 

partes deberán dar aviso de inmediato, por cualquier otra vía, al órgano jurisdiccional que corresponda, el 
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que comunicará tal situación a la unidad administrativa encargada de operar el sistema. En tanto dure ese 

acontecimiento, se suspenderán, únicamente por ese lapso, los plazos correspondientes. 

Una vez que se haya restablecido el sistema, la unidad administrativa encargada de operar el 

sistema enviará un reporte al o los órganos jurisdiccionales correspondientes en el que deberá señalar 

la causa y el tiempo de la interrupción del sistema, para efectos del cómputo correspondiente. 

El órgano jurisdiccional que corresponda deberá notificar a las partes sobre la interrupción 

del sistema, haciéndoles saber el tiempo de interrupción, desde su inicio hasta su restablecimiento, 

así como el momento en que reinicie el cómputo de los plazos correspondientes. 
 

Artículo 31.- Las notificaciones surtirán sus efectos conforme a las siguientes reglas: 

I.- Las que correspondan a las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el 

carácter de terceras interesadas, desde el momento en que hayan quedado legalmente hechas. 

Cuando el oficio que contenga el auto o resolución que se debe notificar se envíe por correo y 

no se trate de la suspensión, en la fecha que conste en el acuse de recibo, siempre y cuando sea un día 

hábil. En caso contrario, a la primera hora del día hábil siguiente; 

II.- Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación y publicación 

de la lista que se realice en los términos de la presente Ley. Tratándose de aquellas personas usuarias que 

cuenten con Firma Electrónica, la notificación por lista surtirá sus efectos cuando llegado el término al que 

se refiere la fracción II del artículo 30, no hubieren generado la constancia electrónica que acredite la 

consulta de los archivos respectivos, debiendo asentar el actuario o actuaria la razón correspondiente, y 

III.- Las realizadas por vía electrónica cuando se genere la constancia de la consulta realizada, la 

cual, por una parte, el órgano jurisdiccional digitalizará para el expediente electrónico y, por otra, hará una 

impresión que agregará al expediente impreso correspondiente como constancia de notificación. 

Se entiende generada la constancia cuando el sistema electrónico del Poder Judicial de la 

Federación produzca el aviso de la hora en que se recupere la determinación judicial correspondiente, 

contenida en el archivo electrónico. 
 

Artículo 32.- Serán nulas las notificaciones que no se hicieren en la forma que establecen 

las disposiciones precedentes. 
 

CAPÍTULO V 

COMPETENCIA 
 

SECCIÓN PRIMERA 

REGLAS DE COMPETENCIA 
 

Artículo 33.- Son competentes para conocer del juicio de amparo: 

I.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

II.- Los tribunales colegiados de circuito; 

III.- Los tribunales colegiados de apelación; 

IV.- Los juzgados de distrito; y 

V.- Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los Estados y de la Ciudad de 

México, en los casos previstos por esta Ley. 
 

Artículo 34.- Los tribunales colegiados de circuito son competentes para conocer del juicio 

de amparo directo. 

La competencia de los tribunales se fija de acuerdo con la residencia de la autoridad que 

haya dictado el acto reclamado y, en su caso, atendiendo a la especialización por materia. 

En materia agraria y en los juicios en contra de tribunales federales de lo contencioso 

administrativo, es competente el tribunal colegiado de circuito que tenga jurisdicción en donde el 

acto reclamado deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado; si 

el acto reclamado puede tener ejecución en más de un circuito o ha comenzado a ejecutarse en uno 
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de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el tribunal colegiado de circuito que primero 

hubiere recibido la demanda; en su defecto, aquél que dicte acuerdo sobre la misma. 
 

Artículo 35.- Los juzgados de distrito y los tribunales colegiados de apelación son 

competentes para conocer del juicio de amparo indirecto. 

También lo serán las autoridades del orden común cuando actúen en auxilio de los órganos 

jurisdiccionales de amparo. 
 

Artículo 36.- Los tribunales colegiados de apelación sólo conocerán de los juicios de 

amparo indirecto promovidos contra actos de otros tribunales de la misma naturaleza. Será 

competente otro tribunal del mismo circuito, si lo hubiera, o el más próximo a la residencia de aquél 

que haya emitido el acto reclamado. 
 

Artículo 37.- Es jueza o juez competente la o el que tenga jurisdicción en el lugar donde el 

acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. 

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un distrito o ha comenzado a 

ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el juez o jueza de distrito 

ante el o la que se presente la demanda. 

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es competente el juez o jueza de 

distrito en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda. 
 

Artículo 38.- Es competente para conocer del juicio de amparo indirecto que se promueva 

contra los actos de un juez o jueza de distrito, otro u otra del mismo distrito y especialización en su caso 

y, si no lo hubiera, el más cercano o cercana dentro de la jurisdicción del circuito al que pertenezca. 
 

Artículo 39.- Cuando se trate de amparos contra actos de autoridades que actúen en auxilio 

de la justicia federal, no podrá conocer el juez o jueza de distrito que deba avocarse al conocimiento 

del asunto en que se haya originado el acto reclamado. 

En este caso, conocerá otro u otra del mismo distrito y especialización, en su caso, y si no lo 

hubiera, el más cercano o cercana dentro de la jurisdicción del circuito a que pertenezca. 
 

Artículo 40.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer, de manera 

oficiosa o a solicitud de la persona titular de la Fiscalía General de la República la facultad de atracción 

para conocer de un amparo directo que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, 

cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento: 

I.- Planteado el caso por cualquiera de las ministras o los ministros, o en su caso hecha la 

solicitud de la persona titular de la Fiscalía General de la República, el Pleno acordará si procede 

solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, 

éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud; 

II.- Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro o ministra que corresponda, para que 

dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad, y 

III.- Transcurrido el plazo anterior, el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro 

de los tres días siguientes. 

Si el Pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento; en caso 

contrario, devolverá los autos al tribunal de origen. 
 

SECCIÓN SEGUNDA 

CONFLICTOS COMPETENCIALES 
 

Artículo 41.- Ningún órgano jurisdiccional puede sostener competencia a su superior. 

 

Artículo 42.- Luego que se suscite una cuestión de competencia, se suspenderá todo 

procedimiento con excepción del incidente de suspensión. 
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Artículo 43.- Derogado. 

 

Artículo 44.- Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca de la revisión 

interpuesta contra la sentencia definitiva dictada en un juicio que debió tramitarse como directo, 

declarará insubsistente la sentencia recurrida y remitirá los autos al correspondiente tribunal 

colegiado de circuito. 

Si en el mismo supuesto del párrafo anterior quien conoce de la revisión es un tribunal 

colegiado de circuito, declarará insubsistente la sentencia recurrida y se avocará al conocimiento en 

la vía directa. 

 

Artículo 45.- Cuando se reciba en un tribunal colegiado de circuito una demanda que deba 

tramitarse en vía indirecta, declarará de plano carecer de competencia y la remitirá con sus anexos 

al órgano que estime competente. Si se trata de un órgano de su mismo circuito, éste conocerá del 

asunto sin que pueda objetar su competencia, salvo en el caso previsto en el artículo 49 de esta Ley; 

si el órgano designado no pertenece al mismo circuito, únicamente podrá plantear la competencia 

por razón del territorio o especialidad, en términos del artículo 48 de esta Ley. 

 

Artículo 46.- Cuando un tribunal colegiado de circuito tenga información de que otro 

conoce de un asunto que a aquél le corresponda, lo requerirá para que le remita los autos. Si el 

requerido estima no ser competente deberá remitir los autos, dentro de los tres días siguientes a la 

recepción del requerimiento. Si considera que lo es, en igual plazo hará saber su resolución al 

requirente, suspenderá el procedimiento y remitirá los autos a la persona titular de la Presidencia de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien lo turnará a la ministra o ministro ponente que 

corresponda, para que aquella resuelva lo que proceda dentro del plazo de ocho días. 

Cuando el tribunal colegiado de circuito que conozca de un juicio o recurso estime carecer 

de competencia para conocer de ellos, lo declarará así y enviará dentro de los tres días siguientes los 

autos al órgano jurisdiccional que en su concepto lo sea. 

Si éste acepta la competencia, se avocará al conocimiento; en caso contrario, dentro de los 

tres días siguientes comunicará su resolución al órgano que declinó la competencia y remitirá los 

autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que dentro del plazo de ocho días resuelva lo 

que proceda. 

 

Artículo 47.- Cuando se presente una demanda de amparo ante una jueza o un juez de 

distrito o ante un tribunal colegiado de apelación, en la que se reclamen actos que estimen sean 

materia de amparo directo, declararán carecer de competencia y de inmediato remitirán la demanda 

y sus anexos al tribunal colegiado de circuito que corresponda. 

La presidenta o el presidente del tribunal decidirá, sin trámite alguno, si acepta o no la 

competencia. En el primer caso, mandará tramitar el expediente y señalará a la quejosa o al quejoso 

un plazo de cinco días para la presentación de las copias, notificará a la autoridad responsable para 

que, en su caso, provea respecto a la suspensión del acto reclamado y le otorgará un plazo de diez 

días para que rinda el informe correspondiente. En el caso que decida no aceptar la competencia, 

remitirá los autos al juzgado o tribunal que estime competente, sin perjuicio de las cuestiones de 

competencia que pudieran suscitarse entre juezas o jueces de distrito o tribunales colegiados de 

apelación. 

Si la competencia del tribunal colegiado de circuito aparece del informe justificado de la 

autoridad responsable, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación se declarará 

incompetente conforme a este artículo, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito que 

estime competente para el efecto previsto en el párrafo anterior y lo comunicará a la autoridad 

responsable para que ésta, en su caso, continúe lo relativo a la suspensión del acto reclamado 

conforme a lo establecido en esta Ley. 
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Artículo 48.- Cuando se presente una demanda de amparo ante jueza o juez de distrito o 

tribunal colegiado de apelación y estimen carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus 

anexos, a la jueza, juez o tribunal competente, sin decidir sobre la admisión ni sobre la suspensión 

del acto reclamado, salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques 

a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, 

proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos 

por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la 

incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales. 

Recibida la demanda y sus anexos por el órgano requerido, éste decidirá de plano, dentro de 

las cuarenta y ocho horas siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto. Si acepta, 

comunicará su resolución a la persona requirente, previa notificación de las partes. En caso 

contrario, devolverá la demanda a la persona requirente, quien deberá resolver dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes si insiste o no en declinar su competencia. Si no insiste, se limitará 

a comunicar su resolución a la persona requerida y se dará por terminado el conflicto competencial. 

Si insiste en declinar su competencia y la cuestión se plantea entre órganos de la jurisdicción de un 

mismo tribunal colegiado de circuito, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito de su 

jurisdicción, el cual dará aviso a la persona requerida para que exponga lo que estime pertinente. 

Si el conflicto competencial se plantea entre órganos que no sean de la jurisdicción de un 

mismo tribunal colegiado de circuito, lo resolverá el que ejerza jurisdicción sobre el o la requirente, 

quien remitirá los autos y dará aviso a la persona requerida para que exponga lo conducente, 

debiéndose estar a lo que se dispone en el artículo anterior. 

Recibidos los autos y el oficio relativo, el tribunal colegiado de circuito tramitará el 

expediente y resolverá dentro de los ocho días siguientes quién debe conocer del juicio; comunicará 

su resolución a las o los involucrados y remitirá los autos al órgano declarado competente. 

Admitida la demanda de amparo indirecto ningún órgano jurisdiccional podrá declararse 

incompetente para conocer del juicio antes de resolver sobre la suspensión definitiva. 

 
Artículo 49.- Cuando la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación ante 

el cual se hubiese promovido un juicio de amparo tenga información de que otro está conociendo de 

un juicio diverso promovido por la misma quejosa o quejoso, contra las mismas autoridades y por el 

mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean distintos, lo comunicará de 

inmediato por oficio a dicho órgano, y anexará la certificación del día y hora de presentación de la 

demanda, así como, en su caso, del auto dictado como primera actuación en el juicio. 

Recibido el oficio, el órgano resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes si se trata 

del mismo asunto y si le corresponde su conocimiento, y comunicará lo anterior al oficiante. Si 

reconoce la competencia de éste, le remitirá los autos relativos. 

En caso de conflicto competencial, se estará a lo dispuesto en el artículo 48 de esta Ley. 

Cuando se resuelva que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante 

la jueza o el juez de distrito o tribunal colegiado de apelación que haya resultado competente y se 

deberá sobreseer en el otro juicio. 

 
Artículo 50.- Cuando alguna de las partes estime que una jueza o un juez de distrito o 

tribunal colegiado de apelación está conociendo de un juicio de amparo que debe tramitarse como 

directo, podrá ocurrir ante el tribunal colegiado de circuito que estime competente y exhibir copia 

de la demanda y de las constancias conducentes. 

La presidenta o el presidente del tribunal colegiado pedirá informe a la jueza o juez de 

distrito o tribunal colegiado de apelación, que deberá rendirse en el plazo de veinticuatro horas, y 

resolverá dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 
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CAPÍTULO VI 

IMPEDIMENTOS, EXCUSAS Y RECUSACIONES 
 

Artículo 51.- Los ministros y las ministras de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

los magistrados y magistradas de circuito, los jueces y juezas de distrito, así como las autoridades 

que conozcan de los juicios de amparo, deberán excusarse cuando ocurra cualquiera de las 

siguientes causas de impedimento: 

I.- Si son cónyuges o parientes de alguna de las partes, de sus abogados o abogadas o 

representantes, en línea recta por consanguinidad o afinidad sin limitación de grado; en la colateral 

por consanguinidad dentro del cuarto grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo; 

II.- Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado o lo tienen 

su cónyuge o parientes en los grados expresados en la fracción anterior; 

III.- Si han sido abogados, abogadas, apoderados o apoderadas de alguna de las partes en el 

asunto que haya motivado el acto reclamado o en el juicio de amparo; 

IV.- Si hubieren tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de amparo, o 

hubieren emitido en otra instancia o jurisdicción el acto reclamado o la resolución impugnada, 

excepto cuando se trate de la persona titular de la presidencia del órgano jurisdiccional de amparo 

en las resoluciones materia del recurso de reclamación; 

V.- Si hubieren aconsejado como asesores o asesoras la resolución reclamada; 

VI.- Si figuran como partes en algún juicio de amparo semejante al de su conocimiento; 

VII.- Si tuvieren amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes, sus 

abogados, abogadas o representantes, y 

VIII.- Si se encuentran en una situación diversa a las especificadas que implicaran 

elementos objetivos de los que pudiera derivarse el riesgo de pérdida de imparcialidad. 
 

Artículo 52.- Sólo podrán invocarse como excusas las causas de impedimento que enumera 

el artículo anterior. 

Las partes podrán plantear como causa de recusación cualquiera de tales impedimentos. 
 

Artículo 53.- El que se excuse deberá, en su caso, proveer sobre la suspensión excepto cuando 

aduzca tener interés personal en el asunto, salvo cuando proceda legalmente la suspensión de oficio. El 

que deba sustituirlo resolverá lo que corresponda, en tanto se califica la causa de impedimento. 
 

Artículo 54.- Conocerán de las excusas y recusaciones: 

I.- El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los asuntos de su competencia; 

II.- Derogada. 

III.- Los tribunales colegiados de circuito: 

a) De una de sus magistradas o magistrados; 

b) De dos o más magistradas o magistrados de otro tribunal colegiado de circuito; 

c) De las juezas o jueces de distrito, que se encuentren en su circuito. 

IV.- Los tribunales colegiados de apelación: 

a) De una de sus magistradas o magistrados; 

b) De dos o más magistradas o magistrados de otro tribunal colegiado de apelación. 
 

Artículo 55.- Las ministras y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

manifestarán estar impedidos ante el tribunal pleno. 

Las magistradas o los magistrados de circuito y las juezas o los jueces de distrito 

manifestarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal que corresponda. 

Las excusas se calificarán de plano. 
 

Artículo 56.- Cuando una de las ministras o ministros se manifieste impedido en asuntos del 

conocimiento del Pleno, las ministras y ministros restantes calificarán la excusa. Si la admiten, éstos 

continuarán en el conocimiento del asunto; en caso de empate, quien presida tendrá voto de calidad. 
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Artículo 57.- Cuando uno o una de los integrantes de un tribunal colegiado de circuito o de un 

tribunal colegiado de apelación, se excuse o sea recusado, los y las restantes resolverán lo conducente. 

En caso de empate, la resolución corresponderá al tribunal colegiado de circuito siguiente 

en orden del mismo circuito y especialidad y, de no haberlos, al del circuito más cercano. El mismo 

procedimiento se seguirá tratándose de empate en tribunales colegiados de apelación. 

Cuando la excusa o recusación se refiera a más de un magistrado o magistrada, la 

resolución se hará en términos del párrafo anterior. 

Si sólo es fundada la excusa o recusación de uno de los magistrados, el asunto se devolverá 

al tribunal de origen para que resuelva. Si fueren dos o más las magistradas o magistrados que 

resulten impedidos, el propio tribunal que así lo decidió resolverá el asunto principal. 
 

Artículo 58.- Cuando se declare impedida a una jueza o un juez de distrito, conocerá del 

asunto otra u otro adscrito, al mismo circuito, según corresponda y, en su caso, especialización; en 

su defecto, conocerá el más próximo perteneciente al mismo circuito. 
 

Artículo 59.- En el escrito de recusación deberán manifestarse, bajo protesta de decir 

verdad, los hechos que la fundamentan y exhibirse en billete de depósito la cantidad 

correspondiente al monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse 

infundada. De no cumplirse estos requisitos la recusación se desechará de plano, salvo que, por lo 

que hace al último de ellos, se alegue insolvencia. En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará 

y podrá exigir garantía por el importe del mínimo de la multa o exentar de su exhibición. 

Asimismo, el órgano jurisdiccional desechará de plano la recusación, cuando: 

I.- Se advierta que existan elementos suficientes que demuestren que su promoción se haya 

dirigido a entorpecer o dilatar el procedimiento en cuestión, o 

II.- Sea presentada para que algún Ministro o Ministra, Magistrado o Magistrada se 

abstenga de conocer de cuestiones accesorias o diversas al fondo de la controversia. 
 

Artículo 60.- La recusación se presentará ante la persona servidora pública a quien se 

estime impedida, la que lo comunicará al órgano que deba calificarla. Éste, en su caso, la admitirá y 

solicitará informe a la persona servidora pública requerida, la que deberá rendirlo dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a su notificación. 

El escrito de recusación deberá ser presentado con anterioridad a la publicación de la lista 

de sesión a que se refiere el artículo 184 de esta Ley. Para el caso de que el asunto sea retirado y/o 

aplazado conforme al citado artículo 184, no podrá volver a presentarse, salvo que se modifique la 

integración del órgano jurisdiccional. 

Si la persona servidora pública admite la causa de recusación, se declarará fundada; si la 

negare, se señalará día y hora para que dentro de los tres días siguientes se celebre la audiencia en la 

que se ofrecerán, admitirán y desahogarán las pruebas de las partes y se dictará resolución. 

En caso de no rendirse el informe a que se refiere el párrafo primero, se declarará fundada 

la causa de recusación, en cuyo caso se devolverá a la persona promovente la garantía exhibida. 

Si se declara infundada la recusación la persona servidora pública seguirá conociendo del asunto. 

Si el órgano que deba calificar la recusación la hubiere negado y ésta se comprobase, 

quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a esta Ley. 
 

CAPÍTULO VII 

IMPROCEDENCIA 
 

Artículo 61.- El juicio de amparo es improcedente: 

I.- Contra adiciones o reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II.- Contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

III.- Contra actos del Órgano de Administración Judicial y del Tribunal de Disciplina Judicial; 

IV.- Contra resoluciones dictadas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 
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V.- Contra actos del Congreso de la Unión, su Comisión Permanente o cualquiera de sus 

cámaras en procedimiento de colaboración con los otros poderes que objeten o no ratifiquen 

nombramientos o designaciones para ocupar cargos, empleos o comisiones en entidades o 

dependencias de la Administración Pública Federal, centralizada o descentralizada, órganos dotados 

de autonomía constitucional u órganos jurisdiccionales de cualquier naturaleza; 

VI.- Contra resoluciones de los tribunales colegiados de circuito; 

VII.- Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo 

constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones 

Permanentes, en declaración de procedencia y en juicio político, así como en elección, suspensión o 

remoción de funcionarios en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la 

facultad de resolver soberana o discrecionalmente; 

VIII.- Contra normas generales respecto de las cuales la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación haya emitido una declaratoria general de inconstitucionalidad en términos de lo dispuesto 

por el Capítulo VI del Título Cuarto de esta Ley, o en términos de lo dispuesto por la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 

IX.- Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas; 

X.- Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de 

resolución promovido por la misma persona quejosa, contra las mismas autoridades y por el propio 

acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas, salvo que se trate de normas 

generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos. En este último caso, solamente 

se actualizará esta causal cuando se dicte sentencia firme en alguno de los juicios en la que se 

analice la constitucionalidad de las normas generales; si se declara la constitucionalidad de la norma 

general, esta causal no se actualiza respecto de los actos de aplicación, si fueron impugnados por 

vicios propios; 

XI.- Contra normas generales o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro 

juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior; 

XII.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la persona quejosa, 

en los términos establecidos en la fracción I del artículo 5o. de la presente Ley, y contra normas 

generales que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia; 

XIII.- Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que 

entrañen ese consentimiento; 

XIV.- Contra normas generales o actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales 

aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos previstos. 

No se entenderá consentida una norma general, a pesar de que siendo impugnable en 

amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en el caso 

de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en perjuicio de la 

persona quejosa. 

 Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal 

por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para la persona 

interesada hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer 

caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro 

del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquél al en que surta sus efectos la notificación 

de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, si no existieran medios de defensa ordinarios 

en contra de dicha resolución, o de la última resolución recaída al medio de defensa ordinario 

previsto en ley contra la resolución del recurso, aún cuando para fundarlo se hayan aducido 

exclusivamente motivos de ilegalidad. 

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el 

capítulo respectivo a ese procedimiento; 

XV.- Contra las resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia 

electoral; 
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XVI.- Contra actos consumados de modo irreparable; 

XVII.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento 

administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud del cambio de situación jurídica en el 

mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento 

respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando en amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 ó 20 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, solamente la sentencia de primera instancia 

hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 

improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, 

suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda a la persona quejosa, una vez 

concluida la etapa intermedia y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de 

amparo pendiente; 

XVIII.- Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto 

de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por 

virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas. 

Se exceptúa de lo anterior: 

a) Cuando sean actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad 

personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 

extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al 

Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales; 

b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos que 

establezcan providencias precautorias o impongan medidas cautelares restrictivas de la libertad, 

resolución que niegue la libertad bajo caución o que establezca los requisitos para su disfrute, 

resolución que decida sobre el incidente de desvanecimiento de datos, orden de arresto o cualquier 

otro que afecte la libertad personal de la persona quejosa, siempre que no se trate de sentencia 

definitiva en el proceso penal; 

c) Cuando se trate de persona extraña al procedimiento. 

d) Cuando se trate del auto de vinculación a proceso. 

Cuando la procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a interpretación adicional o 

su fundamento legal sea insuficiente para determinarla, la persona quejosa quedará en libertad de 

interponer dicho recurso o acudir al juicio de amparo; 

XIX.- Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o medio de 

defensa legal propuesto por la persona quejosa que pueda tener por efecto modificar, revocar o 

nulificar el acto reclamado; 

XX.- Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del 

trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos 

algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o 

nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos de 

oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer la 

persona quejosa, con los mismos alcances que los que prevé esta Ley y sin exigir mayores requisitos 

que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que 

establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el acto en sí 

mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta Ley. 

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado 

carece de fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando 

el recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable 

contemple su existencia. 

Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la fundamentación y motivación 

del acto reclamado, operará la excepción al principio de definitividad contenida en el párrafo 

anterior; 
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XXI.- Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado; 

XXII.- Cuando subsista el acto reclamado pero no pueda surtir efecto legal o material 

alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo; y 

XXIII.- En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta Ley. 

 

Artículo 62.- Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional 

que conozca del juicio de amparo. 

 

CAPÍTULO VIII 

SOBRESEIMIENTO 

 

Artículo 63.- El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando: 

I.- La persona quejosa desista de la demanda o no la ratifique en los casos en que la ley 

establezca requerimiento. En caso de desistimiento se notificará personalmente a la persona quejosa 

para que ratifique su escrito en un plazo de tres días, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por 

no desistida y se continuará el juicio. 

No obstante, cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar 

de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o núcleos 

de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, no procede el desistimiento del 

juicio o de los recursos, o el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que lo acuerde 

expresamente la Asamblea General, pero uno y otro sí podrán decretarse en su beneficio; 

II.- La persona quejosa no acredite sin causa razonable a juicio del órgano jurisdiccional de 

amparo haber entregado los edictos para su publicación en términos del artículo 27 de esta Ley una 

vez que se compruebe que se hizo el requerimiento al órgano que los decretó; 

III.- La persona quejosa muera durante el juicio, si el acto reclamado sólo afecta a su persona; 

IV.- De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 

reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional; y 

V.- Durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de las causales de improcedencia a 

que se refiere el capítulo anterior. 

 

Artículo 64.- Cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, la 

comunicarán de inmediato al órgano jurisdiccional de amparo y, de ser posible, acompañarán las 

constancias que la acrediten. 

Cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio una causal de improcedencia 

no alegada por alguna de las partes ni analizada por un órgano jurisdiccional inferior, dará vista a la 

persona quejosa para que en el plazo de tres días, manifieste lo que a su derecho convenga. 

 

Artículo 65.- El sobreseimiento no prejuzga sobre la constitucionalidad o legalidad del acto 

reclamado, ni sobre la responsabilidad de la autoridad responsable al ordenarlo o ejecutarlo y solo 

podrá decretarse cuando no exista duda de su actualización. 

 

CAPÍTULO IX 

INCIDENTES 

 

Artículo 66.- En los juicios de amparo se substanciarán en la vía incidental, a petición de 

parte o de oficio, las cuestiones a que se refiere expresamente esta Ley y las que por su propia 

naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. El órgano jurisdiccional 

determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un 

especial pronunciamiento o si se reserva para resolverlo en la sentencia. 
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Artículo 67.- En el escrito con el cual se inicia el incidente deberán ofrecerse las pruebas en 

que se funde. Se dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su 

interés convenga y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes. Atendiendo a la naturaleza del 

caso, el órgano jurisdiccional determinará si se requiere un plazo probatorio más amplio y si 

suspende o no el procedimiento. 

Transcurrido el plazo anterior, dentro de los tres días siguientes se celebrará la audiencia en 

la que se recibirán y desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se 

dictará la resolución correspondiente. 

 

SECCIÓN PRIMERA 

NULIDAD DE NOTIFICACIONES 

 

Artículo 68.- Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de 

notificaciones en el expediente que la hubiere motivado, en la siguiente actuación en que 

comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones 

realizadas con posterioridad a ésta, en la siguiente actuación que comparezcan. 

Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento. 

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano. 

 

Artículo 69.- Declarada la nulidad, se repondrá el procedimiento a partir de la actuación anulada. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

REPOSICIÓN DE CONSTANCIAS DE AUTOS 

 

Artículo 70.- El incidente de reposición de constancias de autos se tramitará a petición de 

parte o de oficio, en ambos casos, se certificará su preexistencia y falta posterior. Este incidente no 

será procedente si el expediente electrónico a que hace referencia el artículo 3o de esta Ley 

permanece sin alteración alguna, siendo únicamente necesario, en tal caso, que el órgano 

jurisdiccional realice la copia impresa y certificada de dicho expediente digital. 

 

Artículo 71.- El órgano jurisdiccional requerirá a las partes para que dentro del plazo de 

cinco días, aporten las copias de las constancias y documentos relativos al expediente que obren en 

su poder. En caso necesario, este plazo podrá ampliarse por otros cinco días. 

La persona juzgadora está facultada para investigar de oficio la existencia de las piezas de 

autos desaparecidas, valiéndose para ello de todos los medios de prueba admisibles en el juicio de 

amparo y ley supletoria. 

 

Artículo 72.- Transcurrido el plazo a que se refiere el artículo anterior, se citará a las partes 

a una audiencia que se celebrará dentro de los tres días siguientes, en la que se hará relación de las 

constancias que se hayan recabado, se oirán los alegatos y se dictará la resolución que corresponda. 

Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposición se hará a su costa, quien 

además pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen, sin perjuicio de las 

sanciones penales que ello implique. 

 

CAPÍTULO X 

SENTENCIAS 

 

Artículo 73.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán 

de las o los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren 

solicitado, limitándose a ampararlas y protegerlas, si procediere, en el caso especial sobre el que 
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verse la demanda. Tratándose de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de normas 

generales, en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos generales. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como los tribunales colegiados 

de circuito, tratándose de resoluciones sobre la constitucionalidad o convencionalidad de una norma 

general y amparos colectivos, deberán hacer públicos los proyectos de sentencias que serán 

discutidos en las sesiones correspondientes, cuando menos con tres días de anticipación a la 

publicación de las listas de los asuntos que se resolverán. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Órgano de Administración Judicial 

reglamentarán mediante acuerdos generales la publicidad que deba darse a los proyectos de 

sentencia a que se refiere el párrafo anterior. 

Cuando proceda hacer la declaratoria general de inconstitucionalidad se aplicarán las 

disposiciones del Título Cuarto de esta Ley. 

En amparo directo, la calificación de los conceptos de violación en que se alegue la 

inconstitucionalidad de una norma general, se hará únicamente en la parte considerativa de la 

sentencia. 

 

Artículo 74.- La sentencia debe contener: 

I.- La fijación clara y precisa del acto reclamado; 

II.- El análisis sistemático de todos los conceptos de violación o en su caso de todos los 

agravios; 

III.- La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio; 

IV.- Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder, negar o 

sobreseer; 

V.- Los efectos o medidas en que se traduce la concesión del amparo, y en caso de amparos 

directos, el pronunciamiento respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y 

aquellas que, cuando proceda, el órgano jurisdiccional advierta en suplencia de la queja, además de 

los términos precisos en que deba pronunciarse la nueva resolución; y 

VI.- Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto, norma u omisión por el que se 

conceda, niegue o sobresea el amparo y, cuando sea el caso, los efectos de la concesión en 

congruencia con la parte considerativa. 

El órgano jurisdiccional, de oficio podrá aclarar la sentencia ejecutoriada, solamente para 

corregir los posibles errores del documento a fin de que concuerde con la sentencia, acto jurídico 

decisorio, sin alterar las consideraciones esenciales de la misma. 

 

Artículo 75.- En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo el acto reclamado se 

apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable. No se admitirán ni se tomarán 

en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el amparo indirecto la persona quejosa 

podrá ofrecer pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad 

responsable. Adicionalmente, en materia penal, el juez o jueza de distrito deberá cerciorarse de que 

este ofrecimiento en el amparo no implique una violación a la oralidad o a los principios que rigen 

en el proceso penal acusatorio. 

El Órgano jurisdiccional deberá recabar oficiosamente las pruebas rendidas ante la 

responsable y las actuaciones que estime necesarias para la resolución del asunto. En materia penal, 

se estará a lo dispuesto en la última parte del párrafo anterior. 

Además, cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de 

la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los 

núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a las personas 

ejidatarias o comuneras, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a 

las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para 

precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. 
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Artículo 76.- El órgano jurisdiccional, deberá corregir los errores u omisiones que advierta 

en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá examinar en 

su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las 

partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la 

demanda. 

 

Artículo 77.- Los efectos de la concesión del amparo serán: 

I.- Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se restituirá a la persona quejosa en el 

pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la 

violación, y 

II.- Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la 

autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija. 

En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, la persona juzgadora 

deberá determinar con precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que las 

autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución de 

la persona quejosa en el goce del derecho. 

En asuntos del orden penal en que se reclame una orden de aprehensión o autos que 

establezcan providencias precautorias o impongan medidas cautelares restrictivas de la libertad con 

motivo de delitos que la ley no considere como graves o respecto de los cuales no proceda la prisión 

preventiva oficiosa conforme la legislación procedimental aplicable, la sentencia que conceda el 

amparo surtirá efectos inmediatos, sin perjuicio de que pueda ser revocada mediante el recurso de 

revisión; salvo que se reclame el auto por el que se resuelva la situación jurídica de la persona 

quejosa en el sentido de sujetarlo a proceso penal, en términos de la legislación procesal aplicable, y 

el amparo se conceda por vicios formales. 

En caso de que el efecto de la sentencia sea la libertad de la persona quejosa, ésta se 

decretará bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional estime necesarias, a fin de 

que la persona quejosa no evada la acción de la justicia. 

En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, cuando se declare ejecutoriada o cause estado 

por ministerio de ley. 

 

Artículo 78.- Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá 

determinar si es constitucional, o si debe considerarse inconstitucional. 

Si se declara la inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos se 

extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia norma invalidada. 

Dichos efectos se traducirán en la inaplicación únicamente respecto de la persona quejosa. 

El órgano jurisdiccional de amparo podrá especificar qué medidas adicionales a la 

inaplicación deberán adoptarse para restablecer a la persona quejosa en el pleno goce del derecho 

violado. 

 

Artículo 79.- La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de 

los conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes: 

I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en normas generales que han 

sido declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y de los plenos regionales. La jurisprudencia de los plenos regionales sólo obligará a suplir 

la deficiencia de los conceptos de violación o agravios a los juzgados y tribunales de la región 

correspondientes; 

II.- En favor de las personas menores de edad o incapaces, o en aquellos casos en que se 

afecte el orden y desarrollo de la familia; 

III.- En materia penal: 

a) En favor de la persona inculpada o sentenciada, y 
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b) En favor de la persona ofendida o víctima en los casos en que tenga el carácter de 

persona quejosa o adherente; 

IV.- En materia agraria: 

a) En los casos a que se refiere la fracción III del artículo 17 de esta Ley; y 

b) En favor de las personas ejidatarias y comuneras en particular, cuando el acto reclamado 

afecte sus bienes o derechos agrarios. 

En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, 

comparecencias y alegatos, así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de 

dichos juicios; 

V.- En materia laboral, en favor de la persona trabajadora, con independencia de que la 

relación entre la persona empleadora y empleada esté regulada por el derecho laboral o por el 

derecho administrativo; 

VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra de la persona quejosa o 

del o la particular recurrente una violación evidente de la ley que la haya dejado sin defensa por 

afectar los derechos previstos en el artículo 1o. de esta Ley. En este caso la suplencia sólo operará 

en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas 

en el procedimiento en el que se dictó la resolución reclamada, y 

VII.- En cualquier materia, en favor de quienes por sus condiciones de pobreza o 

marginación se encuentren en clara desventaja social para su defensa en el juicio. 

En los casos de las fracciones I, II, III, IV, V y VII de este artículo la suplencia se dará aún 

ante la ausencia de conceptos de violación o agravios. En estos casos solo se expresará en las 

sentencias cuando la suplencia derive de un beneficio. 

La suplencia de la queja por violaciones procesales o formales sólo podrá operar cuando se 

advierta que en el acto reclamado no existe algún vicio de fondo. 

 

CAPÍTULO XI 

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

 

Artículo 80.- En el juicio de amparo sólo se admitirán los recursos de revisión, queja y 

reclamación; y tratándose del cumplimiento de sentencia, el de inconformidad. 

Los medios de impugnación, así como los escritos y promociones que se realicen en ellos 

podrán ser presentados en forma impresa o electrónicamente. Los requisitos relativos al 

acompañamiento de copias o de presentación de cualquier tipo de constancias impresas a los que se 

refiera el presente Capítulo, no serán exigidos a las partes que hagan uso de las tecnologías de la 

información a las que se refiere el artículo 3o de esta Ley, en el entendido de que, cuando así sea 

necesario, tales requisitos serán cumplimentados por esa misma vía. 

Para el caso de que los recursos se presenten de manera electrónica, se podrá acceder al 

expediente de esa misma forma. 

 

Artículo 80 Bis.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación de oficio o a petición fundada 

del tribunal colegiado que conozca del asunto, de la persona titular de la Fiscalía General de la 

República, del Ministerio Público de la Federación que sea parte, o de la persona titular del Poder 

Ejecutivo Federal, por conducto de la o del titular de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, 

podrá atraer cualquiera de los recursos a los que se refiere esta Ley cuando su interés y 

trascendencia lo ameriten. 

 

SECCIÓN PRIMERA 

RECURSO DE REVISIÓN 

 

Artículo 81.- Procede el recurso de revisión: 

I.- En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes: 
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a) Las que concedan o nieguen la suspensión definitiva; en su caso, deberán impugnarse los 

acuerdos pronunciados en la audiencia incidental; 

b) Las que modifiquen o revoquen el acuerdo en que se conceda o niegue la suspensión 

definitiva, o las que nieguen la revocación o modificación de esos autos; en su caso, deberán 

impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia correspondiente; 

c) Las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos; 

d) Las que declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional; y 

e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse 

los acuerdos pronunciados en la propia audiencia. 

II.- En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad 

de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren 

sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista 

un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se 

limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales sin poder comprender otras. 

 

Artículo 82.- La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede 

adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, contados a 

partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, 

expresando los agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. 

La notificación del auto por el cual se admita el recurso deberá efectuarse a las partes en un 

plazo que no exceda los cinco días siguientes a su emisión. 

 

Artículo 83.- Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del 

recurso de revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose 

impugnado normas generales por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se 

establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el 

problema de constitucionalidad. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales, 

remitirá a los tribunales colegiados de circuito los asuntos que, conforme a los referidos acuerdos, la 

propia Corte determine. 

 

Artículo 84.- Son competentes los tribunales colegiados de circuito para conocer del 

recurso de revisión en los casos no previstos en el artículo anterior. Las sentencias que dicten en 

estos casos no admitirán recurso alguno. 

 

Artículo 85.- Derogado. 

 

Artículo 86.- El recurso de revisión se interpondrá en el plazo de diez días por conducto del 

órgano jurisdiccional que haya dictado la resolución recurrida. 

La interposición del recurso por conducto de órgano diferente al señalado en el párrafo 

anterior no interrumpirá el plazo de presentación. 

 

Artículo 87.- Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión 

contra sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; tratándose de 

amparo contra normas generales podrán hacerlo los titulares de los órganos del Estado a los que se 

encomiende su emisión o promulgación. 

Las autoridades judiciales o jurisdiccionales carecen de legitimación para recurrir las 

sentencias que declaren la inconstitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hubiera emitido 

en ejercicio de la potestad jurisdiccional. 
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Artículo 88.- El recurso de revisión se interpondrá por escrito en el que se expresarán los 

agravios que cause la resolución impugnada. 

Si el recurso se interpone en contra de una resolución dictada en amparo directo, el o la 

recurrente deberá transcribir textualmente la parte de la sentencia que contenga un pronunciamiento 

sobre constitucionalidad de normas generales o establezca la interpretación directa de un precepto 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o la parte del concepto de violación 

respectivo cuyo análisis se hubiese omitido en la sentencia. 

En caso de que el escrito de expresión de agravios se presente en forma impresa, el o la 

recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes. 

Esta exigencia no será necesaria en los casos que el recurso se presente en forma electrónica. 

Cuando no se haga la transcripción a que se refiere el párrafo primero o no se exhiban las 

copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días 

lo haga; si no lo hiciere se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se afecte al o la recurrente 

por actos restrictivos de la libertad, se trate de menores de edad o de incapaces, o se afecten 

derechos agrarios de núcleos de población ejidal o comunal o de personas ejidatarias o comuneras 

en lo individual, o quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara 

desventaja social para emprender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional expedirá las copias 

correspondientes. 

 

Artículo 89.- Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de 

agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubiere presentado los distribuirá entre 

las partes y dentro del término de tres días, contados a partir del día siguiente al que se integre 

debidamente el expediente, remitirá el original del escrito de agravios y el cuaderno principal a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación o al tribunal colegiado de circuito, según corresponda. Para 

el caso de que el recurso se hubiere presentado de manera electrónica, se podrá acceder al 

expediente de esa misma forma. 

 

Artículo 90.- Tratándose de resoluciones relativas a la suspensión definitiva, el expediente 

original del incidente de suspensión deberá remitirse dentro del plazo de tres días, contados a partir 

del día siguiente al en que se integre debidamente el expediente, quedando su duplicado ante el 

órgano jurisdiccional en contra de cuya resolución se interpuso el recurso. Tratándose del 

interpuesto por la vía electrónica, se enviará el expediente electrónico. 

 

Artículo 91.- La persona titular de la presidencia del órgano jurisdiccional, según 

corresponda, dentro de los tres siguientes días a su recepción calificará la procedencia del recurso y 

lo admitirá o desechará. 

Cuando se trate del recurso de revisión en amparo directo no procederá ningún medio de 

impugnación en contra del auto que deseche el recurso. 

 

Artículo 92.- Notificadas las partes del auto de admisión, transcurrido el plazo para 

adherirse a la revisión y, en su caso, tramitada ésta, se turnará de inmediato el expediente al 

ministro, ministra, magistrado o magistrada que corresponda. La resolución deberá dictarse dentro 

del plazo máximo de noventa días. 

 

Artículo 93.- Al conocer de los asuntos en revisión, el órgano jurisdiccional observará las 

reglas siguientes: 

I.- Si quien recurre es la persona quejosa, examinará, en primer término, los agravios 

hechos valer en contra del sobreseimiento decretado en la resolución recurrida. 

Si los agravios son fundados, examinará las causales de sobreseimiento invocadas y no 

estudiadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o surgidas con posterioridad 

a la resolución impugnada; 
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II.- Si quien recurre es la autoridad responsable o la persona tercera interesada, examinará, 

en primer término, los agravios en contra de la omisión o negativa a decretar el sobreseimiento; si 

son fundados se revocará la resolución recurrida; 

III.- Para los efectos de las fracciones I y II, podrá examinar de oficio y, en su caso, decretar 

la actualización de las causales de improcedencia desestimadas por el juzgador o la juzgadora de 

origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados por el órgano de primera 

instancia; 

IV.- Si encontrare que por acción u omisión se violaron las reglas fundamentales que 

norman el procedimiento del juicio de amparo, siempre que tales violaciones hayan trascendido al 

resultado del fallo, revocará la resolución recurrida y mandará reponer el procedimiento; 

V.- Si quien recurre es la persona quejosa, examinará los demás agravios; si estima que son 

fundados, revocará la sentencia recurrida y dictará la que corresponda; 

VI.- Si quien recurre es la autoridad responsable o la persona tercera interesada, examinará 

los agravios de fondo, si estima que son fundados, analizará los conceptos de violación no 

estudiados y concederá o negará el amparo, y 

VII.- Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante la autoridad 

responsable o el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquéllas que tiendan a desestimar el 

sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional. 

 

Artículo 94.- En la revisión adhesiva el estudio de los agravios podrá hacerse en forma conjunta 

o separada, atendiendo a la prelación lógica que establece el artículo anterior. 

 

Artículo 95.- Cuando en la revisión concurran materias que sean de la competencia de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y de un tribunal colegiado de circuito, se estará a lo 

establecido en los acuerdos generales del Pleno de la propia Corte. 

 

Artículo 96.- Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo 

directo por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá 

únicamente sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación 

directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los 

derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

RECURSO DE QUEJA 

 

Artículo 97.- El recurso de queja procede: 

I.- En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones: 

a) Las que admitan total o parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda 

de amparo o su ampliación; 

b) Las que concedan o nieguen la suspensión de plano o la provisional; 

c) Las que rehúsen la admisión de fianzas o contrafianzas, admitan las que no reúnan los 

requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes; 

d) Las que reconozcan o nieguen el carácter de persona tercera interesada; 

e) Las que se dicten durante la tramitación del juicio, o del incidente de suspensión, que no 

admitan expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza trascendental y grave puedan 

causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; así como las que con 

las mismas características se emitan después de dictada la sentencia en la audiencia constitucional; 

f) Las que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios; 

g) Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución del acuerdo en que se 

haya concedido a la persona quejosa la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado, y 
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h) Las que se dicten en el incidente de cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo; 

II.- Amparo directo, tratándose de la autoridad responsable, en los siguientes casos: 

a) Cuando omita tramitar la demanda de amparo o lo haga indebidamente; 

b) Cuando no provea sobre la suspensión dentro del plazo legal, conceda o niegue ésta, 

rehúse la admisión de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los requisitos legales o que 

puedan resultar excesivas o insuficientes; 

c) Contra la resolución que decida el incidente de reclamación de daños y perjuicios; y 

d) Cuando niegue a la persona quejosa su libertad caucional o cuando las resoluciones que 

dicte sobre la misma materia causen daños o perjuicios a alguna de las personas interesadas. 

 

Artículo 98.- El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días, con las 

excepciones siguientes: 

I.- De dos días hábiles, cuando se trate de suspensión de plano o provisional; y 

II.- En cualquier tiempo, cuando se omita tramitar la demanda de amparo. 

 

Artículo 99.- El recurso de queja deberá presentarse por escrito ante el órgano 

jurisdiccional que conozca del juicio de amparo. 

En el caso de que se trate de actos de la autoridad responsable, el recurso deberá plantearse ante el 

órgano jurisdiccional de amparo que deba conocer o haya conocido del juicio. 

 

Artículo 100.- En el escrito de queja se expresarán los agravios que cause la resolución 

recurrida. 

En caso de que el escrito de expresión de agravios se presente en forma impresa, el o la 

recurrente deberá exhibir una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes, 

señalando las constancias que en copia certificada deberán remitirse al órgano jurisdiccional que 

deba resolver el recurso. Esta exigencia no será necesaria en los casos que el recurso se presente en 

forma electrónica. 

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior se requerirá al o la 

recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no interpuesto el 

recurso, salvo que se trate de actos restrictivos de la libertad o que afecten intereses de menores de 

edad o incapaces o de personas trabajadoras o derechos agrarios de núcleos de población ejidal o 

comunal o de personas ejidatarias o comuneras en lo individual, o quienes por sus condiciones de 

pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, en los que 

el órgano jurisdiccional expedirá las copias correspondientes. 

 

Artículo 101.- El órgano jurisdiccional notificará a las demás partes la interposición del 

recurso para que en el plazo de tres días señalen constancias que en copia certificada deberán 

remitirse al que deba resolver. Transcurrido el plazo, enviará el escrito del recurso, copia de la 

resolución recurrida, el informe sobre la materia de la queja, las constancias solicitadas y las demás 

que estime pertinentes. Para el caso de que el recurso se hubiere interpuesto por la vía electrónica, 

se enviará el expediente electrónico. 

En los supuestos del artículo 97, fracción I, inciso b) de esta Ley, el órgano jurisdiccional 

notificará a las partes y de inmediato remitirá al que corresponda, copia de la resolución, el informe 

materia de la queja, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes. 

Cuando se trate de actos de la autoridad responsable, el órgano jurisdiccional requerirá a 

dicha autoridad, el informe materia de la queja, en su caso la resolución impugnada, las constancias 

solicitadas y las que estime pertinentes. 

La falta o deficiencia de los informes establece la presunción de ser ciertos los hechos 

respectivos. 

Recibidas las constancias, se dictará resolución dentro de los cuarenta días siguientes, o 

dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 97, fracción I, inciso b) de esta Ley. 
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Artículo 102.- En los casos de resoluciones dictadas durante la tramitación del amparo 

indirecto que por su naturaleza trascendental y grave puedan causar un perjuicio no reparable a 

alguna de las partes, con la interposición de la queja la jueza o el juez de distrito o tribunal 

colegiado de apelación está facultado para suspender el procedimiento, hecha la excepción del 

incidente de suspensión, siempre que a su juicio estime que la resolución que se dicte en ella pueda 

influir en la sentencia, o cuando de resolverse en lo principal, se hagan nugatorios los derechos que 

pudiera hacer valer el o la recurrente en el acto de la audiencia. 
 

Artículo 103.- En caso de resultar fundado el recurso se dictará la resolución que corresponda 

sin necesidad de reenvío, salvo que la resolución implique la reposición del procedimiento. En este caso, 

quedará sin efecto la resolución recurrida y se ordenará al que la hubiere emitido dictar otra, debiendo 

precisar los efectos concretos a que deba sujetarse su cumplimiento. 
 

SECCIÓN TERCERA 

RECURSO DE RECLAMACIÓN 
 

Artículo 104.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite 

dictados por la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por 

las personas titulares de la presidencia de los tribunales colegiados de circuito. 

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se 

expresan agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la 

notificación de la resolución impugnada. 

En contra del acuerdo que deseche el recurso de revisión en amparo directo no procede 

medio de impugnación alguno. 
 

Artículo 105.- El órgano jurisdiccional que deba conocer del asunto resolverá en un plazo 

máximo de diez días; la persona ponente será un ministro o ministra o magistrado o magistrada 

distinta a la persona titular de su presidencia. 
 

Artículo 106.- La reclamación fundada deja sin efectos el acuerdo recurrido y obliga a la 

persona titular de la presidencia que lo hubiere emitido a dictar el que corresponda. 
 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO 
 

CAPÍTULO I 

EL AMPARO INDIRECTO 
 

SECCIÓN PRIMERA 

PROCEDENCIA Y DEMANDA 
 

Artículo 107.- El amparo indirecto procede: 

I.- Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto 

de su aplicación causen perjuicio a la persona quejosa. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por normas generales, entre otras, las siguientes: 

a) Los tratados internacionales aprobados en los términos previstos en el artículo 133 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; salvo aquellas disposiciones en que tales 

tratados reconozcan derechos humanos; 

b) Las leyes federales; 

c) Las constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 

d) Las leyes de los Estados y de la Ciudad de México; 

e) Los reglamentos federales; 

f) Los reglamentos locales; y 
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g) Los decretos, acuerdos y todo tipo de resoluciones de observancia general; 

II.- Contra actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales 

judiciales, administrativos o del trabajo. 

Si se trata de actos de ejecución o cobro de contribuciones de créditos fiscales determinados 

en resoluciones liquidatorias que hubieren sido impugnadas y hayan quedado firmes por resolución 

de autoridad competente, o de resoluciones que resuelvan solicitudes de prescripción de dichos 

créditos firmes, sólo podrá promoverse el amparo hasta el momento de la publicación de la 

convocatoria de remate, caso en el cual se harán valer las violaciones cometidas durante el 

procedimiento. Las normas generales aplicadas durante el procedimiento solo podrán reclamarse en 

el amparo promovido contra la resolución referida; 

III.- Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo 

seguido en forma de juicio, siempre que se trate de: 

a) La resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el 

procedimiento si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa la persona quejosa, 

trascendiendo al resultado de la resolución, y 

b) Actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los 

que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 

IV.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo realizados 

fuera de juicio o después de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia sólo podrá promoverse el amparo contra la 

última resolución dictada en el procedimiento respectivo, entendida como aquélla que aprueba o 

reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o declara la imposibilidad material o jurídica para 

darle cumplimiento, o las que ordenan el archivo definitivo del expediente, pudiendo reclamarse en 

la misma demanda las violaciones cometidas durante ese procedimiento que hubieren dejado sin 

defensa a la persona quejosa y trascendido al resultado de la resolución. 

En los procedimientos de remate la última resolución es aquélla que en forma definitiva ordena 

el otorgamiento de la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados, en cuyo caso se 

harán valer las violaciones cometidas durante ese procedimiento en los términos del párrafo anterior; 

V.- Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos 

los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 

VI.- Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas; 

VII.- Contra las omisiones del o la Ministerio Público en la investigación de los delitos, así 

como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal, o por suspensión de 

procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño; 

VIII.- Contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la competencia o el 

conocimiento de un asunto, y 

IX.- Contra normas generales, actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia 

Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

Tratándose de resoluciones dictadas por dichos órganos emanadas de un procedimiento 

seguido en forma de juicio sólo podrá impugnarse la que ponga fin al mismo por violaciones 

cometidas en la resolución o durante el procedimiento; las normas generales aplicadas durante el 

procedimiento sólo podrán reclamarse en el amparo promovido contra la resolución referida. 

 

Artículo 108.- La demanda de amparo indirecto deberá formularse por escrito o por medios 

electrónicos en los casos que la ley lo autorice, en la que se expresará: 

I.- El nombre y domicilio de la persona quejosa y de la que promueve en su nombre, quien 

deberá acreditar su representación; 

II.- El nombre y domicilio de la persona tercera interesada, y si no los conoce, manifestarlo 

así bajo protesta de decir verdad; 
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III.- La autoridad o autoridades responsables. En caso de que se impugnen normas 

generales, la persona quejosa deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley 

encomiende su promulgación. En el caso de las autoridades que hubieren intervenido en el refrendo 

del decreto promulgatorio de la ley o en su publicación, la persona quejosa deberá señalarlas con el 

carácter de autoridades responsables, únicamente cuando impugne sus actos por vicios propios; 

IV.- La norma general, acto u omisión que de cada autoridad se reclame; 

V.- Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstenciones que constituyan los 

antecedentes del acto reclamado o que sirvan de fundamento a los conceptos de violación; 

VI.- Los preceptos que, conforme al artículo 1o de esta Ley, contengan los derechos 

humanos y las garantías cuya violación se reclame; 

VII.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta 

Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los estados u otorgada a la Ciudad de México que 

haya sido invadida por la autoridad federal; si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III 

de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga 

la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida, y 

VIII.- Los conceptos de violación. 

 

Artículo 109.- Cuando se promueva el amparo en los términos del artículo 15 de esta Ley, 

bastará para que se dé trámite a la demanda, que se exprese: 

I.- El acto reclamado; 

II.- La autoridad que lo hubiere ordenado, si fuere posible; 

III.- La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto; y 

IV.- En su caso, el lugar en que se encuentre la persona quejosa. 

En estos supuestos, la demanda podrá formularse por escrito, por comparecencia o por 

medios electrónicos. En este último caso no se requerirá de firma electrónica. 

 

Artículo 110.- Con la demanda se exhibirán copias para cada una de las partes y dos para el 

incidente de suspensión, siempre que se pidiere y no tuviere que concederse de oficio. Esta 

exigencia no será necesaria en los casos que la demanda se presente en forma electrónica. 

El órgano jurisdiccional de amparo, de oficio, mandará expedir las copias cuando el amparo se 

promueva por comparecencia, por vía telegráfica o por medios electrónicos, lo mismo que en asuntos del 

orden penal, laboral tratándose de los trabajadores, cuando se puedan afectar intereses de menores de 

edad o incapaces, así como los derechos agrarios de los núcleos de población comunal o ejidal o de las 

personas ejidatarias o comuneras, así como cuando se trate de quienes por sus condiciones de pobreza o 

marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio. 
 

Artículo 111.- Podrá ampliarse la demanda únicamente cuando: 

I.- No hayan transcurrido los plazos para su presentación; 

II.- Con independencia de lo previsto en la fracción anterior, la persona quejosa tenga 

conocimiento de actos de autoridad que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la demanda 

inicial y que no hubieren sido de su conocimiento con anterioridad a la presentación de la demanda. En este 

caso, la ampliación deberá presentarse dentro de los plazos previstos en el artículo 17 de esta Ley. 

En el caso de la fracción II, la demanda podrá ampliarse dentro de los plazos referidos en este 

artículo, siempre que no se haya celebrado la audiencia constitucional o bien presentar una nueva demanda. 

No procederá la ampliación de demanda fuera de los casos expresamente previstos en este artículo. 
 

SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSTANCIACIÓN 
 

Artículo 112.- Dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde que la demanda fue 

presentada, o en su caso turnada, el órgano jurisdiccional deberá resolver si desecha, previene o admite. 

En el supuesto de los artículos 15 y 20 de esta Ley deberá proveerse de inmediato. 
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Artículo 113.- El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará el 

escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará de plano. 
 

Artículo 114.- El órgano jurisdiccional mandará requerir al o la promovente que aclare la 

demanda, señalando con precisión en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones 

que deban corregirse, cuando: 

I.- Hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda; 

II.- Se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 108 de esta Ley; 

III.- No se hubiere acompañado, en su caso, el documento que acredite la personalidad o 

éste resulte insuficiente; 

IV.- No se hubiere expresado con precisión el acto reclamado; y 

V.- No se hubieren exhibido las copias necesarias de la demanda. 

Si no se subsanan las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del 

plazo de cinco días, se tendrá por no presentada. 

En caso de falta de copias, se estará a lo dispuesto por el artículo 110 de esta Ley. La falta de 

exhibición de las copias para el incidente de suspensión, sólo dará lugar a la postergación de su apertura. 
 

Artículo 115.- De no existir prevención, o cumplida ésta, el órgano jurisdiccional admitirá la 

demanda; señalará día y hora para la audiencia constitucional, que se celebrará dentro de los treinta días 

siguientes; pedirá informe con justificación a las autoridades responsables, apercibiéndolas de las 

consecuencias que implica su falta en términos del artículo 117 de esta Ley; ordenará correr traslado a la 

persona tercera interesada, y, en su caso, tramitará el incidente de suspensión. 

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa fundada y suficiente, la audiencia 

constitucional podrá celebrarse en un plazo que no podrá exceder de otros treinta días. 

Las personas servidoras públicas serán responsables de verificar que los expedientes estén 

integrados debidamente con antelación a la celebración de la audiencia constitucional. 
 

Artículo 116.- Al pedirse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le 

remitirá copia de la demanda, si no se hubiese enviado al requerir el informe previo. 

A la persona tercera interesada se le entregará copia de la demanda al notificársele del 

juicio. Si reside fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo se le notificará por medio 

de exhorto o despacho que podrán ser enviados y recibidos haciendo uso de la Firma Electrónica o, 

en caso de residir en zona conurbada, podrá hacerse por conducto del actuario o actuaria. 

 

Artículo 117.- La autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación por escrito o en 

medios magnéticos dentro del plazo de quince días, con el cual se dará vista a las partes. El órgano 

jurisdiccional, atendiendo a las circunstancias del caso, podrá ampliar el plazo por otros diez días. 

Entre la fecha de notificación a la persona quejosa del informe justificado y la de 

celebración de la audiencia constitucional, deberá mediar un plazo de por lo menos ocho días; de lo 

contrario, se acordará diferir o suspender la audiencia, según proceda, a solicitud de la persona 

quejosa o de la persona tercera interesada. 

En el sistema procesal penal acusatorio, la autoridad jurisdiccional acompañará un índice 

cronológico del desarrollo de la audiencia en la que se haya dictado el acto reclamado, en el que se 

indique el orden de intervención de cada una de las partes. 

Los informes rendidos fuera de los plazos establecidos en el párrafo primero podrán ser 

tomados en cuenta si la persona quejosa estuvo en posibilidad de conocerlos. Si no se rindió 

informe justificado, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a 

cargo de la persona quejosa acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mismo 

violatorio de los derechos humanos y garantías a que se refiere el artículo 1o. de esta Ley. 

En el informe se expondrán las razones y fundamentos que se estimen pertinentes para 

sostener la improcedencia del juicio y la constitucionalidad o legalidad del acto reclamado y se 

acompañará, en su caso, copia certificada de las constancias necesarias para apoyarlo. 
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En amparos en materia agraria, además, se expresarán nombre y domicilio de la persona tercera 

interesada, los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad hayan ejecutado o pretendan 

ejecutar y si las responsables son autoridades agrarias, la fecha en que se hayan dictado las resoluciones 

que amparen los derechos agrarios de la persona quejosa y de la tercera, en su caso, y la forma y 

términos en que las mismas hayan sido ejecutadas, así como los actos por virtud de los cuales aquéllos 

hayan adquirido sus derechos, de todo lo cual también acompañarán al informe copias certificadas, así 

como de las actas de posesión, planos de ejecución, censos agrarios, certificados de derechos agrarios, 

títulos de parcela y demás constancias necesarias para precisar los derechos de las partes. 

No procederá que la autoridad responsable al rendir el informe pretenda variar o mejorar la 

fundamentación y motivación del acto reclamado, ni que ofrezca pruebas distintas de las consideradas al 

pronunciarlo, salvo las relacionadas con las nuevas pretensiones deducidas por la persona quejosa. 

Tratándose de actos materialmente administrativos, cuando en la demanda se aduzca la falta 

o insuficiencia de fundamentación y motivación, en su informe justificado la autoridad deberá 

complementar en esos aspectos el acto reclamado. En esos casos, deberá correrse traslado con el 

informe a la persona quejosa, para que en el plazo de quince días realice la ampliación de la 

demanda, la que se limitará a cuestiones derivadas de la referida complementación. Con la 

ampliación se dará vista a las responsables así como a la persona tercera interesada y, en su caso, se 

emplazará a las diversas autoridades que en ampliación se señalen. Para tales efectos deberá 

diferirse la audiencia constitucional. 
 

Artículo 118.- En los casos en que la quejosa o el quejoso impugne la aplicación por parte 

de la autoridad responsable de normas generales consideradas inconstitucionales por la 

jurisprudencia decretada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los plenos regionales, 

el informe con justificación se reducirá a tres días improrrogables, y la celebración de la audiencia 

se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda. 
 

Artículo 119.- Serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional por posiciones. Las 

pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, salvo que esta Ley disponga otra cosa. 

La documental podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el órgano 

jurisdiccional haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no 

exista gestión expresa de la persona interesada. 

Las pruebas testimonial, pericial, inspección judicial o cualquier otra que amerite desahogo 

posterior, deberán ofrecerse a más tardar, cinco días hábiles antes de la audiencia constitucional, sin 

contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia. 

Este plazo no podrá ampliarse con motivo del diferimiento de la audiencia constitucional, 

salvo que se trate de probar o desvirtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes 

con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas en el plazo referido, por causas no imputables a 

su descuido o negligencia dentro del procedimiento. En estos casos, el plazo para el ofrecimiento de 

tales pruebas será el señalado para la audiencia constitucional, tomando como indicador la nueva 

fecha señalada para la audiencia. 

Para el ofrecimiento de las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial, se deberán 

exhibir original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales 

deberán ser examinados los y las testigos, proporcionando el nombre y en su caso el domicilio 

cuando no los pueda presentar; el cuestionario para los peritos o peritas o de los puntos sobre los 

que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. 

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se 

requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá 

por no ofrecida la prueba. 

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que 

puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio o los puntos sobre 

los que deba versar la inspección, para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia. 
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Artículo 120.- Al admitirse la prueba pericial, se hará la designación de una persona perita 

o de las que estime convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada parte 

pueda designar a una para que se asocie al nombrado por el órgano jurisdiccional o rinda dictamen 

por separado, designación que deberá hacer dentro de los tres días siguientes a aquél en que surta 

sus efectos la notificación del auto admisorio de la prueba. 

Las personas peritas no son recusables, pero la nombrada por el órgano jurisdiccional de 

amparo deberá excusarse de dictaminar cuando exista alguna de las causas de impedimento a que se 

refiere el artículo 51 de esta Ley. Al aceptar su nombramiento manifestará bajo protesta de decir 

verdad que no se encuentra en la hipótesis de esos impedimentos. 
 

Artículo 121.- A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, las personas servidoras 

públicas tienen la obligación de expedir con toda oportunidad, las copias o documentos que aquellas 

les hubieren solicitado. Si no lo hacen, la parte interesada una vez que acredite haber hecho la 

petición, solicitará al órgano jurisdiccional que requiera a las omisas y difiera la audiencia, lo que se 

acordará siempre que la solicitud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado para su 

celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia audiencia. El órgano 

jurisdiccional hará el requerimiento de que se le envíen directamente los documentos o copias 

dentro de un plazo que no exceda de diez días. 

Este plazo no podrá ampliarse con motivo del diferimiento de la audiencia constitucional, 

salvo que se trate de probar o desvirtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes 

con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas en el plazo referido, por causas no imputables a 

su descuido o negligencia dentro del procedimiento. En estos casos, el plazo para el ofrecimiento de 

tales pruebas será el señalado para la audiencia constitucional, tomando como indicador la nueva 

fecha señalada para la audiencia. 

Si a pesar del requerimiento no se le envían oportunamente los documentos o copias, el 

órgano jurisdiccional, a petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se envíen; hará 

uso de los medios de apremio y agotados éstos, si persiste el incumplimiento denunciará los hechos 

al o la Ministerio Público de la Federación. 

Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales a instancia de cualquiera de las partes. 
 

Artículo 122.- Si al presentarse un documento por una de las partes otra de ellas lo objetare de 

falso en la audiencia constitucional, el órgano jurisdiccional la suspenderá para continuarla dentro de los 

diez días siguientes; en la reanudación de la audiencia se presentarán las pruebas relativas a la autenticidad 

del documento. En este caso, si se trata de las pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial se estará 

a lo dispuesto por el artículo 119 de esta Ley, con excepción del plazo de ofrecimiento que será de tres días 

contados a partir del siguiente al de la fecha de suspensión de la audiencia. 
 

Artículo 123.- Las pruebas se desahogarán en la audiencia constitucional, salvo aquéllas que a 

juicio del órgano jurisdiccional puedan recibirse con anterioridad o las que deban desahogarse fuera de 

la residencia del órgano jurisdiccional que conoce del amparo, vía exhorto, despacho, requisitoria o en 

cualquier otra forma legal, que podrán ser enviados y recibidos haciendo uso de la Firma Electrónica. 
 

Artículo 124.- Las audiencias serán públicas. Abierta la audiencia, se procederá a la relación de 

constancias, videograbaciones analizadas íntegramente y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, 

las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes; acto continuo se dictará el 

fallo que corresponda en un plazo que no podrá exceder de noventa días naturales. 

La persona quejosa podrá alegar verbalmente cuando se trate de actos que importen peligro 

de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, 

deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o 

alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, 

asentándose en autos extracto de sus alegaciones, si lo solicitare. 
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En los asuntos del orden administrativo, en la sentencia se analizará el acto reclamado 

considerando la fundamentación y motivación que para complementarlo haya expresado la autoridad 

responsable en el informe justificado. Ante la falta o insuficiencia de aquéllas, en la sentencia concesoria 

se estimará que el referido acto presenta un vicio de fondo que impide a la autoridad su reiteración. 
 

SECCIÓN TERCERA 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 
 

PRIMERA PARTE 

REGLAS GENERALES 
 

Artículo 125.- La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición de la 

persona quejosa. 
 

Artículo 126.- La suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que 

importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, 

incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada 

de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales. 

En este caso, la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda, comunicándose sin 

demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento. 

La suspensión también se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que 

tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la 

propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos de población ejidal o comunal. 
 

Artículo 127.- El incidente de suspensión se abrirá de oficio y se sujetará en lo conducente 

al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos: 

I.- Extradición; y 

II.- Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible 

restituir a la persona quejosa en el goce del derecho reclamado. 
 

Artículo 128.- Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se 

tramitará a petición de la persona quejosa en todas las materias, salvo aquellas previstas en el último 

párrafo de este artículo. 

Para ello, el órgano jurisdiccional, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar 

de forma expresa y justificada un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés 

social, a fin de verificar que concurran los requisitos siguientes: 

I.- Que exista el acto reclamado, se tenga certeza de su inminente realización u opere una 

presunción razonable sobre su existencia. 

II.- Deberá acreditarse, aunque sea de manera indiciaria, el interés suspensional de la 

persona promovente, entendido como la existencia de un principio de agravio derivado del acto 

reclamado, que permita inferir que su ejecución afectará a la persona quejosa. 

III.- Que, al ponderar los efectos de la suspensión frente al interés social, y a disposiciones 

de orden público, el órgano jurisdiccional advierta que su concesión no causa un daño significativo 

a la colectividad, ni priva a la sociedad de beneficios que ordinariamente le corresponden. 

IV.- Que, del análisis preliminar de los argumentos y elementos aportados, se desprenda la 

apariencia del buen derecho, sin que ello implique prejuzgar sobre el fondo del asunto. 

La suspensión se tramitará en incidente por separado y por duplicado. 

Asimismo, no serán objeto de suspensión las órdenes o medidas de protección dictadas en 

términos de la legislación aplicable por alguna autoridad administrativa o jurisdiccional para 

salvaguardar la seguridad o integridad de una persona y la ejecución de una técnica de investigación 

o medida cautelar concedida por autoridad judicial. 
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Las normas generales, actos u omisiones de las autoridades a que refieren los párrafos 

decimoquinto y decimoséptimo del artículo 28 de la Constitución Federal, no serán objeto de suspensión. 

Solamente en los casos en que la autoridad a que refiere el párrafo decimoquinto del artículo 28 de la 

Constitución Federal imponga multas o la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o 

acciones, éstas se ejecutarán hasta que se resuelva el juicio de amparo que, en su caso, se promueva. 
 

Artículo 129.- Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o 

se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión: 

I.- Continúe el funcionamiento de centros de vicio o de lenocinio, así como de 

establecimientos de juegos con apuestas o sorteos; 

II.- Continúe la producción o el comercio de narcóticos; 

III.- Se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos; 

IV.- Se permita el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de 

consumo necesario; 

V.- Se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave o el 

peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país; 

VI.- Se impida la ejecución de campañas contra el alcoholismo y la drogadicción; 

VII.- Se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la 

defensa de la integridad territorial, la independencia de la República, la soberanía y seguridad 

nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas 

órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense; 

VIII.- Se afecten intereses de menores de edad o incapaces o se les pueda causar trastorno 

emocional o psíquico; 

IX.- Se impida el pago de alimentos; 

X.- Se permita el ingreso en el país de mercancías cuya introducción esté prohibida en 

términos de ley o bien se encuentre en alguno de lo (sic) supuestos previstos en el artículo 131, 

párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se incumplan con las 

normas relativas a regulaciones y restricciones no arancelarias a la exportación o importación, salvo 

el caso de las cuotas compensatorias, las cuales se apegarán a lo regulado en el artículo 135 de esta 

Ley; se incumplan con las Normas Oficiales Mexicanas; se afecte la producción nacional; 

XI.- Se impidan o interrumpan los procedimientos relativos a la intervención, revocación, 

liquidación o quiebra de entidades financieras, y demás actos que sean impostergables, siempre en 

protección del público ahorrador para salvaguardar el sistema de pagos o su estabilidad; 

XII.- Se impida la continuación del procedimiento de extinción de dominio previsto en el 

párrafo segundo del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 

caso de que la persona quejosa sea una tercera ajena al procedimiento, procederá la suspensión; 

XIII.- Se impida u obstaculice al Estado la utilización, aprovechamiento o explotación de 

los bienes de dominio directo referidos en el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

XIV.- Se permita la comisión o continuación de actos, operaciones o servicios que puedan 

favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de manera efectiva en operaciones con recursos de 

procedencia ilícita o conductas ilícitas relacionadas que pudieran dañar al sistema financiero, en los 

términos de las leyes vigentes. 

El órgano jurisdiccional, en todo caso, dejará a salvo los recursos necesarios para el pago de 

salarios u otro tipo de obligaciones contraídas con trabajadores, de alimentos decretados por 

autoridad competente, o bien, para asegurar la subsistencia de la persona física titular de la cuenta y 

de sus acreedores alimentarios, así como de créditos fiscales o hipotecarios para vivienda de uso 

propio, mientras se resuelve el juicio de amparo; supuestos que deberán quedar acreditados. 

La suspensión definitiva únicamente podrá ser concedida para la disposición de recursos 

contenidos en cuentas cuya licitud quede acreditada a juicio del órgano jurisdiccional. 
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Tratándose del supuesto previsto en esta fracción, en ningún caso procederá la suspensión 

provisional. 

XV.- Se impida u obstaculice que la autoridad competente requiera, obtenga o disemine 

información financiera para la prevención y detección de operaciones con recursos de procedencia 

ilícita o conductas ilícitas relacionadas. 

XVI.- Se continúe con la realización de actividades o prestación de servicios que requieran 

de permiso, autorización o concesión emitida por autoridad federal competente, cuando no se 

cuente con la misma. 

XVII.- Se impida u obstaculice al Estado el ejercicio de sus facultades en materia de deuda 

pública, previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y las que se 

establezcan en las leyes de la materia. 
 

Artículo 130.- La suspensión se podrá pedir en cualquier tiempo mientras no se dicte 

sentencia ejecutoria. 
 

Artículo 131.- Cuando la persona quejosa que solicita la suspensión aduzca un interés legítimo, 

el órgano jurisdiccional la concederá cuando la persona quejosa acredite el daño inminente e irreparable 

a su pretensión en caso de que se niegue, y el interés social que justifique su otorgamiento. 

En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener por efecto modificar o 

restringir derechos ni constituir aquéllos que no haya tenido la persona quejosa antes de la 

presentación de la demanda. 
 

Artículo 132.- En los casos en que sea procedente la suspensión pero pueda ocasionar daño 

o perjuicio a tercero y la misma se conceda, la persona quejosa deberá otorgar garantía bastante 

para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere 

sentencia favorable en el juicio de amparo. 

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos de la persona tercera interesada que no 

sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía. 

La suspensión concedida a los núcleos de población no requerirá de garantía para que surta 

sus efectos. 
 

Artículo 133.- La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si la o el tercero otorga 

contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar 

los daños y perjuicios que sobrevengan a la persona quejosa, en el caso de que se le conceda el amparo. 

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia 

el juicio de amparo o cuando resulte en extremo difícil restituir las cosas al estado que guardaban 

antes de la violación. 

Cuando puedan afectarse derechos que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional 

fijará discrecionalmente el importe de la contragarantía. 
 

Artículo 134.- La contragarantía que ofrezca la o el tercero conforme al artículo anterior deberá 

también cubrir el costo de la garantía que hubiese otorgado la persona quejosa, que comprenderá: 

I.- Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa legalmente autorizada que 

haya otorgado la garantía; 

II.- Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los de la cancelación y su 

registro, cuando la persona quejosa hubiere otorgado garantía hipotecaria, y 

III.- Los gastos legales acreditados para constituir el depósito. 
 

Artículo 135.- Cuando el amparo se solicite en contra de actos relativos a determinación, 

liquidación, ejecución o cobro de contribuciones o créditos de naturaleza fiscal, podrá concederse 

discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos si se ha constituido o se 

constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios 

permitidos por las leyes fiscales aplicables. 
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El órgano jurisdiccional está facultado para reducir el monto de la garantía o dispensar su 

otorgamiento, en los siguientes casos: 

I.- Si realizado el embargo por las autoridades fiscales, éste haya quedado firme y los bienes 

del contribuyente embargados fueran suficientes para asegurar la garantía del interés fiscal; 

II.- Si el monto de los créditos excediere la capacidad económica de la persona quejosa, y 

III.- Si se tratase de tercero distinto al sujeto obligado de manera directa o solidaria al pago 

del crédito. 

Tratándose de créditos fiscales determinados en resoluciones liquidatorias que hubieren sido 

impugnadas y hayan quedado firmes por resolución de autoridad competente, o de actos que resuelvan sobre 

solicitudes de prescripción respecto de dichos créditos, la suspensión podrá otorgarse discrecionalmente, la 

que surtirá efectos si se ha constituido garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora mediante billete de 

depósito emitido por institución autorizada o carta de crédito emitida por alguna de las instituciones 

autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y registradas para tal efecto ante el Servicio de 

Administración Tributaria, de conformidad con las reglas de carácter general que al efecto expida el Servicio 

de Administración Tributaria y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

En los casos en que se niegue el amparo, cuando exista sobreseimiento del mismo o bien 

cuando por alguna circunstancia se deje sin efectos la suspensión en el amparo, la autoridad 

responsable hará efectiva la garantía. 
 

Artículo 136.- La suspensión, cualquiera que sea su naturaleza, surtirá sus efectos desde el 

momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido. 

Los efectos de la suspensión dejarán de surtirse, en su caso, si dentro del plazo de cinco días 

siguientes al en que surta efectos la notificación del acuerdo de suspensión, la persona quejosa no 

otorga la garantía fijada y así lo determina el órgano jurisdiccional. Al vencimiento del plazo, dicho 

órgano, de oficio o a instancia de parte, lo notificará a las autoridades responsables, las que podrán 

ejecutar el acto reclamado. No obstante lo anterior, mientras no se ejecute, la persona quejosa podrá 

exhibir la garantía, con lo cual, de inmediato, vuelve a surtir efectos la medida suspensional. 
 

Artículo 137.- Las personas morales públicas y las oficiales que conforman las Administraciones 

Públicas Federal, Estatal y Municipal, los fondos, mandatos o análogos, o cualquier otro ente público, 

independientemente de su origen y estructura, estarán exentos de otorgar las garantías que esta Ley exige. 
 

Artículo 138.- Promovida la suspensión del acto reclamado, el órgano jurisdiccional deberá 

analizar los elementos que obren en autos para determinar si se actualizan los requisitos previstos en 

el artículo 128 de esta Ley, atendiendo a la naturaleza provisional e inmediata de la medida cautelar. 

Concluida dicha valoración, la persona juzgadora deberá emitir un auto en el que: 

I.- Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará los requisitos y 

efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad responsable podrá ejecutar el acto reclamado; 

II.- Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá 

efectuarse dentro del plazo de cinco días; y 

III.- Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro 

del plazo de cuarenta y ocho horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les 

acompañará copia de la demanda y anexos que estime pertinentes. 

 

Artículo 139.- En los casos en que proceda la suspensión conforme a los artículos 128 y 131 

de esta Ley, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con perjuicios de difícil 

reparación para la persona quejosa, el órgano jurisdiccional, con la presentación de la demanda, 

deberá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la 

autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas 

que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a las 

personas interesadas, hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo. 
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Cuando en autos surjan elementos que modifiquen la valoración que se realizó respecto de 

la afectación que la medida cautelar puede provocar al interés social y el orden público, la persona 

juzgadora, con vista a la persona quejosa por veinticuatro horas, podrá modificar o revocar la 

suspensión provisional. 
 

Artículo 140.- En el informe previo la autoridad responsable se concretará a expresar si son 

o no ciertos los actos reclamados que se le atribuyan, podrá expresar las razones que estime 

pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión y deberá proporcionar los datos 

que tenga a su alcance que permitan al órgano jurisdiccional establecer el monto de las garantías 

correspondientes. Las partes podrán objetar su contenido en la audiencia. 

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe previo por cualquier medio a 

disposición de las oficinas públicas de comunicaciones. 
 

Artículo 141.- Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la 

jurisdicción del órgano que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo con la 

debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los medios a que se refiere el artículo anterior, se 

celebrará la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el 

lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a las autoridades foráneas. La resolución dictada en 

la primera audiencia podrá modificarse o revocarse con vista de los nuevos informes. 
 

Artículo 142.- La falta de informe previo hará presumir cierto el acto reclamado para el 

sólo efecto de resolver sobre la suspensión definitiva. 

Tratándose de amparo contra normas generales, las autoridades que hayan intervenido en el 

refrendo del decreto promulgatorio de la norma general o en su publicación, únicamente rendirán el 

informe previo cuando adviertan que su intervención en el proceso legislativo o de creación de la 

norma general, se impugne por vicios propios. 

La falta del informe previo de las autoridades legislativas, además de lo señalado en el 

párrafo anterior, no dará lugar a sanción alguna. 
 

Artículo 143.- El órgano jurisdiccional podrá solicitar documentos y ordenar las diligencias 

que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva. 

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y de 

inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 15 de esta Ley, será 

admisible la prueba testimonial. 

Para efectos de este artículo, no serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento 

y admisión de las pruebas en el cuaderno principal. 
 

Artículo 144.- En la audiencia incidental, a la cual podrán comparecer las partes, se dará 

cuenta con los informes previos; se recibirán las documentales que el órgano jurisdiccional se 

hubiere allegado y los resultados de las diligencias que hubiere ordenado, así como las pruebas 

ofrecidas por las partes; se recibirán sus alegatos, y se resolverá sobre la suspensión definitiva y, en 

su caso, las medidas y garantías a que estará sujeta. 
 

Artículo 145.- Cuando apareciere debidamente probado que ya se resolvió sobre la 

suspensión en otro juicio de amparo, promovido con anterioridad por la misma persona quejosa o 

por otra persona en su nombre o representación, contra el mismo acto reclamado y contra las 

propias autoridades, se declarará sin materia el incidente de suspensión. 

 

Artículo 146.- La resolución que decida sobre la suspensión definitiva deberá contener: 

I.- La determinación clara y precisa del acto o actos reclamados cuya suspensión se solicita; 

II.- La valoración de las pruebas que hayan sido admitidas y desahogadas dentro del 

incidente; 
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III.- El análisis expreso y razonado de cada uno de los elementos exigidos por el artículo 

128 de esta Ley, y 

IV.- Los puntos resolutivos en los que se exprese con claridad si se concede o niega la 

suspensión, señalando con precisión, en su caso, los efectos y condiciones bajo los cuales se 

concede, para su estricto cumplimiento por la autoridad responsable. 
 

Artículo 147.- En los casos en que la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional 

deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para 

conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de 

cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos. 

Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, ordenará que las cosas se mantengan en el estado 

que guarden y, de ser jurídica y materialmente posible, restablecerá provisionalmente a la persona 

quejosa en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo. 

El órgano jurisdiccional tomará las medidas que estime necesarias para evitar que se 

defrauden los derechos de los menores de edad o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva en 

el juicio de amparo. 
 

Artículo 148.- En los juicios de amparo en que se reclame una norma general 

autoaplicativa sin señalar un acto concreto de aplicación, la suspensión se otorgará para impedir los 

efectos y consecuencias de la norma en la esfera jurídica de la persona quejosa. 

En el caso en que se reclame una norma general con motivo del primer acto de su 

aplicación, la suspensión, además de los efectos establecidos en el párrafo anterior, se decretará en 

relación con los efectos y consecuencias subsecuentes del acto de aplicación. 

Tratándose de juicios de amparo en los que se reclame la inconstitucionalidad de normas 

generales, en ningún caso la suspensión podrá concederse con efectos generales. 
 

Artículo 149.- Cuando por mandato expreso de una norma general o de alguna autoridad, un 

particular tuviere o debiera tener intervención en la ejecución, efectos o consecuencias del acto 

reclamado, el efecto de la suspensión será que la autoridad responsable ordene a dicho particular la 

inmediata paralización de la ejecución, efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome 

las medidas pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la resolución suspensional. 
 

Artículo 150.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal 

que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, 

hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje 

irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse a la persona quejosa. 
 

Artículo 151.- Cuando se promueva el amparo contra actos o resoluciones dictadas en un 

procedimiento de remate de inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta 

antes de que se ordene la escrituración y la entrega de los bienes al adjudicatario. 

Tratándose de bienes muebles, el efecto de la suspensión será el de impedir su entrega 

material al adjudicatario. 
 

Artículo 152.- Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de 

ejecución de un laudo en materia laboral la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio de 

la persona titular de la presidencia del tribunal respectivo, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la 

obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo 

se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia. 
 

Artículo 153.- La resolución en que se niegue la suspensión definitiva deja expedita la 

facultad de la autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado, aunque se interponga 

recurso de revisión; pero si con motivo del recurso se concede, sus efectos se retrotraerán a la fecha 

del auto o interlocutoria correspondiente, siempre que la naturaleza del acto lo permita. 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 55 

Artículo 154.- La resolución que conceda o niegue la suspensión definitiva podrá 

modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, cuando ocurra un hecho superveniente que 

lo motive, mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, debiendo tramitarse 

en la misma forma que el incidente de suspensión. 
 

Artículo 155.- Cuando se interponga recurso contra resoluciones dictadas en el incidente de 

suspensión, se remitirá el original al tribunal colegiado de circuito competente y se dejará el 

duplicado en poder del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sin perjuicio de que se siga 

actuando en el duplicado. 
 

Artículo 156.- Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las 

garantías y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante el órgano 

jurisdiccional que conozca de ella un incidente en los términos previstos por esta Ley, dentro de los 

seis meses siguientes al día en que surta efectos la notificación a las partes de la resolución que en 

definitiva ponga fin al juicio. De no presentarse la reclamación dentro de ese plazo y previa vista a 

las partes, se procederá a la devolución o cancelación, en su caso, de la garantía o contragarantía, 

sin perjuicio de que pueda exigirse dicha responsabilidad ante autoridad judicial competente. 
 

Artículo 157.- En lo conducente, se aplicará al auto que resuelve sobre la suspensión 

provisional lo dispuesto para la resolución que decide sobre la suspensión definitiva. 
 

Artículo 158.- Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión se observarán las 

disposiciones relativas al Título Quinto de esta Ley. En caso de incumplimiento, cuando la 

naturaleza del acto lo permita, el órgano jurisdiccional de amparo podrá hacer cumplir la resolución 

suspensional o podrá tomar las medidas para el cumplimiento. 
 

SEGUNDA PARTE 

EN MATERIA PENAL 
 

Artículo 159.- En los lugares donde no resida juez o jueza de distrito y especialmente cuando se 

trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 

procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, 

desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza 

Aérea nacionales, el juez o jueza de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad 

que ejecute o trate de ejecutar el acto reclamado, deberá recibir la demanda de amparo y acordar de 

plano sobre la suspensión de oficio conforme a las siguientes reglas: 

I.- Formará por duplicado un expediente que contenga la demanda de amparo y sus anexos, el 

acuerdo que decrete la suspensión de oficio y el señalamiento preciso de la resolución que se mande 

suspender; las constancias de notificación y las determinaciones que dicte para hacer cumplir su resolución; 

II.- Ordenará a la autoridad responsable que mantenga las cosas en el estado en que se 

encuentren o que, en su caso, proceda inmediatamente a poner en libertad o a disposición del o la 

Ministerio Público a la persona quejosa y que rinda al juez o jueza de distrito el informe previo, y 

III.- Remitirá de inmediato el original de las actuaciones al juez o jueza de distrito 

competente y conservará el duplicado para vigilar el cumplimiento de sus resoluciones, hasta en 

tanto el juez o jueza de distrito provea lo conducente, con plena jurisdicción. 

En caso de la probable comisión del delito de desaparición forzada, el juez o jueza de 

primera instancia procederá conforme lo establecido por el artículo 15 de esta Ley. 

Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez o jueza de primera instancia y no 

haya otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, 

la demanda de amparo podrá presentarse ante cualquiera de los órganos judiciales que ejerzan 

jurisdicción en el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecutora o, en su defecto, ante 

el órgano jurisdiccional más próximo. 
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Artículo 160.- Cuando el acto reclamado sea la orden de deportación, expulsión o 

extradición, la suspensión tiene por efecto que no se ejecute y la persona interesada quede en el 

lugar donde se encuentre a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, sólo en lo que se refiere 

a su libertad personal. 
 

Artículo 161.- Cuando el acto reclamado consista en la orden de traslado de la persona quejosa 

de un centro penitenciario a otro, la suspensión, si procede, tendrá por efecto que éste no se lleve a cabo. 
 

Artículo 162.- Cuando el acto reclamado consista en una orden de privación de la libertad o en 

la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, la suspensión tendrá por efecto que no se 

ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las 

medidas que aseguren que la persona quejosa no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación 

de presentarse ante la autoridad y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigida. 

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que la 

privación de la libertad se ejecute en el domicilio de la persona quejosa. 
 

Artículo 163.- Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal 

dentro de un procedimiento del orden penal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 166 de 

esta Ley, la suspensión producirá el efecto de que la persona quejosa quede a disposición del órgano 

jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición 

de la autoridad que deba juzgarlo, para la continuación del procedimiento. 
 

Artículo 164.- Cuando el acto reclamado consista en la detención de la persona quejosa 

efectuada por autoridades administrativas distintas del o la Ministerio Público, en relación con la 

comisión de un delito, se ordenará que sin demora cese la detención, poniéndolo en libertad o a 

disposición del o la Ministerio Público. 

Cuando en los supuestos del párrafo anterior, la detención de la persona quejosa no tenga 

relación con la comisión de un delito, la suspensión tendrá por efecto que sea puesta en libertad. 
 

Artículo 165.- Cuando el acto reclamado afecte la libertad personal de la persona quejosa y 

se encuentre a disposición del o la Ministerio Público por cumplimiento de orden de detención del 

mismo, salvo el caso de la detención por caso urgente, la suspensión se concederá para el efecto de 

que dentro del término de cuarenta y ocho horas o en un plazo de noventa y seis, tratándose de 

delincuencia organizada, contadas a partir del momento de la detención, sea puesto en libertad o a 

disposición ante el órgano jurisdiccional correspondiente. 

Cuando la persona quejosa se encuentre a disposición del o la Ministerio Público por haber 

sido detenida en flagrancia o caso urgente, el plazo contará a partir de que sea puesto a disposición. 

En cualquier caso distinto de los anteriores y en la detención por caso urgente, en los que el o la 

Ministerio Público restrinja la libertad de la persona quejosa, la suspensión se concederá para el efecto 

de que sea puesto en inmediata libertad o a disposición ante el órgano jurisdiccional correspondiente. 
 

Artículo 166.- Cuando se trate de orden de aprehensión o reaprehensión o de medida cautelar 

que implique privación de la libertad, dictadas por autoridad competente, se estará a lo siguiente: 

I.- Si se trata de delitos de prisión preventiva oficiosa a que se refiere el artículo 19 

constitucional, la suspensión sólo producirá el efecto de que la persona quejosa quede a disposición 

del órgano jurisdiccional de amparo en el lugar que éste señale únicamente en lo que se refiera a su 

libertad, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer el procedimiento 

penal para los efectos de su continuación. Tratándose de estos casos, la suspensión no podrá 

otorgarse con efectos distintos a los expresamente previstos en esta fracción; 

II.- Si se trata de delitos que no impliquen prisión preventiva oficiosa, la suspensión 

producirá el efecto de que la persona quejosa no sea detenida, bajo las medidas de aseguramiento 

que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la 
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justicia y se presente al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la 

autoridad responsable en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal. 

Cuando la persona quejosa ya se encuentre materialmente detenida por orden de autoridad 

competente y el o la Ministerio Público que interviene en el procedimiento penal solicite al juez o 

jueza la prisión preventiva porque considere que otras medidas cautelares no sean suficientes para 

garantizar la comparecencia de la persona imputada en el juicio, el desarrollo de la investigación, la 

protección a la víctima, de las y los testigos o de la comunidad, así como cuando la persona 

imputada esté siendo procesada o haya sido sentenciada previamente por la comisión de un delito 

doloso, y el juez o jueza del proceso penal acuerde la prisión preventiva, el efecto de la suspensión 

sólo será el establecido en la fracción I de este artículo. 

Si la persona quejosa incumple las medidas de aseguramiento o las obligaciones derivadas del 

procedimiento penal, la suspensión será revocada con la sola comunicación de la autoridad responsable. 

En el caso de órdenes o medidas de protección impuestas en cualquiera de las etapas de un 

procedimiento penal se estará a lo dispuesto en el penúltimo párrafo del artículo 128. 
 

Artículo 167.- La libertad otorgada a la persona quejosa con motivo de una resolución 

suspensional podrá ser revocada cuando ésta incumpla con cualquiera de las obligaciones 

establecidas por el órgano jurisdiccional de amparo o derivadas del procedimiento penal respectivo. 
 

Artículo 168.- Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un 

procedimiento penal que afecten la libertad personal en los términos del artículo 166, fracción II, el 

órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir a la persona quejosa que, dentro de los cinco días 

siguientes a la notificación de la determinación de la suspensión, exhiba garantía, sin perjuicio de 

otras medidas de aseguramiento que estime convenientes. 

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta: 

I.- La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute; 

II.- Las características personales y situación económica de la persona quejosa, y 

III.- La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia. 

No se exigirá garantía cuando la suspensión únicamente tenga los efectos a que se refiere el 

artículo 163 de esta Ley. 

El incumplimiento de cualesquiera de las condiciones fijadas por la persona juzgadora dará 

lugar a la revocación de la suspensión. 
 

Artículo 169.- Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trate de burlar 

la orden de libertad de la persona quejosa o de ocultarla, el órgano jurisdiccional de amparo podrá 

hacerlo comparecer ante él a través de los medios que estime pertinente o trasladarse al lugar de su 

detención para ponerlo en libertad. Para tal efecto las autoridades civiles y militares estarán 

obligadas a brindar el auxilio necesario al órgano jurisdiccional de amparo. 
 

CAPÍTULO II 

EL AMPARO DIRECTO 
 

SECCIÓN PRIMERA 

PROCEDENCIA 
 

Artículo 170.- El juicio de amparo directo procede: 

I.- Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por 

tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, ya sea que la violación se cometa en 

ellos, o que cometida durante el procedimiento, afecte las defensas de la persona quejosa 

trascendiendo al resultado del fallo. 

 Se entenderá por sentencias definitivas o laudos, los que decidan el juicio en lo principal; 

por resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal lo den por concluido. 
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En materia penal, las sentencias condenatorias, absolutorias y de sobreseimiento, podrán ser 

impugnadas por la víctima u persona ofendida del delito. 

Para la procedencia del juicio deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se 

establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas o laudos y 

resoluciones puedan ser modificados o revocados, salvo el caso en que la ley permita la renuncia de los 

recursos. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitucionalidad de normas generales que 

sean de reparación posible por no afectar derechos sustantivos ni constituir violaciones procesales 

relevantes, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda contra la resolución definitiva. 

Para efectos de esta Ley, el juicio se inicia con la presentación de la demanda. En materia 

penal el proceso comienza con la audiencia inicial ante el Juez o Jueza de control; 

II.- Contra sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por 

tribunales de lo contencioso administrativo cuando éstas sean favorables a la persona quejosa, para 

el único efecto de hacer valer conceptos de violación en contra de las normas generales aplicadas. 

En estos casos, el juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone y se admite el recurso de 

revisión en materia contencioso administrativa previsto por el artículo 104 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. El tribunal colegiado de circuito resolverá primero lo relativo al recurso de 

revisión contencioso administrativa, y únicamente en el caso de que éste sea considerado procedente y 

fundado, se avocará al estudio de las cuestiones de constitucionalidad planteadas en el juicio de amparo. 

 

Artículo 171.- Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, 

deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando la persona quejosa 

las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su 

caso, señale la ley ordinaria respectiva y la violación procesal trascienda al resultado del fallo. 

Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten derechos de menores de 

edad o incapaces, al estado civil, o al orden o estabilidad de la familia, ejidatarios o ejidatarias, 

comuneros o comuneras, trabajadores o trabajadoras, núcleos de población ejidal o comunal, o quienes 

por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender 

un juicio, ni en los de naturaleza penal promovidos por la persona inculpada. Tampoco será exigible el 

requisito cuando se alegue que, la ley aplicada o que se debió aplicar en el acto procesal, es contrario a la 

Constitución o a los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 

 

Artículo 172.- En los juicios tramitados ante los tribunales administrativos, civiles, agrarios 

o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas de 

la persona quejosa, trascendiendo al resultado del fallo, cuando: 

I.- No se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley; 

II.- Haya sido falsamente representada en el juicio de que se trate; 

III.- Se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o se desahoguen en forma contraria a la ley; 

IV.- Se declare ilegalmente confesa a la persona quejosa, a su representante o apoderado o 

apoderada; 

V.- Se deseche o resuelva ilegalmente un incidente de nulidad; 

VI.- No se le concedan los plazos o prórrogas a que tenga derecho con arreglo a la ley; 

VII.- Sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes; 

VIII.- Previa solicitud, no se le muestren documentos o piezas de autos para poder alegar sobre ellos; 

IX.- Se le desechen recursos, respecto de providencias que afecten partes sustanciales del 

procedimiento que produzcan estado de indefensión; 

X.- Se continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o la 

autoridad impedida o recusada, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley 

expresamente la faculte para ello; 

XI.- Se desarrolle cualquier audiencia sin la presencia del juez o jueza o se practiquen 

diligencias judiciales de forma distinta a la prevenida por la ley, y 
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XII.- Se trate de casos análogos a los previstos en las fracciones anteriores a juicio de los 

órganos jurisdiccionales de amparo. 

 

Artículo 173.- En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del 

procedimiento con trascendencia a las defensas de la persona quejosa, cuando: 

Apartado A. Sistema de Justicia Penal Mixto 

I.- No se le haga saber el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre 

del acusador o acusadora particular si lo hubiere; 

II.- No se le permita nombrar defensor o defensora, en la forma que determine la ley; 

cuando no se le haga saber el nombre del o la adscrita al juzgado o tribunal que conozca de la causa, 

si no tuviere quien la defienda; cuando no se le facilite la manera de hacer saber su nombramiento al 

defensor o defensora designada; cuando se le impida comunicarse con él o que dicho defensor lo 

asista en alguna diligencia del proceso, o cuando, habiéndose negado a nombrar defensor o 

defensora, sin manifestar expresamente que se defenderá por sí misma, no se le nombre de oficio; 

III.- Habiéndolo solicitado no se le caree, en presencia del juez o jueza, en los supuestos y 

términos que establezca la ley; 

IV.- El juez o jueza no actúe con secretario o secretaria o con testigos de asistencia, o 

cuando se practiquen diligencias en forma distinta de la prevenida por la ley; 

V.- No se le cite para las diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando sea citado en 

forma ilegal, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admita en el acto de la 

diligencia, o cuando se le coarten en ella los derechos que la ley le otorga; 

VI.- No se respete a la persona imputada el derecho a declarar o a guardar silencio, la declaración 

de la persona imputada se obtenga mediante incomunicación, intimidación, tortura o sin presencia de su 

defensor o defensora o cuando el ejercicio del derecho a guardar silencio se utilice en su perjuicio; 

VII.- No se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con 

arreglo a derecho; 

VIII.- Se le desechen los recursos que tuviere conforme a la ley, respecto de providencias 

que afecten partes substanciales del procedimiento y produzcan indefensión de acuerdo con las 

demás fracciones de este mismo artículo; 

IX.- No se le suministren los datos que necesite para su defensa; 

X.- Se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del o la Agente del Ministerio Público a 

quien corresponda formular la requisitoria, sin la del juez o jueza que deba fallar o la del secretario o 

secretaria o testigos de asistencia que deban autorizar el acto, así como el defensor o defensora; 

XI.- La sentencia se funde en la confesión del reo o la rea, si estuvo incomunicada antes de 

otorgarla, o si se obtuvo su declaración por medio de intimidación, tortura o de cualquiera otra coacción; 

XII.- La sentencia se funde en alguna diligencia cuya nulidad establezca la ley expresamente; 

XIII.- Seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, la persona 

quejosa fuere sentenciada por diverso delito; 

 No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia solo 

difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos 

materiales que fueron objeto de la averiguación siempre que, en este último caso el o la Ministerio 

Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el 

auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y que la persona quejosa hubiese sido oída en 

defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal, y 

XIV.- En los demás casos análogos a los de las fracciones anteriores, a juicio del órgano 

jurisdiccional de amparo. 

Apartado B. Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral 

I.- Se desarrolle cualquier audiencia sin la presencia del órgano jurisdiccional actuante o se 

practique diligencias en forma distinta a la prevenida por la ley; 

II.- El desahogo de pruebas se realice por una persona distinta a la autoridad judicial que 

deba intervenir; 
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III.- Intervenga en el juicio el órgano jurisdiccional que haya conocido del caso previamente; 

IV.- La presentación de argumentos y pruebas en el juicio no se realice de manera pública, 

contradictoria y oral, salvo las excepciones previstas por la legislación procedimental aplicable; 

V.- La oportunidad para sostener la acusación o la defensa no se realice en igualdad de 

condiciones; 

VI.- No se respete a la persona imputada el derecho a declarar o guardar silencio, la 

declaración de la persona imputada se obtenga mediante incomunicación, intimidación, tortura o sin 

presencia de su defensor o defensora, o cuando el ejercicio del derecho a guardar silencio se utilice 

en su perjuicio; 

VII.- El Órgano jurisdiccional reciba a una de las partes para tratar el asunto sujeto a 

proceso sin la presencia de la otra, salvo las excepciones previstas por la legislación procedimental 

aplicable; 

VIII.- La persona imputada no sea informada, desde el momento de su detención en su 

comparecencia ante el o la Ministerio Público o ante el órgano jurisdiccional, de los hechos que se 

le imputan y los derechos que le asisten; 

IX.- No se le haga saber o se le niegue a la persona imputada extranjera, el derecho a recibir 

asistencia consular de las embajadas o consulados del país respecto del que sea nacional, salvo que 

haya declinado fehacientemente a este derecho; 

X.- No se reciban a la persona imputada los medios de prueba o pruebas pertinentes que 

ofrezca o no se reciban con arreglo a derecho, no se le conceda el tiempo para el ofrecimiento de 

pruebas o no se le auxilie para obtener la comparecencia de las personas de quienes ofrezca su 

testimonio en los términos señalados por la ley; 

XI.- La persona imputada no sea juzgada en audiencia pública por un juez o jueza o 

tribunal, salvo cuando se trate de los casos de excepción precisados por las disposiciones aplicables; 

XII.- No se faciliten a la persona imputada todos los datos que solicite para su defensa y que 

consten en el procedimiento o se restrinja a la persona imputada y a la defensa el acceso a los registros 

de investigación cuando la primera esté detenida o se pretenda recibirle declaración o entrevistarla; 

XIII.- No se respete a la persona imputada el derecho de contar con una defensa adecuada 

por abogado o abogada que elija libremente desde el momento de su detención, o en caso de que no 

quiera o no pueda hacerlo, el juez o jueza no le nombre un defensor o defensora pública, o cuando 

se impida, restrinja o intervenga la comunicación con su defensor o defensora; cuando la persona 

imputada sea indígena no se le proporcione la asistencia de un defensor o defensora que tenga 

conocimiento de su lengua y cultura, así como cuando el defensor o defensora no comparezca a 

todos los actos del proceso; 

XIV.- En caso de que la persona imputada no hable o entienda suficientemente el idioma 

español o sea sorda o muda y no se le proporcione la asistencia de un o una intérprete que le permita 

acceder plenamente a la jurisdicción del Estado, o que tratándose de personas indígenas no se les 

proporcione un o una intérprete que tenga conocimiento de su lengua y cultura; 

XV.- Debiendo ser juzgado por una autoridad judicial, no se integre en los términos 

previstos en la ley o se le juzgue por otro tribunal; 

XVI.- No se permite interponer los recursos en los términos que la ley prevea respecto de 

las providencias que afecten partes sustanciales del procedimiento que produzca indefensión; 

XVII.- No se hayan respetado los derechos de la persona víctima y ofendida en términos de 

la legislación aplicable; 

XVIII.- Cuando seguido el proceso por un delito, la persona quejosa haya sido sentenciada 

por un ilícito diverso a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la investigación, sin que 

hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, en términos de la legislación 

procedimental aplicable. 

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo 

difiera en grado del que haya sido materia del proceso, o bien sea el resultado de la reclasificación 

jurídica del delito en términos del Código Nacional de Procedimientos Penales; 
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XIX.- Se trate de casos análogos a las fracciones anteriores a juicio del Órgano jurisdiccional 

de amparo. 

 
Artículo 174.- En la demanda de amparo principal y en su caso, en la adhesiva la persona 

quejosa deberá hacer valer todas las violaciones procesales que estime se cometieron; las que no se 

hagan valer se tendrán por consentidas. Asimismo, precisará la forma en que trascendieron en su 

perjuicio al resultado del fallo. 

El tribunal colegiado de circuito, deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales 

que se hicieron valer y aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja. 

Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado 

correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, no 

podrán ser materia de concepto de violación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

DEMANDA 

 

Artículo 175.- La demanda de amparo directo deberá formularse por escrito, en el que se 

expresarán: 

I.- El nombre y domicilio de la persona quejosa y de quien promueve en su nombre; 

II.- El nombre y domicilio de la o el tercero interesado; 

III.- La autoridad responsable; 

IV.- El acto reclamado. 

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que haya puesto fin al juicio 

por estimarse inconstitucional la norma general aplicada, ello será materia únicamente del capítulo 

de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma general, 

debiéndose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte considerativa de la sentencia; 

V.- La fecha en que se haya notificado el acto reclamado a la persona quejosa o aquélla en 

que hubiese tenido conocimiento del mismo; 

VI.- Los preceptos que, conforme a la fracción I del artículo 1o de esta Ley, contengan los 

derechos humanos cuya violación se reclame; y 

VII.- Los conceptos de violación. 

 
Artículo 176.- La demanda de amparo deberá presentarse por conducto de la autoridad 

responsable, con copia para cada una de las partes. 

La presentación de la demanda ante autoridad distinta de la responsable no interrumpe los 

plazos que para su promoción establece esta Ley. 

 
Artículo 177.- Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el artículo anterior o no se 

presenten todas las necesarias, la autoridad responsable prevendrá a la persona promovente para que 

lo haga dentro del plazo de cinco días, a menos de que la demanda se haya presentado en forma 

electrónica. Transcurrido éste sin que se haya subsanado la omisión, remitirá la demanda con el 

informe relativo al tribunal colegiado de circuito, cuya persona titular de la presidencia la tendrá por 

no presentada. Si la persona titular de la presidencia determina que no existe incumplimiento, o que 

éste no es imputable a la persona quejosa, devolverá los autos a la autoridad responsable para que 

siga el trámite que corresponda. 

La autoridad responsable, de oficio, mandará sacar las copias en asuntos del orden penal, 

laboral tratándose de los trabajadores, cuando se puedan afectar intereses de menores de edad o 

incapaces, así como los derechos agrarios de los núcleos de población comunal o ejidal o de los 

ejidatarios o ejidatarias o comuneros o comuneras, o de quienes por sus condiciones de pobreza o 

marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, o cuando la 

demanda sea presentada por vía electrónica. 
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Artículo 178.- Dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al de 

presentación de la demanda, la autoridad responsable que emitió el acto reclamado deberá: 

I.- Certificar al pie de la demanda, la fecha de notificación a la persona quejosa de la 

resolución reclamada, la de su presentación y los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas. 

Si no consta en autos la fecha de notificación, la autoridad responsable dará cumplimiento a 

lo dispuesto en este artículo, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en 

que obre en su poder la constancia de notificación respectiva proporcione la información 

correspondiente al órgano jurisdiccional competente; 

II.- Correr traslado a la o el tercero interesado, en el último domicilio que haya designado 

para oír notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que señale la persona quejosa, y 

III.- Rendir el informe con justificación acompañando la demanda de amparo, los autos del 

juicio de origen con sus anexos y la constancia de traslado a las partes. Deberá dejar copia 

certificada de las actuaciones que estime necesarias para la ejecución de la resolución reclamada o 

para proveer respecto de la suspensión. 

En el sistema procesal penal acusatorio, se acompañará un índice cronológico del desahogo 

de la audiencia en la que se haya dictado el acto reclamado, en el que se indique el orden de 

intervención de cada una de las partes. 

 

SECCIÓN TERCERA 

SUBSTANCIACIÓN 

 

Artículo 179.- La persona titular de la presidencia del tribunal colegiado de circuito deberá 

resolver en el plazo de tres días si admite la demanda, previene a la persona quejosa para su 

regularización, o la desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 

 

Artículo 180.- Si hubiera irregularidades en el escrito de demanda por no haber satisfecho 

los requisitos que establece el artículo 175 de esta Ley, la persona titular de la presidencia del 

tribunal colegiado de circuito señalará a la persona promovente un plazo que no excederá de cinco 

días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos precisados en la providencia relativa. 

Si la persona quejosa no cumple el requerimiento, la persona titular de la presidencia del 

tribunal tendrá por no presentada la demanda y lo comunicará a la autoridad responsable. 

 

Artículo 181.- Si la persona titular de la presidencia del tribunal colegiado de circuito no 

encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si este último fuera 

subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo dentro de los cinco días 

siguientes a su pronunciamiento, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o 

promuevan amparo adhesivo. 

 

Artículo 182.- La parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés 

jurídico en que subsista el acto reclamado podrán presentar amparo en forma adhesiva al que 

promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado, el 

cual se tramitará en el mismo expediente y se resolverán en una sola sentencia. La presentación y 

trámite del amparo adhesivo se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal, 

y seguirá la misma suerte procesal de éste. 

El amparo adhesivo únicamente procederá en los casos siguientes: 

I.- Cuando el o la adherente trate de fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo 

definitivo, a fin de no quedar indefenso o indefensa, y 

II.- Cuando existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar las defensas del o la 

adherente, trascendiendo al resultado del fallo. 

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo deberán estar encaminados, por tanto, a 

fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio, 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 63 

que determinaron el resolutivo favorable a los intereses del o la adherente, o a impugnar las que 

concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Se deberán hacer valer todas las violaciones 

procesales que se hayan cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo y que 

respecto de ellas, el o la adherente hubiese agotado los medios ordinarios de defensa, a menos que 

se trate de menores de edad, incapaces, ejidatarios o ejidatarias, trabajadores o trabajadoras, núcleos 

de población ejidal o comunal, o de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se 

encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, y en materia penal tratándose de la 

persona imputada y de la ofendida o víctima. 

Con la demanda de amparo adhesivo se correrá traslado a la parte contraria para que 

exprese lo que a su interés convenga. 

La falta de promoción del amparo adhesivo hará que precluya el derecho de quien obtuvo 

sentencia favorable para alegar posteriormente las violaciones procesales que se hayan cometido en 

su contra, siempre que haya estado en posibilidad de hacerlas valer. 

El tribunal colegiado de circuito, respetando la lógica y las reglas fundamentales que 

norman el procedimiento en el juicio de amparo, procurará resolver integralmente el asunto para 

evitar, en lo posible, la prolongación de la controversia. 

 
Artículo 183.- Transcurridos los plazos a que se refiere el artículo 181, dentro de los tres 

días siguientes la persona titular de la presidencia del tribunal colegiado turnará el expediente a la 

persona magistrada ponente que corresponda, a efecto de que formule el proyecto de resolución, 

dentro de los noventa días siguientes. El auto de turno hace las veces de citación para sentencia. 

 
Artículo 184.- Las audiencias donde se discutan y resuelvan los asuntos de competencia de 

los tribunales colegiados de circuito serán públicas, salvo que exista disposición legal en contrario. 

La lista de los asuntos que deban verse en cada sesión se publicará en los estrados del tribunal 

cuando menos tres días antes de la celebración de ésta, sin contar el de la publicación ni el de la 

sesión. 

Los asuntos se discutirán en el orden en que se listen, salvo casos de excepción a juicio del 

órgano jurisdiccional. Si fueran aprobados se procederá a la firma del engrose dentro de los diez 

días siguientes. 

De no ser aprobados, los asuntos sólo se podrán aplazar o retirar. En estos supuestos, se 

asentará a petición de quien y la causa que expuso. El asunto deberá listarse dentro de un plazo que 

no excederá de treinta días naturales. 

 
Artículo 185.- El día señalado para la sesión, que se celebrará con la presencia de la 

persona secretaria quien dará fe, la persona magistrada ponente dará cuenta de los proyectos de 

resolución; la persona titular de la presidencia pondrá a discusión cada asunto; se dará lectura a las 

constancias que señalen las personas magistradas, y, estando suficientemente debatido, se procederá 

a la votación; acto continuo, la persona titular de la presidencia hará la declaración que corresponda 

y la persona secretaria publicará la lista en los estrados del tribunal. 

 
Artículo 186.- La resolución se tomará por unanimidad o mayoría de votos. En este último 

caso, el magistrado o magistrada que no esté conforme con el sentido de la resolución deberá 

formular su voto particular dentro del plazo de diez días siguientes al de la firma del engrose, voto 

en el que expresará cuando menos sucintamente las razones que lo fundamentan. 

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que se haya emitido el voto 

particular, se asentará razón en autos y se continuará el trámite correspondiente. La falta de emisión 

de un voto particular no impedirá la publicación de la sentencia. 
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Artículo 187.- Si no fuera aprobado el proyecto, pero el magistrado o magistrada ponente 

aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base 

en los términos de la discusión. 

Si el voto de la mayoría de los magistrados o magistradas fuera en sentido distinto al del 

proyecto, uno de ellos o ellas redactará la sentencia. 

En ambos casos el plazo para redactar la sentencia será de diez días, debiendo quedar en 

autos constancia del proyecto original. 

 

Artículo 188.- Las sentencias del tribunal deberán ser firmadas por todos sus integrantes y 

por el secretario de acuerdos. 

Cuando por cualquier motivo cambiare el personal del tribunal que haya dictado una 

ejecutoria conforme a los artículos anteriores, antes de que haya podido ser firmada por los 

magistrados o magistradas que la hubiesen dictado, si fue aprobado el proyecto de la magistrada o 

magistrado relator, la sentencia será autorizada válidamente por los magistrados o magistradas que 

integran aquél, haciéndose constar las circunstancias que hubiesen concurrido. 

Firmada la sentencia se notificará por lista a las partes. 

En los casos en que proceda el recurso de revisión la notificación a las partes se hará en 

forma personal. 

Para los efectos del párrafo anterior, la autoridad responsable solo será notificada al 

proveerse la remisión de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o haya transcurrido 

el plazo para interponer el recurso. 

 

Artículo 189.- El órgano jurisdiccional de amparo procederá al estudio de los conceptos de 

violación atendiendo a su prelación lógica y privilegiando en todo caso el estudio de aquellos que, 

de resultar fundados, redunden en el mayor beneficio para la persona quejosa. En todas las materias, 

se privilegiará el estudio de los conceptos de violación de fondo por encima de los de procedimiento 

y forma, a menos que invertir el orden redunde en un mayor beneficio para la persona quejosa. 

En los asuntos del orden penal, cuando se desprendan violaciones de fondo de las cuales 

pudiera derivarse la extinción de la acción persecutoria o la inocencia de la persona quejosa, se le 

dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio. 

 

SECCIÓN CUARTA 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 

 

Artículo 190.- La autoridad responsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir 

de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad. 

Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales del 

trabajo, la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio de la persona titular de la 

presidencia del tribunal respectivo, no se ponga a la parte trabajadora en peligro de no subsistir 

mientras se resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto 

exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia. 

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo el caso de la materia penal, los 

artículos 125, 128, 129, 130, 132, 133, 134, 135, 136, 154 y 156 de esta Ley. 

 

Artículo 191.- Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la 

sola presentación de la demanda, ordenará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. 

Si ésta comprende la pena de privación de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que la persona 

quejosa quede a disposición del Órgano jurisdiccional de amparo, por mediación de la autoridad 

responsable. 
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TÍTULO TERCERO 

CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN 
 

CAPÍTULO I 

CUMPLIMIENTO E INEJECUCIÓN 
 

Artículo 192.- Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando 

cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en 

revisión, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación, si se trata de amparo indirecto, 

o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de amparo directo, la notificarán sin demora a las partes. 

En la notificación que se haga a la autoridad responsable se le requerirá para que cumpla con la 

ejecutoria dentro del plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así sin causa justificada, se impondrá a 

su titular una multa que se determinará desde luego y que, asimismo, se remitirá el expediente al tribunal 

colegiado de circuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el caso, para seguir el trámite de 

inejecución, que puede culminar con la separación de su puesto y su consignación. 

La persona juzgadora previo a requerir a las autoridades responsables o a otras que 

considere como vinculadas al cumplimiento de la ejecutoria de amparo, deberá analizar el marco 

jurídico de actuación de las mismas para determinar si conforme a sus facultades les corresponde 

llevar a cabo actos relacionados con el cumplimiento respectivo. 

Al ordenar la notificación y requerimiento a la autoridad responsable, el órgano judicial de 

amparo también ordenará notificar y requerir a la persona superior jerárquica de aquélla, en su caso, 

para que le ordene cumplir con la ejecutoria, bajo el apercibimiento que de no demostrar que dio la 

orden, se le impondrá a su titular una multa en los términos señalados en esta Ley, además de que 

incurrirá en las mismas responsabilidades de la autoridad responsable. La persona titular de la 

Presidencia de la República no podrá ser considerada autoridad responsable o superior jerárquica. 

El órgano judicial de amparo, al hacer los requerimientos, podrá ampliar el plazo de 

cumplimiento tomando en cuenta su complejidad o dificultad debiendo fijar un plazo razonable y 

estrictamente determinado. Asimismo, en casos urgentes y de notorio perjuicio para la persona 

quejosa, ordenará el cumplimiento inmediato por los medios oficiales de que disponga. 

 

Artículo 193.- Si la ejecutoria no quedó cumplida en el plazo fijado y se trata de amparo 

indirecto, el órgano judicial de amparo hará el pronunciamiento respectivo, impondrá las multas que 

procedan y remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito, lo cual será notificado a la autoridad 

responsable y, en su caso, a su superiora o superior jerárquico, cuyos titulares seguirán teniendo 

responsabilidad aunque dejen el cargo. 

Se considerará incumplimiento el retraso por medio de evasivas o procedimientos ilegales de la 

autoridad responsable, o de cualquiera otra que intervenga en el trámite relativo. 

En cambio, si la autoridad demuestra que la ejecutoria está en vías de cumplimiento o 

justifica la causa del retraso, el órgano judicial de amparo podrá ampliar el plazo por una sola vez, 

subsistiendo los apercibimientos efectuados. El incumplimiento ameritará las providencias 

especificadas en el primer párrafo. 

En el supuesto de que sea necesario precisar, definir o concretar la forma o términos del 

cumplimiento de la ejecutoria, cualquiera de los órganos judiciales competentes podrá ordenar, de oficio 

o a petición de parte, que se abra un incidente para tal efecto. 

Al remitir los autos al tribunal colegiado de circuito, la jueza o el juez de distrito o el 

tribunal colegiado de apelación, formará un expedientillo con las copias certificadas necesarias para 

seguir procurando el cumplimiento de la ejecutoria. 

El tribunal colegiado de circuito notificará a las partes la radicación de los autos, revisará el 

trámite del a quo y dictará la resolución que corresponda; si reitera que hay incumplimiento remitirá 

los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación con un proyecto de separación del cargo de la 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 66 

persona titular de la autoridad responsable y, en su caso, del de su superiora o superior jerárquico, lo 

cual será notificado a éstos. 

Si la ejecutoria de amparo no quedó cumplida en el plazo fijado y se trata de amparo 

directo, el tribunal colegiado de circuito seguirá, en lo conducente y aplicable, lo establecido en los 

párrafos anteriores. Llegado el caso, remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

con proyecto de separación del cargo de las personas titulares de la autoridad responsable y su 

superiora o superior jerárquico. 
 

Artículo 194.- Se entiende como superiora o superior jerárquico de la autoridad 

responsable, el que de conformidad con las disposiciones correspondientes ejerza sobre ella poder o 

mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exigida en la sentencia de amparo, o 

bien para cumplir esta última por sí misma. 

La autoridad requerida como superiora jerárquica incurre en responsabilidad por falta de 

cumplimiento de las sentencias, en los términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiere 

concedido el amparo. 
 

Artículo 195.- El cumplimiento extemporáneo de la ejecutoria de amparo, si es 

injustificado, no exime de responsabilidad a la autoridad responsable ni, en su caso, a su superiora o 

superior jerárquico, pero se tomará en consideración como atenuante al imponer la sanción penal. 
 

Artículo 196.- Cuando el órgano judicial de amparo reciba informe de la autoridad 

responsable de que ya cumplió la ejecutoria, dará vista a la persona quejosa y, en su caso, a la o el 

tercero interesado, para que dentro del plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho convenga. 

En los casos de amparo directo la vista será de diez días donde la parte afectada podrá alegar el 

defecto o exceso en el cumplimiento. Dentro del mismo plazo computado a partir del siguiente al en 

que haya tenido conocimiento de su afectación por el cumplimiento, podrá comparecer la persona 

extraña a juicio para defender su interés. 

Transcurrido el plazo dado a las partes, con desahogo de la vista o sin ella, el órgano 

judicial de amparo dictará resolución fundada y motivada en que declare si la sentencia está 

cumplida o no lo está, si incurrió en exceso o defecto, o si hay imposibilidad para cumplirla. 

La ejecutoria se entiende cumplida cuando lo sea en su totalidad, sin excesos ni defectos. 

Si en estos términos el órgano judicial de amparo la declara cumplida, ordenará el archivo 

del expediente. 

Si no está cumplida, no está cumplida totalmente, no lo está correctamente o se considera de 

imposible cumplimiento, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito o a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, según corresponda, como establece, en lo conducente, el artículo 193 de esta Ley. 
 

Artículo 197.- Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el 

cumplimiento de la sentencia, están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los 

actos necesarios para su eficaz cumplimiento y estarán sujetos a las mismas responsabilidades a que 

alude este Capítulo. 
 

Artículo 198.- Recibidos los autos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictará a 

la brevedad posible la resolución que corresponda. 

Cuando sea necesario precisar, definir o concretar la forma o términos del cumplimiento de la 

ejecutoria, la Suprema Corte de Justicia de la Nación devolverá los autos al órgano judicial de amparo, a 

efecto de que desahogue el incidente a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 193 de esta Ley. 

Cuando estime que el retraso en el cumplimiento es justificado, dará un plazo razonable a la 

autoridad responsable para que cumpla, el que podrá ampliarse a solicitud fundada de la autoridad. 

Cuando considere que es inexcusable o hubiere transcurrido el plazo anterior sin que se 

hubiese cumplido, tomará en cuenta el proyecto del tribunal colegiado de circuito y procederá a 

separar de su cargo a la persona titular de la autoridad responsable y a consignarlo ante el juez o 
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jueza de distrito por el delito de incumplimiento de sentencias de amparo. Las mismas providencias 

se tomarán respecto de la superiora o superior jerárquico de la autoridad responsable si hubiese 

incurrido en responsabilidad, así como de los o las titulares que, habiendo ocupado con anterioridad 

el cargo de la autoridad responsable, hayan incumplido la ejecutoria. 

En la misma resolución, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará que se 

devuelvan los autos al órgano jurisdiccional de amparo a efecto de que reinicie el trámite de 

cumplimiento ante los nuevos titulares, sin perjuicio de la consignación que proceda contra las o los 

anteriores titulares que hayan sido considerados responsables del incumplimiento de la ejecutoria de 

amparo en términos del párrafo anterior. 
 

CAPÍTULO II 

REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO 
 

Artículo 199.- La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por la parte 

interesada dentro del plazo de quince días ante el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, el 

cual correrá traslado con copia de la denuncia a la autoridad responsable y le pedirá un informe que 

deberá rendir dentro del plazo de tres días. 

Vencido el plazo, el órgano judicial de amparo dictará resolución dentro de los tres días 

siguientes. Si ésta fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, ordenará la 

remisión de los autos al tribunal colegiado de circuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

según corresponda, siguiendo, en lo aplicable, lo establecido en el artículo 193 de esta Ley. 

Si la autoridad responsable deja sin efecto el acto repetitivo, ello no la exime de 

responsabilidad si actuó dolosamente al repetir el acto reclamado, pero será atenuante en la 

aplicación de la sanción penal. 
 

Artículo 200.- Recibidos los autos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinará a 

la brevedad posible, si existe o no repetición del acto reclamado. 

En el primer supuesto, tomará en cuenta el proyecto del tribunal colegiado de circuito y 

procederá a separar de su cargo a la persona titular de la autoridad responsable, así como a 

consignarlo ante juez o jueza de distrito por el delito que corresponda. 

Si no hubiere repetición, o si habiéndola, la autoridad no actuó dolosamente y dejó sin 

efectos el acto repetitivo antes de la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ésta 

hará la declaratoria correspondiente y devolverá los autos al órgano judicial que los remitió. 

 

CAPÍTULO III 

RECURSO DE INCONFORMIDAD 
 

Artículo 201.- El recurso de inconformidad procede contra la resolución que: 

I.- Tenga por cumplida la ejecutoria de amparo, en los términos del artículo 196 de esta Ley; 

II.- Declare que existe imposibilidad material o jurídica para cumplir la misma u ordene el 

archivo definitivo del asunto; 

III.- Declare sin materia o infundada la denuncia de repetición del acto reclamado; o 

IV.- Declare infundada o improcedente la denuncia por incumplimiento de la declaratoria 

general de inconstitucionalidad. 
 

Artículo 202.- El recurso de inconformidad podrá interponerse por la persona quejosa o, en 

su caso, por la o el tercero interesado o la o el promovente de la denuncia a que se refiere el artículo 

210 de esta Ley, mediante escrito presentado por conducto del órgano judicial que haya dictado la 

resolución impugnada, dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que surta 

efectos la notificación. 

La persona extraña a juicio que resulte afectada por el cumplimiento o ejecución de la 

sentencia de amparo también podrá interponer el recurso de inconformidad en los mismos términos 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 68 

establecidos en el párrafo anterior, si ya había tenido conocimiento de lo actuado ante el órgano 

judicial de amparo; en caso contrario, el plazo de quince días se contará a partir del siguiente al que 

haya tenido conocimiento de la afectación. En cualquier caso, la persona extraña al juicio de 

amparo sólo podrá alegar en contra del cumplimiento o ejecución indebidos de la ejecutoria en 

cuanto la afecten, pero no en contra de la ejecutoria misma. 

Cuando el amparo se haya otorgado en contra de actos que importen peligro de privación de 

la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o 

expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los 

prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, la inconformidad podrá ser 

interpuesta en cualquier tiempo. 
 

Artículo 203.- El órgano jurisdiccional, sin decidir sobre la admisión del recurso de 

inconformidad, remitirá el original del escrito, así como los autos del juicio al tribunal colegiado de 

circuito, el cual resolverá allegándose de los elementos que estime convenientes. 
 

CAPÍTULO IV 

INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO 
 

Artículo 204.- El incidente de cumplimiento sustituto tendrá por efecto que la ejecutoria se dé 

por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios a la persona quejosa. 
 

Artículo 205.- El cumplimiento sustituto podrá ser solicitado por cualquiera de las partes o 

decretado de oficio por el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia de amparo, en los 

casos en que: 

I.- La ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los 

beneficios que pudiera obtener la persona quejosa, o 

II.- Por las circunstancias materiales del caso, sea imposible o desproporcionadamente gravoso 

restituir las cosas a la situación que guardaban con anterioridad al juicio. 

La solicitud podrá presentarse ante el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia 

de amparo a partir del momento que ésta cause ejecutoria. 

El cumplimiento sustituto se tramitará incidentalmente en los términos de los artículos 66 y 

67 de esta Ley. 

En el incidente, el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia determinará si ha 

lugar o no al cumplimiento sustituto. En caso de resultar favorecida la petición, se abrirá un nuevo 

incidente para cuantificar el pago de daños y perjuicios. 

Tanto la determinación sobre la procedencia del cumplimiento sustituto como la que 

cuantifique los daños y perjuicios serán recurribles mediante el recurso de queja previsto en el artículo 

97, fracción I, inciso h) de esta Ley, del cual conocerán los tribunales colegiados de circuito. 

Independientemente de lo establecido en los párrafos anteriores, la persona quejosa y la 

autoridad responsable pueden celebrar convenio a través del cual se tenga por cumplida la 

ejecutoria. Del convenio se dará aviso al órgano judicial de amparo; éste, una vez que se le 

compruebe que los términos del convenio fueron cumplidos, mandará archivar el expediente. 
 

CAPÍTULO V 

INCIDENTE POR EXCESO O DEFECTO 

 EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
 

Artículo 206.- El incidente a que se refiere este Capítulo procede en contra de las 

autoridades responsables, por cualquier persona que resulte agraviada por el incumplimiento de la 

suspensión, sea de plano o definitiva, por exceso o defecto en su ejecución o por admitir, con 

notoria mala fe o negligencia inexcusable, fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente. 
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Este incidente podrá promoverse en cualquier tiempo, mientras no cause ejecutoria la 

resolución que se dicte en el juicio de amparo. 

 

Artículo 207.- El incidente se promoverá ante la jueza o el juez de distrito o el tribunal 

colegiado de apelación, si se trata de la suspensión concedida en amparo indirecto, y ante la 

presidenta o el presidente del tribunal colegiado de circuito si la suspensión fue concedida en 

amparo directo. 

 

Artículo 208.- El incidente se tramitará de conformidad con las reglas siguientes: 

I.- Se presentará por escrito, con copias para las partes, ante el órgano judicial correspondiente 

señalado en el artículo anterior; en el mismo escrito se ofrecerán las pruebas relativas; 

II.- El órgano judicial señalará fecha para la audiencia dentro de diez días y requerirá a la 

autoridad responsable para que rinda informe en el plazo de tres días. La falta o deficiencia del 

informe establece la presunción de ser cierta la conducta que se reclama; y 

III.- En la audiencia se recibirán las pruebas ofrecidas por las partes, se dará oportunidad 

para que éstas aleguen oralmente y se dictará resolución. 

 

Artículo 209.- Si como resultado del incidente se demuestra que la autoridad responsable 

no ha cumplido con la suspensión, que lo ha hecho de manera excesiva o defectuosa o que con 

notoria mala fe o negligencia inexcusable admitió fianza o contrafianza ilusoria o insuficiente, el 

órgano judicial, en su resolución, la requerirá para que en el término de veinticuatro horas cumpla 

con la suspensión, que rectifique los errores en que incurrió al cumplirla o, en su caso, que subsane 

las deficiencias relativas a las garantías, con el apercibimiento que de no hacerlo será denunciada al 

o la Ministerio Público de la Federación por el delito que, según el caso, establecen las fracciones 

III y IV del artículo 262 de esta Ley. 

 

CAPÍTULO VI 

DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO DE LA DECLARATORIA GENERAL 

 DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

Artículo 210.- Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, se aplica la norma general inconstitucional, la o el afectado podrá denunciar 

dicho acto: 

I.- La denuncia se hará ante el juez o jueza de distrito que tenga jurisdicción en el lugar 

donde el acto deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. 

 Si el acto denunciado puede tener ejecución en más de un distrito o ha comenzado a 

ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, el trámite se llevará ante el juez o jueza de 

distrito que primero admita la denuncia; en su defecto, aquél que dicte acuerdo sobre ella o, en su 

caso, el que primero la haya recibido. 

 Cuando el acto denunciado no requiera ejecución material se tramitará ante el juez o jueza 

de distrito en cuya jurisdicción resida la o el denunciante. 

 El juez o jueza de distrito dará vista a las partes para que en un plazo de tres días expongan 

lo que a su derecho convenga. 

Transcurrido este plazo, dictará resolución dentro de los tres días siguientes. Si fuere en el 

sentido de que se aplicó la norma general inconstitucional, ordenará a la autoridad aplicadora que 

deje sin efectos el acto denunciado y de no hacerlo en tres días se estará a lo que disponen los 

artículos 192 al 198 de esta Ley en lo conducente. Si fuere en el sentido de que no se aplicó, la 

resolución podrá impugnarse mediante el recurso de inconformidad; 

II.- Si con posterioridad la autoridad aplicadora o en su caso la sustituta incurrieran de 

nueva cuenta en aplicar la norma general declarada inconstitucional, el denunciante podrá combatir 
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dicho acto a través del procedimiento de denuncia de repetición del acto reclamado previsto por el 

Capítulo II del Título Tercero de esta Ley. 

El procedimiento establecido en el presente artículo será aplicable a los casos en que la 

declaratoria general de inconstitucionalidad derive de lo dispuesto por la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

CAPÍTULO VII 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 

 

Artículo 211.- Lo dispuesto en este título debe entenderse sin perjuicio de que el órgano 

jurisdiccional haga cumplir la sentencia de que se trate dictando las órdenes y medidas de apremio 

necesarias. Si éstas no fueren obedecidas, comisionará al secretario o secretaria o actuario o actuaria 

para que le dé cumplimiento cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso, el mismo juez o 

jueza de distrito se constituirá en el lugar en que deba dársele cumplimiento para ejecutarla. 

Para los efectos de esta disposición, el juez o jueza o persona servidora pública designada 

podrá salir del lugar de su jurisdicción, dando aviso al Órgano de Administración Judicial. En todo 

tiempo podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir la sentencia de amparo. 

Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los casos en que sólo las 

autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la sentencia de que se trate y aquellos en que 

la ejecución consista en dictar nueva resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto 

reclamado; pero si se tratare de la libertad personal, la que debiera restituirse a la persona quejosa 

por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la 

resolución que corresponda de inmediato, el órgano jurisdiccional de amparo mandará ponerlo en 

libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda. Las o 

los encargados de las prisiones, darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme 

a esta disposición. 

 

Artículo 212.- Si el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no obtuviere el 

cumplimiento material de una sentencia en la que concedió el amparo, dictará las órdenes que sean 

procedentes al órgano jurisdiccional que corresponda, los que se sujetarán a las disposiciones del 

artículo anterior en cuanto fueren aplicables. 

 

Artículo 213.- En el recurso e incidentes a que se refiere este título, el órgano jurisdiccional 

de amparo deberá suplir la deficiencia de la vía y de los argumentos hechos valer por el promovente. 

 

Artículo 214.- No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que se haya cumplido la 

sentencia que concedió la protección constitucional o no exista materia para la ejecución y así se 

haya determinado por el órgano jurisdiccional de amparo en resolución fundada y motivada. 

 

TÍTULO CUARTO 

JURISPRUDENCIA Y DECLARATORIA GENERAL 

 DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 215.- La jurisprudencia se establece por precedentes obligatorios, por reiteración y 

por contradicción. 

 

Artículo 216.- La jurisprudencia por precedentes obligatorios se establece por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación funcionando en Pleno. 
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La jurisprudencia por reiteración se establece por los tribunales colegiados de circuito. 

La jurisprudencia por contradicción se establece por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y por los plenos regionales. 

 
Artículo 217.- La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

será obligatoria para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades 

federativas, con excepción de la propia Suprema Corte. 

La jurisprudencia que establezcan los plenos regionales es obligatoria para todas las 

autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas de su región, salvo para 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los plenos regionales. 

La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para 

todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas de su circuito, 

con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales y los tribunales 

colegiados de circuito. 

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

 
Artículo 218.- Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales o 

los tribunales colegiados de circuito establezcan un criterio relevante, se elaborará la tesis respectiva 

en la que se recojan las razones de la decisión, esto es, los hechos relevantes, el criterio jurídico que 

resuelve el problema abordado en la sentencia y una síntesis de la justificación expuesta por el 

tribunal para adoptar ese criterio. 

De esta manera la tesis deberá contener los siguientes apartados: 

I.- Rubro: mediante el cual se identificará el tema abordado en la tesis; 

II.- Narración de los hechos: en este apartado se describirán de manera muy breve los 

hechos relevantes que dieron lugar al criterio adoptado por el tribunal para resolver el caso; 

III.- Criterio jurídico: en el que se reflejará la respuesta jurídica adoptada para resolver el 

problema jurídico que se le planteaba al órgano jurisdiccional; 

IV.- Justificación: se expondrán de manera sucinta los argumentos expuestos por el órgano 

jurisdiccional en la sentencia para sostener el criterio jurídico adoptado en la resolución, y 

V.- Datos de identificación del asunto: comprenderán el número de tesis, el órgano 

jurisdiccional que la dictó y las votaciones emitidas al aprobar el asunto y, en su caso, en relación 

con el criterio sustentado en la tesis. 

Además de los elementos señalados en las fracciones anteriores, la jurisprudencia emitida 

por contradicción de criterios deberá contener, según sea el caso, los datos de identificación de las 

tesis que contiendan en la contradicción, el órgano que las emitió, así como la votación emitida 

durante las sesiones en que tales contradicciones se resuelvan. 

Las cuestiones de hecho y de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión, en 

ningún caso deberán incluirse en la tesis. 

  
Artículo 219.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales y los 

tribunales colegiados de circuito deberán remitir las tesis a la dependencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación encargada del Semanario Judicial de la Federación, para su publicación. 

 
Artículo 220.- En el Semanario Judicial de la Federación se publicarán las tesis que se 

reciban y se distribuirá en forma eficiente para facilitar su conocimiento. 

Igualmente se publicarán las resoluciones necesarias para constituir o interrumpir la 

jurisprudencia y los votos particulares. También se publicarán las resoluciones que los órganos 

jurisdiccionales competentes estimen pertinentes. 

 
Artículo 221.- Derogado. 
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CAPÍTULO II 

JURISPRUDENCIA POR PRECEDENTES OBLIGATORIOS 

 
Artículo 222.- Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias que 

dicte el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios 

para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando 

sean tomadas por mayoría de seis votos. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean 

necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias. 

 
Artículo 223.- Derogado. 

 
CAPÍTULO III 

JURISPRUDENCIA POR REITERACIÓN 

 
Artículo 224.- La jurisprudencia por reiteración se establece por los tribunales colegiados 

de circuito cuando sustenten, por unanimidad, un mismo criterio en cinco sentencias no 

interrumpidas por otra en contrario. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias 

para justificar la decisión no serán obligatorias. 

 
CAPÍTULO IV 

JURISPRUDENCIA POR CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS 

 
Artículo 225.- La jurisprudencia por contradicción se establece al dilucidar los criterios 

discrepantes sostenidos entre los plenos regionales o entre los tribunales colegiados de circuito, en 

los asuntos de su competencia. 

 
Artículo 226.- Las contradicciones de criterios serán resueltas por: 

I.- Derogada. 

II.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando deban dilucidarse los 

criterios contradictorios sostenidos entre plenos regionales o entre tribunales colegiados de circuito 

pertenecientes a distintas regiones, y 

III.- Los plenos regionales cuando deban dilucidarse criterios contradictorios entre los 

tribunales colegiados de circuito de la región correspondiente. 

Al resolverse una contradicción de criterios, el órgano correspondiente podrá acoger uno de 

los criterios discrepantes, sustentar uno diverso, declararla inexistente o sin materia. En todo caso, 

la decisión se determinará por mayoría. 

La resolución que decida la contradicción de criterios no afectará las situaciones jurídicas 

concretas de los juicios en los cuales se hayan dictado las sentencias que sustentaron los criterios 

contendientes. 

 
Artículo 227.- La legitimación para denunciar las contradicciones de criterios se ajustará a 

las siguientes reglas: 

I.- Derogada. 

II.- Las contradicciones a que se refiere la fracción II del artículo anterior podrán ser 

denunciadas ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación por las ministras o los ministros, los 

plenos regionales, o los tribunales colegiados de circuito y sus integrantes, que hayan sustentado 

criterios discrepantes, la o el Fiscal General de la República, las magistradas o los magistrados del 

tribunal colegiado de apelación, las juezas o los jueces de distrito, o las partes en los asuntos que las 

motivaron, y 
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III.- Las contradicciones a que se refiere la fracción III del artículo anterior, podrán ser 

denunciadas ante los plenos regionales por la o el Fiscal General de la República, los mencionados 

tribunales y sus integrantes, las magistradas o los magistrados de tribunal colegiado de apelación, 

las juezas o los jueces de distrito o las partes en los asuntos que las motivaron. 

 

CAPÍTULO V 

INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 

 

Artículo 228.- Los tribunales no estarán obligados a seguir sus propias jurisprudencias. Sin 

embargo, para que puedan apartarse de ellas deberán proporcionar argumentos suficientes que 

justifiquen el cambio de criterio. En ese caso, se interrumpirá la jurisprudencia y dejará de tener 

carácter obligatorio. 

Los tribunales de que se trata estarán vinculados por sus propias jurisprudencias en los términos 

antes descritos, incluso cuando éstos se hayan emitido con una integración distinta. 

 

Artículo 229.- Interrumpida la jurisprudencia, para integrar la nueva se observarán las 

mismas reglas establecidas para su formación. 

 

CAPÍTULO V (SIC) 

JURISPRUDENCIA POR SUSTITUCIÓN 

(Derogado) 

 

Artículo 230.- Derogado. 

 

CAPÍTULO VI 

DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

Artículo 231.- Cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios 

de amparo indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general, la persona 

titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá informarlo a la 

autoridad emisora de la norma en un plazo de quince días. 

Lo dispuesto en el presente Capítulo no será aplicable a normas en materia tributaria. 

 

Artículo 232.- Cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios 

de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia en la que determinen la 

inconstitucionalidad de una norma general, se procederá a la notificación a que se refiere el tercer 

párrafo de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la norma y transcurrido el plazo de 

90 días naturales sin que se modifique o derogue la norma declarada inconstitucional, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad 

correspondiente siempre que hubiera sido aprobada por mayoría de cuando menos seis votos. 

Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo 

referido en el párrafo anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de 

sesiones determinados en la Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o 

en la Constitución Local, según corresponda. 

 

Artículo 233.- Los plenos regionales, conforme a los acuerdos generales que emita la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de sus integrantes, que inicie el 

procedimiento de declaratoria general de inconstitucionalidad cuando dentro de su región se haya 

emitido jurisprudencia derivada de amparos indirectos en revisión. 
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Artículo 234.- La declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la resolución o 

jurisprudencia que le dio origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá: 

I.- La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 

II.- Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en términos 

del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Artículo 235.- La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al Diario Oficial 

de la Federación y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma declarada 

inconstitucional para su publicación dentro del plazo de siete días hábiles. 

 

TÍTULO QUINTO 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS Y DE APREMIO,  

RESPONSABILIDADES, SANCIONES Y DELITOS 

 

CAPÍTULO I 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS Y DE APREMIO 

 

Artículo 236.- Para mantener el orden y exigir respeto, los órganos jurisdiccionales de amparo 

mediante una prudente apreciación de acuerdo con la conducta realizada, podrán imponer a las partes y a 

las personas asistentes al juzgado o tribunal, y previo apercibimiento, cualquiera de las siguientes 

medidas disciplinarias: 

I.- Multa; y 

II.- Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se celebre la audiencia. En casos 

extremos, la audiencia podrá continuar en privado. 

Para estos efectos las autoridades policiacas, federales, estatales y municipales deberán 

prestar auxilio a los órganos jurisdiccionales de amparo cuando lo soliciten. 

 

Artículo 237.- Para hacer cumplir sus determinaciones, los órganos jurisdiccionales de amparo, 

bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio: 

I.- Multa; 

II.- Auxilio de la fuerza pública que deberán prestar las autoridades policiacas federales, 

estatales o municipales; y 

III.- Ordenar que se ponga a la persona infractora a disposición del o la Ministerio Público 

por la probable comisión de delito en el supuesto de flagrancia; en caso contrario, levantar el acta 

respectiva y hacer la denuncia ante la representación social federal. Cuando la autoridad infractora 

sea el o la Ministerio Público de la Federación, la infracción se hará del conocimiento de la o el 

Fiscal General de la República. 

 

CAPÍTULO II 

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

 

Artículo 238.- Las multas previstas en esta Ley se impondrán a razón del monto de Unidad 

de Medida y Actualización vigente al momento de realizarse la conducta sancionada, salvo las 

previstas en el Capítulo III de este Título, las cuales se regirán por lo previsto en el artículo 270 de 

esta Ley. Podrán aplicarse a la persona quejosa y a la persona tercera interesada, y en ambos 

supuestos, según el caso, de manera conjunta o indistinta con quienes promuevan en su nombre, sus 

apoderados o apoderadas o sus abogados o abogadas, según lo resuelva el órgano jurisdiccional de 

amparo. 

Si la persona infractora fuera jornalera, obrera o trabajadora, la multa no podrá exceder de 

su jornal o salario de un día. 
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Artículo 239.- No se aplicarán las multas establecidas en esta Ley cuando la persona 

quejosa impugne actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal 

fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 

extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al 

Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales. 

 

Artículo 240.- En el caso del artículo 11 de esta Ley, si quien promueve no tiene la 

representación que afirma, se le impondrá multa de setenta a seiscientos noventa Unidades de 

Medida y Actualización. 

 

Artículo 241.- Tratándose de lo previsto en el artículo 14 de esta Ley, si quien afirma ser 

defensor o defensora no lo demuestra, se le impondrá una multa de ciento quince a mil ciento 

cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 242.- En el caso del párrafo tercero del artículo 16 de esta Ley, a la parte que 

teniendo conocimiento del fallecimiento de la persona quejosa o de la persona tercera interesada no 

lo comunique al órgano jurisdiccional de amparo, se le impondrá multa de ciento quince a mil 

ciento cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 243.- En el caso de los artículos 20, párrafo segundo y 24 de esta Ley, si las 

personas jefas o encargadas de las oficinas públicas de comunicaciones se niegan a recibir o 

transmitir los mensajes de referencia, se les impondrá multa de doscientos treinta a dos mil 

doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 244.- En el caso del artículo 27, fracción III, inciso b) de esta Ley, a la autoridad 

responsable que no proporcione el domicilio de la persona tercera interesada se le impondrá multa 

de doscientos treinta a dos mil doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 245.- En el caso del artículo 28, fracción I de esta Ley, a la autoridad responsable 

que se niegue a recibir la notificación se le impondrá multa de doscientos treinta a dos mil 

doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 246.- En el caso del artículo 28, fracción II de esta Ley, si la persona encargada de 

la oficina pública de comunicaciones no envía el oficio de referencia, se le impondrá una multa de 

doscientos treinta a dos mil doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 247.- En los casos de los artículos 32 y 68 de esta Ley, a la persona servidora 

pública que de mala fe practique una notificación que sea declarada nula se le impondrá una multa 

de setenta a seiscientos noventa Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 248.- Se impondrá multa de setenta a setecientas veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actualización a quien para dar competencia a una jueza o un juez de distrito o 

magistradas o magistrados del tribunal colegiado de apelación, de mala fe designe como autoridad 

ejecutora a quien no lo sea, siempre que no se reclamen actos que importen peligro de privación de 

la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o 

expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los 

prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales. 
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Artículo 249.- En los casos a que se refiere el artículo 49 de esta Ley, si la jueza o el juez 

de distrito o tribunal colegiado de apelación, no encontraren motivo fundado para la promoción de 

dos o más juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, impondrá al o los infractores multa de 

ciento quince a mil ciento cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización, salvo que se trate 

de los casos mencionados en el artículo 15 de esta Ley. 

 

Artículo 250.- Cuando el órgano jurisdiccional que deseche o desestime una recusación 

advierta que existan elementos suficientes que demuestren que su promoción se haya dirigido a 

entorpecer o dilatar el procedimiento en cuestión, se impondrá multa de setenta a seiscientos 

noventa Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 251.- En el caso del artículo 64 de esta Ley, a la parte que tenga conocimiento de 

alguna causa de sobreseimiento y no la comunique, se le impondrá multa de setenta a seiscientos 

noventa Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 252.- En el caso del párrafo tercero del artículo 68 de esta Ley, cuando se 

promueva una nulidad que sea declarada notoriamente improcedente se impondrá multa de setenta a 

seiscientos noventa Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 253.- En el caso del párrafo segundo del artículo 72 de esta Ley, a la persona 

responsable de la pérdida de constancias se le impondrá multa de doscientos treinta a dos mil 

doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 254.- En el caso del artículo 121 de esta Ley, si la autoridad no expide con 

oportunidad las copias o documentos solicitados por las partes o los expide incompletos o ilegibles, 

se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días; si a pesar de la solicitud del órgano 

jurisdiccional de amparo no los remite, o los remite incompletos o ilegibles, se le impondrá multa 

de doscientos treinta a dos mil doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 255.- En el caso del artículo 122 de esta Ley, si el juez o jueza de distrito 

desechare la impugnación presentada, impondrá al promovente que actuó con mala fe multa de 

setenta a seiscientos noventa Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 256.- En el caso del artículo 145 de esta Ley, si se acredita que la segunda 

suspensión se solicitó indebidamente y con mala fe, se impondrá multa de ciento quince a mil 

ciento cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 257.- En el caso del artículo 191 de esta Ley, si la autoridad responsable no decide 

sobre la suspensión en las condiciones señaladas, se impondrá multa de doscientos treinta a dos mil 

doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 258.- La multa a que se refieren los artículos 192 y 193 de esta Ley será de 

doscientos treinta a dos mil doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 259.- En el caso de la fracción I de los artículos 236 y 237 de esta Ley, las multas 

serán de ciento quince a dos mil doscientos noventa y cinco Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 260.- Se sancionará con multa de doscientos treinta a dos mil doscientos noventa y 

cinco Unidades de Medida y Actualización a la autoridad responsable que: 

I.- No rinda el informe previo; 
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II.- No rinda el informe con justificación o lo haga sin remitir, en su caso, copia certificada 

completa y legible de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional u omita 

referirse a la representación que aduzca la persona promovente de la demanda en términos del 

artículo 11 de esta Ley; 

III.- No informe o no remita, en su caso, la certificación relativa a la fecha de notificación 

del acto reclamado, la de presentación de la demanda y de los días inhábiles que mediaron entre uno 

y otro acto; y 

IV.- No tramite la demanda de amparo o no remita con la oportunidad debida y en los 

plazos previstos por esta Ley las constancias que le sean solicitadas por amparo o por las partes en 

el juicio constitucional. 

Tratándose de amparo contra normas generales, las autoridades que hayan intervenido en el 

refrendo del decreto promulgatorio de la norma o en su publicación, únicamente rendirán el informe 

justificado cuando adviertan que su intervención en el proceso legislativo o de creación de la norma 

general, se impugne por vicios propios. 

La falta del informe justificado de las autoridades legislativas, además de lo señalado en el 

párrafo anterior, no dará lugar a sanción alguna. En la inteligencia que ello no impide al órgano 

jurisdiccional examinar los referidos actos, si advierte un motivo de inconstitucionalidad. 

 

CAPÍTULO III 

DELITOS 

 

Artículo 261.- Se impondrá una pena de dos a seis años de prisión y multa de treinta a 

trescientos días: 

I.- A la persona quejosa, a su abogada o abogado autorizado o a ambos, si con el propósito 

de obtener una ventaja procesal indebida, en la demanda afirme hechos falsos u omita los que le 

consten en relación con el acto reclamado, siempre que no se reclamen actos que importen peligro 

de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, 

deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o 

alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y 

II.- A la persona quejosa o tercera interesada, a su abogada o abogado o a ambos, si en el 

juicio de amparo presenten testigos o documentos falsos. 

 

Artículo 262.- Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión, multa de cincuenta a 

quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, 

empleo o comisión públicos, a la persona servidora pública que con el carácter de autoridad 

responsable o vinculada al cumplimiento en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión: 

I.- Al rendir informe previo o con justificación exprese un hecho falso o niegue la verdad; 

II.- Sin motivo justificado revoque o deje sin efecto el acto que se le reclama con el 

propósito de que se sobresea en el amparo, sólo para insistir con posterioridad en la emisión del 

mismo; 

III.- No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, independientemente de 

cualquier otro delito en que incurra; 

IV.- En los casos de suspensión admita, por notoria mala fe o negligencia inexcusable, 

fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente; y 

V.- Fuera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se resista de cualquier modo a 

dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo. 

 

Artículo 263.- Las personas juzgadoras de distrito, las autoridades judiciales de los Estados 

y de la Ciudad de México cuando actúen en auxilio de la justicia federal, las personas titulares de 

las presidencias de las juntas y de los tribunales de conciliación y arbitraje, las personas magistradas 
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de circuito y las personas ministras de la Suprema Corte de Justicia de la Nación son responsables 

en los juicios de amparo por los delitos y faltas que cometan en los términos que los definen y 

castigan el Código Penal Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 

este Capítulo. 

 

Artículo 264.- Al ministro o ministra, magistrado o magistrada o juez o jueza que 

dolosamente hubiere negado la causa que funda la recusación y ésta se comprueba, se le impondrán 

pena de dos a seis años de prisión, multa de treinta a trescientos días, destitución e inhabilitación 

por un lapso de dos a seis años. 

 

Artículo 265.- Se impondrá pena de dos a seis años de prisión, multa de treinta a trescientos 

días, destitución e inhabilitación de dos a seis años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión 

públicos, al juez o jueza de distrito o la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del 

incidente respectivo, cuando dolosamente: 

I.- No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que importe peligro de privación de la 

vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o 

expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los 

prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, si dichos actos no se 

ejecutan por causas ajenas a la intervención de los órganos jurisdiccionales mencionados; y 

II.- No concediere la suspensión, siendo notoria su procedencia. 

 

Artículo 266.- Se impondrá pena de tres a siete años de prisión, multa de cincuenta a 

quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a siete años para desempeñar otro cargo, empleo o 

comisión públicos al juez o jueza de distrito o la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del 

incidente respectivo, cuando dolosamente: 

I.- No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que importe peligro de privación de la 

vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o 

expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los 

prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y se lleva a efecto su 

ejecución; y 

II.- Ponga en libertad a la persona quejosa en contra de lo previsto en las disposiciones 

aplicables de esta Ley. 

 

Artículo 267.- Se impondrá pena de cinco a diez años de prisión, multa de cien a mil días, 

en su caso destitución e inhabilitación de cinco a diez años para desempeñar otro cargo, empleo o 

comisión públicos a la autoridad que dolosamente: 

I.- Incumpla una sentencia de amparo o no la haga cumplir; 

II.- Repita el acto reclamado; 

III.- Omita cumplir cabalmente con la resolución que establece la existencia del exceso o 

defecto; y 

IV.- Incumpla la resolución en el incidente que estime incumplimiento sobre declaratoria 

general de inconstitucionalidad. 

Las mismas penas que se señalan en este artículo serán impuestas en su caso al superior de 

la autoridad responsable que no haga cumplir una sentencia de amparo. 

 

Artículo 268.- Se impondrá pena de uno a tres años de prisión o multa de treinta a 

trescientos días y, en ambos casos, destitución e inhabilitación de uno a tres años para desempeñar 

otro cargo, empleo o comisión públicos a la autoridad que dolosamente aplique una norma 
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declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante una declaratoria 

general de inconstitucionalidad. 

 

Artículo 269.- La pérdida de la calidad de autoridad, no extingue la responsabilidad penal 

por los actos u omisiones realizados para no cumplir o eludir el cumplimiento de la sentencia de 

amparo cuando la ley le exija su acatamiento. 

 

Artículo 270.- Las multas a que se refiere este Capítulo, son equivalentes a los días multa 

previstos en el Código Penal Federal. 

 

Artículo 271.- Cuando al concederse definitivamente el amparo a la persona quejosa 

aparezca que el acto reclamado, además de violar derechos humanos y garantías, cuenta con datos 

de prueba de un hecho que la ley señala como delito, se pondrá en conocimiento del Ministerio 

Público que corresponda. 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 10 de enero de 1936, y se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo 

previsto en la presente Ley. 

TERCERO.- Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 

presente Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones 

aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento 

por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como al cumplimiento y ejecución de las 

sentencias de amparo. 

CUARTO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en la Ley de 

Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales publicada en el Diario Oficial 

de la Federación de 10 de enero de 1936, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán 

aplicadas las disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido. 

QUINTO.- Los actos a los que se refiere la fracción III del artículo 17 de esta Ley que se 

hubieren dictado o emitido con anterioridad a la entrada en vigor de la misma podrán impugnarse 

mediante el juicio de amparo dentro de los siete años siguientes a la entrada en vigor de la presente 

Ley. 

 Los actos que se hubieren dictado o emitido con anterioridad a la presente Ley y que a su 

entrada en vigor no hubiere vencido el plazo para la presentación de la demanda de amparo 

conforme a la ley que se abroga en virtud del presente decreto, les serán aplicables los plazos de la 

presente Ley contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a la ley del 

acto, la notificación del acto o resolución que se reclame o a aquél que haya tenido conocimiento o 

se ostente sabedor del mismo o de su ejecución. 

SEXTO.- La jurisprudencia integrada conforme a la ley anterior continuará en vigor en lo 

que no se oponga a la presente Ley. 

SÉPTIMO.- Para la integración de la jurisprudencia por reiteración de criterios a que se 

refiere la presente Ley no se tomarán en cuenta las tesis aprobadas en los asuntos resueltos 

conforme a la ley anterior. 

OCTAVO.- Las declaratorias generales de inconstitucionalidad no podrán ser hechas 

respecto de tesis aprobadas conforme a la ley anterior. 
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NOVENO.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura 

Federal en el ámbito de sus respectivas competencias podrán dictar las medidas necesarias para 

lograr el efectivo e inmediato cumplimiento de la presente Ley. 

DÉCIMO.- Derogado. 

DÉCIMO PRIMERO.- El Consejo de la Judicatura Federal expedirá el Reglamento a que 

hace referencia el artículo 3o del presente ordenamiento para la implementación del Sistema 

Electrónico y la utilización de la firma electrónica. 

Asimismo el Consejo de la Judicatura Federal dictará los acuerdos generales a que refieren 

los artículos 41 Bis y Bis 1 del presente decreto, para la debida integración y funcionamiento de los 

Plenos de Circuito. 

Las anteriores disposiciones deberán emitirse en un plazo de noventa días a partir de la 

entrada en vigor del presente Decreto. 

 

 

TRANSITORIO DEL "DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE AMPARO, 

REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, 

DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO  105 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA" 

 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

México, D.F., a 20 de marzo de 2013.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. 

Ernesto Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. Javier Orozco Gómez, Secretario.- Sen. Lilia Guadalupe 

Merodio Reza, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito 

Federal, a primero de abril de dos mil trece.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de 

Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMAS  

 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDEN LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 

Y RADIODIFUSIÓN, Y LA LEY DEL SISTEMA PÚBLICO DE RADIODIFUSIÓN DEL 

ESTADO MEXICANO; Y SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de julio de 2014 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días naturales siguientes a su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo dispuesto en los transitorios 

siguientes. 

SEGUNDO.- Se abrogan la Ley Federal de Telecomunicaciones y la Ley Federal de Radio 

y Televisión. Se dejan sin efectos aquellas disposiciones de la Ley de Vías Generales de 

Comunicación en lo que se opongan a lo dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión que se expide por virtud del presente Decreto. 

TERCERO.- Las disposiciones reglamentarias y administrativas y las normas oficiales 

mexicanas en vigor, continuarán aplicándose hasta en tanto se expidan los nuevos ordenamientos 

que los sustituyan, salvo en lo que se opongan a la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión que se expide por virtud del presente Decreto. 

CUARTO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá adecuar a la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión su estatuto orgánico, dentro de los sesenta días naturales 

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

QUINTO.- El Ejecutivo Federal deberá emitir, dentro de los ciento ochenta días naturales 

siguientes a la expedición del presente Decreto, las disposiciones reglamentarias y lineamientos en 

materia de contenidos establecidos en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión que 

se expide por virtud del presente Decreto. 

Los concesionarios de radiodifusión y de televisión o audio restringidos no podrán 

promocionar video-juegos que no hayan sido clasificados de acuerdo a la normatividad aplicable, 

misma que deberá expedir el Ejecutivo Federal dentro del plazo referido en el párrafo anterior. 

SEXTO.- La atención, trámite y resolución de los asuntos y procedimientos que hayan 

iniciado previo a la entrada en vigor del presente Decreto, se realizará en los términos establecidos 

en el artículo Séptimo Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 11 de junio de 2013. Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en el Vigésimo 

Transitorio del presente Decreto. 

SÉPTIMO.- Sin perjuicio de lo establecido en la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión que se expide por virtud del Decreto, en la ley y en la normatividad que al efecto 

emita el Instituto Federal de Telecomunicaciones, las concesiones y permisos otorgados con 

anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, se mantendrán en los términos y condiciones 

consignados en los respectivos títulos o permisos hasta su terminación, a menos que se obtenga la 

autorización para prestar servicios adicionales a los que son objeto de su concesión o hubiere 

transitado a la concesión única prevista en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, 

en cuyo caso, se estará a los términos y condiciones que el Instituto Federal de Telecomunicaciones 

establezca. 

Tratándose de concesiones de espectro radioeléctrico, no podrán modificarse en cuanto al 

plazo de la concesión, la cobertura autorizada y la cantidad de Megahertz concesionados, ni 

modificar las condiciones de hacer o no hacer previstas en el título de concesión de origen y que 

hubieren sido determinantes para el otorgamiento de la concesión. 

Las solicitudes de prórroga de concesiones de radiodifusión sonora presentadas con 

anterioridad a la fecha de terminación de la vigencia original establecida en los títulos 
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correspondientes se resolverán en términos de lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, sin que resulte aplicable el plazo previsto para la solicitud de 

prórroga de que se trate. 

OCTAVO.- Salvo lo dispuesto en los artículos Décimo y Décimo Primero Transitorios del 

presente Decreto, los actuales concesionarios podrán obtener autorización del Instituto Federal de 

Telecomunicaciones para prestar servicios adicionales a los que son objeto de su concesión o para 

transitar a la concesión única, siempre que se encuentren en cumplimiento de las obligaciones 

previstas en las leyes y en sus títulos de concesión. Los concesionarios que cuentan con concesiones 

de espectro radioeléctrico deberán pagar las contraprestaciones correspondientes en términos de la 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

Los concesionarios que cuenten con varios títulos de concesión, además de poder transitar a 

la concesión única podrán consolidar sus títulos en una sola concesión. 

NOVENO.- En tanto exista un agente económico preponderante en los sectores de 

telecomunicaciones y radiodifusión, con el fin de promover la competencia y desarrollar 

competidores viables en el largo plazo, no requerirán de autorización del Instituto Federal de 

Telecomunicaciones las concentraciones que se realicen entre agentes económicos titulares de 

concesiones, ni las cesiones de concesión y los cambios de control que deriven de éstas, que reúnan 

los siguientes requisitos: 

a. Generen una reducción sectorial del Índice de Dominancia “ID”, siempre que el índice 

Hirschman-Herfindahl “IHH” no se incremente en más de doscientos puntos; 

b. Tengan como resultado que el agente económico cuente con un porcentaje de 

participación sectorial menor al veinte por ciento; 

c. Que en dicha concentración no participe el agente económico preponderante en el sector 

en el que se lleve a cabo la concentración, y 

d. No tengan como efecto disminuir, dañar o impedir la libre competencia y concurrencia, 

en el sector que corresponda. 

Por Índice Hirschman-Herfindahl “IHH” se entiende la suma de los cuadrados de las 

participaciones de cada agente económico (IHH=i qi2), en el sector que corresponda, medida para 

el caso del sector de las telecomunicaciones con base en el indicador de número de suscriptores y 

usuarios de servicios de telecomunicaciones, y para el sector de la radiodifusión con base en 

audiencia. Este índice puede tomar valores entre cero y diez mil. 

Para calcular el Índice de Dominancia “ID”, se determinará primero la contribución 

porcentual hi de cada agente económico al índice IHH definido en el párrafo anterior (hi = 

100xqi2/IHH). Después se calculará el valor de ID aplicando la fórmula del Hirschman-Herfindahl, 

pero utilizando ahora las contribuciones hi en vez de las participaciones qi (es decir, ID=i hi2). 

Este índice también varía entre cero y diez mil. 

Los agentes económicos deberán presentar al Instituto Federal de Telecomunicaciones, 

dentro de los 10 días siguientes a la concentración, un aviso por escrito que contendrá la 

información a que se refiere el artículo 89 de la Ley Federal de Competencia Económica referida al 

sector correspondiente así como los elementos de convicción que demuestren que la concentración 

cumple con los incisos anteriores. 

El Instituto investigará dichas concentraciones en un plazo no mayor a noventa días 

naturales y en caso de encontrar que existe poder sustancial en el mercado  de redes de 

telecomunicaciones que presten servicios de voz, datos o video o en el de radio y televisión según el 

sector que corresponda, podrá imponer las medidas necesarias para proteger y fomentar en dicho 

mercado la libre competencia y concurrencia, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión y la Ley Federal de Competencia Económica sin perjuicio de 

las concentraciones a que refiere el presente artículo. 

Las medidas que imponga el Instituto se extinguirán una vez que se autorice a los agentes 

económicos preponderantes la prestación de servicios adicionales. 
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DÉCIMO.- Los agentes económicos preponderantes y los concesionarios cuyos títulos de 

concesión contengan alguna prohibición o restricción expresa para prestar servicios determinados, 

previo al inicio del trámite para obtener la autorización para prestar servicios adicionales, 

acreditarán ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones y éste supervisará el cumplimiento 

efectivo de las obligaciones previstas en el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 11 de junio de 2013, de la Ley de Telecomunicaciones y Radiodifusión, así como de 

la Ley Federal de Competencia Económica, sus títulos de concesión y disposiciones administrativas 

aplicables, conforme a lo siguiente: 

I.- Los agentes económicos preponderantes deberán acreditar ante el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones que se encuentran en cumplimiento efectivo de lo anterior y de las medidas 

expedidas por el propio Instituto Federal de Telecomunicaciones a que se refieren las fracciones III 

y IV del artículo Octavo Transitorio del Decreto antes referido. Para tal efecto, el Instituto Federal 

de Telecomunicaciones establecerá la forma y términos para presentar la información y 

documentación respectiva; 

II.- El agente económico preponderante deberá estar en cumplimiento efectivo de las 

medidas a las que se refiere la fracción I anterior cuando menos durante dieciocho meses en forma 

continua; 

III.- Transcurrido el plazo a que se refiere la fracción anterior y siempre que continúe en 

cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I que antecede, el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones resolverá y emitirá un dictamen en el que certifique que se dio cumplimiento 

efectivo de las obligaciones referidas, y 

IV.- Una vez que el concesionario haya obtenido la certificación de cumplimiento, podrá 

solicitar ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones la autorización del servicio adicional. 

Lo dispuesto en este artículo también será aplicable en caso de que los agentes y 

concesionarios respectivos opten por transitar a la concesión única. 

No será aplicable lo dispuesto en el presente artículo después de transcurridos cinco años 

contados a partir de la entrada en vigor de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, 

siempre que el agente económico preponderante en el sector de las telecomunicaciones esté en 

cumplimiento del artículo Octavo Transitorio de este Decreto, de las medidas que se le hayan 

impuesto conforme a lo previsto en las fracciones III y IV del artículo Octavo Transitorio del 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 

73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 

telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, y de 

aquellas que le haya impuesto el Instituto Federal de Telecomunicaciones en los términos de la Ley 

Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

DÉCIMO PRIMERO.- El trámite de la solicitud a que se refiere el artículo anterior se 

sujetará a lo siguiente: 

I.- Los agentes económicos preponderantes y los concesionarios cuyos títulos de concesión 

contengan alguna prohibición o restricción expresa para prestar servicios determinados, deberán 

cumplir con lo previsto en los lineamientos del Instituto Federal de Telecomunicaciones en 

términos del artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución en materia de 

telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013; 

II.- Al presentar la solicitud, dichos agentes y concesionarios deberán acompañar el 

dictamen de cumplimiento a que se refiere la fracción III del artículo anterior, presentar la 

información que determine el Instituto Federal de Telecomunicaciones respecto de los servicios que 

pretende prestar; 

III.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones resolverá sobre la procedencia de la 

solicitud dentro de los sesenta días naturales siguientes a su presentación, con base en los 
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lineamientos de carácter general que al efecto emita y determinará las contraprestaciones que 

procedan. 

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo que antecede sin que el Instituto haya resuelto 

la solicitud correspondiente, la misma se entenderá en sentido negativo, y 

IV.- En el trámite de la solicitud, el Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá 

asegurarse que el otorgamiento de la autorización no genera efectos adversos a la competencia y 

libre concurrencia. 

Se entenderá que se generan efectos adversos a la competencia y libre concurrencia, entre 

otros factores que considere el Instituto Federal de Telecomunicaciones, cuando: 

a. Dicha autorización pueda tener como efecto incrementar la participación en el sector que 

corresponda del agente económico preponderante o del grupo de interés económico al cual 

pertenecen los concesionarios cuyos títulos de concesión contengan alguna prohibición o restricción 

para prestar servicios determinados, respecto de la participación determinada por el Instituto 

Federal de Telecomunicaciones en la resolución mediante la cual se le declaró agente económico 

preponderante en el sector que corresponda. 

b. La autorización de servicios adicionales tenga como efecto conferir poder sustancial en el 

mercado relevante a alguno de los concesionarios o integrantes del agente económico preponderante 

o de los concesionarios cuyos títulos de concesión contengan alguna prohibición o restricción para 

prestar servicios determinados en el sector que corresponda. 

Lo dispuesto en este artículo será aplicable en caso de que los agentes y concesionarios 

respectivos opten por transitar a la concesión única, y será independiente de las sanciones 

económicas que procedan conforme a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

DÉCIMO SEGUNDO.- El agente económico preponderante en el sector de las 

telecomunicaciones podrá optar en cualquier momento por el esquema previsto en el artículo 276 de 

la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión o ejercer el derecho que establece este 

artículo. 

El agente económico preponderante en el sector de las telecomunicaciones podrá presentar 

al Instituto Federal de Telecomunicaciones un plan basado en una situación real, concreta y 

respecto de personas determinadas, que incluya en lo aplicable, la separación estructural, la 

desincorporación total o parcial de activos, derechos, partes sociales o acciones o cualquier 

combinación de las opciones anteriores a efecto de reducir su participación nacional por debajo del 

cincuenta por ciento del sector de telecomunicaciones a que se refiere la fracción III del artículo 

Octavo Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los 

artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 

de junio de 2013, de conformidad con las variables y  parámetros de medición utilizados por el 

Instituto Federal de Telecomunicaciones en la declaratoria de preponderancia correspondiente, y 

siempre que con la ejecución de dicho plan se generen condiciones de competencia efectiva en los 

mercados que integran dicho sector de conformidad con la Ley Federal de Competencia Económica. 

En caso de que el agente económico preponderante ejerza esta opción, se estará a lo siguiente: 

I.- Al presentar el plan a que se refiere el párrafo que antecede, el agente económico 

preponderante deberá manifestar por escrito que se adhiere a lo previsto en este artículo y que 

acepta sus términos y condiciones; asimismo deberá acompañar la información y documentación 

necesaria que permita al Instituto Federal de Telecomunicaciones conocer y analizar el plan que se 

propone; 

II.- En caso que el Instituto Federal de Telecomunicaciones considere que la información 

presentada es insuficiente, dentro del plazo de 20 días hábiles siguientes a la presentación del plan, 

prevendrá al agente económico preponderante para que presente la información faltante en un plazo 

de 20 días hábiles. En caso de que el agente económico preponderante no desahogue la prevención 

dentro del plazo señalado o que a juicio del Instituto la documentación o información presentada no 

sea suficiente o idónea para analizar el plan que se propone, se le podrá hacer una segunda 
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prevención en los términos señalados con antelación y en caso de que no cumpla esta última 

prevención se tendrá por no presentado el plan, sin perjuicio de que el agente económico pueda 

presentar una nueva propuesta de plan en términos del presente artículo; 

III.- Atendida la prevención en los términos formulados, el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones analizará, evaluará y, en su caso, aprobará el plan propuesto dentro de los 

ciento veinte días naturales siguientes. En caso de que el Instituto lo considere necesario podrá 

prorrogar dicho plazo hasta en dos ocasiones y hasta por noventa días naturales cada una. 

Para aprobar dicho plan el Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá determinar que 

el mismo reduce efectivamente la participación nacional del agente económico preponderante por 

debajo del cincuenta por ciento en el sector de las telecomunicaciones a que se refiere  la fracción 

III del artículo Octavo Transitorio del Decreto antes referido, que genere condiciones de 

competencia efectiva en los mercados que integran dicho sector en los términos de la Ley Federal 

de Competencia Económica y que no tenga por objeto o efecto afectar o reducir la cobertura social 

existente. 

El plan deberá tener como resultado que la participación en el sector que el agente 

preponderante disminuye, sea transferida a otro u otros agentes económicos distintos e 

independientes del agente económico preponderante. Al aprobar el plan, el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones deberá asegurar la separación efectiva e independencia de esos agentes y 

deberá establecer los términos y condiciones necesarios para que esa situación quede debidamente 

salvaguardada; 

IV.- En el supuesto de que el Instituto Federal de Telecomunicaciones apruebe el plan, el 

agente económico preponderante en el sector de las telecomunicaciones contará con un plazo de 

hasta diez días hábiles para manifestar que acepta el plan y consiente expresamente las tarifas que 

derivan de la aplicación de los incisos a) y b) del segundo párrafo del artículo 131 de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y de Radiodifusión, y las fracciones VI a VIII de este artículo. 

Aceptado el plan por el agente económico preponderante, no podrá ser modificado y deberá 

ejecutarse en sus términos, sin que dicho agente pueda volver a ejercer el beneficio que otorga este 

artículo y sin perjuicio de que pueda optar por lo dispuesto en el artículo 276 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión; 

V.- El plan deberá ejecutarse durante los 365 días naturales posteriores a que haya sido 

aceptado en términos de la fracción IV. Los agentes económicos involucrados en el plan deberán 

informar con la periodicidad que establezca el Instituto Federal de Telecomunicaciones sobre el 

proceso de ejecución del plan. En caso de que el agente económico preponderante acredite que la 

falta de cumplimiento del plan dentro del plazo referido se debe a causas que no le son imputables, 

podrá solicitar al Instituto Federal de Telecomunicaciones una prórroga, la cual se podrá otorgar por 

un plazo de hasta 120 días naturales, por única ocasión y siempre y cuando dichas causas se 

encuentren debidamente justificadas; 

VI.- A partir de la fecha en que el agente económico preponderante en el sector de las 

telecomunicaciones haya aceptado el plan y durante el plazo referido en la fracción anterior, se 

aplicarán provisionalmente entre el agente económico preponderante en el sector de las 

telecomunicaciones y los demás concesionarios, los acuerdos de compensación recíproca de tráfico 

referidos en el primer párrafo del artículo 131 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y de 

Radiodifusión, y se suspenderán entre ellos las tarifas que deriven de la aplicación de los incisos a) 

y b) del párrafo segundo de dicho artículo; 

VII.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones certificará que el plan ha sido ejecutado 

efectivamente en el plazo señalado en la fracción V de este artículo. Para tal efecto, dentro de los 5 

días hábiles siguientes al término del plazo de ejecución o, en su caso, al término de la prórroga 

correspondiente, el Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá iniciar los estudios que 

demuestren que su ejecución generó condiciones de competencia efectiva en los mercados que 

integran el sector de telecomunicaciones, de conformidad con la Ley Federal de Competencia 

Económica. 
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Otorgada la certificación referida en el párrafo anterior, se aplicarán de manera general para 

todos los concesionarios los acuerdos de compensación de tráfico a que se refiere el párrafo primero 

del artículo 131 de la citada Ley; 

VIII.- En caso de que el plan no se ejecute en el plazo a que se refiere la fracción V o, en su 

caso, al término de la prórroga correspondiente, o el Instituto Federal de Telecomunicaciones 

niegue la certificación referida en la fracción anterior o determine que no se dio cumplimiento total 

a dicho plan en los términos aprobados, se dejarán sin efectos los acuerdos de compensación 

recíproca de tráfico y la suspensión de las tarifas a que se refieren los incisos a) y b) del artículo 131 

de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, entre el agente económico 

preponderante en el sector de las telecomunicaciones y los demás concesionarios, y su aplicación se 

retrotraerá a la fecha en que inició la suspensión, debiendo dicho agente restituir a los demás 

concesionarios las cantidades que correspondan a la aplicación de las citadas tarifas. En este 

supuesto, los concesionarios citados podrán compensar las cantidades a ser restituidas contra otras 

cantidades que le adeuden al agente económico preponderante; 

IX.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones autorizará al agente económico que 

propuso el plan y a los agentes económicos resultantes o que formen parte de dicho plan, la 

prestación de servicios adicionales a los que son objeto de su concesión o su tránsito al modelo de 

concesión única, a partir de que certifique que el plan se ha ejecutado efectivamente y siempre que 

con la ejecución de dicho plan se generen condiciones de competencia efectiva en los mercados que 

integran el sector de telecomunicaciones de conformidad con la Ley Federal de Competencia 

Económica; 

X.- Una vez que el Instituto Federal de Telecomunicaciones certifique que el plan aprobado 

ha sido ejecutado efectivamente, procederá a extinguir: 

a. Las resoluciones mediante las cuales haya determinado al agente económico como 

preponderante en el sector de las telecomunicaciones así como las medidas asimétricas que le haya 

impuesto en los términos de lo dispuesto en la fracción III y IV del artículo Octavo del Decreto 

antes referido, y 

b. Las resoluciones mediante las cuales haya determinado al agente económico con poder 

sustancial en algún mercado, así como las medidas específicas que le haya impuesto. 

DÉCIMO TERCERO.- El Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Comunicaciones 

y Transportes, realizará las acciones tendientes a instalar la red pública compartida de 

telecomunicaciones a que se refiere el artículo Décimo Sexto transitorio del Decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013. 

En caso de que el Ejecutivo Federal requiera de bandas de frecuencias del espectro liberado 

por la transición a la Televisión Digital Terrestre (banda 700 MHz) para crecer y fortalecer la red 

compartida señalada en el párrafo que antecede, el Instituto Federal de Telecomunicaciones las 

otorgará directamente, siempre y cuando dicha red se mantenga bajo el control de una entidad o 

dependencia pública o bajo un esquema de asociación público-privada. 

DÉCIMO CUARTO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá implementar un 

sistema de servicio profesional dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en 

vigor del presente Decreto, el cual deberá contener, entre otros aspectos, el reconocimiento de los 

derechos de los trabajadores de la Comisión Federal de Telecomunicaciones que se encuentren 

certificados como trabajadores del servicio profesional. 

DÉCIMO QUINTO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá instalar su 

Consejo Consultivo dentro de los ciento ochentas días naturales siguientes a la entrada en vigor del 

presente Decreto. 

DÉCIMO SEXTO.- La Secretaría de Comunicaciones y Transportes deberá establecer los 

mecanismos para llevar a cabo la coordinación prevista en el artículo 9, fracción V de la Ley 
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Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, dentro de los ciento ochenta días naturales 

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

DÉCIMO SÉPTIMO.- Los permisos de radiodifusión que se encuentren vigentes o en 

proceso de refrendo a la entrada en vigor del presente Decreto, deberán transitar al régimen de 

concesión correspondiente dentro del año siguiente a la entrada en vigor de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, en los términos que establezca el Instituto. Los permisos que 

hayan sido otorgados a los poderes de la Unión, de los estados, los órganos de Gobierno del Distrito 

Federal, los municipios, los órganos constitucionales autónomos e instituciones de educación 

superior de carácter público deberán transitar al régimen de concesión de uso público, mientras que 

el resto de los permisos otorgados deberán hacerlo al régimen de concesión de uso social. 

Para transitar al régimen de concesión correspondiente, los permisionarios deberán 

presentar solicitud al Instituto Federal de Telecomunicaciones, quien resolverá lo conducente, en un 

plazo de noventa días hábiles. 

En tanto se realiza la transición, dichos permisos se regirán por lo dispuesto en la Ley 

Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión para las concesiones de uso público o social, según 

sea el caso. 

En caso de no cumplir con el presente artículo, los permisos concluirán su vigencia. 

DÉCIMO OCTAVO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá emitir dentro de 

los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión, el programa de trabajo para reorganizar el espectro radioeléctrico a estaciones de 

radio y televisión a que se refiere el inciso b) de la fracción V del artículo Décimo Séptimo 

transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 

6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 

2013. En la determinación del programa de trabajo, el Instituto procurará el desarrollo del mercado 

relevante de la radio, la migración del mayor número posible de estaciones de concesionarios de la 

banda AM a FM, el fortalecimiento de las condiciones de competencia y la continuidad en la 

prestación de los servicios. 

DÉCIMO NOVENO.- La transición digital terrestre culminará el 31 de diciembre de 2015. 

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 

implementará los programas y acciones vinculados con la política de transición a la televisión 

digital terrestre, para la entrega o distribución de equipos receptores o decodificadores a que se 

refiere el tercer párrafo del artículo Quinto transitorio del Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013. 

El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá concluir la transmisión de señales 

analógicas de televisión radiodifundida en todo el país, a más tardar el 31 de diciembre de 2015, 

una vez que se alcance un nivel de penetración del noventa por ciento de hogares de escasos 

recursos definidos por la Secretaría de Desarrollo Social, con receptores o decodificadores aptos 

para recibir señales digitales de televisión radiodifundida. 

Para lo anterior, el Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá concluir las señales 

analógicas de televisión radiodifundida anticipadamente al 31 de diciembre de 2015, por área de 

cobertura de dichas señales, una vez que se alcance, en el área que corresponda, el nivel de 

penetración referido en el párrafo que antecede. 

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones realizarán campañas de difusión para la entrega o distribución de equipos y 

para la conclusión de la transmisión de señales analógicas de televisión, respectivamente. 

Los concesionarios y permisionarios de televisión radiodifundida estarán obligados a 

realizar todas las inversiones e instalaciones necesarias para transitar a la televisión digital terrestre 
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a más tardar el 31 de diciembre de 2015. El Instituto Federal de Telecomunicaciones vigilará el 

debido cumplimiento de la obligación citada. 

Aquellos permisionarios o concesionarios de uso público o social, incluyendo las 

comunitarias e indígenas, que presten el servicio de radiodifusión que no estén en condiciones de 

iniciar transmisiones digitales al 31 de diciembre de 2015, deberán, con antelación a esa fecha, dar 

aviso al Instituto Federal de Telecomunicaciones, en los términos previstos en el artículo 157 de la 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión a efecto de que se les autorice la suspensión 

temporal de sus transmisiones o, en su caso, reduzcan su potencia radiada aparente para que les sea 

aplicable el programa de continuidad al que se refiere el párrafo siguiente de este artículo. Los 

plazos que autorice el Instituto en ningún caso excederán del 31 de diciembre de 2016. 

En caso de que para las fechas de conclusión anticipada de las señales analógicas de 

televisión radiodifundida por área de cobertura o de que al 31 de diciembre de 2015, las actuales 

estaciones de televisión radiodifundida con una potencia radiada aparente menor o igual a 1 kW 

para canales de VHF y 10 kW para canales UHF, no se encuentren transmitiendo señales de 

televisión digital terrestre y/o no se hubiere alcanzado el nivel de penetración señalado en los 

párrafos tercero y cuarto de este artículo, ya sea en alguna región, localidad o en todo el país; el 

Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá establecer un programa para que la población 

continúe recibiendo este servicio público de interés general en las áreas respectivas, en tanto se 

inicien transmisiones digitales y/o se alcancen los niveles de penetración señalados en este artículo. 

Los titulares de las estaciones deberán realizar las inversiones e instalaciones necesarias conforme a 

los plazos previstos en el programa. En ningún caso las acciones derivadas de este programa 

excederán al 31 de diciembre de 2016. 

Se derogan las disposiciones legales, administrativas o reglamentarias en lo que se opongan 

al presente transitorio. 

VIGÉSIMO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones aplicará el artículo 131 de la Ley 

Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y demás que resulten aplicables en materia de 

interconexión en términos de la misma, y garantizará el debido cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en dichos preceptos, mismos que serán exigibles sin perjuicio e independiente de que a 

la entrada en vigor de la Ley, ya hubiera determinado la existencia de un agente económico 

preponderante e impuesto medidas necesarias para evitar que se afecte la competencia y la libre 

concurrencia de acuerdo a la fracción III del artículo Octavo Transitorio del Decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013. 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso b) del artículo 131 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, y hasta en tanto los concesionarios a que se refiere ese inciso 

no acuerden las tarifas de interconexión correspondientes o, en su caso, el Instituto no resuelva 

cualquier disputa respecto de dichas tarifas, seguirán en vigor las que actualmente aplican, salvo 

tratándose del agente económico al que se refiere le (sic) párrafo segundo del artículo 131 de la Ley 

en cita, al que le será aplicable el inciso a) del mismo artículo. 

VIGÉSIMO PRIMERO.- Para la atención, promoción y supervisión de los derechos de 

los usuarios previstos en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y en la Ley 

Federal de Protección al Consumidor, la PROFECO deberá crear un área especializada con nivel no 

inferior a Subprocuraduría, así como la estructura necesaria para ello, conforme al presupuesto que 

le apruebe la Cámara de Diputados para tal efecto. 

VIGÉSIMO SEGUNDO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá emitir las 

disposiciones administrativas de carácter general a que se refiere el Título Octavo de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, en un plazo máximo de noventa días naturales contados a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

VIGÉSIMO TERCERO.- El impacto presupuestario que se genere con motivo de la 

entrada en vigor del presente Decreto en materia de servicios personales, así como el 
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establecimiento de nuevas atribuciones y actividades a cargo del Instituto Federal de 

Telecomunicaciones, se cubrirá con cargo al presupuesto aprobado anualmente por la Cámara de 

Diputados a dicho organismo. 

VIGÉSIMO CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos Décimo 

Quinto, Décimo Sexto y Décimo Séptimo transitorios del Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, se deroga el último párrafo del artículo 14 de 

la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014. 

VIGÉSIMO QUINTO.- Lo dispuesto en la fracción V del artículo 118 de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, entrará en vigor el 1 de enero de 2015, por lo que a partir 

de dicha fecha los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones que presten servicios 

fijos, móviles o ambos, no podrán realizar cargos de larga distancia nacional a sus usuarios por las 

llamadas que realicen a cualquier destino nacional. 

Sin perjuicio de lo anterior, los concesionarios deberán realizar la consolidación de todas 

las áreas de servicio local existentes en el país de conformidad con los lineamientos que para tal 

efecto emita el Instituto Federal de Telecomunicaciones. Cada concesionario deberá asumir los 

costos que se originen con motivo de dicha consolidación. 

Asimismo, el Instituto Federal de Telecomunicaciones, dentro de los ciento ochenta días 

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, deberá definir los puntos de interconexión a la 

red pública de telecomunicaciones del agente económico preponderante o con poder sustancial. 

Las resoluciones administrativas que se hubieren emitido quedarán sin efectos en lo que se 

opongan a lo previsto en el presente transitorio. 

Los concesionarios mantendrán la numeración que les haya sido asignada a fin de utilizarla 

para servicios de red inteligente en sus modalidades de cobro revertido y otros servicios especiales, 

tales como números 900. 

VIGÉSIMO SEXTO.- El Ejecutivo Federal deberá remitir al Senado de la República o, en 

su caso, a la Comisión Permanente, la propuesta de designación del Presidente del Sistema Público 

de Radiodifusión del Estado Mexicano, dentro de los treinta días naturales siguientes a la entrada en 

vigor del presente Decreto. 

El Senado o, en su caso, la Comisión Permanente, deberá designar al Presidente del Sistema 

dentro de los treinta días naturales siguientes a aquél en que reciba la propuesta del Ejecutivo 

Federal. 

VIGÉSIMO SÉPTIMO.- Los representantes de las Secretarías de Estado que integren la 

Junta de Gobierno del Sistema Público del Estado Mexicano deberán ser designados dentro de los 

sesenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

VIGÉSIMO OCTAVO.- La designación de los miembros del Consejo Ciudadano del 

Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano deberá realizarse dentro de los sesenta días 

naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

VIGÉSIMO NOVENO.- El Presidente del Sistema Público de Radiodifusión del Estado 

Mexicano someterá a la Junta de Gobierno, para su aprobación, el proyecto de Estatuto Orgánico, 

dentro de los noventa días naturales siguientes a su nombramiento. 

TRIGÉSIMO.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto el organismo 

descentralizado denominado Organismo Promotor de Medios Audiovisuales, se transforma en el 

Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano, el cual contará con los recursos humanos, 

presupuestales, financieros y materiales del organismo citado. 

En tanto se emite el Estatuto Orgánico del Sistema Público de Radiodifusión del Estado 

Mexicano, continuará aplicándose, en lo que no se oponga a la Ley del Sistema Público de 

Radiodifusión del Estado Mexicano, el Estatuto Orgánico del Organismo Promotor de Medios 

Audiovisuales. 
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Los derechos laborales del personal del Organismo Promotor de Medios Audiovisuales se 

respetarán conforme a la ley. 

TRIGÉSIMO PRIMERO.- Los recursos humanos, presupuestales, financieros y 

materiales del Organismo Promotor de Medios Audiovisuales, pasarán a formar parte del Sistema 

Público de Radiodifusión del Estado Mexicano una vez que se nombre a su Presidente, sin 

menoscabo de los derechos laborales de sus trabajadores. 

TRIGÉSIMO SEGUNDO.- La Secretaría de Gobernación deberá coordinarse con las 

autoridades que correspondan para el ejercicio de las atribuciones que en materia de monitoreo 

establece la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

La Cámara de Diputados deberá destinar los recursos necesarios para garantizar el 

adecuado ejercicio de las atribuciones referidas en el presente transitorio. 

TRIGÉSIMO TERCERO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones expedirá los 

lineamientos a que se refiere la fracción III del artículo 158 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a partir 

del día siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto. 

TRIGÉSIMO CUARTO.- La Cámara de Diputados deberá destinar al Sistema Público de 

Radiodifusión del Estado Mexicano recursos económicos acordes con sus objetivos y funciones, 

para lo que deberá considerar: 

I.- Sus planes de crecimiento; 

II.- Sus gastos de operación, y 

III.- Su equilibrio financiero. 

TRIGÉSIMO QUINTO.- Con excepción de lo dispuesto en el artículo Vigésimo 

Transitorio, por el cual se encuentra obligado el Instituto Federal de Telecomunicaciones a aplicar 

el artículo 131 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión que se expide por virtud 

de este Decreto y demás que resulten aplicables en materia de interconexión en términos de la 

misma, las resoluciones administrativas que el Instituto Federal de Telecomunicaciones hubiere 

emitido previo a la entrada en vigor del presente Decreto en materia de preponderancia continuarán 

surtiendo todos sus efectos. 

TRIGÉSIMO SEXTO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones dentro de los 180 días 

posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, deberá realizar los estudios correspondientes 

para analizar si resulta necesario establecer mecanismos que promuevan e incentiven a los 

concesionarios a incluir una barra programática dirigida al público infantil en la que se promueva la 

cultura, el deporte, la conservación del medio ambiente, el respeto a los derechos humanos, el 

interés superior de la niñez, la igualdad de género y la no discriminación. 

TRIGÉSIMO SÉPTIMO.- Para efectos de las autoridades de procuración de justicia 

referidas en la fracción I del artículo 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, 

continuarán vigentes las disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones en materia de 

localización geográfica en tiempo real hasta en tanto entre en vigor el Código Nacional de 

Procedimientos Penales. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá emitir 

dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la entrada en vigor de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, las reglas administrativas necesarias que eliminen requisitos 

que puedan retrasar o impedir la portabilidad numérica y, en su caso, promover que se haga a través 

de medios electrónicos. 

Las reglas a que se refiere el párrafo anterior, deberán garantizar una portabilidad efectiva y 

que la misma se realice en un plazo no mayor a 24 horas contadas a partir de la solicitud realizada 

por el titular del número respectivo. 

Para realizar dicha portación solo será necesaria la identificación del titular y la 

manifestación de voluntad del usuario. En el caso de personas morales el trámite deberá realizarse 

por el representante o apoderado legal que acredite su personalidad en términos de la normatividad 

aplicable. 
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TRIGÉSIMO NOVENO.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 264 de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, el Instituto Federal de Telecomunicaciones iniciará, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo Noveno Transitorio del presente Decreto, dentro de los 

treinta días naturales posteriores a su entrada en vigor, los procedimientos de investigación que 

correspondan en términos de la Ley Federal de Competencia Económica, a fin de determinar la 

existencia de agentes económicos con poder sustancial en cualquiera de los mercados relevantes de 

los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión, entre los que deberá incluirse el mercado 

nacional de audio y video asociado a través de redes públicas de telecomunicaciones y, en su caso, 

imponer las medidas correspondientes. 

CUADRAGÉSIMO.- El agente económico preponderante en el sector de las 

telecomunicaciones o el agente con poder sustancial en el mercado relevante que corresponda, 

estarán obligados a cumplir con lo dispuesto en los artículos 138, fracción VIII, 208 y en las 

fracciones V y VI del artículo 267 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a 

partir de su entrada en vigor. 

CUADRAGÉSIMO PRIMERO.- Las instituciones de educación superior de carácter 

público, que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, cuenten con medios de 

radiodifusión a que se refieren los artículos 67 fracción II y 76 fracción II de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, no recibirán presupuesto adicional para ese objeto. 

CUADRAGÉSIMO SEGUNDO.- A la concesión para instalar, operar y explotar una red 

pública de telecomunicaciones que, en los términos del artículo Décimo Quinto Transitorio del 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o, 7o, 27, 28, 

73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 

telecomunicaciones, debe ser cedida por la Comisión Federal de Electricidad a Telecomunicaciones 

de México, no le resultará aplicable lo establecido en los artículos 140 y 144 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, exclusivamente respecto a aquellos contratos vigentes a la 

fecha de publicación del presente Decreto que hayan sido celebrados entre la Comisión Federal de 

Electricidad y aquellas personas físicas o morales que, conforme a la misma Ley, han de ser 

considerados como usuarios finales. 

Dichos contratos serán cedidos por la Comisión Federal de Electricidad a Telecomunicaciones 

de México, junto con el título de concesión correspondiente. Telecomunicaciones de México cederá los 

referidos contratos a favor de otros concesionarios autorizados a prestar servicios a usuarios finales, 

dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que le hubieren sido cedidos. 

En caso de que exista impedimento técnico, legal o económico para que 

Telecomunicaciones de México pueda ceder los referidos contratos, estos se mantendrán vigentes 

como máximo hasta la fecha en ellos señalada para su terminación, sin que puedan ser renovados o 

extendidos para nuevos períodos. 

CUADRAGÉSIMO TERCERO.- Dentro de un plazo que no excederá de 36 meses a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las señales de los concesionarios de uso comercial 

que transmitan televisión radiodifundida y que cubran más del cincuenta por ciento del territorio 

nacional deberán contar con lenguaje de señas mexicana o subtitulaje oculto en idioma nacional, en 

la programación que transmitan de las 06:00 a las 24:00 horas, excluyendo la publicidad y otros 

casos que establezca el Instituto Federal de Telecomunicaciones, atendiendo a las mejores prácticas 

internacionales. Los entes públicos federales que sean concesionarios de uso público de televisión 

radiodifundida estarán sujetos a la misma obligación. 

CUADRAGÉSIMO CUARTO.- En relación a las obligaciones establecidas en materia de 

accesibilidad para personas con discapacidad referidas en la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión para los defensores de las audiencias, los concesionarios contarán con un plazo de hasta 

noventa días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para iniciar las adecuaciones 

y mecanismos que correspondan. 

CUADRAGÉSIMO QUINTO.- La restricción para acceder a la compartición de 

infraestructura del agente económico preponderante en radiodifusión, prevista en la fracción VII del 
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artículo 266 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, no será aplicable al o los 

concesionarios que resulten de la licitación de las nuevas cadenas digitales de televisión abierta a 

que se refiere la fracción II del artículo Octavo Transitorio del Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones. 

México, D.F., a 08 de julio de 2014.- Sen. Raúl Cervantes Andrade, Presidente.- Dip. José 

González Morfín, Presidente.- Sen. María Elena Barrera Tapia, Secretaria.- Dip. Angelina Carreño 

Mijares, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito 

Federal, a catorce de julio de dos mil catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de 

Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 

 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO 

TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDEN LA LEY FEDERAL DE 

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, Y LA LEY DEL SISTEMA PÚBLICO 

DE RADIODIFUSIÓN DEL ESTADO MEXICANO; Y SE REFORMAN, ADICIONAN Y 

DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES 

Y RADIODIFUSIÓN, PUBLICADO EL 14 DE JULIO DE 2014. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de diciembre de 2015 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Con la entrada en vigor de este Decreto, se derogan todas las disposiciones 

legales, reglamentarias y administrativas que se opongan al mismo. 

TERCERO.- A partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada electoral, el 

Gobierno Federal y los gobiernos de las entidades federativas y municipios, suspenderán la 

distribución o sustitución de equipos receptores o decodificadores, así como los programas de 

entrega de televisiones digitales que realice en aquellas entidades federativas en las que se 

verifiquen procesos electorales durante el 2016. El Instituto Nacional Electoral verificará el 

cumplimiento de esta disposición y aplicará, en su caso, las sanciones correspondientes. La entrega, 

distribución o sustitución de equipos receptores, decodificadores, o televisores digitales en 

contravención a lo dispuesto en este artículo será sancionada en términos de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales. 

México, D. F., a 9 de diciembre de 2015.- Sen. Roberto Gil Zuarth, Presidente.- Dip. José 

de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente.- Sen. Rosa Adriana Díaz Lizama, Secretaria.- Dip. 

Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito 

Federal, a dieciséis de diciembre de dos mil quince.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario 

de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES; DEL 

CÓDIGO PENAL FEDERAL; DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA; DE LA LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS 

QUE INTERVIENEN EN EL PROCEDIMIENTO PENAL; DE LA LEY GENERAL PARA 

PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 

REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY DE AMPARO, 

REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE 

LA FEDERACIÓN, DE LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación salvo lo previsto en el siguiente artículo. 

SEGUNDO.- Las reformas al Código Nacional de Procedimientos Penales, al Código 

Penal Federal, a la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, 

Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, los artículos 2, 13, 44 y 49 de la Ley Federal para la Protección a Personas que 

Intervienen en el Procedimiento Penal y los artículos 21 en su fracción X, 50 Bis y 158 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, entrarán en vigor en términos de lo previsto por el 

Artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se expide el Código Nacional de 

Procedimientos Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014. 

Los procedimientos que se encuentren en trámite, relacionados con las modificaciones a los 

preceptos legales contemplados en el presente Decreto, se resolverán de conformidad con las 

disposiciones que les dieron origen. 

TERCERO.- Dentro de los 180 días naturales a la entrada en vigor del presente Decreto, la 

Federación y las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán contar 

con una Autoridad de Supervisión de Medidas Cautelares y de la Suspensión Condicional del Proceso. 

Asimismo, dentro de los 30 días siguientes a la fecha de creación de las autoridades de medidas 

cautelares y de la suspensión condicional del proceso de la Federación y de las entidades federativas, se 

deberán emitir los acuerdos y lineamientos que regulen su organización y funcionamiento. 

CUARTO.- Las disposiciones del presente Decreto relativas a la ejecución penal, entrarán 

en vigor una vez que entre en vigor la legislación en la materia prevista en el artículo 73, fracción 

XXI, inciso c) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

QUINTO.- Tratándose de aquellas medidas privativas de la libertad personal o de prisión 

preventiva que hubieren sido decretadas por mandamiento de autoridad judicial durante los 

procedimientos iniciados con base en la legislación procesal penal vigente con anterioridad a la 

entrada en vigor del sistema de justicia penal acusatorio adversarial, el inculpado o imputado podrá 

solicitar al órgano jurisdiccional competente la revisión de dichas medidas, para efecto de que, el 

juez de la causa, en los términos de los artículos 153 a 171 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, habiéndose dado vista a las partes, para que el Ministerio Público investigue y acredite lo 

conducente, y efectuada la audiencia correspondiente, el órgano jurisdiccional, tomando en 

consideración la evaluación del riesgo, resuelva sobre la imposición, revisión, sustitución, 

modificación o cese, en términos de las reglas de prisión preventiva del artículo 19 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como del Código Nacional de 

Procedimientos Penales. En caso de sustituir la medida cautelar, aplicará en lo conducente la 

vigilancia de la misma en términos de los artículos 176 a 182 del citado Código. 

SEXTO.- La Procuraduría General de la República propondrá al seno del Consejo Nacional 

de Seguridad Pública la consecución de los acuerdos que estime necesarios entre las autoridades de 
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las entidades federativas y la federación en el marco de la Ley Federal para la Protección a Personas 

que Intervienen en el Procedimiento Penal. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2016.- Sen. Roberto Gil Zuarth, Presidente.- Dip. José 

de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente.- Sen. Hilda Esthela Flores Escalera, Secretaria.- Dip. 

Verónica Delgadillo García, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a dieciséis 

de junio de dos mil dieciséis.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel 

Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 19 DE LA LEY DE 

AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 163 DE LA LEY ORGÁNICA 

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 2018 

 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.- Dip. Jorge Carlos Ramírez Marín, 

Presidente.- Sen. Ernesto Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. María Eugenia Ocampo Bedolla, 

Secretaria.- Sen. Juan G. Flores Ramírez, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a ocho de 

enero de dos mil dieciocho.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel 

Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN TERCER PÁRRAFO AL ARTÍCULO 

SÉPTIMO TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE EXPIDEN LA LEY 

FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, Y LA LEY DEL 

SISTEMA PÚBLICO DE RADIODIFUSIÓN DEL ESTADO MEXICANO; Y SE 

REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES EN MATERIA 

DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN”, PUBLICADO EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 14 DE JULIO DE 2014.  

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2018 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación.  

SEGUNDO.- Lo dispuesto en el tercer párrafo del Artículo Séptimo Transitorio del 

“Decreto por el que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del 

Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones en materia de telecomunicaciones y radiodifusión”, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 14 de julio de 2014, que se adiciona, será aplicable únicamente a las 

solicitudes de prórroga presentadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 

Ciudad de México, a 26 de abril de 2018.- Sen. Ernesto Cordero Arroyo, Presidente.- Dip. 

Edgar Romo García, Presidente.- Sen. Juan Gerardo Flores Ramírez, Secretario.- Dip. Mariana 

Arámbula Meléndez, Secretaria.- Rúbricas." 
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En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a trece de 

junio de dos mil dieciocho.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Dr. Jesús 

Alfonso Navarrete Prida.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA, SE ABROGA LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA Y SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE DISTINTOS ORDENAMIENTOS LEGALES. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de Mayo de 2021 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación y se expide en cumplimento al artículo Décimo Tercero transitorio 

del Decreto por el que se expidió la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. 

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. 

Todas las referencias normativas a la Procuraduría General de la República o del 

Procurador General de la República, se entenderán referidas a la Fiscalía General de la República o 

a su persona titular, respectivamente, en los términos de sus funciones constitucionales vigentes. 

TERCERO.- Las designaciones, nombramientos y procesos en curso para designación, 

realizados de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales, relativos a la persona 

titular de la Fiscalía General de la República, las Fiscalías Especializadas, el Órgano Interno de 

Control y las demás personas titulares de las unidades administrativas, órganos desconcentrados y 

órganos que se encuentren en el ámbito de la Fiscalía General de la República, así como de las 

personas integrantes del Consejo Ciudadano de la Fiscalía General de la República, continuarán 

vigentes por el periodo para el cual fueron designados o hasta la conclusión en el ejercicio de la 

función o, en su caso, hasta la terminación del proceso pendiente. 

CUARTO.- La persona titular de la Fiscalía General de la República contará con un 

término de noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, para expedir 

el Estatuto orgánico de la Fiscalía General de la República y de ciento ochenta días naturales, 

contados a partir de la expedición de éste, para expedir el Estatuto del Servicio Profesional de 

Carrera. 

En tanto se expiden los Estatutos y normatividad, continuarán aplicándose las normas y 

actos jurídicos que se han venido aplicando, en lo que no se opongan al presente Decreto. 

Los instrumentos jurídicos, convenios, acuerdos interinstitucionales, contratos o actos 

equivalentes, celebrados o emitidos por la Procuraduría General de la República o la Fiscalía 

General de la República se entenderán como vigentes y obligarán en sus términos a la Institución, 

en lo que no se opongan al presente Decreto, sin perjuicio del derecho de las partes a ratificarlos, 

modificarlos o rescindirlos posteriormente o, en su caso, de ser derogados o abrogados. 

QUINTO.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto quedará desincorporado de la 

Administración Pública Federal el organismo descentralizado denominado Instituto Nacional de 

Ciencias Penales que pasará a ser un órgano con personalidad jurídica y patrimonio propio, que 

gozará de autonomía técnica y de gestión, dentro del ámbito de la Fiscalía General de la República. 

Las personas servidoras públicas que en ese momento se encuentren prestando sus servicios 

para el Instituto Nacional de Ciencias Penales tendrán derecho a participar en el proceso de 

evaluación para transitar al servicio profesional de carrera. 

Para acceder al servicio profesional de carrera, el personal que deseé continuar prestando 

sus servicios al Instituto Nacional de Ciencias Penales deberá sujetarse al proceso de evaluación 

según disponga el Estatuto del Servicio Profesional de Carrera, dándose por terminada aquella 
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relación con aquellos servidores públicos que no se sometan o no acrediten el proceso de 

evaluación. 

El Instituto Nacional de Ciencias Penales deberá terminar sus relaciones laborales con sus 

personas trabajadoras una vez que se instale el servicio profesional de carrera, conforme al 

programa de liquidación del personal que autorice la Junta de Gobierno, hasta que esto no suceda, 

las relaciones laborales subsistirán. 

A la entrada en vigor de este Decreto, las personas integrantes de la Junta de Gobierno del 

Instituto Nacional de Ciencias Penales pertenecientes a la Administración Pública Federal dejarán el 

cargo, y sus lugares serán ocupados por las personas que determine la persona titular de la Fiscalía 

General de la República. 

Dentro de los sesenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, la 

Junta de Gobierno emitirá un nuevo Estatuto orgánico y establecerá un servicio profesional de 

carrera, así como un programa de liquidación del personal que, por cualquier causa, no transite al 

servicio profesional de carrera que se instale. 

Los recursos materiales, financieros y presupuestales, incluyendo los bienes muebles, con 

los que cuente el Instituto a la entrada en vigor del presente Decreto, pasarán al Instituto Nacional 

de Ciencias Penales de la Fiscalía General de la República conforme al Décimo Primero Transitorio 

del presente Decreto. 

SEXTO.- El conocimiento y resolución de los asuntos que se encuentren en trámite a la 

entrada en vigor del presente Decreto o que se inicien con posterioridad a éste, corresponderá a las 

unidades competentes, en términos de la normatividad aplicable o a aquellas que de conformidad 

con las atribuciones que les otorga el presente Decreto, asuman su conocimiento, hasta en tanto se 

expiden los Estatutos y demás normatividad derivada del presente Decreto. 

SÉPTIMO.- El personal que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto tenga 

nombramiento o Formato Único de Personal expedido por la entonces Procuraduría General de la 

República, conservará los derechos que haya adquirido en virtud de su calidad de persona servidora 

pública, con independencia de la denominación que corresponda a sus actividades o naturaleza de la 

plaza que ocupe. Para acceder al servicio profesional de carrera el personal que deseé continuar 

prestando sus servicios con la Fiscalía General de la República deberá sujetarse al proceso de 

evaluación según disponga el Estatuto del servicio profesional de carrera. Se dará por terminada 

aquella relación con aquellas personas servidoras públicas que no se sometan o no acrediten el 

proceso de evaluación. 

El personal contratado por la Fiscalía General de la República se sujetará a la vigencia de su 

nombramiento, de conformidad con los Lineamientos L/001/19 y L/003/19, por los que se regula la 

contratación del personal de transición, así como al personal adscrito a la entonces Procuraduría 

General de la República que continúa en la Fiscalía General de la República, así como para el 

personal de transición. 

OCTAVO.- Las personas servidoras públicas que cuenten con nombramiento o Formato 

Único de Personal expedido por la entonces Procuraduría General de la República a la fecha de 

entrada en vigor de este Decreto y que, por cualquier causa, no transiten al servicio profesional de 

carrera deberán adherirse a los programas de liquidación que para tales efectos se expidan. 

NOVENO. La persona titular de la Oficialía Mayor contará con el plazo de noventa días 

naturales para constituir el Fideicomiso denominado “Fondo para el Mejoramiento de la 

Procuración de Justicia” o modificar el objeto de cualquier instrumento jurídico ya existente de 

naturaleza igual, similar o análoga. 

DÉCIMO. La persona titular de la Oficialía Mayor emitirá los lineamientos para la 

transferencia de recursos humanos, materiales, financieros o presupuestales, incluyendo los 

muebles, con los que cuente la Fiscalía General de la República en el momento de la entrada en 

vigor de este Decreto, así como para la liquidación de pasivos y demás obligaciones que se 

encuentren pendientes respecto de la extinción de la Procuraduría General de la República. 
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Queda sin efectos el Plan Estratégico de Transición establecido en el artículo Noveno 

transitorio de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República que se abroga a través del 

presente Decreto. 

DÉCIMO PRIMERO.- Los bienes inmuebles que sean propiedad de la Fiscalía General 

de la República, o de los órganos que se encuentren dentro su ámbito o de la Federación que, a la 

fecha de entrada en vigor del presente Decreto se encuentren dados en asignación o destino a la 

Fiscalía General de la República, pasarán a formar parte de su patrimonio. 

Los bienes muebles y demás recursos materiales, financieros o presupuestales, que hayan 

sido asignados o destinados, a la Fiscalía General de la República pasarán a formar parte de su 

patrimonio a la entrada en vigor del presente Decreto. 

DÉCIMO SEGUNDO.- La persona titular de la Fiscalía General de la República contará 

con un plazo de un año a partir de la publicación del presente Decreto para emitir el Plan 

Estratégico de Procuración de Justicia de la Fiscalía General de la República, con el que se 

conducirá la labor sustantiva de la Institución conforme a la obligación a que refiere el artículo 88 

del presente Decreto. Mismo que deberá ser presentado por la persona titular de la Fiscalía General 

de la República en términos del párrafo tercero del artículo 88 del presente Decreto. 

El Plan Estratégico de Procuración de Justicia se presentará ante el Senado de la República, 

durante el segundo periodo ordinario de sesiones, en su caso, seis meses después de la entrada en 

vigor del presente Decreto. 

Para la emisión del Plan Estratégico de Procuración de Justicia, la Fiscalía General de la 

República contará con la opinión del Consejo Ciudadano. La falta de instalación de dicho Consejo 

Ciudadano no impedirá la presentación del Plan Estratégico de Procuración de Justicia. 

DÉCIMO TERCERO.- Las unidades administrativas de la Fiscalía General de la 

República que a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto se encargan de los 

procedimientos relativos a las responsabilidades administrativas de las personas servidoras públicas 

de la Fiscalía General de la República, tendrán el plazo de noventa días naturales para remitirlos al 

Órgano Interno de Control, para que se encargue de su conocimiento y resolución, atendiendo a la 

competencia que se prevé en el presente Decreto. 

DÉCIMO CUARTO.- Por lo que hace a la fiscalización del Instituto Nacional de Ciencias 

Penales, corresponderá al Órgano Interno de Control de la Fiscalía General de la República, a la 

entrada en vigor del presente Decreto, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la 

Auditoría Superior de la Federación. 

Los expedientes iniciados y pendientes de trámite a la entrada en vigor del presente 

Decreto, serán resueltos por la Secretaría de la Función Pública. 

Por cuanto hace a la estructura orgánica, así como a los recursos materiales, financieros o 

presupuestales del Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional de Ciencias Penales, pasarán 

al Órgano Interno de Control de la Fiscalía General de la República. 

DÉCIMO QUINTO.- Los bienes que hayan sido asegurados por la Procuraduría General 

de la República o Fiscalía General de la República, con anterioridad a la entrada en vigor de este 

Decreto, que sean susceptibles de administración o se determine su destino legal, se pondrán a 

disposición del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, conforme a la legislación aplicable. 

DÉCIMO SEXTO.- Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 

Ciudad de México, a 29 de abril de 2021.- Dip. Dulce María Sauri Riancho, Presidenta.- 

Sen. Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, Presidente.- Dip. Lizbeth Mata Lozano, Secretaria.- Sen. 

María Merced González González, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 18 de 

mayo de 2021.- Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Dra. 

Olga María del Carmen Sánchez Cordero Dávila.- Rúbrica. 
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DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE 

LA FEDERACIÓN Y LA LEY DE CARRERA JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN; SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 

ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL ARTÍCULO 123 

CONSTITUCIONAL; DE LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA; DE LA LEY 

DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; DE LA LEY 

REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DEL CÓDIGO 

FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 07 de Junio de 2021 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación, salvo lo siguiente: 

I.- Las disposiciones relativas a los Tribunales Colegiados de Apelación en sustitución de 

los Tribunales Unitarios de Circuito, entrarán en vigor de manera gradual y escalonada en un plazo 

no mayor a 18 meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, de conformidad 

con los acuerdos generales que para tal efecto emita el Consejo de la Judicatura Federal. 

II.- Las disposiciones relativas a los plenos Regionales en sustitución de los plenos de 

Circuito, entrarán en vigor en un plazo no mayor a 18 meses contados a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto, de conformidad con los acuerdos generales que para tal efecto emita el 

Consejo de la Judicatura Federal. 

III.- Entrarán en vigor en la fecha en la que el Poder Judicial de la Federación realice la 

declaratoria a que se refiere el artículo Séptimo Transitorio de este Decreto: 

a) El artículo segundo del presente Decreto; 

b) Las disposiciones relativas a la Escuela Federal de Formación Judicial, y 

c) Las nuevas categorías de la Carrera Judicial. 

IV.- Las reformas a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, entrarán en vigor a los 18 meses de 

la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

V.- La reforma al artículo 218 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entrará en vigor a los 6 meses de 

la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Dentro de los 180 días siguientes a la publicación del presente Decreto las 

instancias competentes del Poder Judicial de la Federación deberán realizar las adecuaciones 

normativas, orgánicas y administrativas conducentes, para la observancia de lo establecido en el 

presente Decreto. 

TERCERO.- El procedimiento de sustituciones por ausencia de las personas titulares de 

los órganos jurisdiccionales, así como la lista de personal jurisdiccional habilitado para realizar 

funciones jurisdiccionales a que hace referencia la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, deberá instrumentarse por el Consejo de la Judicatura Federal dentro de los 18 meses 

siguientes a la entrada en vigor del  presente Decreto. 

CUARTO.- Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente 

Decreto, se realizarán con cargo a los presupuestos aprobados a los ejecutores de gasto responsables 

para el presente ejercicio fiscal y los subsecuentes, por lo que no se autorizarán recursos adicionales 

para tales efectos. 

QUINTO.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente Decreto, continuarán tramitándose hasta su resolución final de conformidad con las 

disposiciones vigentes al momento de su inicio. 

SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
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SÉPTIMO.- Dentro de los 18 meses siguientes a la publicación del presente Decreto, el 

Poder Judicial de la Federación deberá emitir y publicar, en el Diario Oficial de la Federación y en 

el Semanario Judicial  de la Federación, la declaratoria para el inicio de la observancia de las nuevas 

reglas de la Carrera Judicial contenidas en el presente Decreto. 

OCTAVO.- Las y los actuales oficiales administrativos podrán acceder a la categoría de 

oficial judicial, previo cumplimiento de los requisitos y evaluación que para tal efecto implemente 

el Consejo de la Judicatura Federal, en los términos de las disposiciones que éste emita. En caso de 

que dichos oficiales administrativos no puedan acceder a la nueva categoría, conservarán su actual 

puesto y los derechos inherentes a este. 

NOVENO.- Las tesis que se hubieran emitido con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente Decreto mantendrán su formato. 

DÉCIMO.- Las jurisprudencias que se hubieran emitido antes de la entrada en vigor del 

presente Decreto mantendrán su obligatoriedad, salvo que sean interrumpidas en los términos que se 

prevén en el artículo 228 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al momento de la interrupción. 

DÉCIMO PRIMERO.- Las tesis aisladas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que se hubieran emitido con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema de precedentes 

obligatorios, mantendrán ese carácter. Únicamente las sentencias que se emitan con posterioridad a 

la entrada en vigor del presente Decreto podrán constituir jurisprudencia por precedente. 

DÉCIMO SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de mayo de 1995. 

DÉCIMO TERCERO.- Con el fin de implementar la reforma constitucional al Poder 

Judicial de la Federación publicada en el Diario Oficial de la Federación de 11 de marzo de 2021 y 

las leyes reglamentarias a las que se refiere el presente Decreto, la persona que a su entrada en vigor 

ocupe la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 

Federal durará en ese encargo hasta el 30 de noviembre de 2024. Asimismo, el Consejero de la 

Judicatura Federal nombrado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 1 de 

diciembre de 2016 concluirá su encargo el 30 de noviembre de 2023; el Consejero de la Judicatura 

Federal nombrado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 24 de febrero de 

2019 concluirá sus funciones el 23 de febrero de 2026; el Consejero de la Judicatura Federal 

nombrado por el Ejecutivo Federal el 18 de noviembre de 2019 concluirá el 17 de noviembre de 

2026; las Consejeras de la Judicatura Federal designadas por el Senado de la República el 20 de 

noviembre de 2019 concluirán su encargo el 19 de noviembre de 2026; y el Consejero de la 

Judicatura Federal designado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 1 de 

diciembre de 2019 durará en funciones hasta el 30 de noviembre de 2026. (Artículo declarado 

inválido por Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Acción de 

Inconstitucionalidad 95/2021 y su acumulada 105/2021, notificada para efectos legales el 17 de 

Noviembre de 2021 y publicada en Diario Oficial de la Federación el 18 de Febrero de 2022) 

Ciudad de México, a 22 de abril de 2021.- Sen. Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, 

Presidente.- Dip. Dulce María Sauri Riancho, Presidenta.- Sen. María Merced González González, 

Secretaria.- Dip. María Guadalupe Díaz Avilez, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 1 de 

junio de 2021.- Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Dra. Olga 

María del Carmen Sánchez Cordero Dávila.- Rúbrica. 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 129 Y 148 DE LA LEY DE 

AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE SUSPENSIÓN 

DEL ACTO RECLAMADO E INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de Junio de 2024 
 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2024.- Sen. Ana Lilia Rivera Rivera, Presidenta.- Dip. 

Marcela Guerra Castillo, Presidenta.- Sen. Verónica Noemí Camino Farjat, Secretaria.- Dip. Pedro 

Vázquez González, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 

Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 14 de junio de 2024.- Andrés Manuel 

López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Luisa María Alcalde Luján.- Rúbrica. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de Marzo de 2025 
 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial  de la Federación. 

SEGUNDO. Hasta en tanto las Ministras y Ministros electos tomen protesta de su encargo 

ante el Senado de la República el 1o. de septiembre de 2025, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación se regirá por las reglas de votación contenidas en la Ley de Amparo vigente con 

anterioridad a la publicación de este Decreto. Lo anterior, a efecto de que: 

I.- Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias que dicte el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios para todas las autoridades 

jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando sean tomadas por mayoría de ocho votos. 

Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias. 

II.- Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias que dicten las 

salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios para todas 

las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando sean tomadas 

por mayoría de cuatro votos. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para 

justificar la decisión no serán obligatorias. 

III.- Para la emisión de la declaratoria general de inconstitucionalidad el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación requerirá que ésta se apruebe por mayoría de cuando menos ocho votos. 

TERCERO. Lo previsto en el transitorio anterior será aplicable en la resolución de todos los 

asuntos que se encuentren admitidos o pendientes de resolución al momento de la entrada en vigor del 

presente Decreto, independientemente de la etapa en la que se encuentren dichos asuntos; así como para 

los que se admitan con posterioridad, y previo a la toma de protesta referida en el artículo anterior. 

Ciudad de México, a 19 de febrero de 2025.- Sen. Gerardo Fernández Noroña, Presidente.- 

Dip. Sergio Carlos Gutiérrez Luna, Presidente.- Sen. Verónica Noemí Camino Farjat, Secretaria.- 

Dip. José Luis Montalvo Luna, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 11 de 

marzo de 2025.- Claudia Sheinbaum Pardo, Presidenta de los Estados Unidos Mexicanos.- 

Rúbrica.- Lcda. Rosa Icela Rodríguez Velázquez, Secretaria de Gobernación.- Rúbrica. 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

A LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y A LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de Octubre de 2025 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

TERCERO.- Al tratarse de una ley procesal, las etapas procesales concluidas que generen 

derechos adquiridos a las partes se regirán por las disposiciones legales vigentes al inicio de los 

procesos respectivos. Por lo que hace a las actuaciones procesales posteriores a la entrada en vigor 

del presente Decreto, de conformidad con la doctrina y la jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se regirán por las disposiciones de este Decreto, sin que implique aplicación 

retroactiva ni afectación a derechos adquiridos, pues se trata de actuaciones futuras. 

CUARTO.- El Órgano de Administración Judicial contará con trescientos sesenta días 

naturales a partir de su entrada en funciones para realizar las adecuaciones al Sistema Electrónico 

del Poder Judicial de la Federación que resulten necesarias para dar cumplimiento a lo previsto por 

los artículos 3, 25, 26, 28 y 30 de la Ley de Amparo. 

Una vez realizadas las adecuaciones al sistema, el Órgano de Administración Judicial 

publicará en el Diario Oficial de la Federación y en su propio portal, el aviso de inicio de registro de 

usuarios digitales para autoridades. 

Todas las autoridades de la Federación, entidades federativas, municipios y alcaldías, 

tendrán un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de la publicación del Aviso al que se 

refiere el párrafo anterior, para dar cumplimiento a este Decreto y crear sus perfiles en el Sistema. 

QUINTO.- El Órgano de Administración Judicial contará con ciento ochenta días naturales 

a partir de la entrada en vigor de este Decreto, para emitir un Acuerdo General que regule la 

correcta integración tanto del expediente electrónico como físico en el juicio de amparo, procurando 

en todo momento privilegiar el uso de la tecnología y eficientizar el uso de recursos materiales 

dentro del Poder Judicial de la Federación, sin menoscabar el derecho de las partes de consultar los 

expedientes correspondientes. 

Ciudad de México, a 15 de octubre de 2025.- Dip. Sergio Carlos Gutiérrez Luna, 

Vicepresidente en funciones de Presidente.- Sen. Laura Itzel Castillo Juárez, Presidenta.- Dip. 

Magdalena del Socorro Núñez Monreal, Secretaria.- Sen. María Martina Kantún Can, Secretaria.- 

Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el 

presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 16 de 

octubre de 2025.- Claudia Sheinbaum Pardo, Presidenta de los Estados Unidos Mexicanos.- 

Rúbrica.- Lcda. Rosa Icela Rodríguez Velázquez, Secretaria de Gobernación.- Rúbrica. 
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APÉNDICE 
 

02-04-2013 Se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

14-07-2014 Se reforma el primer párrafo del artículo 128; y se adicionan una fracción IX al 

artículo 107 y un tercer párrafo al artículo 128, todos de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

18-12-2015 Se adiciona un párrafo séptimo, se recorren los subsecuentes y se reforma el 

actual párrafo séptimo del Artículo Décimo Noveno Transitorio del “Decreto por el que se expiden 

la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del Sistema Público de 

Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en 

materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

14 de julio de 2014. 

17-06-2016 Se reforman los artículos 12, segundo párrafo; 61, inciso b) de la fracción 

XVIII; 73, segundo y tercer párrafos; 75, segundo y tercer párrafos; 77, tercer párrafo; 79, segundo 

párrafo; 124, primer párrafo; 138, primer párrafo; 165; 170, segundo, tercero y quinto párrafos de la 

fracción I; 173; 182, tercer párrafo; 191; 227, fracciones I, II y III. Se adicionan un inciso d) a la 

fracción XVIII del artículo 61; un tercer párrafo al artículo 73, recorriéndose en su orden los 

subsecuentes; un tercer párrafo al artículo 117, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un 

tercer párrafo al artículo 128, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un último párrafo al 

artículo 166 y un segundo párrafo a la fracción III del artículo 178. Se deroga el artículo Décimo 

Transitorio, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. (De la lectura del cuerpo del D.O.F. se advierte que no 

fueron reformados como se enlistaron en el Artículo Sexto de este Decreto, el párrafo tercero del 

artículo 73 y el párrafo tercero del artículo 170). 

19-01-2018 Se reforma el artículo 19 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

15-06-2018 Se adiciona un tercer párrafo al Artículo Séptimo Transitorio del "Decreto por 

el que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del Sistema 

Público de Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones en materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión", publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 14 de julio de 2014. 

20-05-2021 Se reforman los párrafos segundo y tercero del artículo 9o.; el párrafo cuarto 

del artículo 15; el párrafo primero del artículo 25; el párrafo primero y la fracción I del artículo 40; 

las fracciones I, II y III del artículo 227, y la fracción III del artículo 237 de la Ley de Amparo, 

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

07-06-2021 Se reforman los artículos 33, fracción III; 35, párrafo primero; 36; 40, párrafo 

primero y fracción I; 47; 48, párrafo primero; 49, párrafos primero y cuarto; 50; 54, fracción III, 

inciso c); 55, párrafo segundo; 57, párrafos primero y segundo; 58; 79, fracción I; 81, fracción II; 

102; 118; 192, párrafo primero; 193, párrafo quinto; 203; 205, párrafos primero, segundo y cuarto; 

207; 215; 216; 217, párrafos primero, segundo y tercero; 218; 219; 220, párrafo segundo; la 

denominación del Capítulo II del Título Cuarto; 222; 223; 224; la denominación del actual Capítulo 

III que pasa a ser Capítulo IV, del Título Cuarto; 225; 226; 227; 228; 231, párrafo primero; 232, 

párrafo primero; 233; 234, párrafo primero; 248 y 249; se adicionan una fracción IV al artículo 54; 

un artículo 80 Bis; un párrafo segundo al artículo 91; un párrafo tercero al artículo 104; un párrafo 

quinto al artículo 205, pasando el actual párrafo quinto a ser párrafo sexto, un párrafo segundo al 

artículo 216, pasando el actual párrafo segundo a ser párrafo tercero; un párrafo cuarto al artículo 

217, pasando el actual párrafo cuarto a ser párrafo quinto; los párrafos segundo y cuarto al artículo 

218; un Capítulo III al artículo 224, del Título Cuarto, recorriéndose la numeración de los 

subsecuentes Capítulos hasta el Capítulo V; un párrafo segundo al artículo 228, y se derogan el 
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párrafo segundo del artículo 81; los artículos 85; 221; el actual Capítulo V, del Título Cuarto y el 

artículo 230, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

18-02-2022 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 95/2021 y su acumulada 105/2021, promovidas por 

diversos integrantes de las Cámaras de Senadores y de Diputados del Congreso de la Unión, 

notificada para efectos legales el 17 de Noviembre de 2021, en donde en el Punto Resolutivo 

Segundo de la misma, se declara la invalidez del Artículo Transitorio Décimo Tercero del Decreto 

por el que se expide la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley de Carrera 

Judicial del Poder Judicial de la Federación; se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del 

Apartado B) del artículo 123 Constitucional; de la Ley Federal de Defensoría Pública; de la Ley de 

Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el siete de junio de dos mil veintiuno, la cual surtirá 

sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos a las Cámaras de Senadores y de 

Diputados del Congreso de la Unión, así como al Titular del Poder Ejecutivo Federal, en los 

términos precisados en los Considerandos Séptimo y Octavo de esta decisión. 

14-06-2024 Se adiciona un último párrafo al artículo 148, y se deroga el último párrafo del 

artículo 129 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

13-03-2025 Se reforman los artículos 1o., párrafo primero, fracciones II y III; 2o., párrafo 

segundo; 3o., párrafos segundo, cuarto, séptimo y octavo; 4o., párrafos primero, segundo, fracción 

I, y tercero; 5o., fracción I, párrafos primero, tercero, cuarto y quinto, II, párrafo segundo, III, 

párrafo primero y sus incisos b), c), d) y e), y IV y, último párrafo; 6o.; 7o.; 8o.; 9o.; 10; 11; 12; 13; 

14; 15; 16; 18; 20, párrafo segundo; 23; 24; 25, párrafo primero; 26; fracciones I, incisos a) y b), y 

II, incisos a), b) y c); 27, párrafo primero, fracciones I, párrafos primero, incisos a), b) y c), y 

segundo, II, párrafo primero, III, incisos a), b) y c) y, párrafo segundo; 28, fracciones I, y II, párrafo 

segundo; 29, párrafos primero, fracción II, y segundo; 30, fracciones I, párrafos primero y quinto, y 

II; 31, fracciones I, párrafo primero, y II; 33, fracción V; 37; 38; 39; 40; 46, párrafo primero; 48, 

párrafos segundo, tercero y cuarto; 51, párrafo primero y sus fracciones I, III, IV, V y VII; 54, 

fracción III, inciso a) y b); 55, párrafo primero; 56, párrafo primero; 57, párrafos primero, tercero y 

cuarto; 60, párrafos primero, segundo, tercero y cuarto; 61, fracciones III, X, XII, XIV, párrafos 

segundo y tercero, XVII, párrafo segundo, XVIII, párrafos segundo, inciso b), y tercero, XIX, y 

XX, párrafo primero; 63, fracciones I, párrafo primero, II, y III; 64, segundo párrafo; 71, segundo 

párrafo; 73, párrafos primero, segundo y tercero; 75, párrafos segundo y cuarto; 77, párrafos 

primero, fracción I, segundo, tercero y cuarto; 78, párrafos segundo y tercero; 79, fracciones II, III, 

inciso a) y b), IV, párrafo primero, inciso b), V y VI; 83, párrafo segundo; 88, párrafos segundo, 

tercero y cuarto; 91, párrafo primero; 92; 93, fracciones I, párrafo primero, II, III, V y VI; 97, 

fracciones I, incisos d) y g), y II, inciso d); 100, párrafos segundo y tercero; 102; 104, párrafo 

primero; 105; 106; 107, fracciones I, párrafos primero, y segundo, inciso d), III, inciso a), IV, 

párrafo segundo, y VII, 108, fracciones I, II, III y VII; 109, fracción IV; 110, párrafo segundo, 111, 

fracción II; 114, párrafo primero; 115, párrafo primero; 116, párrafo segundo; 117, párrafos 

segundo, cuarto, sexto, séptimo y octavo; 119, párrafos segundo y quinto; 120; 121, párrafos 

primero y segundo; 124, párrafo segundo; 125; 127, fracción II; 128, párrafo primero, fracción I; 

129, fracciones VIII y XII; 131; 132, párrafos primero y segundo; 133, párrafo primero; 134, 

párrafo primero y su fracción II; 135, párrafo segundo, fracción II; 136, párrafo segundo; 137; 139; 

145; 147, párrafos segundo y tercero; 148, párrafo primero; 150; 152; 159, párrafos primero y sus 

fracciones II y III, segundo y tercero; 160; 161; 162; 163; 164; 165; 166, párrafos primero, 

fracciones I y II, segundo y tercero; 167; 168, párrafos primero y segundo, fracción II; 169; 170, 
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fracciones I, párrafos primero, segundo y quinto, y II; 171; 172, párrafo primero y sus fracciones II, 

IV y XI; 173, párrafo primero y sus apartados A, fracciones I, II, III, IV, VI, X, XI y XIII y B, 

fracciones VI, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XVII y XVIII, párrafo primero; 174, párrafo 

primero; 175, fracciones I, II y V; 177; 178, fracciones I, párrafo primero, y II; 179; 180; 181; 182, 

párrafos segundo, fracciones I y II, y tercero; 183; 185; 186, párrafo primero; 187, párrafos primero 

y segundo; 188, párrafo segundo; 189; 190, párrafo segundo; 191; 192, párrafos tercero y cuarto; 

193, párrafos primero, sexto y séptimo; 194; 195; 196, párrafo primero; 198; párrafos cuarto y 

quinto; 200, párrafo segundo; 202, párrafos primero y segundo; 204; 205, párrafos primero, fracción 

I, y sexto; 209; 210, párrafo primero y su fracción I, párrafos primero, segundo, tercero y cuarto; 

211; 212; 216, párrafos primero y tercero; 219; 222; 225; 226, párrafos primero, fracción II, y 

tercero; 231, párrafo primero; 232, párrafos primero y segundo; 236, párrafo primero; 237, fracción 

III; 238; 239; 240; 241; 242; 243; 244; 245; 246; 247; 249; 250; 251; 252; 253; 254; 255; 256; 257; 

258; 259; 260, párrafo primero y su fracción II; 261, fracciones I y II; 262, párrafo primero; 263; 

264; 265, párrafo primero; 266, párrafo primero y su fracción II, y 271, y se derogan los artículos 

43; 54, la fracción II; 56, el párrafo segundo; 217, el párrafo segundo; 223; 226, párrafo primero, la 

fracción I, y 227, la fracción I, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

16-10-2025 Se reforman los artículos 3o.; 7o., párrafo segundo; 25, párrafo segundo; 26, 

fracción IV; 28, párrafo primero (sic), fracción II, párrafo segundo; 30, fracción I, párrafo primero; 

60, párrafo primero; 111, párrafo primero y fracción II; 124, párrafo primero; 128, párrafos primero 

y actual cuarto; 137; 138, párrafo primero; 146, fracciones I, II, III y IV; 148, párrafo tercero; 166, 

fracción I; 168, párrafo primero; 181; 186, párrafo segundo; 260, fracción IV; 262, párrafo primero; 

y 271; y se adicionan un párrafo segundo, recorriéndose los subsecuentes, a la fracción I, del 

artículo 5o.; una fracción IV al artículo 27; párrafos tercero y cuarto, a la fracción II del artículo 28; 

un párrafo segundo al artículo 59; un párrafo segundo, recorriéndose los subsecuentes, al artículo 

60; un párrafo segundo al artículo 82; un párrafo segundo a la fracción II, del artículo 107; un 

párrafo tercero al artículo 111; un párrafo tercero al artículo 115; un párrafo segundo, recorriéndose 

los subsecuentes, al artículo 121; un párrafo segundo con las fracciones I, II, III, y IV, recorriéndose 

los subsecuentes, al artículo 128; las fracciones XIV, XV, XVI y XVII, al artículo 129; un párrafo 

tercero, recorriéndose el subsecuente, al artículo 135; un párrafo cuarto al artículo 168; un párrafo 

tercero, recorriéndose los subsecuentes, al artículo 192 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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JURISPRUDENCIA PUBLICADA EN SEMANARIO JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN DICIEMBRE 2025 - FEBRERO 2026 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031560 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/1 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN CON EFECTOS RESTITUTORIOS. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN 

DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) DE PAGAR LA PENSIÓN 

JUBILATORIA POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión con efectos restitutorios contra la omisión del Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS) de pagar la pensión jubilatoria por cesantía en edad avanzada. 

Mientras que uno sostuvo que no procede porque se dejaría sin materia el amparo, al traducirse en 

un beneficio definitivo; el otro señaló que sí es procedente porque no se deja sin materia al amparo, 

ya que se ponen en riesgo derechos humanos, por lo que se protege a la persona quejosa del riesgo 

de insubsistencia y se tutela el mínimo vital. 

 

Criterio jurídico: Procede la suspensión con efectos restitutorios contra la omisión del IMSS de 

pagar la pensión jubilatoria por cesantía en edad avanzada. 
 

Justificación: Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.), de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, la suspensión del acto reclamado constituye, por regla general, un 

beneficio transitorio ya que por disposición expresa del artículo 147 de la Ley de Amparo, aun 

cuando se conceda con un carácter restitutorio y exista identidad entre los efectos de una eventual 

sentencia favorable a la persona quejosa, ese beneficio durará únicamente hasta que la sentencia que 

se dicte en el cuaderno principal cause ejecutoria, ello en armonía con el propósito protector del 

amparo. De ahí que el beneficio de la suspensión con efectos restitutorios para que la autoridad 

continúe pagando la pensión jubilatoria por cesantía en edad avanzada, hasta en tanto se dicte 

ejecutoria, conserva su carácter transitorio al ubicarse dentro de la regla general ponderada por la 

Segunda Sala a través de la citada jurisprudencia. Ello obedece a que la naturaleza de la pensión 

jubilatoria por cesantía en edad avanzada, es una dimensión del derecho al salario que merece las 

mismas protecciones constitucionales. Además, en caso de resolver en forma adversa a la persona 

quejosa se estaría en posibilidad de retrotraer los efectos de la suspensión, revocando dicha medida 

y, en consecuencia, al no coincidir con los efectos de una sentencia estimatoria, ello se traduce en 

que el juicio no quedaría sin materia, sino que la suspensión cumpliría así con su objetivo, pues 

restituiría provisionalmente el derecho a la pensión jubilatoria –de naturaleza similar a la del 

salario–, restitución provisional que terminaría con motivo de la ejecutoria.  
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 79/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados, 

ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 22 de octubre de 2025. Tres 

votos de las personas Magistradas Diana Elda Pérez Medina, Mariana Flores Vega y Jorge Alberto Orantes 

López. Ponente: Diana Elda Pérez Medina. Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 140/2025, y el diverso sustentado por el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al 

resolver el incidente de suspensión (revisión) 320/2023. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS RESTITUTORIOS. 

PARÁMETROS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL ANALIZAR LA 

POSIBILIDAD DE CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD DE QUE, CON ELLO, SE 

DEJE SIN MATERIA EL JUICIO DE AMPARO EN LO PRINCIPAL.", en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo V, junio de 2023, página 4497, con 

número de registro digital: 2026730. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de diciembre de 2025 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de diciembre de 

2025, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031555 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: III.7o.A. J/1 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. EL JEFE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 

TRIBUTARIA (SAT) CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CUANDO 

NO FUE PARTE EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN EL 

QUE SE DECLARÓ LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, LA CUAL NO 

FUE EMITIDA POR AUTORIDADES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

COORDINADAS EN INGRESOS FEDERALES. 

 

Hechos: En diversos juicios contenciosos administrativos federales se declaró la nulidad de la 

resolución emitida tanto por una Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de la 

Administración General de Auditoría Fiscal Federal, como por la Administración de Operación de 

Padrones, ambas del Servicio de Administración Tributaria (SAT). Inconforme, el jefe del SAT, a 

través de la administración jurídica correspondiente, interpuso recurso de revisión fiscal. 

 

Criterio jurídico: El Jefe del Servicio de Administración Tributaria carece de legitimación para 

interponer el recurso de revisión fiscal cuando no fue parte en el juicio contencioso administrativo 

federal en el que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, la cual no fue emitida por 

autoridades de las entidades federativas coordinadas en ingresos federales. 

 

Justificación: De los artículos 3o., fracción II y 63, primer párrafo, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, deriva que el recurso de revisión fiscal únicamente 

puede interponerse por la autoridad que emitió el acto impugnado (autoridad demandada), a través 
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de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica. De ahí que el jefe del SAT carece de 

legitimación para interponer el recurso de revisión fiscal contra las sentencias dictadas en el juicio 

contencioso administrativo en el que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, salvo 

cuando ésta fue emitida por autoridades fiscales de una entidad federativa coordinada en ingresos 

federales o cuando aquél haya sido parte en el juicio de nulidad. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 

CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 43/2024. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Jalisco "3", con sede en Jalisco, en representación del 

Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de 

las autoridades demandadas. 2 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas 

Magistradas Leonel Medina Rubio, Claudia Mavel Curiel López y José de Jesús Flores Herrera. 

Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretaria: Aida Elizabeth Alferez Flores. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 64/2024. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Jalisco "3", de la Administración General Jurídica del 

Servicio de Administración Tributaria, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 2 de 

octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Leonel Medina Rubio, Claudia 

Mavel Curiel López y José de Jesús Flores Herrera. Ponente: Leonel Medina Rubio. Secretaria: Ana 

Gabriel Toral Peralta. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 155/2024. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Jalisco "3", de la Administración General Jurídica del 

Servicio de Administración Tributaria, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 2 de 

octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Leonel Medina Rubio, José de 

Jesús Flores Herrera y Claudia Mavel Curiel López. Ponente: José de Jesús Flores Herrera. 

Secretaria: Karla Guadalupe Villegas Martínez. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 25/2025. 

Subadministradora Desconcentrada Jurídica de Jalisco "3", en representación del Secretario de 

Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 

demandada. 9 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Leonel 

Medina Rubio, Claudia Mavel Curiel López y José de Jesús Flores Herrera. Ponente: Leonel 

Medina Rubio. Secretario: José Eduardo García Villegas. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 34/2025. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Colima 1, con sede en Colima, de la Administración 

General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria, en representación de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 

demandada. 9 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Leonel 

Medina Rubio, Claudia Mavel Curiel López y José de Jesús Flores Herrera. Ponente: Leonel 

Medina Rubio. Secretario: José Eduardo García Villegas. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de diciembre de 2025 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de diciembre de 

2025, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031568 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: I.11o.C. J/32 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. SE ACTUALIZA ESTA CAUSAL DE 

IMPROCEDENCIA CUANDO EN EL AMPARO SE RECLAMA UN ACTO PROCESAL 

VINCULADO CON ALGUNA DE LAS ETAPAS PROCESALES QUE CONFORMAN EL 

PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EN EL QUE SE EMITE LA RESOLUCIÓN CON LA 

QUE CONCLUYE O SE DILUCIDA LA CONTROVERSIA PRINCIPAL O INCIDENTAL 

PLANTEADA. 
 

Hechos: En varios asuntos se impugnaron en amparo diversas resoluciones. El Tribunal Colegiado 

de Circuito advirtió que podría actualizarse la improcedencia del juicio de amparo por la causal de 

cambio de situación jurídica prevista en el artículo 61, fracción XVII, de la Ley de Amparo. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que se actualiza la causal de 

improcedencia del juicio de amparo por cambio de situación jurídica, cuando se reclama un acto 

vinculado con alguna de las etapas del procedimiento respectivo en la que se emite una resolución 

que concluye o dilucida la controversia principal o incidental planteada. 
 

Justificación: Conforme al artículo 61, fracción XVII, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es 

improcedente cuando por virtud de un cambio de situación jurídica deban considerarse consumadas 

irreparablemente las presuntas violaciones que se hubieren cometido en el procedimiento 

respectivo, pues no es posible decidir sobre éstas sin afectar la nueva situación jurídica. Esta causal 

de improcedencia sólo opera en procedimientos jurisdiccionales o administrativos seguidos en 

forma de juicio. De esa forma, el cambio de situación jurídica implica que el acto reclamado ocurrió 

en una determinada etapa procesal; de ahí que cuando el procedimiento avanza a otra fase, por regla 

general no es posible hacer que el juicio o procedimiento se retrotraiga. La imposibilidad de 

regresar a las etapas procesales cuando el juicio o procedimiento ha avanzado a una distinta, es la 

que produce que las posibles violaciones que se hubieren cometido en la etapa anterior se estimen 

irreparablemente consumadas, pues su análisis podría afectar la nueva situación jurídica que se ha 

creado al avanzar el asunto a una etapa procesal diversa.  

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 182/2020. 11 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. 

Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 

 

Amparo en revisión 288/2022. Raymundo Eduardo Mancera Sandoval. 27 de octubre de 2022. 

Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales Rivera. 

 

Amparo directo 105/2023. Leticia Chávez Martínez. 7 de junio de 2023. Unanimidad de votos. 

Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Marianelly Coyol Sánchez. 

 

Amparo en revisión 273/2024. 12 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando 

Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 
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Queja 31/2025. Coviteni Congreso Viga Tepito Nueva Imagen, S.A. de C.V. 26 de febrero de 2025. 

Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Hilce Lizeth Villa Jaimes. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2025 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2025, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031581 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: I.11o.C. J/37 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR CESACIÓN DE EFECTOS. SE 

ACTUALIZA CUANDO LA RESOLUCIÓN RECLAMADA ES SUSTITUIDA 

PROCESALMENTE (ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXI, DE LA LEY DE AMPARO). 

 
Hechos: En varios juicios de amparo se examinaron los elementos y los diversos supuestos en que 

se actualiza la causa de improcedencia de cesación de efectos del acto reclamado prevista en el 

artículo citado. 

 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando la resolución 

reclamada es sustituida procesalmente, se actualiza la causa de improcedencia por cesación de 

efectos prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo. 
 

Justificación: Si la parte quejosa interpuso un recurso contra la resolución reclamada a través del 

juicio de amparo, la resolución dictada en ese recurso sustituye jurídicamente a la recurrida y, por 

ello, será la que prevalezca con independencia de que confirme, modifique o revoque la impugnada, 

por lo que la resolución dictada en el recurso es la que, en su caso, puede ser materia del juicio de 

amparo, pues las consideraciones de esta última son las que sustentan la solución de ese asunto en 

particular y las que deberán ser impugnadas y desvirtuadas a través de los conceptos de violación. 
 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo en revisión 335/2023. 8 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando 

Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 
 

Amparo en revisión 337/2023. Guillermo Jenkins de Landa. 8 de enero de 2024. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 
 

Amparo directo 316/2024. Daniel Rosas Cruz. 9 de julio de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 
 

Amparo en revisión 246/2024. César Romero Rosas. 5 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. 

Ponente: César Escamilla Vásquez, secretario de tribunal en funciones de Magistrado. Secretario: 

Manuel Hernández Padrón. 
 

Amparo en revisión 163/2025. Zatlama, S.A. de C.V. 15 de julio de 2025. Unanimidad de votos. 

Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Hilce Lizeth Villa Jaimes. 
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Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2025 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2025, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 
 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031609 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/2 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 

CONTRA EL ARTÍCULO 82 BIS 4 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE MOVILIDAD 

SOSTENIBLE, DE ACCESIBILIDAD Y SEGURIDAD VIAL PARA EL ESTADO DE 

NUEVO LEÓN. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión provisional contra el artículo referido, el cual dispone que la 

ropa de protección, como chamarras o chalecos, así como el casco protector de los motociclistas, 

deberán tener estampado en la parte trasera y frontal el número de la placa de la motocicleta, así 

como la estampa oficial legible que contenga el código QR que lo vincule con la licencia vigente 

del conductor. Mientras que uno consideró que es improcedente pues se afectaría en mayor medida 

a la sociedad que a la persona quejosa; el otro estimó que sí procede porque en el vehículo debe 

encontrarse visible en todo momento la placa correspondiente expedida por el Instituto de Control 

Vehicular y la persona quejosa, al circular, debe portar su licencia de conducir. 
 

Criterio jurídico: Es improcedente la suspensión provisional contra el artículo 82 Bis 4 del Reglamento de 

la Ley de Movilidad Sostenible, de Accesibilidad y Seguridad Vial para el Estado de Nuevo León. 
 

Justificación: Un objetivo de la Ley de Movilidad Sostenible, de Accesibilidad y Seguridad Vial 

para el Estado de Nuevo León, es establecer las bases y principios para garantizar el derecho a la 

movilidad en condiciones de seguridad vial, con lo cual se busca proteger a la sociedad. La Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 24/2020, de 

la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 36/2020 (10a.), sostuvo que el bien jurídico tutelado en los 

ordenamientos de tránsito lo constituye la seguridad vial, que contribuye al bienestar social y, sobre 

todo, a resguardar la integridad y la salud de las personas, por lo que sus disposiciones son del 

interés de la colectividad. 

El artículo indicado busca propiciar seguridad vial y pública, a fin de reducir accidentes y garantizar 

la identificación efectiva de motociclistas para prevenir tanto siniestros viales como hechos 

delictivos. Dicha identificación tiene como propósito inhibir a los motociclistas de cometer 

infracciones de tránsito, así como el reconocimiento inmediato tratándose de siniestros y de actos 

delictivos cometidos por ellos, con lo cual se busca brindar seguridad a la ciudadanía. Además, si 

bien las placas deben encontrarse en un lugar visible, lo cierto es que en muchas ocasiones son 

imperceptibles por su tamaño y por la facilidad de tránsito de las motocicletas. 

En consecuencia, no procede la suspensión provisional contra el artículo 82 Bis 4 citado, porque se 

contravendrían disposiciones de orden público y se seguiría perjuicio al interés social. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 129/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y 

Primero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 23 de octubre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretaria: Ana Paola Surdez López. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver la queja 421/2025, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 527/2025 y 528/2025. 
 

Nota: La parte considerativa de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 24/2020 y la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 36/2020 (10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. NO PROCEDE 

CONTRA LA APLICACIÓN DE DISPOSICIONES DE TRÁNSITO Y VIALIDAD QUE 

RESTRINGEN LA CIRCULACIÓN DEL TRANSPORTE DE CARGA PESADA (LEGISLACIÓN 

DE JALISCO Y DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN)." citadas, aparecen 

publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 79, Tomo I, octubre de 

2020, páginas 977 y 1010, con números de registro digital: 29541 y 2022337, respectivamente. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2025 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2025, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031610 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/1 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL 

ARTÍCULO 82 BIS 3, FRACCIÓN III, DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE 

MOVILIDAD SOSTENIBLE, DE ACCESIBILIDAD Y SEGURIDAD VIAL PARA EL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión provisional contra el artículo referido, el cual dispone que las 

personas que utilicen motocicletas o similares deben abstenerse de llevar acompañantes en sus 

traslados. Mientras que uno consideró que es improcedente porque se afectaría en mayor medida a 

la sociedad que a la persona quejosa; el otro estimó que sí procede, pues si bien se permite a la 

persona quejosa no cumplir temporalmente con esa disposición, ello sólo es si de la factura de la 

motocicleta deriva que está diseñada para transportar un acompañante. 

 

Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional contra el artículo 82 Bis 3, fracción III, del Reglamento 

de la Ley de Movilidad Sostenible, de Accesibilidad y Seguridad Vial para el Estado de Nuevo León. 

Justificación: La Ley de Movilidad Sostenible, de Accesibilidad y Seguridad Vial para el Estado de 

Nuevo León, establece que los vehículos motorizados particulares, entre los que se encuentran las 

motocicletas, deberán estar empadronados ante el Instituto de Control Vehicular, quien registrará e 
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identificará a los conductores y a los vehículos. También reconoce la posibilidad de que las motocicletas 

sean ocupadas por el número de pasajeros a que se refiere la tarjeta de circulación, la cual contiene 

además las especificaciones del vehículo. El examen preliminar sobre la suspensión provisional respecto 

de la aplicación del artículo mencionado refleja que su otorgamiento no causa perjuicio al interés social 

ni contraviene disposiciones de orden público, ya que no se priva a la colectividad de un beneficio que le 

otorgan las leyes, ni se le infringe un daño que de otra manera no resentiría. 

Limitar que en las motocicletas que tienen capacidad para dos personas que sólo se transporte el 

conductor restringe el derecho a la movilidad de personas que, sin ser conductoras, puedan 

trasladarse en dicho vehículo. Si bien el objetivo de la norma es proteger al máximo la vida, la salud 

y la integridad de las personas en su desplazamiento por las vías públicas, ello se garantiza con las 

demás medidas previstas en la propia ley. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 129/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y 

Primero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 23 de octubre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: MagistradaVirginia Pétriz Herrera. Secretaria: Ana Paola Surdez López. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver la queja 421/2025, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 527/2025 y 528/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2025 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de 

diciembre de 2025, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 

7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031598 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/2 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

PRUEBA CONFESIONAL EN EL JUICIO LABORAL. EL TRIBUNAL ESTÁ IMPEDIDO 

PARA ORDENAR OFICIOSAMENTE SU DESAHOGO A CARGO DE LA PARTE 

TRABAJADORA, CUANDO LA PARTE PATRONAL OMITIÓ COMPARECER A 

JUICIO, CONTESTAR LA DEMANDA Y OFRECER PRUEBAS. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si conforme al artículo 782 de la Ley Federal del Trabajo, el Tribunal Laboral puede 

ordenar de oficio el desahogo de la prueba confesional a cargo de la parte actora, cuando la patronal 

no compareció a juicio y se le declaró en rebeldía. Mientras que uno estimó que dicha actuación 

oficiosa es jurídicamente viable para esclarecer los hechos; el otro consideró que es improcedente 

porque al haber operado la presunción de tener por ciertas las peticiones de la demanda, no existen 

hechos controvertidos que justifiquen su desahogo. 
 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 115 

Criterio jurídico: El Tribunal Laboral está impedido para ordenar de oficio el desahogo de la prueba 

confesional a cargo de la parte actora cuando la demandada omitió comparecer a juicio, contestar la 

demanda y ofrecer pruebas. 
 

Justificación: Conforme al artículo 873-A, séptimo párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, cuando 

la parte patronal omite contestar la demanda instaurada en su contra se presumirán ciertas las 

peticiones de la actora, salvo prueba en contrario. En ese caso, podrá desvirtuarse dicha presunción 

mediante la prueba pertinente ofrecida antes de la audiencia preliminar. Permitir que el Tribunal 

Laboral supla tal omisión con fundamento en el artículo 782 de la misma ley y en el principio de 

supremacía de la realidad, bajo el argumento de esclarecer hechos que se tuvieron por no 

controvertidos, quebranta la igualdad entre las partes y el debido proceso, ya que implica asumir 

una función activa y decisiva en la práctica de una prueba de la cual se perdió el derecho a ofrecer, 

con lo que se compromete la imparcialidad judicial al sustituirse en la defensa de la patronal. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 96/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados, 

ambos en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito. 12 de noviembre de 2025. Tres votos de las 

personas Magistradas Vanessa Heidi Nambo Huerta, Rodolfo Alejandro Ramos Santillán y Antonio Salazar 

López. Ponente: Rodolfo Alejandro Ramos Santillán. Secretario: Luis Omar García Morales. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito, 

al resolver los amparos directos 887/2024, 889/2024 y 891/2024, y el diverso sustentado por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito, al resolver los 

amparos directos 528/2024 y 881/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2025 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2025, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031612 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 9/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO. NO ES NECESARIO AGOTAR ALGÚN RECURSO ORDINARIO 

CUANDO SE PROMUEVE CONTRA LA OMISIÓN DE VIGILAR EL EFECTIVO 

CUMPLIMIENTO DE UNA RESOLUCIÓN EMITIDA EN UNA CONTROVERSIA 

JUDICIAL, RELACIONADA CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO DE UNA 

PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si una persona privada de la libertad puede acudir al amparo indirecto sin necesidad de 

interponer previamente algún recurso ordinario para combatir la omisión de la persona Juzgadora de 

Ejecución de vigilar el efectivo cumplimiento de la resolución que emitió en una controversia 
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judicial relacionada con condiciones de internamiento. Mientras que uno determinó que sí, el otro 

estableció que debía interponerse previamente el recurso de inconformidad previsto en el artículo 

129 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, en atención al principio de definitividad. 

 
Criterio jurídico: La persona privada de la libertad puede promover amparo indirecto contra la 

omisión de la persona juzgadora de Ejecución de vigilar el efectivo cumplimiento de la resolución 

que emitió en una controversia judicial relacionada con las condiciones de su internamiento, sin 

necesidad de agotar previamente algún recurso ordinario.  

 
Justificación: El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce a 

las personas el derecho de acceso a la justicia, el cual implica: 1) contar con un recurso adecuado, 

idóneo y efectivo para combatir actos que vulneren sus derechos humanos; y 2) que se ejecuten 

efectivamente las decisiones judiciales. 

El Estado, en su calidad de garante, debe adoptar medidas reforzadas para garantizar este derecho a 

las personas privadas de la libertad, en virtud de que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad 

por la situación de reclusión a la que están sujetas, la cual se erige como una barrera institucional y 

física para poder acudir a los órganos jurisdiccionales. 

La persona privada de la libertad puede acudir directamente al amparo para reclamar la omisión 

mencionada, en virtud de que la Ley Nacional de Ejecución Penal no prevé algún medio de 

impugnación adecuado para atacar esa omisión. Lo anterior no implica que la persona privada de la 

libertad esté impedida para acudir ante el Juzgado de Ejecución para solicitar el cumplimiento de la 

ejecutoria pronunciada en la controversia judicial. 

Si bien el referido artículo 129 regula un mecanismo por el cual la autoridad jurisdiccional obliga a 

la autoridad penitenciaria a cumplir con sus resoluciones, no contempla algún supuesto para 

combatir la omisión de la persona juzgadora de Ejecución de ejecutar sus propias resoluciones. 

Incluso, prevé que el órgano jurisdiccional, de manera oficiosa, debe requerir el cumplimiento de 

dicha resolución. 

Es importante resaltar que los recursos de revocación y apelación contenidos en los artículos 130 y 

131 de la citada ley tampoco contemplan ese supuesto de procedencia. Además, para determinar la 

procedencia de algún medio de impugnación contra dicha omisión sería necesario interpretar el 

artículo 129 referido, lo cual atenta contra la seguridad jurídica de las personas privadas de la 

libertad, pues no resulta suficientemente clara la previsión de algún recurso. 

Este criterio no sólo garantiza el derecho de las personas privadas de la libertad a que se cumplan 

las decisiones judiciales, sino también su derecho a contar con un recurso adecuado y efectivo al 

cual puedan acudir cuando la persona Juzgadora de Ejecución que las emitió no se encargue de 

vigilar su efectivo cumplimiento, tomando en consideración su especial condición de 

vulnerabilidad. 

 
PLENO. 

 
Contradicción de criterios 119/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Octavo Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 

Trabajo del Décimo Tercer Circuito. 12 de noviembre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las 

personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos 

González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael 

Figueroa Mejía, quien se apartó de los párrafos cuarenta a cuarenta y seis de la sentencia, Arístides 

Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Hugo Aguilar Ortiz. Secretarios: Alfredo 

Silva Juárez y Jonathan Santacruz Morales. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al 

resolver el amparo en revisión 249/2024, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 209/2024. 

 
El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 9/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco.  

Esta tesis se publicó el viernes 2 de enero de 2026 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de enero de 2026, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031613 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 5/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
AMPAROS DIRECTOS RELACIONADOS EN MATERIA LABORAL. DEBEN 

RESOLVERSE EN UNA MISMA SESIÓN, AUNQUE EN ALGUNO LA PARTE 

PATRONAL QUEJOSA ALEGUE EL ILEGAL EMPLAZAMIENTO, SIEMPRE Y 

CUANDO NO TENGA EL CARÁCTER DE TERCERO EXTRAÑO POR 

EQUIPARACIÓN. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede suspender el procedimiento de amparos relacionados en materia laboral, 

cuando en uno la persona quejosa, que no tiene el carácter de tercera extraña por equiparación, 

reclamó el ilegal emplazamiento al juicio, por lo que se remitió la demanda por incompetencia al 

Juzgado de Distrito. 

 
Criterio jurídico: Los Tribunales Colegiados de Circuito deben resolver en una misma sesión los 

amparos directos relacionados en materia laboral en los que se reclama un laudo que puso fin a un 

juicio y, además, en uno de ellos la parte patronal quejosa, quien no tiene el carácter de tercera 

extraña por equiparación, reclama el ilegal emplazamiento. Para ello debe analizar el incorrecto 

emplazamiento como violación procesal, en unión con las demás violaciones que se propongan en 

los juicios o las que advierta en suplencia de la queja, y dictar la resolución que corresponda. 

 
Justificación: En términos del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, los Tribunales 

Colegiados de Circuito deben analizar todas las violaciones procesales planteadas por las partes y 

las que adviertan de oficio, en suplencia de la queja, con el fin de evitar dilaciones innecesarias en 

la resolución definitiva de la controversia. Por su parte, el diverso 172, fracción I, de la Ley de 

Amparo establece que para efectos del amparo directo constituye una violación a las reglas del 
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procedimiento que no se cite al quejoso al juicio o que se le cite en forma distinta de la prevista por 

la ley. 

En consecuencia, si un Tribunal Colegiado de Circuito conoce de amparos relacionados en los que 

la persona quejosa, quien no tiene el carácter de tercera extraña por equiparación, reclama el laudo 

que puso fin al juicio laboral y también la ilegalidad del emplazamiento, debe analizar tal violación 

procedimental al dictar las sentencias correspondientes en la misma sesión, en unión con las demás 

violaciones procedimentales propuestas o las que advierta en suplencia de la queja. De manera que 

no procede declararse incompetente y remitir la demanda que combate el ilegal emplazamiento a un 

Juzgado de Distrito, ni tampoco suspender el procedimiento de los restantes juicios de amparo 

relacionados. Esto tiene como finalidad que se haga efectiva la garantía de impartición de justicia 

pronta, completa y expedita, ya que se evita postergar la solución integral y completa de los asuntos 

relacionados, al concentrar su solución en sentencias dictadas en una misma sesión. 

 
PLENO. 

 
Contradicción de criterios 111/2025. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 

Trabajo del Décimo Noveno Circuito. 30 de octubre de 2025. Mayoría de siete votos de las 

personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos 

González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, quien anunció voto concurrente, 

Giovanni Azael Figueroa Mejía y Arístides Rodrigo Guerrero García. Votaron en contra Loretta 

Ortiz Ahlf y Hugo Aguilar Ortiz, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 

Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Juan Velarde Bernal. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver los amparos 

directos 48/2017 y 388/2017, los cuales dieron origen a la tesis aislada III.3o.T.28 K (10a.), de 

rubro: "AMPAROS DIRECTOS RELACIONADOS. DEBEN SUSPENDERSE EN SU TRÁMITE 

Y RESOLUCIÓN CUANDO EN UNO DE ELLOS EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 

CIRCUITO SE DECLARA INCOMPETENTE POR RAZÓN DE GRADO, Y REMITE LOS 

AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE SUSTANCIE EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO CORRESPONDIENTE (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 366 DEL 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES).", publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación del viernes 16 de noviembre de 2018 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 2164, con 

número de registro digital: 2018375, y 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo 

Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 490/2024. 

 
El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 5/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de enero de 2026 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de enero de 2026, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031616 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 7/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
INTERÉS SUSPENSIONAL. LO TIENEN LAS ESCUELAS E INSTITUCIONES QUE 

ACREDITEN PRESTAR SERVICIOS EDUCATIVOS Y PERTENECER AL SISTEMA 

EDUCATIVO NACIONAL, PARA SOLICITAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 

CONTRA LOS LINEAMIENTOS GENERALES A LOS QUE DEBERÁN SUJETARSE LA 

PREPARACIÓN, LA DISTRIBUCIÓN Y EL EXPENDIO DE LOS ALIMENTOS Y 

BEBIDAS PREPARADOS, PROCESADOS Y A GRANEL, ASÍ COMO EL FOMENTO DE 

LOS ESTILOS DE VIDA SALUDABLES EN ALIMENTACIÓN, DENTRO DE TODA 

ESCUELA. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si personas morales cuyo objeto social es la prestación de servicios educativos tienen 

interés para solicitar la suspensión provisional contra el Acuerdo mediante el cual se establecen los 

Lineamientos generales a los que deberán sujetarse la preparación, la distribución y el expendio de 

los alimentos y bebidas preparados, procesados y a granel, así como el fomento de los estilos de 

vida saludables en alimentación, dentro de toda escuela del Sistema Educativo Nacional, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2024. 

 
Criterio jurídico: Las escuelas e instituciones que acrediten prestar servicios educativos y pertenecer 

al Sistema Educativo Nacional tienen interés suspensional para solicitar la suspensión provisional 

contra el acuerdo referido.  

 
Justificación: Conforme al artículo 131 de la Ley de Amparo, cuando la parte quejosa aduce en su 

demanda tener un interés legítimo, basta con que solicite la medida cautelar y demuestre al menos, 

indiciariamente, que el acto reclamado le causa un daño inminente e irreparable a su pretensión. 

En esa medida, se considera que en los casos en donde en un juicio de amparo indirecto una escuela 

o institución educativa que acrediten prestar servicios educativos  y pertenecer al Sistema Educativo 

Nacional promueva la solicitud de suspensión provisional contra el Acuerdo mediante el cual se 

establecen diversos Lineamientos Generales para la preparación, distribución y expendio de 

alimentos que fomenten el estilo de vida saludable en alimentación y se acredite que le causan un 

agravio de manera indiciaria, en términos del artículo 131 de la Ley de Amparo, sí tiene interés para 

solicitar la suspensión provisional, al encontrarse dicho ordenamiento también dirigido no sólo a 

quien comercializa sino al igual a toda escuela del Sistema Educativo Nacional, las cuales de la 

propia norma se desprende que tienen obligaciones e incluso pueden ser sancionadas con motivo de 

su incumplimiento. 

 
PLENO. 

 
Contradicción de criterios 137/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 
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28 de octubre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías 

Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia 

Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo 

Guerrero García, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Hugo Aguilar Ortiz. 

Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver la queja 348/2025, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Circuito, al resolver la queja 79/2025. 

 
El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 7/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de enero de 2026 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de enero de 2026, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031623 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 6/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LOS EFECTOS Y 

CONSECUENCIAS DEL ARTÍCULO 29, PÁRRAFO PENÚLTIMO, DE LA LEY DEL 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 

(INFONAVIT), RESPECTO DE LOS DESCUENTOS A QUE SE REFIERE SU FRACCIÓN 

III, SIEMPRE QUE SE GARANTICE SU PAGO (LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA 

EL 16 DE OCTUBRE DE 2025). 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al resolver recursos de queja interpuestos contra la negativa de conceder la suspensión provisional 

decretada por Juzgados de Distrito respecto de la obligación de la parte patronal de realizar el 

descuento al salario por el crédito otorgado por el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 

los Trabajadores (Infonavit), en los casos de ausencias o incapacidades a que se refiere el artículo 

referido. Mientras que uno confirmó la negativa de la suspensión porque con su concesión se sigue 

perjuicio al interés social y se contravienen disposiciones de orden público, el otro la concedió al 

advertir la apariencia del buen derecho en favor de la solicitante. 

 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 121 

Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional contra los efectos y consecuencias del artículo 

29, párrafo penúltimo, de la Ley del Infonavit, respecto de la obligación de la parte patronal de 

realizar el descuento al salario por los créditos de vivienda de las personas trabajadoras ausentes o 

incapacitadas, a condición de que como requisito de efectividad se exhiba garantía suficiente 

conforme al artículo 135 de la Ley de Amparo (en su texto vigente hasta el 16 de octubre de 2025).  

 
Justificación: Cuando el acto reclamado es una norma general que se impugna con motivo de su 

entrada en vigor, los artículos 138 y 148 de la Ley de Amparo, en su texto vigente hasta el 16 de 

octubre de 2025, ordenan que debe analizarse la apariencia del buen derecho en relación con la 

afectación del interés social y la contravención de disposiciones de orden público, a fin de 

determinar si procede suspender sus efectos en la esfera jurídica de la parte quejosa. 

El penúltimo párrafo del mencionado artículo 29 impone a la parte patronal la obligación de realizar 

los descuentos a los salarios de sus personas trabajadoras que se destinen al pago de los créditos de 

vivienda aun durante los periodos en los que no perciban salario por causa de ausencia o 

incapacidad. 

Con ello se anticipa la probabilidad de que se imponga una obligación de pago que exceda la 

responsabilidad patronal afectando su patrimonio sin una clara justificación, lo cual podría generar 

un perjuicio de difícil reparación al implicar una posible carga económica desproporcionada. 

La medida cautelar satisface el requisito de la apariencia del buen derecho, sin que con ello se siga 

perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, porque tampoco se 

priva a la colectividad de los beneficios que le otorga la ley. Esto es así, pues en cualquier caso 

subsiste el deber de la persona empleadora de liquidar las aportaciones de sus trabajadores 

incapacitados por el Instituto Mexicano del Seguro Social en términos del penúltimo párrafo de 

dicho artículo 29. 

 
PLENO. 

 
Contradicción de criterios 120/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Circuito. 4 de noviembre de 2025. Mayoría de cinco votos de las personas Ministras Irving 

Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf y 

Arístides Rodrigo Guerrero García. Votaron en contra Sara Irene Herrerías Guerra, Lenia Batres 

Guadarrama, Giovanni Azael Figueroa Mejía, quien anunció voto particular, y Hugo Aguilar Ortiz. 

Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, 

al resolver las quejas 192/2025, 194/2025, 195/2025 y 208/2025, y el diverso sustentado por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la queja 48/2025. 

 
El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 6/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de enero de 2026 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de enero de 2026, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031615 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: P./J. 8/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS. LAS PERSONAS DESCENDIENTES MAYORES 

DE EDAD QUE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 193, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY 

DEL SEGURO SOCIAL SOLICITAN LA DEVOLUCIÓN DE LOS SALDOS 

ACUMULADOS EN LA CUENTA INDIVIDUAL DE LA PERSONA TRABAJADORA 

FALLECIDA, NO NECESITAN ACREDITAR DEPENDENCIA ECONÓMICA. 

 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 

si las hijas e hijos mayores de edad que solicitan ser declarados beneficiarios conforme al 

mencionado artículo 193 deben acreditar la dependencia económica para solicitar la devolución de 

las aportaciones acumuladas en la cuenta individual de la persona trabajadora fallecida. Mientras 

que uno sostuvo que debían demostrarla en términos del artículo 501 de la Ley Federal del Trabajo, 

los otros señalaron que no, en tanto que esa disposición sólo establece un orden de prelación. 

 

Criterio jurídico: La persona descendiente mayor de edad que solicita ser declarada como 

beneficiaria en términos del artículo 193, párrafo último, de la Ley del Seguro Social para solicitar 

la devolución de los montos acumulados en la cuenta individual de la persona trabajadora fallecida, 

no debe acreditar ser su dependiente económico.  

 

Justificación: Conforme a los artículos 169 y 193 de la Ley del Seguro Social las personas 

declaradas como beneficiarias tienen derecho a solicitar los saldos acumulados de la cuenta 

individual de la persona trabajadora fallecida. Por ese motivo, en caso de ser mayores de edad y no 

ser consideradas beneficiarias legales o sustitutas no requieren acreditar la dependencia económica, 

sino únicamente que no exista otra persona con mejor derecho conforme al orden de prelación 

previsto en el artículo 501 de la Ley Federal del Trabajo. La falta de mención de dichos 

descendientes en ese numeral no implica su falta de reconocimiento como beneficiarios, tomando 

en consideración el derecho a la protección de la familia en igualdad de condiciones. Pero ello sólo 

ocurrirá siempre que no exista una persona que deba ser preferida por ser dependiente económico 

del titular de la cuenta individual y consecuentemente tener derecho a una pensión. 

 

PLENO. 

 

Contradicción de criterios 187/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Quinto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 

Circuito, y el Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2025. Mayoría de 

ocho votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María 

Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Giovanni Azael Figueroa 

Mejía, quien anunció voto concurrente, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. 

Votó en contra Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Lizbeth Berenice 

Montealegre Ramírez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al resolver el 

amparo directo 610/2018, el cual dio origen a la tesis aislada V.3o.C.T.15 L (10a.), de rubro: 

"BENEFICIARIOS DEL TRABAJADOR FALLECIDO. EL ARTÍCULO 501, FRACCIÓN I, DE 

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL CONDICIONAR ESE RECONOCIMIENTO A QUE 

LOS HIJOS MAYORES DE 16 AÑOS CUENTEN CON UNA INCAPACIDAD DEL 50 % O 

MÁS, ANTE LA FALTA DE VIUDA, VIUDO O HIJOS MENORES DE ESA EDAD, VIOLA 

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.", publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 

2019, página 2915, con número de registro digital: 2019172, y 

 

El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2017, la 

cual dio origen a la jurisprudencia PC.I.L. J/29 L (10a.), de rubro: "SISTEMA DE AHORRO 

PARA EL RETIRO. LA DEPENDENCIA ECONÓMICA NO CONSTITUYE UN REQUISITO 

PARA LA DEVOLUCIÓN DEL MONTO CORRESPONDIENTE A LA CUENTA 

INDIVIDUAL, EN CASO DE FALLECIMIENTO DEL TRABAJADOR TITULAR, POR LO 

QUE ES INNECESARIO QUE LA ACREDITEN QUIENES ACUDEN A RECLAMARLA.", 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 44, Tomo I, 

julio de 2017, página 852, con número de registro digital: 2014761, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 

amparo directo 296/2024. 

 

El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 8/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco.  

Esta tesis se publicó el viernes 2 de enero de 2026 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de enero de 2026, 

para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031633 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/2 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SU PRESENTACIÓN EN EL BUZÓN JUDICIAL 

DE LAS OFICINAS DE CORRESPONDENCIA COMÚN DE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO Y NO ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO 

INTERRUMPE EL PLAZO PARA SU PROMOCIÓN (ARTÍCULO 176, PÁRRAFO 

SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si la presentación de la demanda de amparo directo a través del buzón judicial de la 

Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados de Circuito interrumpe el plazo 
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para su promoción. Mientras que uno consideró que dicha presentación no lo interrumpe; el otro 

consideró que la demanda debía estimarse oportuna pues había sido depositada dentro del plazo 

legal, y la remisión a la autoridad responsable se vio demorada por parte de los empleados de la 

oficina referida. 

 

Criterio jurídico: No se interrumpe el plazo para promover el amparo directo cuando la demanda se 

presenta en el buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados 

de Circuito, en lugar de hacerlo ante la autoridad responsable. 

 

Justificación: Conforme a lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis 

aislada y jurisprudenciales 2a. I/2018 (10a.), 1a./J. 1/2021 (11a.) y 2a./J. 28/2018 (10a.), así como 

por el artículo 176 de la Ley de Amparo se deduce una regla absoluta: la demanda de amparo 

directo debe presentarse ante la autoridad responsable, sin que la presentación ante un órgano 

distinto interrumpa el plazo para su promoción. Esta consecuencia deriva de que la carga mínima de 

dirigir correctamente la demanda corresponde estrictamente a la persona justiciable, quien debe 

presentarla ante la autoridad que emitió la resolución reclamada, sin que se actualice una excepción 

cuando se deposita en el buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

En ese sentido, se advierten dos razones para considerar que el depósito de la demanda de amparo 

directo ante el buzón judicial no puede constituir una excepción a la regla del artículo mencionado: 

1) la presentación de la demanda de amparo directo ante la autoridad responsable constituye un 

presupuesto básico procedimental para la determinación de la oportunidad que responde a las 

exigencias de una correcta y eficiente administración de justicia, pues debe tenerse en cuenta que 

los artículos 176 a 178 de la Ley de Amparo encomiendan una serie de deberes procesales a efecto 

de lograr la remisión del expediente de amparo al Tribunal Colegiado de Circuito que las oficinas 

de correspondencia común no pueden suplir; por tanto, esas actuaciones procesales se ven 

entorpecidas o inhibidas por el depósito erróneo, en demérito de la pronta administración de 

justicia; y 2) por seguridad jurídica, ya que puede decirse que la intención del aludido artículo 176 

es evitar que las demandas de amparo puedan interponerse ante cualquier autoridad, revirtiendo en 

ésta la obligación de remitir los escritos de amparo a las autoridades responsables o a las que así 

sean consideradas. 

En consecuencia, la regla contenida en dicho artículo constituye un presupuesto básico que 

responde a las exigencias de una correcta y eficiente administración de justicia, así como a razones 

de seguridad jurídica para todas las partes. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 72/2025. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Sexto Circuito. 29 de octubre de 2025. Tres votos de las personas Magistradas Mariana Flores 

Vega, Diana Elda Pérez Medina y Jorge Alberto Orantes López. Ponente: Mariana Flores Vega. 

Secretario: Moisés Israel Flores Pacheco. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver el amparo directo 155/2020, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el recurso de reclamación 36/2024. 
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Nota: Las tesis aislada y jurisprudenciales 2a. I/2018 (10a.), 2a./J. 28/2018 (10a.) y 1a./J. 1/2021 

(11a.) citadas, aparecen publicadas con los rubros: “DEMANDA DE AMPARO DIRECTO 

PRESENTADA ANTE AUTORIDAD DISTINTA DE LA RESPONSABLE. EL ARTÍCULO 176, 

SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, AL SEÑALAR QUE ELLO NO 

INTERRUMPE LOS PLAZOS QUE PARA SU PROMOCIÓN ESTABLECE LA LEY, NO 

VIOLA EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL 

EFECTIVA.”, “DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SU PRESENTACIÓN EN EL PORTAL 

DE SERVICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN NO INTERRUMPE 

EL PLAZO ESTABLECIDO PARA TAL EFECTO, DEBIENDO CONSIDERARSE PARA EL 

CÓMPUTO DE SU PROMOCIÓN, LA FECHA EN QUE SE RECIBE ANTE LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE.” y “AMPARO DIRECTO. SI LA DEMANDA RESULTÓ EXTEMPORÁNEA 

AL HABERSE PRESENTADO ANTE AUTORIDAD DISTINTA DE LA RESPONSABLE 

CONFORME A LA REGLA DEL ARTÍCULO 176, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 

AMPARO, NO PUEDE EXAMINARSE EL FONDO DE LA LITIS BAJO LA 

CONSIDERACIÓN DE QUE EN EL JUICIO ESTÁN INVOLUCRADOS DERECHOS DE 

MENORES DE EDAD.”, en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 19 de enero de 

2018 a las 10:20 horas, 13 de abril de 2018 a las 10:17 horas y 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas, 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 50, Tomo I, enero de 

2018, página 531, Libro 53, Tomo I, abril de 2018, página 590, y Undécima Época, Libro 3, Tomo 

II, julio de 2021, página 1604, con números de registro digital: 2016008, 2016589 y 2023315, 

respectivamente. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de enero de 2026 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031639 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: II.2o.C. J/1 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. 

CONSTITUYE UNA HERRAMIENTA VÁLIDA PARA CALCULAR EL MONTO DE LAS 

GARANTÍAS QUE SE FIJEN EN LOS JUICIOS DE AMPARO. 

 
Hechos: Diversas personas interpusieron recursos de queja y de revisión en el incidente de 

suspensión para impugnar el monto de las garantías fijadas por Juzgados de Distrito al acordar 

diferentes asuntos. Consideraron que su determinación carecía de parámetros objetivos o que no se 

tomaron en cuenta las características personales y capacidad económica de la persona quejosa para 

fijarlas. 

 
Criterio jurídico: Las herramientas de inteligencia artificial pueden emplearse válidamente en 

procesos jurisdiccionales para calcular el monto de las garantías que se fijen en los juicios de 

amparo, en el entendido de que su utilización no sustituye la labor de las personas juzgadoras, sino 

que facilitan y eficientizan la administración de justicia. 
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Justificación: Ante el avance de las nuevas tecnologías y las tendencias emergentes de justicia 

digital, la inteligencia artificial es una herramienta innovadora que puede incorporarse a los 

procesos para facilitar el razonamiento numérico dentro de labores jurisdiccionales. 

La jurisprudencia exige parámetros para calcular las garantías que deben fijarse en los juicios de 

amparo, lo que exige operaciones como la actualización de valores, la aplicación de tasas de interés 

y la ponderación de lapsos procesales. Estas actividades, aunque necesarias para la motivación de 

una resolución judicial, no forman parte del núcleo decisorio jurisdiccional, sino que constituyen 

labores auxiliares susceptibles de apoyo tecnológico. 

El uso de herramientas de inteligencia artificial en estos casos se justifica porque permite: a) reducir 

errores humanos en dichos cálculos; b) dar transparencia y trazabilidad al exponer cómo se obtiene 

el resultado paso a paso; c) generar consistencia y estandarización en los precedentes y en la 

fijación de los montos de las garantías; y d) mejorar la eficiencia procesal, al liberar tiempo para el 

análisis sustantivo del caso y facilitar la motivación de las decisiones judiciales. 

Este mecanismo, recomendable desde una visión institucional de los tribunales que adoptan mejores 

prácticas para la administración de justicia, permite a las personas juzgadoras obtener datos 

auditables que muestran de manera transparente cómo se cuantifica una garantía. De esta forma se 

preserva el núcleo esencial de la función jurisdiccional, a la vez que se refuerza la motivación y 

transparencia del fallo, en consonancia con un principio de justicia digital y los estándares de 

motivación previstos en el artículo 16 de la Constitución Federal. 

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 
Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos de los Magistrados José Antonio 

Rodríguez Rodríguez, Juan Carlos Ortega Castro y Juan Jaime González Varas. Ponente: Juan 

Jaime González Varas. Secretario: Juan Carlos Guerra Álvarez. 

 
Queja 404/2025. 24 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Juan 

Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del Carmen Gutiérrez Meneses, 

secretario en funciones de Magistrado. Ponente: José del Carmen Gutiérrez Meneses. Secretaria: 

Rocío Castillo García. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 359/2025. 6 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Rosalba Azucena Gil 

Mejía. Secretario: Víctor Daniel Monroy Torres. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 189/2025. 19 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Juan Carlos Ortega 

Castro. Secretaria: Débora Rico Colín. 

 
Incidente de suspensión (revisión) 253/2025. 19 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Juan Carlos Ortega 

Castro. Secretaria: Débora Rico Colín. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de enero de 2026 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031640 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: II.2o.C. J/2 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. 

ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU USO ÉTICO Y 

RESPONSABLE CON PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS. 
 

Hechos: En diversos recursos de queja y de revisión en incidentes de suspensión interpuestos contra 

decisiones de Juzgados de Distrito en amparo indirecto, este Tribunal Colegiado de Circuito empleó 

herramientas de inteligencia artificial para calcular el monto de una garantía. Al tratarse de una 

práctica innovadora en procesos jurisdiccionales resultó necesario, bajo un ejercicio de 

autocontención, definir los parámetros para la aplicación ética y responsable de la inteligencia 

artificial. 
 

Criterio jurídico: La utilización de herramientas de inteligencia artificial en procesos 

jurisdiccionales con una perspectiva de derechos humanos, ética y responsable, exige que las 

personas juzgadoras observen como elementos mínimos los principios de: a) proporcionalidad e 

inocuidad; b) protección de datos personales; c) transparencia y explicabilidad; y d) supervisión y 

decisión humanas. 
 

Justificación: Ante la ausencia de regulación específica para el uso de herramientas de inteligencia 

artificial las personas juzgadoras deben hacer un ejercicio de autocontención adoptando 

lineamientos para su aplicación responsable con perspectiva de derechos humanos. 

Para ello pueden tomar como referencia los esfuerzos de regulación a nivel internacional, como las 

Directrices Éticas para una Inteligencia Artificial Fiable del Grupo de expertos de alto nivel sobre 

inteligencia artificial creado por la Comisión Europea; el Reglamento del Parlamento Europeo del 

Consejo por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial; y la 

Recomendación sobre la ética de la inteligencia artificial de la UNESCO y sus principios éticos. 

Dichas referencias permiten adoptar mejores prácticas para la administración de justicia al 

introducir innovación tecnológica para una gobernanza administrativa judicial, preservando el 

núcleo de la función jurisdiccional sin afectar los derechos procesales de las partes. 

Para ello, cuando utilicen herramientas de inteligencia artificial las personas juzgadoras deben 

cumplir con los siguientes elementos mínimos: a) la proporcionalidad e inocuidad exige que las 

herramientas de inteligencia artificial se utilicen únicamente en la medida necesaria y adecuada para 

alcanzar un fin legítimo, como por ejemplo, facilitar razonamientos numéricos sin que se alcance al 

razonamiento jurídico en la interpretación o aplicación de las normas; b) deben emplearlas de 

manera que no se comprometa la protección de datos del expediente judicial; c) la transparencia y 

explicabilidad imponen que la persona juzgadora no sólo informe que utiliza herramientas de 

inteligencia artificial, sino que exponga la metodología, los datos empleados y la forma en que se 

arribó al resultado, a fin de permitir que el procedimiento sea auditado y comprendido por las partes 

y órganos revisores; y d) la supervisión y la decisión humanas aseguran que la tecnología opere 

como auxiliar y no como sustituto, manteniendo la deliberación y decisión en el ámbito 

estrictamente jurisdiccional. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos de los Magistrados José Antonio 

Rodríguez Rodríguez, Juan Carlos Ortega Castro y Juan Jaime González Varas. Ponente: Juan 

Jaime González Varas. Secretario: Juan Carlos Guerra Álvarez. 
 

Queja 404/2025. 24 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Juan Carlos 

Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en 

funciones de Magistrado. Ponente: José del Carmen Gutiérrez Meneses. Secretaria: Rocío Castillo García. 
 

Incidente de suspensión (revisión) 359/2025. 6 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Rosalba Azucena Gil 

Mejía. Secretario: Víctor Daniel Monroy Torres. 
 

Incidente de suspensión (revisión) 189/2025. 19 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Juan Carlos Ortega 

Castro. Secretaria: Débora Rico Colín. 
 

Incidente de suspensión (revisión) 253/2025. 19 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Juan Carlos Ortega Castro y Rosalba Azucena Gil Mejía, y de José del 

Carmen Gutiérrez Meneses, secretario en funciones de Magistrado. Ponente: Juan Carlos Ortega 

Castro. Secretaria: Débora Rico Colín. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de enero de 2026 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031645 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/1 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

PERSONAL SINDICALIZADO DE PETRÓLEOS MEXICANOS (PEMEX). TIENE 

DERECHO A OPTAR ENTRE EL RÉGIMEN DE JUBILACIONES O EL DE RETIRO 

POR CUENTAS INDIVIDUALES, INDEPENDIENTEMENTE DE SI ES DE PLANTA O 

TRANSITORIO (ARTÍCULO 2 DEL ANEXO 16 DEL CONTRATO COLECTIVO DE 

TRABAJO). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si las personas trabajadoras transitorias de Petróleos Mexicanos (Pemex), con una 

antigüedad inferior a 15 años al 31 de diciembre de 2015, que obtuvieron la planta con 

posterioridad a esa data, tienen derecho a optar entre el esquema de jubilación o el de retiro por 

cuentas individuales, conforme al artículo referido. Mientras que uno concluyó que esa prerrogativa 

sólo beneficia a las personas trabajadoras de planta al 31 de diciembre de 2015, al ser las únicas con 

derecho a jubilación; el otro sostuvo que era aplicable tanto al personal de planta como al 

transitorio, pues la norma se dirige a las personas trabajadoras sindicalizadas, concepto que 

comprende ambas categorías. 
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Criterio jurídico: El derecho a permanecer en el régimen de jubilación o a optar voluntariamente por 

incorporarse al esquema de cuentas individuales, conforme a las reglas del artículo 2 del Anexo 16, 

Reglamento de Jubilaciones y Retiro, del Contrato Colectivo de Trabajo de Pemex y sus Empresas 

Productivas Subsidiarias, corresponde a todas las personas trabajadoras sindicalizadas que al 31 de 

diciembre de 2015 hayan registrado una antigüedad menor a 15 años, sin distinguir entre personal 

de planta o transitorio. 

 
Justificación: Del artículo mencionado se advierte que está dirigido a las personas trabajadoras 

sindicalizadas, categoría que conforme a las cláusulas 1, fracción IV, y 35 del pacto colectivo, 

comprende tanto al personal de planta como al transitorio.  

Asumir que sólo el personal de planta puede ejercer el derecho a elegir entre el régimen de 

jubilación o retiro, por ser el único reconocido por el contrato colectivo de trabajo aludido para 

acceder a la jubilación –sin prejuzgar sobre la validez de este hecho– confunde el derecho a la 

jubilación con el derecho a elegir el régimen aplicable en el futuro y contradice el sentido literal del 

artículo 2 citado, el cual, bajo la locución "trabajadores sindicalizados" comprende ambas 

categorías conforme a las definiciones del propio pacto colectivo.  

Esta interpretación se refuerza porque dicho pacto admite que el personal transitorio eventualmente 

satisfaga los requisitos para acceder a la jubilación, como se desprende de la cláusula 1, fracción 

XXI, y del artículo 2 del Anexo 2, Reglamento de Escalafones y Ascensos, normas que reconocen 

los años de servicio prestados en ambas categorías para computar la antigüedad de empresa, 

requisito necesario para obtener la jubilación.  

En consecuencia, cuando se actualiza el supuesto en la norma contractual analizada, tanto las 

personas trabajadoras de planta como las transitorias pueden optar por permanecer en el régimen de 

jubilaciones, regulado por el capítulo I del Reglamento de Jubilaciones y Retiro, o incorporarse 

voluntariamente al esquema de cuentas individuales previsto en su capítulo II, reglas que deberán 

aplicarse para otorgar el beneficio que les corresponda cuando reúnan los requisitos de edad y años 

de servicio.  

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 91/2025. Entre los sustentados por el Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito. 22 de 

octubre de 2025. Tres votos de las personas Magistradas Antonio Salazar López, Vanessa Heidi 

Nambo Huerta y Rodolfo Alejandro Ramos Santillán. Ponente: Antonio Salazar López. Secretario: 

Eduardo Alfonso Guerrero Serrano.  

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el amparo 

directo 470/2023, el cual dio origen a la tesis aislada X.3o.T.2 L (11a.), de rubro: "RÉGIMEN 

PENSIONARIO DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS SINDICALIZADAS DE PETRÓLEOS 

MEXICANOS (PEMEX). SE DIRIGE A TODAS, SIN DISTINCIÓN RESPECTO DEL TIPO DE 

CONTRATACIÓN (DE PLANTA O TRANSITORIA).", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 17 de mayo de 2024 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Undécima Época, Libro 37, Tomo V, mayo de 2024, página 5199, con número de 

registro digital: 2028801, y  

 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 581/2023. 
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Esta tesis se publicó el viernes 9 de enero de 2026 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031629 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/5 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA 

EL OFICIO DE LA EXTINTA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA (CRE), POR EL 

CUAL REQUIERE INFORMACIÓN RESPECTO DE UN PERMISO DE EXPENDIO DE 

PETROLÍFEROS EN ESTACIÓN DE SERVICIOS. CORRESPONDE A LOS JUZGADOS DE 

DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA 

ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 

CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver 

conflictos competenciales derivados de amparos indirectos en los que se reclamó del Jefe de la Unidad de 

Hidrocarburos de la extinta Comisión Reguladora de Energía (CRE), el oficio de requerimiento de 

información respecto de un permiso de expendio de petrolíferos en estación de servicios. Mientras que unos 

sostuvieron que es competente el Juzgado de Distrito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, porque la información requerida está 

relacionada con facultades de regulación de mercado; los otros consideraron que lo es el Juzgado de Distrito 

en Materia Administrativa, ya que el oficio señalado no está vinculado con normas, procedimientos o actos 

para vigilar el cumplimiento de disposiciones en materia de competencia económica. 
 

Criterio jurídico: La competencia por materia para conocer del amparo indirecto contra el referido 

oficio de la extinta CRE corresponde a los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa 

Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia 

en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 
 

Justificación: De la doctrina jurisprudencial del Alto Tribunal respecto de la competencia por 

materia para conocer de actos emitidos por los entonces órganos reguladores coordinados en 

materia energética (como la CRE), quienes contaban con atribuciones legales que inciden en 

aspectos de competencia económica dentro del sector energético, y del análisis de la naturaleza del 

acto reclamado y de la autoridad responsable, deriva que el requerimiento se fundamentó en el 

artículo 42 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética abrogada, el 

cual obligaba a la entonces CRE a fomentar el desarrollo eficiente de la industria, promover la 

competencia en el sector y proteger los intereses de los usuarios. Además, los datos solicitados 

incluyen indicadores que impactan en el mercado y la libre concurrencia, a saber, balances, flujo de 

efectivo, volúmenes diferenciados por producto y proveedor, descuentos específicos de Pemex, 

costos de venta y utilidades, infraestructura y gastos normativos, entre otros. 

No se inadvierte que el 31 de octubre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

Decreto por el que se reforman el párrafo quinto del artículo 25, los párrafos sexto y séptimo del 

artículo 27 y el párrafo cuarto del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de áreas y empresas estratégicas, y que con la publicación de la Ley de la 

Comisión Nacional de Energía en dicho medio de difusión oficial el 18 de marzo de 2025, la CRE 
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se extinguió. Sin embargo, esa circunstancia no puede analizarse tratándose de una cuestión 

competencial, la cual debe ceñirse al análisis de la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad 

responsable. Máxime que los órganos jurisdiccionales especializados en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones continúan en funciones. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 83/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Sexto, 

Décimo Segundo, Décimo Cuarto, Décimo Quinto y Vigésimo Segundo, todos en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, así como el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 

Administrativa, Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 

con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 23 de octubre de 2025. 

Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretario: José Miguel Álvarez Muñoz. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el conflicto competencial 21/2025, el sustentado por el Décimo Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 

22/2025, el sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 19/2025, el sustentado por el Décimo Quinto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto 

competencial 19/2025, el sustentado por el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 19/2025, y el diverso 

sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado 

en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de 

México y jurisdicción en toda la República, al resolver el conflicto competencial 15/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de enero de 2026 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 
 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031657 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/3 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE 

AMPARO EN LA QUE SE RECLAME LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA REFORMA 

AL ARTÍCULO 73, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO, PUBLICADA EN 

EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13 DE MARZO DE 2025. 

CORRESPONDE AL JUZGADO DE DISTRITO ANTE EL QUE SE PRESENTE. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar a qué Juzgado de Distrito compete, por razón de territorio, conocer de la demanda de 

amparo en la que se reclame la constitucionalidad de la reforma mencionada. 
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Criterio jurídico: En términos del artículo 37, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, la 

competencia por razón de territorio para conocer del amparo indirecto en la que se reclame la 

constitucionalidad de la reforma al artículo 73, párrafo primero, de la Ley de Amparo, publicada en 

el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 2025, se surte a favor del Juzgado de Distrito 

ante el que se presente la demanda. 

 

Justificación: Para resolver los aspectos competenciales para conocer de la demanda de amparo 

indirecto en la que se reclame la constitucionalidad de una norma debe atenderse a las reglas 

establecidas en los artículos 107, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 37 de la Ley de Amparo. Por consiguiente, el punto clave para determinar la 

competencia por territorio en tales casos responde al concepto de ejecución material. 

En la especie, el artículo 73 de la Ley de Amparo es una norma procesal, que para su actualización 

requiere la existencia de una sentencia que conceda el amparo y la protección de la Justicia de la 

Unión en un juicio contra normas, y cuyos efectos se limiten exclusivamente a quienes fueron las 

personas accionantes, es decir, sin efectos generales. En ese tenor, es claro que esto se materializará 

cuando se resuelvan procesos judiciales de amparo, momento en el cual se hará efectiva la regla de 

los efectos relativos. Luego, la norma sí tiene un principio de ejecución material, y por 

consecuencia se descarta la aplicabilidad del último párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo. 

Sin embargo, si de las demandas de amparo no se deduce un dato objetivo de ejecución material, 

por no señalarse, por ejemplo, a las autoridades judiciales ejecutoras dentro de un proceso 

específico, pues se alega que la norma es autoaplicativa, y sólo se señalan como responsables a las 

autoridades emisoras de la reforma, entonces es impreciso el lugar donde habrá de tener 

materialización la disposición legal. 

Bajo tal óptica, si la pretensión de las personas quejosas es impugnar el artículo 73 citado, sin 

referirse a ningún proceso de amparo en concreto, se está frente a la ausencia de un dato objetivo 

que permita definir la competencia en términos del párrafo primero del artículo 37 referido. 

En ese escenario, aunque se tiene certeza de que la norma tiene ejecución material, el planteamiento 

de los quejosos no aporta evidencia objetiva del lugar donde deberá acontecer la aplicación, y lo 

cierto es que los actos de ejecución del antedicho artículo 73, pueden llevarse a cabo en uno o en 

distintos distritos judiciales, dependiendo de la contingencia y multiplicidad de sentencias donde se 

declare la inconstitucionalidad de una norma. Ello incluso puede actualizar la concurrencia de 

diversas personas juzgadoras, dependiendo de los efectos de cada sentencia. 

Para determinar la competencia territorial se debe aplicar el criterio de prevención en términos del 

párrafo segundo del aludido artículo 37, el cual dispone que si la norma reclamada “puede tener 

ejecución en más de un Distrito”, la competencia territorial para conocer del caso corresponderá a 

los Juzgados de Distrito con jurisdicción en cualquiera de esos lugares, a prevención, es decir, 

compete al Juzgado de Distrito ante el que se presente la demanda. Lo anterior, sin que sea 

necesaria la verificación del dato objetivo, pues la hipótesis normativa se satisface con la 

posibilidad de ejecución. 

En consecuencia, en ausencia de certeza sobre el inicio de la ejecución, bajo la hipótesis planteada, 

la competencia territorial se define conforme al lugar donde se presente la demanda de amparo, ya 

que visto el contenido del precepto, aquélla puede materializarse en diferentes Distritos, según el 

dictado de sentencias contra normas que sean declaradas inconstitucionales, sin conceder a dichos 

fallos efectos generales actualizando el supuesto competencial del segundo párrafo del artículo 37 

citado. 

En el entendido, que el esclarecimiento del aspecto competencial para conocer de una demanda de 

amparo indirecto en la que se impugne la constitucionalidad del artículo 73 de la Ley de Amparo no 

implica, de suyo, admitir su procedencia, pues este aspecto deberá ser evaluado por las personas 

juzgadoras de Distrito con competencia para ello, a la luz de los precedentes que ha emitido el Alto 

Tribunal sobre el control de regularidad de la citada ley reglamentaria. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 83/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Quinto y 

Sexto, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 12 de noviembre de 2025. Tres votos 

de las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda Pérez 

Medina. Ponente: Mariana Flores Vega. Secretario: Moisés Israel Flores Pacheco. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 

el conflicto competencial 44/2025, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el conflicto competencial 48/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031663 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/1 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

INCIDENTE POR EXCESO O DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL. NO QUEDA SIN MATERIA CUANDO DICHA MEDIDA CAUTELAR ES 

REVOCADA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al determinar si debe declararse sin materia el incidente por exceso o defecto en el cumplimiento de 

la suspensión provisional cuando, en el curso de su sustanciación, la medida cautelar es revocada. 

 

Criterio jurídico: No debe declararse sin materia el incidente por exceso o defecto en el 

cumplimiento de la suspensión provisional cuando durante su tramitación dicha medida cautelar es 

revocada. 

 

Justificación: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que el mencionado 

incidente tiene dos objetivos: 1) asegurar que la suspensión se cumpla; y 2) sancionar o inhibir las 

conductas de desacato o de cumplimiento indebido. Si bien la resolución de dicho incidente no 

prejuzga sobre la eventual responsabilidad penal que el incumplimiento pudiera generar, sí 

constituye un presupuesto para que el Ministerio Público integre la averiguación previa 

correspondiente, además de que la vigilancia del cumplimiento de la suspensión es una cuestión de 

orden público. Por tanto, aunque la suspensión provisional sea revocada, ello no elimina el hecho de 

que se trata de una orden judicial que las autoridades deben acatar mientras se encuentra vigente, 

por lo que si durante ese periodo se alega que no fue cumplida, a través del incidente debe 

verificarse si efectivamente existió un incumplimiento y, en su caso, si corresponde formular la 

denuncia respectiva. La revocación de la suspensión no resta eficacia a los efectos que produjo 
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durante su vigencia ni vuelve irrelevante su incumplimiento. Por el contrario, subsiste la finalidad 

de sancionar y desalentar el desacato o el cumplimiento indebido, de ahí que resulte indispensable 

que el incidente continúe su trámite y sea resuelto, aun cuando la medida cautelar haya dejado de 

surtir efectos. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 97/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 6 de noviembre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretario: Martín Daniel Brito Moreno. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver la queja 63/2025, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 220/2022. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031660 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CN. J/2 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LAS PRUEBAS 

RELACIONADAS CON EL NÚMERO DE SEMANAS COTIZADAS PUEDEN 

OFRECERSE HASTA ANTES DEL CIERRE DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, 

DEMANDA Y EXCEPCIONES, PRUEBAS Y RESOLUCIÓN, CONFORME AL 

ARTÍCULO 880, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (LEGISLACIÓN 

VIGENTE HASTA EL 1 DE MAYO DE 2019). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si en los conflictos individuales de seguridad social, en los que se solicita el otorgamiento y 

pago de una pensión, las pruebas relacionadas con periodos de cotización deben ofrecerse y exhibirse 

desde el escrito inicial, al versar sobre hechos base de la acción conforme al artículo 899-C de la Ley 

Federal del Trabajo, o si pueden aportarse hasta antes del cierre de la audiencia de conciliación, demanda 

y excepciones, pruebas y resolución, por encontrarse relacionadas con hechos controvertidos, o para 

demostrar la objeción realizada a las pruebas ofrecidas por el Instituto Mexicano del Seguro Social, de 

acuerdo con el mencionado artículo 880, fracción II. 

 

Criterio jurídico: En los conflictos individuales de seguridad social, las pruebas relacionadas con el 

número de semanas cotizadas pueden ofrecerse hasta antes del cierre de la audiencia de 
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conciliación, demanda y excepciones, pruebas y resolución, conforme al artículo 880, fracción II, de 

la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 1 de mayo de 2019. 

 

Justificación: Para acceder al otorgamiento de alguna de las pensiones previstas en la Ley del 

Seguro Social es necesario contar con cierto número de semanas cotizadas. Sin embargo, basta con 

manifestar ese dato en la demanda laboral, pues al controvertirlo el Instituto Mexicano del Seguro 

Social, a éste corresponde la carga de probar los periodos de cotización, con fundamento en el 

artículo 899-D, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo. Por ese motivo, de una interpretación al 

mencionado artículo 880, fracción II, se sigue que la parte actora puede ofrecer nuevos medios de 

prueba hasta antes del cierre de la audiencia de conciliación, demanda y excepciones, pruebas y 

resolución, precisamente, por versar sobre hechos controvertidos o por relacionarse con la objeción 

efectuada a las pruebas ofrecidas por el demandado. 

Esta interpretación es consistente con el artículo 841 de la Ley Federal del Trabajo, que impone la 

obligación de dictar sentencias a verdad sabida y buena fe guardada. Lo anterior también se sustenta 

en criterios de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que reconocen la 

aplicabilidad flexible del indicado artículo 880, fracción II, incluso por analogía, evitando el 

desechamiento de pruebas por formalismos y atenuando el rigor probatorio del artículo 899-C. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 65/2025. Entre los sustentados por el Segundo y el Primer Tribunales 

Colegiados, ambos del Vigésimo Octavo Circuito. 30 de octubre de 2025. Tres votos de las personas 

Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval, Angélica Iveth Leyva Guzmán y Miguel Ernesto Leetch 

San Pedro. Ponente: Miguel Ernesto Leetch San Pedro. Secretaria: Arely Pechir Magaña. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el 

amparo directo 374/2024, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 76/2024 y 91/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031671 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral, Común 

Tesis: PR.P.T.CS. J/3 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO LABORAL. LA SUBSISTENCIA DE LA PERSONA 

TRABAJADORA DEBE ASEGURARSE CON BASE EN EL SALARIO DIARIO INTEGRADO, 

CUANDO SU MONTO FUE ACREDITADO EN EL LAUDO O SENTENCIA RECLAMADA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si el monto para asegurar la subsistencia de la parte trabajadora, en términos del artículo 
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190, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, debe determinarse a partir del salario diario o del 

salario diario integrado acreditado en el juicio laboral de origen. Mientras que uno concluyó que 

debe calcularse con base en el salario diario ordinario, aun cuando en la sentencia reclamada exista 

también pronunciamiento respecto de la cuantía del salario diario integrado; el otro consideró que 

debe emplearse el salario diario integrado acreditado ante la autoridad responsable. 

 

Criterio jurídico: El monto para asegurar la subsistencia de la persona trabajadora en términos del 

artículo 190, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, debe ser el del salario diario integrado, siempre 

que se encuentre determinado en la sentencia o laudo reclamado. 

 

Justificación: Como sostuvo la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

al resolver la contradicción de tesis 160/2018, el referido artículo 190, párrafo segundo, contiene 

una cláusula de protección a favor de la clase trabajadora que condiciona la procedencia de la 

suspensión solicitada por su contraparte respecto de una resolución que le es favorable, disposición 

fundada en el derecho a la estabilidad en el empleo y en los principios de dignidad humana y 

existencia decorosa previstos en los artículos 1o., último párrafo, y 123 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

En este sentido, la negativa de la suspensión de la ejecución del laudo o sentencia, cuando la 

subsistencia de la persona trabajadora se encuentra en peligro, debe analizarse conforme a la 

interpretación que le sea más favorable, es decir, en atención al principio in dubio pro operario 

contenido en los artículos 6o. y 18 de la Ley Federal del Trabajo. Por ello, frente a la posibilidad de 

emplear para tal efecto el salario diario ordinario o el salario diario integrado, cuando ambos se 

encuentran acreditados, debe privilegiarse este último, al ser el concepto que refleja con mayor 

fidelidad el ingreso real de la persona trabajadora y, en consecuencia, satisface de mejor manera los 

principios de dignidad humana y existencia decorosa. Máxime que la regla de procedencia para la 

suspensión en estos casos es no poner en riesgo a la persona trabajadora, que sólo puede verse 

mitigado asegurando su subsistencia con base en el monto que refleje de manera más fiel su 

situación económica y nivel de vida. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 97/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado del 

Décimo Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito. 26 de noviembre de 2025. 

Tres votos de las personas Magistradas Vanessa Heidi Nambo Huerta, Antonio Salazar López y 

Rodolfo Alejandro Ramos Santillán. Ponente: Antonio Salazar López. Secretario: Eduardo Alfonso 

Guerrero Serrano. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito al resolver la queja 31/2024, y 

el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver la queja 

525/2023. 

 

Nota: La parte considerativa de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 160/2018 citada, 

aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de septiembre de 2018 a 

las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 58, 

Tomo I, septiembre de 2018, página 1111, con número de registro digital: 28056. 

 

De la sentencia que recayó a la queja 525/2023, resuelta por el Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Primer Circuito, derivó la tesis aislada XXXI.3 L (11a.), de rubro: "SUSPENSIÓN EN AMPARO 
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DIRECTO LABORAL. SI EN AUTOS SE ACREDITA TANTO EL SALARIO ORDINARIO 

COMO EL INTEGRADO, LA GARANTÍA PARA LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR 

DEBE CUANTIFICARSE CON ÉSTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 8 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 43, noviembre de 2024, Tomo II, Volumen 1, página 781, con 

número de registro digital: 2029494. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031656 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: XXX.4o. J/1 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE AMPAROS INDIRECTOS CONTRA NORMAS 

QUE PREVEAN EL TRATAMIENTO O RESGUARDO DE DATOS PERSONALES 

REGULADOS EN LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA 

DE PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA 

NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS Y DE LA LEY GENERAL DE POBLACIÓN. 

SE ACTUALIZA EN FAVOR DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO NO ESPECIALIZADOS 

EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES. 

 

Hechos: Varias personas promovieron amparos indirectos contra diversos artículos de la Ley 

General de Población y de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 

Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas que 

regulan el uso y tratamiento de datos biométricos. Los Juzgados de Distrito del Estado de 

Guanajuato se declararon incompetentes pues consideraron que se surtía la competencia en favor de 

los Juzgados de Distrito en el Estado de Aguascalientes, especializados en materia de acceso a la 

información pública y protección de datos personales. Dichos Juzgados no aceptaron la 

competencia declinada al estimar que no se actualizaba su especialización, pues los actos 

reclamados versaban sobre la constitucionalidad de normas generales que buscan combatir un 

problema de seguridad pública mediante la recolección de información. 

 

Criterio jurídico: La competencia para conocer de amparos indirectos contra normas que prevean el 

tratamiento o resguardo de datos personales regulados en la Ley General en Materia de Desaparición 

Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de 

Personas y de la Ley General de Población, se actualiza en favor de los Juzgados de Distrito no 

especializados en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales. 

 

Justificación: La especialización jurisdiccional prevista en el Acuerdo General 8/2025, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la habilitación de Juzgados de Distrito y Tribunales 

Colegiados de Circuito para conocer de los asuntos en materia de acceso a la información pública y 

protección de datos personales, tiene como propósito fortalecer la tutela judicial en dicha materia 
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sin que ello implique una ampliación de la competencia material a toda controversia en que se 

invoquen derechos relacionados con la privacidad o el manejo de datos biométricos. En 

consecuencia, los órganos especializados del Trigésimo Circuito sólo pueden conocer de los juicios 

de amparo en los que: I) el acto reclamado sea atribuible a autoridades garantes o entes obligados 

conforme a la legislación de transparencia y datos personales, o II) se impugnen directamente 

preceptos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, de la Ley General 

de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, de la Ley Federal de 

Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, o de los ordenamientos locales 

correlativos. Fuera de esos supuestos, la competencia corresponde a los Juzgados de Distrito 

comunes, aun cuando el fondo del asunto involucre aspectos sobre la privacidad o el tratamiento de 

información sensible, pues de otro modo se vulneraría el principio de legalidad competencial y se 

desnaturalizaría el objeto de la especialización jurisdiccional creada por el órgano de administración 

judicial. Así, la materia de transparencia y protección de datos personales debe entenderse 

circunscrita a los ordenamientos específicos expedidos en el Decreto publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 20 de marzo de 2025, y no a cualquier ley que, de manera indirecta, regule el 

tratamiento de información personal. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

Conflicto competencial 13/2025. Suscitado entre el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de 

Guanajuato, con residencia en León, y el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 

Aguascalientes. 10 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Bryan 

Mauricio Alafita Sáenz. Secretaria: Arelly Margarita Hermosillo Navarro. 

 

Conflicto competencial 14/2025. Suscitado entre el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de 

Guanajuato, con residencia en León, y el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 

Aguascalientes. 10 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Jenny 

Ruiz Ornelas. Secretaria: Adriana Margarita Ramírez Espinosa. 

 

Conflicto competencial 15/2025. Suscitado entre el Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de 

Guanajuato, con residencia en León, y el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 

Aguascalientes. 11 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Adriana 

Vázquez Godínez. Secretaria: Martha Anay Zamarripa Jiménez. 

 

Conflicto competencial 16/2025. Suscitado entre el Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de 

Guanajuato, con residencia en León, y el Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de 

Aguascalientes. 11 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Bryan 

Mauricio Alafita Sáenz. Secretario: Egren Alejandro Carmona Pliego. 

 

Conflicto competencial 17/2025. Suscitado entre el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de 

Guanajuato, con residencia en León, y el Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de 

Aguascalientes. 11 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz. Ponente: Jenny 

Ruiz Ornelas. Secretario: Nilton Germán Morales Mateos. 

 

Nota: El Acuerdo General 8/2025, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

habilitación de Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito para conocer de los 
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asuntos en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales citado, 

aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2025 a las 

10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 50, 

junio de 2025, Tomo IV, Volumen 2, página 1445, con número de registro digital: 6035. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031673 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/8 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 

OMISIÓN DE APLICAR EL PROCEDIMIENTO PARA EL CUMPLIMIENTO DE 

SENTENCIAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 96 DE LA LEY DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE NUEVO LEÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión provisional contra la omisión del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Nuevo León de aplicar el procedimiento para el cumplimiento de 

sentencias previsto en el artículo referido. Mientras que uno consideró que no procede porque su 

otorgamiento dejaría sin materia el juicio; el otro estimó que debía concederse para vencer la 

contumacia de la autoridad responsable. 

 

Criterio jurídico: Procede conceder la suspensión provisional para el efecto de que la autoridad 

responsable actúe conforme al procedimiento de cumplimiento de sentencias previsto en el artículo 

96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y Municipios de Nuevo León. 

 

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la efectividad 

en la ejecución de sentencias forma parte esencial del derecho de acceso a la justicia. El artículo 96 citado 

establece el procedimiento de cumplimiento de sentencias, el cual consiste en una serie de actos 

concatenados tendentes a lograr el acatamiento de la ejecutoria, mismo que no se agota con una sola 

actuación. Si la persona quejosa obtuvo sentencia ejecutoriada favorable en el juicio contencioso 

administrativo, conceder la suspensión no crea un derecho, sino que anticipa la eficacia de una prerrogativa 

ya reconocida. Además, al tratarse del cumplimiento de sentencias, existe interés de la sociedad en que las 

determinaciones emitidas por las autoridades sean acatadas. Por tanto, procede otorgar la suspensión 

provisional para el efecto de que la autoridad responsable actúe conforme al procedimiento de 

cumplimiento de sentencias, sin que ello implique dejar sin materia el juicio de amparo, ya que si bien los 

efectos de la medida coinciden con los de una eventual sentencia concesoria, se trata de una restitución 

provisional susceptible de retrotraerse, pues la autoridad puede dejar sin efectos las actuaciones realizadas 

para aplicar dicho procedimiento. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 130/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 23 de octubre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretario: Martín Daniel Brito Moreno. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver la queja 448/2025, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 409/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2026 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031702 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/4 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO CONTRA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA LA 

INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES FACTIBLE 

DETERMINAR DE PLANO SU IMPROCEDENCIA CUANDO OBRAN LAS 

CONSTANCIAS DEL JUICIO NATURAL. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al tomar en consideración la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 87/2016 (10a.), de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, sustentaron criterios contradictorios al analizar si cuando el acto reclamado consiste en la 

resolución que ordena reponer el procedimiento para integrar el litisconsorcio pasivo necesario, la causa de 

improcedencia del amparo indirecto atinente a que dicho acto no produce efectos de imposible reparación 

puede examinarse en el auto inicial cuando el Juzgado de Distrito, en virtud de que la demanda de amparo 

se promovió en la vía directa, cuenta con las constancias del juicio de origen remitidas por la autoridad 

responsable, o bien, si dicha causa de improcedencia debe decidirse en la sentencia. 

 

Criterio jurídico: Cuando obran las constancias del juicio natural es factible determinar de plano la 

mencionada causa de improcedencia del juicio de amparo indirecto, si se actualiza de forma 

manifiesta e indudable. 

 

Justificación: En la ejecutoria que dio lugar a la referida tesis de jurisprudencia 2a./J. 87/2016 

(10a.), se advierte que las consideraciones que fungieron como premisas no ponderaron 

expresamente la situación de que el Juzgado de Distrito tuviera a la vista las constancias del juicio 

natural al proveer sobre la demanda de amparo. 

Entonces, en atención al sistema normativo integrado por los artículos 62, 81, fracción I, inciso d), y 

113 de la Ley de Amparo, se tiene que las causas de improcedencia se examinarán de oficio, siendo 

el punto medular para tenerlas por actualizadas el que estén justificadas de forma manifiesta e 
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indudable, independientemente de que esto se verifique en la fase inicial del amparo, en una etapa 

intermedia o al dictarse sentencia. 

Así, tomando en consideración que, ordinariamente, la reposición del procedimiento únicamente 

produce efectos procesales, pero existe la posibilidad de que se afecten derechos sustantivos, no es 

dable sustentar determinaciones categóricas o absolutas para considerar, en todos los casos, que ese 

análisis deba esperar a ser realizado en la sentencia, sino que ello está en función de las 

características y circunstancias particulares de cada caso y de que la causa de improcedencia sea 

manifiesta e indudable, lo cual admite ser examinado al proveer sobre la demanda de amparo 

cuando obran las constancias completas del juicio natural derivado de que inicialmente se promovió 

como amparo directo y posteriormente se remitió a la vía indirecta. Máxime que lo que se está 

verificando son las reglas de procedencia o improcedencia, mas no se trata de calificar el impacto 

de esa afectación ni la licitud y constitucionalidad del acto reclamado, ya que esto sí corresponde al 

fondo de la sentencia. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 63/2025. Entre los sustentados por el Segundo y el Tercer Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 12 de noviembre de 2025. Tres votos de 

las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda Pérez 

Medina. Ponente: Jorge Alberto Orantes López. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 

las quejas 7/2017, 346/2017 y 133/2019, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la queja 199/2025. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 87/2016 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE REVOCA LA DE PRIMERA Y ORDENA 

REPONER EL PROCEDIMIENTO. SU IMPUGNACIÓN EN AMPARO NO ACTUALIZA UN 

MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.", en el Semanario Judicial de 

la Federación del viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1180, con 

número de registro digital: 2012245. 

 

De las sentencias que recayeron a las quejas 7/2017, 346/2017 y 133/2019, resueltas por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, derivó la tesis de jurisprudencia III.2o.C. 

J/4 K (10a.), de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. NO SE ACTUALIZA UNA 

CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR DE 

PLANO LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DE 

SEGUNDA INSTANCIA QUE DEJA INSUBSISTENTE LA DE PRIMERA Y ORDENA 

REPONER EL PROCEDIMIENTO NATURAL POR LA EXISTENCIA DE AQUÉL, AL SER 

INDISPENSABLE UN ANÁLISIS PONDERADO DE LAS CONSECUENCIAS DE ESA 

RESOLUCIÓN PARA DETERMINAR SI ES DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, Tomo III, mayo de 

2021, página 2262, con número de registro digital: 2023112. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031679 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/16 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. NO ES LA 

ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA, 

CUANDO SE RECLAMA EL DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE REVOCACIÓN 

INTERPUESTO CONTRA LA NEGATIVA DE VERIFICAR SI LA CONTRAPARTE DE 

LA PERSONA QUEJOSA EN EL JUICIO DE ORIGEN, TIENE UNA DISCAPACIDAD 

QUE REQUIERA LA IMPLEMENTACIÓN DE AJUSTES RAZONABLES EN EL 

PROCEDIMIENTO. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si desde el auto inicial de trámite de la demanda de amparo se puede tener por 

actualizada, de forma manifiesta e indudable, la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos de la 

Ley de Amparo, cuando se reclama el desechamiento del recurso de revocación interpuesto por la 

quejosa contra la negativa del Juzgado Civil de verificar si su contraparte en el juicio de origen 

tiene una discapacidad y, en su caso, realizar los ajustes razonables correspondientes. 

 
Criterio jurídico: El auto inicial de trámite de la demanda de amparo indirecto no es la actuación 

procesal oportuna para determinar si se actualiza, de forma manifiesta e indudable, la causal de 

improcedencia prevista en los artículos referidos, cuando la quejosa reclama el desechamiento del 

recurso de revocación interpuesto contra la negativa citada. 

 
Justificación: El artículo 113 de la Ley de Amparo establece que el órgano jurisdiccional que 

conozca del amparo indirecto debe advertir si se actualiza o no un motivo indudable y manifiesto de 

improcedencia del juicio. En el caso, no es posible determinar desde el auto inicial de trámite si se 

actualiza de forma manifiesta e indudable la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos 

de la Ley de Amparo, pues para poder decidir si el acto reclamado es de imposible reparación –

entendido como aquel que afecta materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución 

Federal y en los tratados internacionales–, es necesario realizar un análisis exhaustivo que permita 

identificar: 1) si en el juicio de origen existieron elementos que permitieran advertir si se encuentra 

involucrada una persona con una discapacidad que pudiera ocasionarle una desventaja procesal; 2) 

si para reducir la desventaja era necesario realizar ajustes razonables; y 3) si la omisión de aplicar 

estas medidas incidió en el trámite o en la resolución del juicio en particular, al grado de trascender 

a la dimensión material del derecho de acceso a la justicia de la propia promovente. Estudio que 

excede el ámbito del auto inicial de trámite y que sólo es posible realizar una vez que se encuentre 

integrada la litis constitucional que permita resolver con base en la interdependencia de los derechos 

humanos de los involucrados. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 177/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito. 16 de octubre de 2025. 

Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Ana Laura Santana Valero. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 

Circuito, al resolver la queja 549/2023, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al resolver la queja 8/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031680 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/10 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

BOLETA DE INFRACCIÓN CAPTADA MEDIANTE DISPOSITIVOS TECNOLÓGICOS, 

EMITIDA A NOMBRE DE LA PERSONA TITULAR DE LAS PLACAS DE 

CIRCULACIÓN DEL VEHÍCULO. CONSTITUYE EL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN 

DEL ARTÍCULO 139 BIS DEL REGLAMENTO DE POLICÍA Y VIALIDAD PARA EL 

MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO, VIGENTE HASTA EL 8 DE AGOSTO DE 2024. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 

si la boleta de infracción captada mediante dispositivos tecnológicos, emitida a nombre de la persona que 

aparece como propietaria del vehículo, constituye el primer acto de aplicación del artículo referido. 

 

Criterio jurídico: La boleta de infracción captada mediante dispositivos tecnológicos, emitida a 

nombre de la persona titular de las placas de circulación del vehículo, constituye el primer acto de 

aplicación del artículo 139 Bis del Reglamento de Policía y Vialidad para el Municipio de León, 

Guanajuato, vigente hasta el 8 de agosto de 2024. 

 

Justificación: De la interpretación sistemática de los artículos 103, fracción I y 107, fracción I, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de sus correlativos 5o., fracción I, 6o., 61, 

fracción XII y 107, fracción I, de la Ley de Amparo, y de los precedentes de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, deriva que el amparo contra normas generales procede cuando por su sola 

entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación causan perjuicio a la persona. En el 

caso se acredita el acto de aplicación del precepto reglamentario señalado, pues se demuestra que 

irrumpe en la individualidad de la persona, al grado de ocasionarle un agravio en su esfera jurídica, 

al aplicársele materialmente de manera escrita, pues produce sus efectos en el mundo fáctico y se 

comprueba de manera implícita la aplicación en su perjuicio de la primera parte del precepto que 

establece: "ante la imposibilidad de entrega de las actas de infracción", pues ser considerada 

responsable del pago de la sanción es una consecuencia que deriva de que no se haya entregado la 
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boleta –por las razones que sean– a la persona que conducía el vehículo al momento en que se 

cometió la infracción. En ese contexto, salvo prueba en contrario (en torno a que se había aplicado 

previamente), ése constituye el primer acto de aplicación. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 78/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 23 de octubre de 2025. Tres 

votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretario: Óscar Jaime Carrillo Maciel. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 346/2024, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 325/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031689 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/3 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
INTERÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN AMPARO INDIRECTO LA REFORMA A 

LOS ARTÍCULOS 3, FRACCIONES I Y XI, 7 Y 12 DEL REGLAMENTO DE LA LEY 

FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS, POR SU SOLA ENTRADA EN VIGOR. NO LO 

TIENEN LAS PERSONAS FÍSICAS DEDICADAS A LA ACTIVIDAD ECONÓMICA DE 

COLOCAR O ADMINISTRAR A NEGOCIOS MERCANTILES –DE TERCERAS 

PERSONAS– A COMISIÓN, APARATOS DE JUEGOS ELECTRÓNICOS QUE 

FUNCIONAN CON MONEDAS PERO DISTINTOS A LOS REGULADOS POR LA 

CITADA LEY (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

EL 16 DE NOVIEMBRE DE 2023). 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si para que una persona física acredite su interés legítimo para impugnar en amparo 

indirecto, por su sola entrada en vigor, la reforma a los referidos artículos, basta con acreditar que 

tiene como actividad económica colocar o administrar a negocios mercantiles –de terceras 

personas– a comisión, aparatos de juegos electrónicos que funcionan con monedas, pero distintos a 
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los regulados por la Ley Federal de Juegos y Sorteos. Mientras que uno consideró que no basta con 

demostrar dicha situación, porque debía acreditarse contar con permiso o licencia de 

funcionamiento de un establecimiento cuya actividad sea la operación de máquinas de juego 

reguladas en el Reglamento de dicha ley; el otro sostuvo lo contrario, porque la ambigüedad de las 

normas impide continuar con su actividad de proporcionar servicios de entretenimiento en máquinas 

de juegos que funcionan con monedas o fichas. 

 
Criterio jurídico: Las personas que tienen la señalada actividad económica carecen de interés 

legítimo para reclamar, por su sola entrada en vigor, la reforma a los artículos 3, fracciones I y XI, 7 

y 12 del Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación de 16 de noviembre de 2023. 

 
Justificación: De los artículos 103, fracción I, y 107, fracción I, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 1o., 6o., 61, fracción XII, y 107, fracción I, de la Ley de Amparo, así 

como de la línea jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en torno a las figuras 

del interés jurídico y del interés legítimo para promover amparo indirecto y su procedencia cuando 

se reclaman normas de carácter general, así como del análisis histórico-legislativo de la Ley Federal 

de Juegos y Sorteos y su Reglamento, deriva que no basta con dedicarse a la actividad aludida para 

acreditar el interés legítimo para impugnar la entrada en vigor de la reforma indicada, ya que las 

normas no son ambiguas sino generales y sólo contienen la descripción de lo que, para efectos del 

propio Reglamento, debe entenderse por: 1) apuesta, 2) juegos con apuesta, y 3) máquina 

tragamonedas. De manera que su sola entrada en vigor no genera una afectación a las personas que 

operan juegos electrónicos que funcionan con monedas que no impliquen juegos de apuesta o 

sorteos, y menos aún a terceras personas que tengan alguna relación comercial con ellas. Máxime 

que tampoco se actualizan los supuestos de excepción establecidos por el Máximo Tribunal 

relativos a las normas que emiten mensajes estigmatizantes o que resultan inhibitorias de ciertas 

libertades públicas. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 24/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado y el 

Décimo Segundo Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de 

octubre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y 

Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretario: Óscar Jaime Carrillo 

Maciel. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver los amparos en revisión 271/2024, 284/2024, 285/2024, 335/2024, 337/2024, 361/2024, 

388/2024, 397/2024, 414/2024 y 424/2024, y el diverso sustentado por el Décimo Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver los amparos en revisión 

270/2024, 277/2024, 284/2024, 285/2024, 354/2024, 366/2024, 320/2024, 353/2024, 363/2024, 

396/2024, 407/2024, 436/2024 y 459/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031700 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/15 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE PARA EL 

EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD CONTINÚE CON EL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO INSTAURADO CON EL OBJETO DE COMPROBAR LA 

PROBABLE COMISIÓN DE DELITOS FISCALES EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, 

PERO SE ABSTENGA DE DICTAR LA RESOLUCIÓN FINAL HASTA QUE SE 

RESUELVA EL FONDO DEL JUICIO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión provisional para el efecto de que la autoridad fiscal continúe con 

el procedimiento administrativo instaurado con el objeto de comprobar la posible comisión de 

delitos fiscales en el Estado de Nuevo León, pero se abstenga de dictar la resolución final hasta que 

se decida el fondo del amparo. Mientras que dos estimaron que con su concesión no se contravienen 

disposiciones de orden público ni se causa perjuicio al interés social, porque las autoridades pueden 

seguir ejerciendo sus facultades para detectar y prevenir hechos que afecten los intereses del Estado; 

el otro sostuvo que ello impediría instrumentar un procedimiento orientado a sancionar conductas 

contrarias a derecho. 

 

Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional para el efecto de que las autoridades fiscales 

continúen con el procedimiento administrativo instaurado con el objeto de verificar la probable 

comisión de delitos fiscales en el estado de Nuevo León, pero se abstengan de dictar la resolución 

final hasta que se resuelva el fondo del juicio de amparo. 

 

Justificación: Conforme a los artículos 128 y 150 de la Ley de Amparo, para el otorgamiento de la 

suspensión a petición de parte deben satisfacerse diversos requisitos, entre ellos, que no se siga 

perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, en la inteligencia de 

que su concesión no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el 

acto reclamado hasta dictarse resolución firme en él, a no ser que la continuación deje 

irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse a la persona quejosa. En ese 

contexto, procede la suspensión provisional para el efecto de que las autoridades fiscales continúen 

con la sustanciación del procedimiento administrativo instaurado con el objeto de verificar la 

probable comisión de delitos fiscales en el Estado de Nuevo León, pero se abstengan de dictar la 

resolución final hasta que se resuelva el fondo del juicio de amparo. Ello, porque el artículo 51 del 

Código Fiscal de dicha entidad federativa permite suspender el dictado de la resolución final en los 

procedimientos administrativos derivados del ejercicio de las facultades de comprobación cuando se 

interponga algún medio de defensa en su contra. Además, la medida cautelar no se otorga para 

paralizar toda la continuación del procedimiento respectivo, sino exclusivamente su etapa final, lo 

que permite a las autoridades fiscales continuar ejerciendo sus facultades de comprobación y 

proceder, en términos de los artículos 92 y 93 de dicho código, en relación con los diversos 222 y 

225 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a formular denuncia o querella ante el 

Ministerio Público local o de la Federación, según corresponda, para que se dé inicio al 

procedimiento penal para investigar hechos que pudieran constituir ilícitos. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 102/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo y Tercero, todos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 16 de octubre de 2025. 

Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Ana Laura Santana Valero. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver la queja 288/2025, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 339/2025, y el diverso sustentado por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 

336/2025.  

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031705 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/9 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO 

CONTRA LAS RESOLUCIONES DE LA EXTINTA COMISIÓN REGULADORA DE 

ENERGÍA (CRE), POR LAS QUE SE DETERMINAN ADEUDOS POR LA OMISIÓN EN 

EL PAGO DE APROVECHAMIENTOS Y/O DERECHOS POR CONCEPTO DE 

SUPERVISIÓN ANUAL DE PERMISOS. CORRESPONDE A LOS JUZGADOS DE 

DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar la competencia por materia para conocer del amparo indirecto contra los oficios de la 

extinta Comisión Reguladora de Energía (CRE), mediante los cuales se determinaron adeudos por 

la omisión en el pago de aprovechamientos y/o derechos generados por concepto de supervisión 

anual de permisos. Mientras que dos sostuvieron que es competente el Juzgado de Distrito en 

Materia Administrativa, porque tanto la determinación del adeudo correspondiente como sus 

fundamentos legales no están relacionados con las funciones en materia de competencia económica, 

por lo que para resolver no se requieren conocimientos especializados en esa materia; el otro 

consideró que es competente el Juzgado de Distrito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de 

México y jurisdicción en toda la República, pues el acto reclamado tiene un contenido económico 

regulado tanto por normas fiscales como por normas específicas en materia de generación de 

energía eléctrica. 
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Criterio jurídico: La competencia para conocer del amparo indirecto contra los oficios por los que la 

extinta CRE determina adeudos por la omisión en el pago de aprovechamientos y/o derechos por 

concepto de supervisión anual de permisos corresponde a los Juzgados de Distrito en Materia 

Administrativa. 

 

Justificación: Si bien la CRE tenía atribuciones en materia de competencia económica dentro del 

sector energético, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado para decidir si su contenido 

implica su despliegue, esto es, si conlleva aspectos relacionados con la libre competencia y 

concurrencia que pudieran entrañar el análisis de sus aspectos técnicos, o con actos relacionados 

con la prevención, investigación y combate de monopolios y prácticas monopólicas, 

concentraciones y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados, o bien, si tanto 

la naturaleza del acto como de la autoridad responsable son de carácter administrativo genérico y, 

por ende, no son necesarios conocimientos específicos o técnicos relacionados con la materia de 

competencia económica. 

Las resoluciones reclamadas se fundamentaron en el artículo 34 de la Ley de los Órganos 

Reguladores Coordinados en Materia Energética abrogada, que establece la obligación de las 

personas físicas y morales sujetas a la supervisión o regulación de esos órganos, y las que reciban 

servicios por parte de éstos, de cubrir los derechos y aprovechamientos correspondientes, entre 

otros supuestos, por los servicios prestados por la CRE en materia de energía eléctrica, en términos 

del artículo 56, fracción II, inciso d), de la Ley Federal de Derechos. 

Tales actos sólo inciden en el ámbito de competencia de los órganos jurisdiccionales especializados 

en materia administrativa genérica, pues para analizar su constitucionalidad y la de las normas 

aplicadas en ellos no se requieren conocimientos especializados en materia de competencia 

económica, dado que no guardan vinculación con precios, ni protegen los procesos de competencia 

y libre concurrencia en el sector energético mediante la prevención y eliminación de monopolios, 

prácticas monopólicas ni otras restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de bienes o 

servicios. Además, les son aplicables la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia 

Energética abrogada y la Ley Federal de Derechos, así como las demás disposiciones de carácter 

administrativo o fiscal en las que se prevé la contraprestación por concepto de supervisión anual de 

permisos que, al tratarse de aprovechamientos y derechos, gozan de una naturaleza eminentemente 

fiscal, de la cual conocen los órganos jurisdiccionales especializados en la materia administrativa 

genérica. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 141/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, Décimo 

Noveno y Vigésimo Primero, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de octubre de 2025. 

Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretario: Alejandro Lucero de la Rosa. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el conflicto competencial 31/2022; el sustentado por el Décimo Noveno Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 

55/2022, y el diverso sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 302/2023. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031723 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/14 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL 

REQUERIMIENTO DE LA SECRETARÍA DE RELACIONES EXTERIORES DE 

DOCUMENTACIÓN ADICIONAL A LA PREVISTA EN EL REGLAMENTO DE 

PASAPORTES Y DEL DOCUMENTO DE IDENTIDAD Y VIAJE, PARA LA EXPEDICIÓN 

DEL PASAPORTE DE UNA NIÑA O UN NIÑO EN PRIMERA INFANCIA CONCEBIDOS 

MEDIANTE TÉCNICAS DE REPRODUCCIÓN ASISTIDA –GESTACIÓN SUBROGADA–. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede la suspensión provisional para que en el trámite de expedición de pasaporte 

ordinario mexicano de una persona en primera infancia, nacida mediante técnicas de reproducción 

asistida, la Secretaría de Relaciones Exteriores no requiera documentación no prevista 

expresamente en el Reglamento de Pasaportes y del Documento de Identidad y Viaje. Mientras que 

uno consideró que procede porque tiene el carácter de tutela anticipada con efectos restitutorios y 

que es de índole transitoria, en términos de la tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.); el otro 

estimó que con su concesión el beneficio obtenido no sería transitorio, sino definitivo, lo que dejaría 

sin materia el juicio de amparo. 
 

Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional contra el requerimiento de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores de documentación adicional a la prevista en el Reglamento de Pasaportes y 

del Documento de Identidad y Viaje, para expedir el pasaporte a una niña o un niño en primera 

infancia nacido mediante técnicas de reproducción asistida –gestación subrogada–. 
 

Justificación: De acuerdo con la doctrina jurisprudencial del Alto Tribunal y con los precedentes de este 

Pleno Regional, en su anterior integración, sobre la concesión de la suspensión en amparo indirecto 

tratándose del requisito de la transitoriedad de la medida cautelar, el órgano jurisdiccional debe constatar si 

la suspensión solicitada constituye un acto definitivo con existencia propia, si se prolonga más allá del 

juicio de amparo y si de negarse el amparo sus efectos pueden quedar insubsistentes. 

En ese contexto, ordenar a la Secretaría de Relaciones Exteriores que se abstenga de requerir documentos 

adicionales no previstos en el reglamento señalado implica un efecto temporal: el trámite del pasaporte, el 

cual, como documento administrativo, puede ser cancelado o invalidado por la autoridad si, al resolver el 

fondo, se niega el amparo. Así, los efectos de la suspensión se retrotraen, quedando expeditas las facultades 

de la autoridad administrativa para actuar en consecuencia, pues el trámite para la expedición se ciñe 

estrictamente a los requisitos legales vigentes y no priva a la colectividad de un beneficio, sino que protege 

los derechos humanos de la niña o niño en primera infancia a la identidad, a la nacionalidad y al libre 

tránsito, así como al interés superior de la infancia. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 103/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y 

Sexto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2025. Tres votos de 

las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretario: José Miguel Álvarez Muñoz. 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver la queja 136/2025, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 166/2025. 
 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS RESTITUTORIOS. PARÁMETROS 

QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE 

CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD DE QUE, CON ELLO, SE DEJE SIN MATERIA EL 

JUICIO DE AMPARO EN LO PRINCIPAL.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de 

junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 

Libro 26, Tomo V, junio de 2023, página 4497, con número de registro digital: 2026730. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031678 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/1 C (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ALEGATOS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA PERSONA JUZGADORA NO ESTÁ 

OBLIGADA A TOMARLOS EN CONSIDERACIÓN AL DICTAR SENTENCIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si en atención al principio de oralidad, al dictar sentencia en un juicio oral mercantil deben 

considerarse los alegatos formulados por las partes. Mientras que uno consideró que la falta de su estudio 

no resulta lesivo a la esfera jurídica de quien los formuló, ya que no forman parte de la litis; el otro sostuvo 

que no deben soslayarse en la sentencia, en atención a las características del proceso oral. 

 

Criterio jurídico: En el juicio oral mercantil la persona juzgadora, al dictar sentencia, no está 

obligada a tomar en consideración los alegatos formulados por las partes. 

 

Justificación: Si bien los alegatos constituyen una formalidad esencial del procedimiento oral 

mercantil, también lo es que se trata de la exposición verbal que realizan las partes sobre la litis 

planteada en el juicio en la etapa escrita postulatoria, adminiculándola con las pruebas ofrecidas, 

admitidas y desahogadas oportunamente en el periodo probatorio, con el objeto de obtener sentencia 

favorable a través de argumentos con los que intentan convencer a la persona juzgadora, entre otras 

cosas, sobre el alcance que consideran que debe darse a sus pretensiones en relación con las pruebas 

desahogadas en el juicio. Sin embargo, de acuerdo con el artículo 1390 Bis 38 del Código de 

Comercio, una vez desahogadas las pruebas durante la audiencia de juicio, el Juez concederá a las 

partes el uso de la palabra para formular alegatos, hecho lo cual declarará visto el asunto y dictará 

de inmediato la resolución correspondiente. 

Así, el hecho de que esa clase de procesos se rijan preponderantemente por el principio de oralidad 

no implica que al dictar sentencia la persona juzgadora deba pronunciarse de manera expresa 
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respecto de los alegatos formulados por las partes ni a basar en ellos su determinación como parte 

integrante de la litis, pues además de que la ley no lo prevé así, máxime si se adicionan cuestiones 

relativas a la fijación de la litis, a lo que verdaderamente está obligado el órgano jurisdiccional es a 

formar sus propias conclusiones con la fundamentación y motivación debida, al tenor del litigio 

planteado por las partes y de conformidad con las pruebas válidamente admitidas y desahogadas en 

las etapas legalmente establecidas para tales actos. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 61/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito. 5 de noviembre de 2025. Tres votos de las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes 

López, Diana Elda Pérez Medina y Mariana Flores Vega. Ponente: Diana Elda Pérez Medina. 

Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 

338/2021, el cual dio origen a la tesis aislada III.2o.C.11 C (11a.), de rubro: "JUICIO ORAL 

MERCANTIL. LOS ALEGATOS Y MANIFESTACIONES FORMULADAS POR LAS PARTES 

EN LAS AUDIENCIAS PRELIMINAR Y DE JUICIO, RELACIONADOS CON LA LITIS, 

DEBEN CONSIDERARSE POR EL JUZGADOR AL MOMENTO DE DICTAR LA SENTENCIA 

DEFINITIVA, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE ORALIDAD QUE RIGE DICHO 

PROCEDIMIENTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de enero 

de 2023 a las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 

Libro 21, Tomo VI, enero de 2023, página 6601, con número de registro digital: 2025719, y 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 

amparo directo 993/2023. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031716 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/9 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

MEDIDA CAUTELAR DE PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL DECRETADA EN 

EL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL 

RECURSO DE REVOCACIÓN ANTES DE ACUDIR AL AMPARO INDIRECTO 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si debe agotarse el recurso de revocación previo a acudir al amparo indirecto para 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 152 

impugnar la medida cautelar de pensión alimenticia provisional decretada en el auto admisorio de la 

demanda. Mientras que uno consideró que se actualizaba el caso de excepción al principio de 

definitividad previsto en el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, dado 

que contra el acto reclamado procede el recurso de revocación previsto en la ley secundaria, que no 

fue agotado porque los artículos 2.110 y 5.74 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

México requerían de una interpretación adicional para determinar su procedencia, el otro estimó que 

conforme a los preceptos señalados lo que no es impugnable es el auto de admisión de la demanda, 

pero cualquier otra determinación que se encuentre en el auto admisorio admite el recurso de 

revocación. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, 

con residencia en la Ciudad de México, determina que cuando se decreta la pensión alimenticia 

provisional como medida cautelar en el auto admisorio de la demanda, para impugnarla debe 

agotarse el recurso de revocación antes de acudir al amparo indirecto. 

 

Justificación: Conforme a los artículos 1.362, 1.366, 1.375, 1.378, 2.110, 5.45, 5.74 y 5.77 del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, la admisión del escrito inicial de demanda 

tiene naturaleza y elementos diferentes a aquellos que la autoridad toma en cuenta para decretar una 

pensión alimenticia provisional, por lo que los pronunciamientos sobre esas cuestiones, aun cuando 

se encuentren en un mismo proveído, son independientes. Ello, ya que la decisión sobre la admisión 

de la demanda y la atinente a las medidas cautelares, específicamente alimentos provisionales, si 

bien están concentradas en un mismo juicio, no buscan la misma finalidad procesal. Mientras que el 

auto de admisión de la demanda tiene como objetivo dar inicio a un contradictorio en el que se 

diriman las cuestiones relacionadas con el fondo del negocio, la medida cautelar mencionada es 

accesoria y sólo puede ser emitida si se admite la demanda, pues busca garantizar los derechos del 

acreedor alimentario mientras dura el procedimiento. Su carácter provisional la dota de autonomía o 

independencia respecto a la decisión que tuvo por cumplidos los requisitos para admitir la demanda 

y a lo que se resuelva sobre el fondo del juicio. En ese sentido, conforme a los preceptos citados, si 

bien el auto que admite la demanda es irrecurrible, lo cierto es que contra la medida cautelar ahí 

decretada procede el recurso de revocación, lo cual no releva al quejoso de observar el principio de 

definitividad establecido en el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 183/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado y el 

Cuarto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 5 de junio de 2025. Tres 

votos de la Magistrada Guillermina Coutiño Mata y de los Magistrados Marco Antonio Rodríguez 

Barajas y José Patricio González Loyola Pérez. Ponente: Magistrado Marco Antonio Rodríguez 

Barajas. Secretaria: Vianney Rodríguez Arce. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver los amparos en 

revisión 135/2012 y 314/2006, los cuales dieron origen a las tesis aisladas II.4o.C.8 C (10a.) y 

II.4o.C.28 C, de rubros: "ALIMENTOS PROVISIONALES. SUPUESTOS EN QUE PUEDEN 

CONTROVERTIRSE LAS DETERMINACIONES RELATIVAS EN EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO, PREVIO AL AGOTAMIENTO DEL RECURSO DE REVOCACIÓN 

(INAPLICABILIDAD DEL ARTÍCULO 2.110 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

DEL ESTADO DE MÉXICO)." y "ALIMENTOS PROVISIONALES. LA DETERMINACIÓN 

QUE LOS DECIDE ES RECLAMABLE MEDIANTE EL RECURSO DE REVOCACIÓN 
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(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).", publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1603 y Novena 

Época, Tomo XXV, marzo de 2007, página 1589, con números de registro digital: 2001228 y 

173119, respectivamente, y 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver la 

queja 164/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de 

febrero de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 

(12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031695 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: PR.P.T.CN. J/4 P (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
RETRACTACIÓN DE TESTIGO. NO SE ACTUALIZA EN EL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO CUANDO LA VÍCTIMA O TESTIGO EN EL JUICIO ORAL SE DESDICE 

TOTAL O SUSTANCIALMENTE DE LO DECLARADO EN LA ETAPA DE 

INVESTIGACIÓN, PUES SÓLO LA VERSIÓN RENDIDA ANTE EL TRIBUNAL DE 

ENJUICIAMIENTO TIENE CARÁCTER PROBATORIO. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si en el sistema penal acusatorio la persona juzgadora debe valorar la entrevista o 

declaración inicial de la víctima o testigo cuando, en el juicio oral, éstos manifiestan algo total o 

sustancialmente diferente. Mientras que uno sostuvo que hablar de retractación es incompatible con 

los principios de contradicción e inmediación, dado que sólo tiene carácter de prueba el testimonio 

rendido ante el Tribunal de Enjuiciamiento, el otro estimó que la versión obtenida mediante técnicas 

de litigación podía ponderarse junto con la rendida en juicio, otorgando valor a la que se encontrara 

mejor sustentada con el resto del acervo probatorio compatible con el sistema de valoración libre y 

lógica. 

 
Criterio jurídico: En el sistema penal acusatorio y oral no se actualiza la figura de la retractación de 

testigo cuando la víctima o testigo en el juicio oral se desdice total o sustancialmente de lo 

manifestado en la etapa de investigación, ya que conforme a las reglas que rigen dicho sistema, sólo 

la declaración rendida ante el Tribunal de Enjuiciamiento prevalece, y debe valorarse de manera 

conjunta con el resto del acervo probatorio. 

 
Justificación: De acuerdo con los artículos 20, apartado A, fracción III, de la Constitución Federal y 

259 del Código Nacional de Procedimientos Penales, para el dictado de la sentencia definitiva sólo 

serán valoradas las pruebas desahogadas en la audiencia de juicio, salvo las excepciones previstas 

en la ley. 
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Por su parte, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo 

directo en revisión 4619/2014, sostuvo que sólo puede reputarse como testimonio el dicho de la 

persona que comparece ante el Tribunal de Enjuiciamiento y se somete a interrogatorio y 

contrainterrogatorio. 

En ese sentido, la entrevista o declaración inicial rendida en la etapa de investigación no puede 

reputarse como testimonio, por lo que si existen dos versiones encontradas, debe prevalecer la que 

se emitió ante la autoridad jurisdiccional, la cual deberá valorarse conjuntamente con el resto de las 

pruebas, conforme al artículo 359 del Código Nacional de Procedimientos Penales y al principio de 

presunción de inocencia previsto en el artículo 20, apartado B, fracción I, constitucional, sin que 

ello implique absoluciones o condenas automáticas, dado que la persona juzgadora deberá motivar 

expresamente su decisión con base en la lógica, la experiencia y la sana crítica, de acuerdo con el 

sistema de libre valoración adoptado en el actual sistema penal acusatorio. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 69/2025. Entre los sustentados por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Penal del Segundo Circuito. 21 de noviembre de 2025. Mayoría de votos de las personas 

Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval y Miguel Ernesto Leetch San Pedro. Disidente: 

Magistrada Angélica Iveth Leyva Guzmán, quien formuló voto particular. Ponente: Miguel Ernesto 

Leetch San Pedro. Secretaria: Irma Jiménez Domínguez. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al resolver 

los amparos directos 155/2023, 156/2023 y 5/2024, los cuales dieron origen a la tesis aislada 

V.4o.P.A.1 P (11a.), de rubro: "RETRACTACIÓN DE TESTIGOS DE CARGO. ES 

INCOMPATIBLE CON LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E INMEDIACIÓN QUE 

RIGEN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y ORAL.", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 11 de octubre de 2024 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 42, octubre de 2024, Tomo II, Volumen 1, página 

194, con número de registro digital: 2029437, y  

 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 

129/2024, el cual dio origen a la tesis aislada II.1o.P.3 P (11a.), de rubro: "RETRACTACIÓN DE 

LA VÍCTIMA O DE TESTIGOS EN EL JUICIO ORAL. CUANDO SU DICHO ES 

PREPONDERANTE PARA ESCLARECER LOS HECHOS, EL JUEZ DEBE ANALIZAR CUÁL 

DE SUS DOS DECLARACIONES ESTÁ CORROBORADA (INAPLICABILIDAD DEL 

CRITERIO DE INMEDIATEZ PROCESAL).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 52, agosto de 2025, Tomo III, Volumen 2, página 1544, con 

número de registro digital: 2030969. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031698 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Penal, Común 

Tesis: PR.P.T.CN. J/5 P (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN EL ACUERDO 

Y CITATORIO PARA COMPARECER ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO EN CALIDAD DE 

TESTIGO, NO DEBE CONDICIONARSE AL CUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS DE 

ASEGURAMIENTO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 162 DE LA LEY DE AMPARO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar los efectos con los que debe concederse la suspensión definitiva contra el acuerdo y citatorio 

emitidos por el Ministerio Público para que la persona quejosa comparezca en calidad de testigo dentro de 

una carpeta de investigación. Mientras que uno la otorgó y para su eficacia impuso medidas de 

aseguramiento conforme al artículo citado; el otro estimó que dichas medidas no debían exigirse al tratarse 

de actos que no implican la privación de la libertad ni permiten suponer un riesgo de evasión de la justicia. 
 

Criterio jurídico: Tratándose de la suspensión definitiva, cuando el acto reclamado consista en el 

acuerdo y citatorio para comparecer ante el Ministerio Público en calidad de testigo, podrá 

concederse siempre que no se impida la continuación del procedimiento de origen, con fundamento 

en el artículo 150 de la Ley de Amparo, sin que tal concesión pueda condicionarse al cumplimiento 

de las medidas de aseguramiento previstas en el diverso 162 de la propia normatividad. 
 

Justificación: El artículo 21 de la Constitución Federal establece que la investigación de los delitos 

corresponde al Ministerio Público. Asimismo, los artículos 90 y 215 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales señalan que durante la etapa de investigación cualquier persona, con 

excepción de las previstas en el referido código, tiene la obligación de presentarse ante dicho 

órgano cuando sea citada, a efecto de proporcionar la información que se le requiera. 

Por ese motivo, cuando en el juicio de amparo indirecto el acto reclamado consista en el acuerdo y citatorio 

para comparecer ante el Ministerio Público en calidad de testigo, de considerarlo procedente, la suspensión 

definitiva deberá concederse mediante la exhibición de la garantía prevista en el artículo 136 de la Ley de 

Amparo, sin condicionarse al cumplimiento de las medidas de aseguramiento previstas en el artículo 162 

del propio ordenamiento, pues están dirigidas a supuestos en los que el acto reclamado implica la privación 

de la libertad o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 

No obstante, la concesión de la suspensión definitiva debe efectuarse en estricta observancia del indicado 

artículo 150, de manera que no se impida la continuación del procedimiento que motivó el acto reclamado. 

Impedir al Ministerio Público recabar la entrevista del testigo obstaculizaría la judicialización de la 

investigación en perjuicio del interés social y contravención de disposiciones de orden público. 

Además, no se actualiza la excepción prevista en dicho precepto legal, ya que el desahogo de la 

entrevista no deja irreparablemente consumadas las violaciones alegadas, al tratarse de actos que se 

desarrollan dentro de la misma etapa de investigación, en la que la persona citada únicamente 

cuenta con la calidad de testigo. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 76/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Segundo Tribunales 

Colegiados en Materia Penal, ambos del Cuarto Circuito. 13 de noviembre de 2025. Tres votos de 

las personas Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval, Angélica Iveth Leyva Guzmán y 
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Miguel Ernesto Leetch San Pedro. Ponente: Angélica Iveth Leyva Guzmán. Secretaria: Jessica Ivett 

Cataño Dávila. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el 

incidente de suspensión (revisión) 16/2025, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 22/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031682 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CN. J/3 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER Y RESOLVER LOS CONFLICTOS LABORALES 

ENTRE EMPRESAS DE PARTICIPACIÓN ESTATAL MAYORITARIA Y SUS PERSONAS 

TRABAJADORAS. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES LABORALES FEDERALES 

DE ASUNTOS INDIVIDUALES. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar el órgano jurisdiccional al que corresponde conocer y resolver los conflictos laborales 

suscitados entre empresas de participación estatal mayoritaria, tales como Diconsa, S.A. de C.V. o 

Liconsa, S.A. de C.V., y sus respectivas personas trabajadoras. Mientras que uno estimó que la 

competencia se surte en favor del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje; el otro consideró 

que corresponde a un Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales. 
 

Criterio jurídico: Los Tribunales Laborales Federales de Asuntos Individuales son competentes para 

conocer y resolver los conflictos laborales suscitados entre empresas de participación estatal 

mayoritaria y sus personas trabajadoras. 
 

Justificación: Conforme al artículo 1o. de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, las 

entidades paraestatales de la administración pública federal pueden ser, entre otras, organismos 

públicos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria. En ese tenor, tratándose 

de empresas de participación estatal mayoritaria como Diconsa, S.A. de C.V. o Liconsa, S.A. de 

C.V., es inaplicable el criterio contenido en la jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.), pues en ella se 

reconoció libertad configurativa a los organismos públicos descentralizados, precisamente, en 

atención a que son creados por decreto del Ejecutivo Federal, o bien, mediante ley expedida por el 

Congreso de la Unión, quienes válidamente pueden decidir su régimen laboral, a fin de lograr de 

una mejor manera la finalidad para la que fueron creados, por lo que pueden optar por el apartado A 

o por el apartado B del artículo 123 constitucional, lo cual repercute en la competencia de la 

autoridad jurisdiccional que habrá de conocer de sus conflictos laborales. Esto no ocurre con las 

empresas de participación estatal mayoritaria, pues la competencia para dirimir tales conflictos se 

fija en el artículo 123, apartado A, fracción XXXI, inciso b), punto 1, de la Constitución Federal. De 

ahí que los juicios laborales instados contra empresas administradas en forma directa o 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 157 

descentralizada por el Gobierno Federal deben ser del conocimiento de los Tribunales Laborales 

Federales de Asuntos Individuales (anteriores Juntas Federales de Conciliación y Arbitraje). 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 66/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Segundo Tribunales 

Colegiados, ambos del Vigésimo Octavo Circuito. 13 de noviembre de 2025. Mayoría de votos de 

las Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval y Angélica Iveth Leyva Guzmán. Disidente: 

Magistrado Miguel Ernesto Leetch San Pedro, quien formuló voto particular. Ponente: Angélica 

Iveth Leyva Guzmán. Secretario: Denis Reyes Huerta. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el 

conflicto competencial 20/2024, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el conflicto competencial 5/2025. 
 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 10/2021 (11a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL. CON BASE EN LA 

LIBERTAD CONFIGURATIVA DEL ÓRGANO DE CREACIÓN, SU RÉGIMEN LABORAL 

PUEDE REGIRSE POR EL APARTADO A O POR EL B, DEL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN; POR LO QUE NO RESULTA INCONSTITUCIONAL EL ARTÍCULO 1o. DE 

LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO." en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 28 de enero de 2022 a las 10:29 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 9, Tomo I, enero de 2022, página 5, 

con número de registro digital: 2024102. 
 

El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 

273/2025, pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031703 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T. J/1 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

ANTIGÜEDAD GENÉRICA DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL 

ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE. LA ÚNICA VÍA PARA 

RECLAMARLA ES LA ORDINARIA, AL NO SER APLICABLE SUPLETORIAMENTE EL 

ARTÍCULO 892 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO A LA LEY ESTATAL DEL 

SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ. 
 

Hechos: En diversos amparos directos laborales se analizaron controversias promovidas por personas 

trabajadoras al servicio del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave en las que reclamaron, entre otras 

prestaciones, el reconocimiento de antigüedad genérica. En los cinco asuntos, el órgano jurisdiccional 
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partió del presupuesto de que la única vía legal establecida en la legislación local burocrática para 

tramitar y resolver ese controvertido es la vía ordinaria, al no ser aplicable supletoriamente el artículo 

892 de la Ley Federal del Trabajo a la Ley Estatal del Servicio Civil de Veracruz. 
 

Criterio jurídico: La única vía para tramitar los conflictos entre los trabajadores del Estado y los 

entes públicos de Veracruz, incluso, cuando se reclame el reconocimiento de antigüedad genérica, 

es la ordinaria, pues el legislador veracruzano intencionalmente estableció esa vía para tramitar y 

resolver los juicios laborales del conocimiento del tribunal de trabajo burocrático local. 
 

Justificación: Si bien la Ley Federal del Trabajo es de aplicación supletoria a la Ley Estatal del 

Servicio Civil de Veracruz y prevé en su artículo 892 que las controversias en relación con el 

derecho al reconocimiento de la antigüedad de las personas trabajadoras establecido en el diverso 

numeral 158 de dicho ordenamiento legal deben ventilarse en la vía especial, lo cierto es que aquel 

dispositivo legal no cobra aplicación supletoria en la legislación local, toda vez que el legislador 

veracruzano sólo estableció en ésta, como una única vía para dirimir los conflictos laborales 

suscitados entre las personas trabajadoras del Estado y los entes públicos de Veracruz, la ordinaria. 

De ahí que al margen de la calidad que ostente la parte trabajadora al accionar el escrito inicial de 

demanda, en aras de reclamar prestaciones laborales con motivo de la prestación de sus servicios, es 

decir, sea de base o de confianza y de la defensa desplegada por el ente patronal público, debe 

establecerse que la única vía legal establecida en la legislación local burocrática para tramitar y 

resolver ese controvertido es la vía ordinaria, al no contemplar la Ley Estatal del Servicio Civil de 

Veracruz otra vía procedimental. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 335/2023. Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesca del Gobierno del 

Estado de Veracruz. 8 de agosto de 2024. Unanimidad de votos de los Magistrados Jorge Toss 

Capistrán, Juan Carlos Moreno Correa y Adolfo Eduardo Serrano Ruiz. Ponente: Juan Carlos 

Moreno Correa. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández. 
 

Amparo directo 792/2023. Contraloría General del Estado de Veracruz. 20 de febrero de 2025. 

Unanimidad de votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo 

Eduardo Serrano Ruiz. Ponente: Jorge Toss Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus. 
 

Amparo directo 1047/2023. Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesca del Estado de 

Veracruz. 16 de mayo de 2025. Unanimidad de votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno 

Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo Eduardo Serrano Ruiz. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera. 
 

Amparo directo 835/2023. Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesca del Gobierno del 

Estado de Veracruz. 29 de mayo de 2025. Unanimidad de votos de los Magistrados Juan Carlos 

Moreno Correa, Adolfo Eduardo Serrano Ruiz y Jorge Toss Capistrán. Ponente: Adolfo Eduardo 

Serrano Ruiz. Secretario: José Vega Luna. 
 

Amparo directo 1525/2023. Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesca del Estado de 

Veracruz. 19 de septiembre de 2025. Unanimidad de votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno 

Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo Eduardo Serrano Ruiz. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Arturo Navarro Plata. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031687 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/6 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

IMPUESTO PREDIAL. PARA BENEFICIARSE DE LA TARIFA ESPECIAL PREVISTA EN 

EL ARTÍCULO 21 BIS 9, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE HACIENDA PARA LOS 

MUNICIPIOS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, BASTA TENER LA CALIDAD DE 

PERSONA PROPIETARIA DEL INMUEBLE DESTINADO A PLANTELES ESCOLARES 

EN LOS QUE SE IMPARTE ENSEÑANZA OBLIGATORIA O UNIVERSITARIA, 

AUNQUE ALGUIEN MÁS PRESTE EL SERVICIO EDUCATIVO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si la tarifa especial del impuesto predial establecida en el artículo citado, respecto de inmuebles 

destinados a planteles escolares no oficiales en los que se imparte enseñanza obligatoria o universitaria, 

es aplicable a favor de la persona propietaria del predio cuando alguien diferente –que tiene la posesión 

derivada– lleva a cabo dicha actividad. Mientras que uno consideró que la norma es clara al exigir que la 

persona propietaria sea quien destine el inmueble a impartir educación a efecto de que se le pueda 

aplicar la tarifa especial; el otro consideró que sólo exige la propiedad del predio que se encuentre 

destinado a tal fin y se imparta la enseñanza con autorización de la autoridad competente. 
 

Criterio jurídico: Para beneficiarse de la tarifa especial del impuesto predial prevista en el artículo 

21 bis 9, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Nuevo León, basta 

con tener la calidad de persona propietaria del inmueble destinado a planteles escolares en los que 

se imparte enseñanza obligatoria o universitaria, aunque alguien más preste el servicio educativo. 
 

Justificación: De la interpretación gramatical y la evolución legislativa del artículo mencionado, así 

como de la línea jurisprudencial desarrollada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre 

beneficios fiscales en materia de impuesto predial, se advierte que en una primera reflexión podría 

considerarse que la expresión "siempre que el inmueble sea propio" contenida en dicho precepto, 

supedita la aplicación del beneficio a que la persona propietaria del inmueble –que se constituye como el 

primer sujeto del tributo– sea quien ejerza la actividad de impartir educación directamente, de modo que 

su aplicación no alcanzaría a cuando se entregue a otra la posesión del inmueble para tal uso. Sin 

embargo, sobre la premisa de que dicho precepto tiene como objetivo el fomento a la educación, se 

estima que su interpretación teleológica debe dar preferencia a la aplicación que salvaguarde de la mejor 

manera tal propósito, lo cual es consistente con el principio pro persona que obliga a la persona 

juzgadora a llevar a cabo la interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos 

fundamentales, como en el caso lo es la educación. Por tanto, desde la perspectiva del propósito de la 

norma en cuestión, se concluye que la condición a la que está supeditado el beneficio fiscal de que se 

trata consiste en que la persona contribuyente sea propietaria del inmueble y no en que también sea 

quien ejerza la actividad educativa directamente, pues en ese escenario, de igual forma se alcanza la 

finalidad perseguida de fomento a la educación en la medida en que la aplicación de la tarifa especial 

propicia, por ejemplo, la mejora de las instalaciones en las que se imparte. Esta interpretación puede 

incentivar a la persona propietaria para que siga facilitando el inmueble a quien se dedica a impartir 

educación, en lugar de cambiar su uso o facilitárselo a quienes llevan a cabo una actividad distinta. 

Inclusive, puede propiciar que otras personas propietarias de inmuebles dispuestas a otorgar su posesión 

consideren atractivo hacerlo a favor de centros escolares debido a la reducción del impuesto predial que 

podría aplicárseles. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 

Contradicción de criterios 37/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 16 de octubre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretaria: Tania Alvarez Escorza. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver el amparo directo 36/2023, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 482/2021. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 
 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031694 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/11 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LA PERSONA TITULAR DE LA SUBDIRECCIÓN DE 

LO CONTENCIOSO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 

LOS TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE) CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA 

INTERPONERLO EN REPRESENTACIÓN DE LAS AUTORIDADES DEMANDADAS DE 

ESE INSTITUTO (NORMATIVA VIGENTE EN 2024). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si quien se ostenta como subdirectora de lo Contencioso del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) tiene legitimación para interponer el 

recurso de revisión fiscal, en representación de las autoridades dependientes de ese Instituto, 

conforme a la legislación vigente en 2024. 
 

Criterio jurídico: La normativa vigente en 2024 no prevé la existencia del cargo de "Subdirectora de 

lo Contencioso" en el ISSSTE y, por tanto, quien lo ostente carece de legitimación para interponer 

el recurso de revisión fiscal en representación de las autoridades demandadas de ese Instituto. 
 

Justificación: El Estatuto Orgánico del ISSSTE, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 

de enero de 2023 (vigente en 2024), no prevé el cargo de "Subdirectora de lo Contencioso", ni que 

quien lo ostente pueda suplir a la persona titular de la Dirección Jurídica, quien es la encargada de la 

defensa jurídica del ISSSTE. En consecuencia, la persona titular de ese cargo carece de legitimación 

para interponer el recurso de revisión fiscal en representación de las autoridades demandadas del 

propio Instituto. Su legitimación tampoco deriva del Manual de Organización General del ISSSTE, 

publicado en el medio de difusión oficial citado el 30 de diciembre de 2010, el cual prevé la 

existencia de la Subdirección de lo Contencioso, porque esa disposición se derogó tácitamente con 

la aprobación del referido estatuto orgánico, conforme a su artículo tercero transitorio, al oponerse a 

éste. Lo mismo ocurre con el "Acuerdo por el que la persona Titular de la Dirección General del 
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ISSSTE, delega en las personas servidoras públicas de la Dirección Jurídica, las facultades que se 

indican", publicado en el medio de comunicación oficial en cita el 2 de julio de 2024, ya que la 

delegación de facultades la realizó el director general del ISSSTE y no el director jurídico, quien era 

la autoridad encargada de su representación para la defensa jurídica en 2024. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 51/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo, Décimo 

Segundo, Décimo Sexto y Vigésimo Cuarto, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de 

octubre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra 

Sandoval Mendoza. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Ana Laura Santana Valero. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

385/2024, el sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo) 330/2024, el sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo) 305/2024, y el diverso sustentado por el Vigésimo 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión 

administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 18/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031704 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/3 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE LA DECLARACIÓN DE 

BENEFICIARIOS DE LAS PERSONAS FALLECIDAS QUE FUERON INTEGRANTES DE 

LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO 

DE LA LLAVE. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

ESA ENTIDAD FEDERATIVA. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar la competencia para conocer de la solicitud de declaración de beneficiarios de los 

derechos de las personas fallecidas que se desempeñaron como policías en el Estado de Veracruz de 
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Ignacio de la Llave. Mientras que uno sostuvo que es competente el Tribunal de Justicia 

Administrativa de dicha entidad federativa, porque la relación entre el Estado y los integrantes de 

los cuerpos de policía es de carácter administrativo; el otro consideró que es el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje local, ya que la Ley Estatal del Servicio Civil regula la declaración de 

beneficiarios y no el Código de Procedimientos Administrativos de ese Estado. 

Criterio jurídico: La competencia por materia para conocer de la solicitud de declaración de 

beneficiarios citada corresponde al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Veracruz. 

 
Justificación: De los artículos 123, apartado B, fracción XIII y 116, fracción VI, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que la relación de trabajo entre las personas 

integrantes de los cuerpos policiales de los niveles federal, estatal y municipal se regula dentro de 

un régimen excepcional de carácter administrativo, lo cual quedó explicado en la jurisprudencia 

P./J. 24/95 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En ese contexto, la posible relación subyacente de los deudos que solicitan la declaración de 

beneficiarios de la persona policía fallecida y la institución en la que prestaba sus servicios se 

encuentra dentro del régimen administrativo. El hecho de que la declaración de beneficiarios esté 

regulada en la Ley Estatal del Servicio Civil y no en el Código de Procedimientos Administrativos, 

ambos de dicha entidad federativa, no implica que corresponda al régimen laboral, ya que esa 

situación no valida una modificación al régimen administrativo previsto en la Constitución General. 

Además, el artículo 11, fracción IV, de la ley citada excluye de su aplicación a las personas 

integrantes de las instituciones policiales. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 57/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Séptimo Circuito. 12 de noviembre de 2025. Tres votos de las personas Magistradas Jorge Alberto 

Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda Pérez Medina. Ponente: Jorge Alberto Orantes 

López. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, 

al resolver los amparos directos 649/2023 y 200/2024, y el diverso sustentado por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver el conflicto 

competencial 13/2024. 

 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 24/95 citada, aparece publicada con el rubro: "POLICÍAS 

MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO 

Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA 

ADMINISTRATIVA.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo II, septiembre de 1995, página 43, con número de registro digital: 200322. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de 

febrero de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 

(12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031717 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/7 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA POR BUZÓN TRIBUTARIO. PARA SU VALIDEZ ES 

SUFICIENTE QUE LA AUTORIDAD ACREDITE LA PUESTA A DISPOSICIÓN DEL 

DOCUMENTO EN EL SISTEMA Y EL ENVÍO DEL AVISO ELECTRÓNICO A LOS 

MEDIOS DE CONTACTO REGISTRADOS POR LA PERSONA CONTRIBUYENTE 

(ARTÍCULOS 17-K Y 134 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar las reglas aplicables a las notificaciones electrónicas practicadas mediante el buzón 

tributario. Mientras que uno sostuvo que para su validez la autoridad debe acreditar que el aviso 

electrónico fue efectivamente recibido en los medios de contacto designados por la persona 

contribuyente; el otro consideró que es suficiente demostrar que dicho aviso fue enviado y que el 

acto administrativo correspondiente fue puesto a su disposición en el buzón tributario. 

 

Criterio jurídico: Para que la notificación electrónica por buzón tributario sea válida, es suficiente 

que la autoridad acredite la puesta a disposición del documento en el sistema y el envío del aviso 

electrónico a los medios de contacto registrados por la persona contribuyente, sin que sea necesario 

que compruebe la recepción material del aviso en dichos medios. 

 

Justificación: De los artículos 17-K y 134 del Código Fiscal de la Federación deriva que la 

notificación electrónica se perfecciona con la puesta a disposición del documento en el buzón 

tributario y el envío del aviso correspondiente, sin supeditar su validez a la recepción efectiva en los 

correos electrónicos o en los teléfonos particulares de las personas contribuyentes. El aviso es de 

carácter instrumental y únicamente cumple con la función de alertar, pero no constituye la 

notificación en sí misma. Su envío es suficiente para cumplir con el requisito legal, pues lo que 

activa la eficacia jurídica es el alojamiento del acto en el buzón tributario y el transcurso de los 

plazos legales. 

Exigir a la autoridad acreditar la recepción material del aviso en la bandeja del correo electrónico o 

en el dispositivo móvil equivaldría a introducir un requisito no previsto en la ley y a imponerle una 

carga excesiva, pues ello depende de factores ajenos a su control, como el funcionamiento de los 

servicios de Internet o de telefonía. En consecuencia, basta que pruebe lo que está bajo su esfera de 

control –puesta a disposición y emisión del aviso–. Máxime que el aviso es un acto de envío y no de 

recepción, y la responsabilidad de consultar el buzón tributario recae en la persona contribuyente. 

Además, esta última tiene la posibilidad de impugnar y demostrar con pruebas técnicas cuando 

alegue fallas en la entrega de los avisos. 

Este entendimiento: 1) garantiza la seguridad jurídica y preserva el derecho de audiencia de la 

persona contribuyente sin imponer a la autoridad cargas no previstas en la ley; 2) satisface los 

principios de legalidad y de debido proceso; 3) asegura la viabilidad del buzón tributario y evita que 

se convierta en un mecanismo inoperante; y 4) da certeza en el cómputo de los plazos. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 58/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado y el 

Cuarto Tribunal Colegiado, ambos del Trigésimo Circuito. 6 de noviembre de 2025. Tres votos de 

las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Magistrada Virginia Pétriz Herrera. Secretario: Martín Alejandro Amaya Alcántara. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver los amparos 

directos 37/2024 y 640/2023, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 476/2023. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de 

febrero de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 

(12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031681 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: PR.A.C.CN. J/13 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA POR INACTIVIDAD PROCESAL. EL ARTÍCULO 57, 

FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y 

MUNICIPIOS DE NUEVO LEÓN VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A 

LA JUSTICIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar la caducidad de la instancia por inactividad procesal prevista en el artículo referido. 

Mientras que unos estimaron que no opera cuando la inactividad es imputable al juzgador y que 

sancionar al actor por omisiones del tribunal viola la tutela judicial efectiva y el derecho de acceso a 

la justicia; el otro estimó que dicha figura es una medida válida de orden procesal; no vulnera el 

citado derecho, el cual implica también deberes de diligencia y colaboración procesal; el derecho de 

acceso a la justicia no es absoluto; y el principio dispositivo impone a las partes la carga de 

impulsar el juicio aun cuando el tribunal incurra en omisión, pues corresponde al promovente 

excitar la justicia para evitar la caducidad. 

 

Criterio jurídico: El artículo 57, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y 

Municipios de Nuevo León, que prevé la caducidad de la instancia por inactividad procesal, viola el 

derecho fundamental de acceso a la justicia. 

 

Justificación: La caducidad de la instancia es una figura jurídica que encuentra su explicación en la 

intención del legislador de evitar que los juicios se prolonguen de manera ininterrumpida, cuando 

las partes no muestran interés en su prosecución, a través de promociones que tiendan a impulsarlo. 

Del principio de justicia pronta, expedita y eficiente, contenido en el derecho de acceso a la justicia, 

reconocido en los artículos 17 de la Constitución Federal y 8, numeral 1, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, se advierte que la prontitud de la justicia está ligada 
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inescindiblemente a los plazos y términos que para tal efecto establezcan las leyes. Ello otorga 

seguridad a la persona, pues implica que los plazos y términos deben estar previamente establecidos 

en la ley o en las leyes que resulten aplicables al caso y que, por ende, a ellos deben ajustarse tanto 

las autoridades encargadas de impartir justicia como los propios justiciables. 

Uno de los principales objetivos de la caducidad de la instancia es cumplir con el derecho humano a 

una justicia pronta y expedita, como parte de la tutela judicial efectiva, previsto en el mencionado 

precepto constitucional, así como en diversos tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano es parte, estableciendo la obligación de que los actos que les corresponda realizar 

exclusivamente a las partes, se sujeten a plazos razonables y no puedan prolongarse 

indefinidamente, en ocasiones con objetivos desleales, so pena de decretar la terminación del 

procedimiento respectivo. 

Además, es de orden público y opera de pleno derecho cuando, por causas imputables a las partes, 

dejan de cumplir con la carga de producir las actuaciones necesarias para impulsar el procedimiento 

hasta llegar a la emisión del fallo definitivo. Ello a fin de evitar un estado de permanente 

inseguridad ante la falta de conclusión de un juicio. Sin embargo, en la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado y Municipios de Nuevo León no existe ningún precepto que requiera 

del impulso procesal de las partes y no puede atribuirse que, ante tal omisión, se decrete el 

sobreseimiento del juicio, pues en todo caso la falta de actuación en el procedimiento sería causa 

imputable a las Salas que integran el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Nuevo León. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 84/2025. Entre los sustentados por el Primer, el Segundo y el Tercer 

Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, y el Cuarto Tribunal 

Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 13 de noviembre de 2025. Tres votos de las Magistradas 

Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia 

Pétriz Herrera. Secretario: Martín Alejandro Amaya Alcántara. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 

directo 448/2015, el cual dio origen a la tesis aislada IV.1o.A.56 A (10a.), de rubro: "CADUCIDAD 

DE LA INSTANCIA. VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de enero de 2017 a 

las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, 

Tomo IV, enero de 2017, página 2465, con número de registro digital: 2013412; 

 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 

directo 402/2011, el cual dio origen a la tesis aislada IV.3o.A.18 A (10a.), de rubro: "CADUCIDAD 

DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 57, 

FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO 

LEÓN QUE ESTABLECE DICHA FIGURA, NO IMPIDE AL GOBERNADO UN DEBIDO 

PROCESO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 

Libro XII, Tomo 3, septiembre de 2012, página 1522, con número de registro digital: 2001587, y 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 

resolver los amparos directos 238/2022, 253/2015, 456/2015, 62/2016, 181/2021, 184/2021 y 

215/2022, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 362/2011. 
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 362/2011, resuelto por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivó la tesis aislada IV.2o.A.26 A (10a.), de 

rubro: "SOBRESEIMIENTO POR CADUCIDAD DE LA INSTANCIA POR INACTIVIDAD 

PROCESAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSAL RELATIVA SE 

ACTUALIZA POR LA FALTA DE IMPULSO PROCESAL DEL ACTOR QUE DEMUESTRE SU 

TÁCITO DESINTERÉS EN LA CONTINUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO Y SU RESOLUCIÓN, 

PERO NO CUANDO LA OMISIÓN DE PROSECUCIÓN SE DÉ POR LA SALA ORDINARIA 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre de 2012, página 2049, con 

número de registro digital: 2001780. 
 

De las sentencias que recayeron a los amparos directos 253/2015, 456/2015, 62/2016, 181/2021, 

184/2021 y 215/2022, resueltos por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, derivaron las tesis aisladas IV.1o.A.4 A (11a.) y IV.1o.A.5 A (11a.), de rubros: 

"CADUCIDAD. EN UN EJERCICIO DE CONTROL DE CONVENCIONALIDAD, SE DEBE 

DESAPLICAR EL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, YA QUE CONSTITUYE UN 

OBSTÁCULO PARA EL GOCE DEL DERECHO A UNA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA, 

ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL." y "TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA. EL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO PRO PERSONA PUES, 

AL OBLIGAR A LAS PARTES A IMPULSAR EL PROCEDIMIENTO, DEJA DE ATENDER EL 

MANDATO QUE SE CONFIERE EN EL ARTÍCULO 1o. CONSTITUCIONAL, CONSISTENTE 

EN EL DERECHO HUMANO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, YA QUE LA 

INACTIVIDAD DEL JUSTICIABLE NO EXCLUYE A LA AUTORIDAD PARA ADOPTAR 

MEDIDAS PARA EVITAR LA PARALIZACIÓN DEL JUICIO.", publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2022 a las 10:29 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 19, Tomo IV, noviembre de 2022, 

páginas 3317 y 3319, con números de registro digital: 2025480 y 2025531, respectivamente. 
 

De la sentencia que recayó al amparo directo 448/2015, resuelto por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivaron las tesis aisladas IV.1o.A.53 A (10a.), IV.1o.A.55 A 

(10a.), IV.1o.A.4 A (11a.) y IV.1o.A.5 A (11a.), de rubros: "CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. EL 

TRIBUNAL COLEGIADO EN SUPLENCIA DE QUEJA, PUEDE ORDENAR AL ÓRGANO 

INFERIOR LA DESAPLICACIÓN DE LA NORMA QUE ESTIME INCONVENCIONAL.", 

"CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ 

FACULTADO PARA ANALIZAR LAS NORMAS QUE SIRVIERON DE BASE PARA RESOLVER 

UNA CONTROVERSIA Y SI ENCUENTRA UNA QUE SE OPONGA A LA CONSTITUCIÓN O A 

LOS TRATADOS INTERNACIONALES, DEBE ORDENAR QUE, PARA EL CASO EXAMINADO, 

SE EXPULSE DEL SISTEMA NORMATIVO.", "CADUCIDAD. EN UN EJERCICIO DE CONTROL 

DE CONVENCIONALIDAD, SE DEBE DESAPLICAR EL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN V, DE LA 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, YA QUE 

CONSTITUYE UN OBSTÁCULO PARA EL GOCE DEL DERECHO A UNA JUSTICIA PRONTA Y 

EXPEDITA, ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL." y "TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA. EL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA 

EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO PRO PERSONA PUES, AL 

OBLIGAR A LAS PARTES A IMPULSAR EL PROCEDIMIENTO, DEJA DE ATENDER EL 

MANDATO QUE SE CONFIERE EN EL ARTÍCULO 1o. CONSTITUCIONAL, CONSISTENTE EN 

EL DERECHO HUMANO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, YA QUE LA INACTIVIDAD 

DEL JUSTICIABLE NO EXCLUYE A LA AUTORIDAD PARA ADOPTAR MEDIDAS PARA 

EVITAR LA PARALIZACIÓN DEL JUICIO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de 
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los viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas y 18 de noviembre de 2022 a las 10:29 horas, y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo IV, enero de 2017, 

páginas 2466 y 2467, y Undécima Época, Libro 19, Tomo IV, noviembre de 2022, páginas 3317 y 3319, 

con números de registro digital: 2013563, 2013564, 2025480 y 2025531, respectivamente. 

 
De la sentencia que recayó al amparo directo 362/2011, resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivaron las tesis aisladas IV.2o.A.5 K (10a.) y 

IV.2o.A.6 K (10a.), de rubros: "DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA LA DENOMINACIÓN 

DEL CAPÍTULO I DEL TÍTULO PRIMERO Y REFORMA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN EL 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. LO DISPUESTO EN SU 

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO NO IMPLICA UNA DEROGACIÓN GENERAL DE 

NORMAS." y "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76 

BIS, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CUANDO EN EL JUICIO DE 

GARANTÍAS SE ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE UN DERECHO HUMANO EN PERJUICIO 

DEL QUEJOSO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre de 2012, páginas 1693 y 2074, con números de registro 

digital: 2001616 y 2001789, respectivamente. 

 
De la sentencia que recayó al amparo directo 402/2011, resuelto por el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivó la tesis aislada IV.3o.A.17 A (10a.), de rubro: 

"CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. NO 

EXISTE ANTINOMIA QUE GENERE INSEGURIDAD JURÍDICA ENTRE EL ARTÍCULO 57, 

FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO 

LEÓN QUE ESTABLECE EL PLAZO PARA QUE OPERE DICHA FIGURA (DISPOSICIÓN 

ESPECIAL), Y EL DIVERSO PRECEPTO 43, FRACCIÓN II, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, QUE 

SEÑALA QUE EL CÓMPUTO DE LOS TÉRMINOS SE CONTARÁ POR DÍAS HÁBILES (TEXTO 

ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 1o. 

DE FEBRERO DE 2012).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre de 2012, página 1522, con número de registro digital: 2001588. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031685 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: PR.A.C.CN. J/4 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
DERECHOS POR SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR. EL ARTÍCULO 60, 

APARTADO A, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE DURANGO 

VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si el artículo referido, que prevé las cuotas para el pago de los derechos por el servicio 
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por control en la dotación inicial de placas, reposición, canje o replaqueo, dependiendo del tipo de 

vehículo y de que sea de uso particular o de servicio público, viola el principio de equidad 

tributaria. Mientras que uno consideró que el trato distinto está justificado en el mayor o menor 

beneficio según el tipo de vehículo en razón del costo del mantenimiento de las vialidades, del 

pavimento, de los semáforos y de la vigilancia; el otro sostuvo que sí se viola dicho principio, 

porque el servicio prestado es el mismo en todos los casos. 

 
Criterio jurídico: El artículo 60, apartado A, fracción I, de la Ley de Hacienda del Estado de 

Durango viola el principio de equidad tributaria. 

 
Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sobre el tema de los derechos por servicios y los principios tributarios de proporcionalidad y 

equidad tratándose de tarifas para su pago, las cuotas por el servicio indicado no cumplen con la 

premisa de que pague más quien más utilice el servicio. Ello, en razón de que no se da un trato igual 

a quienes reciben servicios análogos, pues el servicio prestado por el Estado es el mismo en todos 

los supuestos, aunado a que la actividad que despliega es simple, pues se concreta al registro de 

datos y a la dotación de las placas, con independencia de que el vehículo sea de servicio particular o 

público, de carga, remolque, tractor, motocicleta o bicicleta. Además, el trato y la tarifa 

diferenciadas no puede justificarse en el costo de servicios públicos generales como la construcción 

y mantenimiento de infraestructura vial, así como en las funciones de control y policía que se 

ejercen sobre ésta, los cuales deben ser financiados a través de la recaudación obtenida mediante 

contribuciones generales, como los impuestos, y no individuales, como lo son los derechos. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 64/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Quinto Circuito. 16 de octubre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, 

Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. 

Secretario: Óscar Jaime Carrillo Maciel. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 554/2023, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 18/2024. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2026 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de enero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031709 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: PR.A.C.CN. J/12 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA. AL 

GRAVAR EL CONGRESO DEL ESTADO DE MÉXICO LAS EMISIONES INDIRECTAS 

DERIVADAS DEL CONSUMO DE ENERGÍA ELÉCTRICA, INVADE LA ESFERA 

COMPETENCIAL DEL CONGRESO DE LA UNIÓN (ARTÍCULOS 69 S, 69 S BIS Y 69 S 

TER DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar el impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera previsto en los artículos 

citados, en relación con la regla I.19.4., del Acuerdo Modificatorio de las Reglas de Carácter 

General de la Secretaría de Finanzas para el Ejercicio Fiscal 2022, publicado en el Periódico Oficial 

local el 28 de abril de 2022, en el que amplía el objeto a emisiones indirectas vinculadas al consumo 

de energía eléctrica. Mientras que uno consideró que es de naturaleza ambiental, por lo que el 

Congreso Local está facultado para regularlo; el otro sostuvo que invade la esfera de competencia 

federal, pues incide sobre emisiones indirectas vinculadas al consumo de energía eléctrica, cuya 

generación y medición dependen de procesos industriales ajenos al ámbito estatal. 

 

Criterio jurídico: El impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera en el Estado de 

México, al gravar emisiones indirectas derivadas del consumo de energía eléctrica, invade la esfera 

competencial de la Federación. 

 

Justificación: El esquema previsto en los artículos 69 S, 69 S Bis y 69 S Ter del Código Financiero 

del Estado de México y Municipios, en relación con la regla I.19.4. señalada, convierte el consumo 

de energía eléctrica en un hecho imponible sin correspondencia con una fuente emisora bajo 

jurisdicción estatal. El impuesto a la emisión de gases contaminantes se calcula mediante 

parámetros técnicos externos a la administración local, de modo que no grava una externalidad 

ambiental efectivamente generada en el territorio del Estado de México, sino que atribuye al usuario 

local una proporción teórica de contaminación derivada de la producción de energía eléctrica. Este 

diseño rompe el principio de correspondencia causal que debe regir la potestad tributaria de los 

Estados, pues el hecho generador no guarda relación directa con una fuente fija de contaminación 

controlable o verificable dentro de la entidad. Por ende, la carga fiscal recae sobre un fenómeno 

ajeno a su ámbito material y territorial de competencia. En las controversias constitucionales 

56/2017 y 119/2020, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que los tributos 

ambientales locales deben vincularse con fuentes de contaminación situadas en el territorio de la 

entidad y sujetas a su fiscalización, por lo que es improcedente extender su alcance a emisiones 

indirectas derivadas de actividades cuya fuente causal o método de cuantificación se encuentra en el 

ámbito federal. Por ende, ese impuesto ecológico, al incorporar como objeto imponible las 

emisiones indirectas por consumo de energía eléctrica, traslada su efecto a una materia de 

competencia federal, distorsiona la finalidad ambiental que lo justifica y rebasa los límites 

materiales de la potestad tributaria estatal. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 13/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 13 de noviembre de 2025. Tres 

votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretario: Martín Alejandro Amaya Alcántara. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 

resolver el amparo en revisión 215/2023, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 316/2023. 
 

Nota: Las sentencias relativas a las controversias constitucionales 56/2017 y 119/2020 citadas, 

aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 12 de marzo de 2021 a 

las 10:15 horas y 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 84, Tomo I, marzo de 2021, página 803 y Undécima Época, 

Libro 41, septiembre de 2024, Tomo III, Volumen 1, página 565, con números de registro digital: 

29701 y 32713, respectivamente. 
 

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 215/2023, resuelto por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Segundo Circuito, derivó la tesis aislada II.1o.A.28 A (11a.), de rubro: 

"IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA EN EL 

ESTADO DE MÉXICO. EL CONGRESO LOCAL ESTÁ FACULTADO PARA REGULARLO.", 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de julio de 2025 a las 10:18 horas y 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 51, julio de 2025, Tomo 

II, Volumen 1, página 637, con número de registro digital: 2030751. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031721 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/17 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

PRIMA DE ANTIGÜEDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 80 DE LA LEY DEL TRABAJO 

DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE 

MÉXICO. NO PROCEDE SU PAGO A LOS INTEGRANTES DE LOS CUERPOS DE 

GUARDIAS DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, BANCARIA Y COMERCIAL DEL VALLE 

CUAUTITLÁN-TEXCOCO, DEL VALLE DE TOLUCA Y VIGILANCIA AUXILIAR Y 

URBANA DEL ESTADO DE MÉXICO, COMO CONCEPTO INTEGRADOR PARA EL 

CÁLCULO DEL FINIQUITO POR SU RENUNCIA VOLUNTARIA. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si procede el pago de la prima de antigüedad prevista en el precepto señalado a los integrantes 

de los Cuerpos de Guardias de Seguridad Industrial, Bancaria y Comercial del Valle Cuautitlán-Texcoco, 

del Valle de Toluca y Vigilancia Auxiliar y Urbana del Estado de México, como concepto integrador 

para el cálculo del finiquito cuando se separan del servicio por renuncia voluntaria. 
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Criterio jurídico: No procede el pago de la prima de antigüedad prevista en el artículo 80 de la Ley 

del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de México como 

concepto integrador para el cálculo del finiquito por renuncia voluntaria de los integrantes de los 

Cuerpos de Guardias de Seguridad Industrial, Bancaria y Comercial del Valle Cuautitlán-Texcoco, 

del Valle de Toluca y Vigilancia Auxiliar y Urbana del Estado de México. 
 

Justificación: El manual de dicho organismo establece prerrogativas en materia de seguridad social 

en favor de sus integrantes. Sin embargo, ello no implica que en el finiquito por renuncia voluntaria 

deba incluirse el concepto de prima de antigüedad, al tratarse de una prestación establecida en la ley 

laboral que tiene como presupuesto toral la terminación de la relación de trabajo en los términos 

previstos en las leyes en una relación laboral. Ello no ocurre en el caso, en virtud de que la relación 

jurídica entre dichas personas y el Estado es de naturaleza administrativa. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 297/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Tercero y Cuarto, todos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 16 de octubre de 

2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra 

Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretaria: Alba Silvia Pérez Bribiesca. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 

resolver el amparo directo 71/2020, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 122/2023, el sustentado por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo 

directo 132/2020, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 97/2020. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de enero de 2026 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de febrero 

de 2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031742 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/5 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 81, FRACCIÓN I, INCISO B), 

DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE NIEGA 

MODIFICAR, MODIFICA O REVOCA LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL POR HECHO 

SUPERVENIENTE. 

 

Hechos: Tres Tribunales Colegiados de Circuito sustentaron criterios contradictorios al analizar el 

recurso que procede contra la resolución que niega modificar, modifica o revoca la suspensión 

provisional por hecho superveniente. Mientras que dos sostuvieron que era improcedente el recurso 
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de queja contemplado en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, pues estimaron 

que el procedente era el recurso de revisión previsto en el diverso 81, fracción I, inciso b), de la ley 

invocada; el otro sostuvo la procedencia del recurso de queja establecido en el artículo 97, fracción 

I, inciso b), de la misma legislación. 

 
Criterio jurídico: Contra las resoluciones que nieguen modificar, modifiquen o revoquen la 

suspensión provisional por hecho superveniente procede el recurso de revisión previsto en el 

artículo 81, fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo. 

 
Justificación: De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 81, fracción I, inciso b), y 

157 de la Ley de Amparo, junto con el mandato constitucional de garantizar los derechos a la tutela 

judicial efectiva y de acceso a la justicia, deriva que el recurso de revisión establecido contra las 

resoluciones que modifiquen o revoquen el acuerdo en que se conceda la suspensión definitiva 

también procede para la suspensión provisional. Ello, a pesar de que el artículo 81 en la fracción e 

inciso citados sólo prevé su procedencia cuando se trate de la suspensión definitiva. Lo anterior, 

porque el mencionado artículo 157 señala que la suspensión provisional, en lo conducente, se regirá 

por las reglas de la suspensión definitiva, lo que marca la incorporación del principio de igualdad 

procesal en las medidas cautelares en aras de salvaguardar la seguridad jurídica para supuestos o 

situaciones equivalentes, lo que conlleva la igualdad en los medios procesales. A partir de este 

precepto el legislador dota a la suspensión provisional de un recurso efectivo en aras de 

salvaguardar que las personas en su condición de destinatarias de las normas y de usuarias del 

sistema de administración de justicia sean tratadas en igualdad de condiciones ante la ley, acorde 

con el respeto de los derechos humanos que imperan en el ámbito constitucional e internacional y 

que abarcan también al juicio de amparo en la secuela procesal de las suspensiones. El precitado 

marco normativo asegura la operatividad de la suspensión provisional cuando se sitúe en los 

mismos supuestos de la suspensión definitiva. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 78/2025. Entre los sustentados por el Séptimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 13 de 

noviembre de 2025. Tres votos de las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana 

Flores Vega y Diana Elda Pérez Medina. Ponente: Jorge Alberto Orantes López. Secretaria: Leticia 

Jardines López.  

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver la queja 496/2025, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Tercer Circuito, al resolver la queja 349/2024, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la queja 268/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de febrero de 2026 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031727 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/18 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO. LA INFRACCIÓN DE TRÁNSITO DETECTADA MEDIANTE 

DISPOSITIVOS TECNOLÓGICOS DE VERIFICACIÓN DE VELOCIDAD Y DE 

FOTOMULTA NO ES UN ACTO INTRAPROCESAL PARA EFECTOS DE SU 

PROCEDENCIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si la infracción de tránsito detectada mediante dispositivos tecnológicos de verificación 

de velocidad y de fotomulta constituye un acto intraprocesal para efectos de la procedencia del 

juicio de amparo indirecto. 

 

Criterio jurídico: La infracción de tránsito detectada mediante dispositivos tecnológicos de 

verificación de velocidad y de fotomulta no constituye un acto intraprocesal para efectos de la 

procedencia del juicio de amparo indirecto. 

 

Justificación: Las actas de infracción de tránsito son documentos mediante los cuales los agentes de 

vialidad hacen constar la detección de las infracciones viales, las cuales serán notificadas por 

mensajería o correo electrónico para que la persona sancionada solicite en el término de cinco días 

hábiles la individualización de la sanción o pueda inconformarse. Sin embargo, ello no implica que 

constituyan el inicio del procedimiento relativo, pues la posibilidad u opción de iniciarlo no es 

suficiente para considerar que se trata de un acto intraprocesal. En ese contexto, las personas que 

acepten la infracción pueden pagar el monto mínimo de la multa, sin que sea obligatorio acudir a 

una individualización de la sanción ni a otros procedimientos establecidos, de manera que se trata 

de un acto aislado, lo que trae como consecuencia que sea factible la promoción del amparo 

indirecto en su contra. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 86/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 6 de noviembre de 2025. 

Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval 

Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretaria: Alba Silvia Pérez Bribiesca. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 248/2024, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 275/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de febrero de 2026 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031754 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: P./J. 1/2026 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
CONFESIÓN FICTA POR INCOMPARECENCIA DEL USUARIO DE SERVICIOS 

FINANCIEROS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO ES SUFICIENTE PARA TENER 

POR CONSENTIDA LA REALIZACIÓN DE OPERACIONES BANCARIAS. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si la confesión ficta derivada de la incomparecencia de la persona usuaria del sistema 

financiero a desahogar la confesional en la audiencia de juicio oral mercantil, es suficiente para 

demostrar su consentimiento en la realización de las operaciones bancarias no reconocidas que 

reclama. 

 
Criterio jurídico: La confesión ficta derivada de la incomparecencia de la persona usuaria de 

servicios financieros es insuficiente, por sí misma, para acreditar su consentimiento en la 

realización de las operaciones bancarias que no reconoce y que impugna en el juicio oral mercantil. 

 
Justificación: En congruencia con la protección reforzada que asiste a las personas consumidoras en 

términos del artículo 28, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, corresponde a las instituciones de crédito: 1) soportar la carga de la prueba para 

demostrar la regularidad de los procedimientos de identificación durante la operación respectiva; 2) 

acreditar que dichos procedimientos se acordaron con la persona usuaria y que se desarrollaron 

correctamente; y 3) probar la fiabilidad del mecanismo de autorización. De ahí que la presunción 

iuris tantum (que admite prueba en contrario) generada por la confesión ficta de la persona usuaria, 

derivada de la aplicación del artículo 1390 Bis 41, fracción III, del Código de Comercio, es 

insuficiente para acreditar su consentimiento en la realización de las operaciones bancarias no 

reconocidas, pues no releva a la institución de crédito de la carga probatoria que le corresponde en 

relación con la regularidad de las transacciones. Sólo una vez cumplida esta carga procesal es 

posible analizar si existen elementos de prueba adicionales que permitan inferir el consentimiento 

respectivo y, en su caso, revertir la carga de la prueba a la persona usuaria para desvirtuarlo. 

 
PLENO. 

 
Contradicción de criterios 48/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito. 12 de noviembre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara 

Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel 

Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, quien anunció voto concurrente, Giovanni 

Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Hugo 

Aguilar Ortiz. Secretaria: Laura Elizabeth Miranda Torres. 

 
Tesis y /o criterios contendientes:  
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 

amparo directo 444/2024, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 462/2021.  

 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 462/2021, resuelto por el Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.5o.C.9 C (11a.), de rubro: 

"NULIDAD DE CARGOS EFECTUADOS A UNA CUENTA BANCARIA POR MEDIOS 

ELECTRÓNICOS. LA CONFESIÓN FICTA DE LA ACTORA USUARIA POR NO 

COMPARECER SIN JUSTIFICACIÓN A ABSOLVER POSICIONES, ES INSUFICIENTE PARA 

TENERLOS POR VÁLIDOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 

de abril de 2022 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Undécima Época, Libro 12, Tomo IV, abril de 2022, página 2781, con número de registro digital: 

2024456.  

 
El Tribunal Pleno, el seis de febrero de dos mil veintiséis, aprobó, con el número 1/2026 (12a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a seis de febrero de dos mil veintiséis.  

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031760 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/3 C (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
INDEMNIZACIÓN POR MORA. SE ACTUALIZA A PARTIR DEL VENCIMIENTO DE 

LOS TREINTA DÍAS SIGUIENTES AL DE LA FECHA EN QUE LA INSTITUCIÓN DE 

SEGUROS RECIBIÓ LOS DOCUMENTOS E INFORMACIÓN QUE LE PERMITAN 

CONOCER EL FUNDAMENTO DE LA RECLAMACIÓN (INTERPRETACIÓN 

SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 71 DE LA LEY SOBRE EL CONTRATO DE 

SEGURO Y 276 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS). 

 
Hechos: En los juicios de origen de las ejecutorias contendientes, las víctimas a través de la vía 

civil, con motivo de la responsabilidad civil objetiva sufrida, demandaron la indemnización 

directamente –acción directa– a las aseguradoras en términos del artículo 147 de la Ley sobre el 

Contrato de Seguro. Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 

contradictorios respecto al momento en que se actualiza la indemnización por mora. Mientras que 

uno, a través de una interpretación del artículo 135 Bis de la Ley General de Instituciones y 

Sociedades Mutualistas de Seguros –abrogada–, así como de forma sistemática de los preceptos 1o., 

147, primer párrafo y 150 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, concluyó que la condena al pago 

de intereses moratorios debe tomar como momento de generación de los réditos la fecha de 

conocimiento del siniestro por la aseguradora, el otro consideró que es hasta el dictado de la 
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sentencia, cuando satisfechos los principios de exactitud en el tiempo, lugar, modo y sustancia, que 

puede generarse el interés correspondiente en caso de que se incumpla el pago dentro del plazo de 

gracia que se le conceda a la aseguradora para realizarlo. 

 
Criterio jurídico: Cuando las víctimas o terceros dañados de responsabilidad civil objetiva ejercen 

acción indemnizatoria directa contra las aseguradoras, los eventuales intereses moratorios se 

generarán a partir del vencimiento de los treinta días posteriores en que la institución de seguros 

recibe los documentos e información, lo cual ubicado dentro de la sustanciación del procedimiento 

jurisdiccional, corresponde a la fecha del emplazamiento. 

 
Justificación: De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 71 de la Ley sobre el 

Contrato de Seguro y 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, se desprende que los 

intereses moratorios se generarán a partir de la fecha del vencimiento del plazo con que cuente 

legalmente para su cumplimiento, que será a los treinta días siguientes al de la fecha en que la 

institución de seguros recibió los documentos e información que le permitan conocer el fundamento 

de la reclamación, y hasta el día en que se efectúe el pago, consistente en el saldo total por los 

conceptos de intereses moratorios, actualización y obligación principal. Por tanto, en los casos en 

que con motivo de la responsabilidad civil objetiva sufrida, las víctimas demanden la indemnización 

directamente –acción directa– a las aseguradoras, mediante la vía ordinaria civil, el momento en que 

se actualiza y se genera la indemnización por mora es a partir del vencimiento de los treinta días 

siguientes al de la fecha en que la institución de seguros recibió los documentos e información que 

le permitan conocer el fundamento de la reclamación, lo cual se dará en la secuela procesal, que 

corresponde al emplazamiento. Este criterio es acorde con las directrices que ha establecido la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto a que es necesario evitar obstáculos para las 

víctimas de responsabilidad civil objetiva que reclaman una indemnización con motivo de la acción 

directa para el caso particular de los contratos de seguro con acción directa. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 56/2025. Entre los sustentados por el Sexto y el Décimo Cuarto 

Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de noviembre de 2025. Tres 

votos de las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda 

Pérez Medina. Ponente: Mariana Flores Vega. Secretaria: Rosalba Janeth Rodríguez Sanabria. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 477/2024, y el diverso sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 631/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031750 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: PR.P.T.CS. J/2 P (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

CADUCIDAD DE LA FACULTAD PARA FORMULAR QUERELLA EN EL DELITO DE 

FRAUDE. EL PLAZO DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE LA VÍCTIMA TIENE 

CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE DATOS OBJETIVOS, DEL HECHO Y DE QUIEN 

PROBABLEMENTE LO COMETIÓ (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 DEL 

CÓDIGO DE DEFENSA SOCIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, 

VIGENTE HASTA EL 30 DE DICIEMBRE DE 2012). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar la caducidad de la facultad para presentar una querella o requisito equivalente en el delito 

de fraude, conforme al plazo de dos años previsto en el artículo referido. 

Mientras que uno sostuvo que dicho plazo debía comenzar a computarse a partir del momento en 

que se consumó el delito, con base en el artículo 129 del Código de Defensa Social del Estado Libre 

y Soberano de Puebla, sin considerar que la víctima tuvo conocimiento del ilícito con posterioridad; 

el otro estimó que el cómputo debía iniciar una vez que la víctima tuvo conocimiento del engaño, 

pues la naturaleza del ilícito es que la conducta desplegada se mantenga oculta para el sujeto pasivo. 
 

Criterio jurídico: Para computar la caducidad de la facultad para formular la querella en el delito de 

fraude, prevista en el artículo 133 del Código de Defensa Social del Estado de Puebla, vigente hasta el 

30 de diciembre de 2012, el juzgador no debe limitarse en aplicar de manera absoluta y categórica las 

reglas del artículo 129 del ordenamiento legal citado, sino que debe interpretarlo conforme al derecho 

humano de la víctima a conocer la verdad, reconocido por el artículo 20, apartado C, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y debe verificarse mediante datos objetivos el momento en 

que la víctima tuvo conocimiento del hecho y de quien probablemente lo cometió, para así estar en 

aptitud de establecer el momento en que debe iniciarse el cómputo. 
 

Justificación: Tratándose del delito de fraude, la fracción I del artículo 129 del Código de Defensa 

Social de Puebla dispone que el plazo deberá computarse a partir de que el delito se consuma, si es 

instantáneo. Sin embargo, tal porción normativa no debe tomarse como fundamento legal absoluto 

para establecer el inicio del cómputo del plazo de dos años con que cuenta la parte ofendida para 

presentar querella, sino que debe interpretarse conforme al derecho humano contenido en el artículo 

20, apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por dos razones. 

La primera, consiste en que el artículo 129 establece los momentos a partir de los cuales inicia el 

plazo de la prescripción de la acción persecutoria, es decir, de la acción cuya competencia radica 

única y exclusivamente en la institución del Ministerio Público, al tenor del artículo 21 

constitucional, pero no contempla alguna hipótesis que se refiera al momento a partir del cual inicia 

el plazo para que la parte ofendida presente la querella. 

La segunda razón radica en que para que dicho ilícito se considere consumado, es necesario que la 

parte ofendida desconozca que está siendo engañada, lo que le impide, lógicamente, presentar una 

querella, no por desinterés, sino porque ignora que se está cometiendo ese delito en su perjuicio. 

Refuerza lo anterior que en el delito de fraude (genérico y específico) se señala expresamente como 

elemento objetivo constitutivo al engaño, siendo éste el medio comisivo que se encuentra inmerso en la 

propia conducta típica. 

Por esa razón, la fracción I del artículo 129 en mención no puede aplicarse de manera tajante y absoluta para 

regular el inicio del plazo para que la parte ofendida presente la querella tratándose del delito de fraude, porque la 
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consumación de dicho ilícito (que es el punto de partida del cómputo del plazo de la prescripción) exige que el 

sujeto pasivo desconozca que está siendo engañado o que se han aprovechado de su error, lo que evidencia la 

imposibilidad material de exigir a la víctima una querella antes de tener conocimiento del engaño. 

De esa manera, el referido artículo 133 debe interpretarse conforme al derecho humano contenido en el 

mencionado artículo 20, apartado C, y ponderar no solamente si se acredita alguna de las hipótesis a que 

se refiere el ordinal 129 citado, sino que además la persona juzgadora debe cerciorarse mediante datos 

objetivos que así lo demuestren, que la víctima tuvo conocimiento cierto del hecho y de quien 

probablemente lo cometió, para estar en aptitud de establecer el momento en que deba iniciarse el 

cómputo, ya sea a partir de los plazos establecidos en el multicitado arábigo 129, o bien, desde el 

momento en que el sujeto pasivo haya tenido conocimiento del delito y del delincuente. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 100/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Segundo, ambos en Materia Penal del Sexto Circuito. 10 de diciembre de 2025. Tres votos de las 

personas Magistradas Vanessa Heidi Nambo Huerta, Antonio Salazar López y Rodolfo Alejandro 

Ramos Santillán. Ponente: Vanessa Heidi Nambo Huerta. Secretario: Víctor Raúl Camacho Segura. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver los amparos en 

revisión 64/2001, 364/2002 y 324/2003, así como los amparos directos 47/2003 y 127/2003, los 

cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia VI.2o.P. J/7, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA 

ACCIÓN PENAL EN EL DELITO DE FRAUDE. EL CÓMPUTO DEBE REALIZARSE A 

PARTIR DE LA CONSUMACIÓN O PRIMER ACTO DE EJECUCIÓN DEL DELITO, Y NO 

CUANDO EL OFENDIDO TIENE CONOCIMIENTO DE ÉL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 

DE PUEBLA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XVIII, noviembre de 2003, página 833, con número de registro digital: 182794, y 
 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 118/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
 

 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031771 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: PR.P.T.CN. J/6 P (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

TRASLADO VOLUNTARIO DE PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD 

SOLICITADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY NACIONAL DE 

EJECUCIÓN PENAL. NO SE RIGE POR LAS REGLAS DE COMPETENCIA DEL 

ARTÍCULO 57 DE LA MISMA LEGISLACIÓN. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar las reglas de competencia previstas en el artículo 57 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, respecto de la solicitud de traslado voluntario contemplado en el diverso artículo 50 de la 
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mencionada legislación. Mientras que uno estimó que las solicitudes de traslado voluntario deben 

sujetarse a las reglas de competencia del indicado artículo 57; el otro consideró que ese precepto 

sólo rige las controversias competenciales derivadas de traslados urgentes o excepcionales a los 

voluntarios, contenidas en el artículo 52 de dicha ley. 

 
Criterio jurídico: Las reglas de competencia que establece el artículo 57 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal no son aplicables para las solicitudes de traslado voluntario que contempla el 

artículo 50 del propio ordenamiento. 

 
Justificación: El referido artículo 50 regula los traslados voluntarios de personas privadas de la 

libertad dentro del territorio nacional, los cuales operan cuando existe el interés de la persona 

sentenciada en ser reubicada a un centro penitenciario diverso. 

Con relación a tal solicitud, la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la contradicción de criterios 424/2022, determinó que la competencia para conocer de las 

solicitudes de traslado voluntario corresponde a las Juezas y Jueces de Ejecución Penal del mismo 

fuero al que pertenece la autoridad que dictó la sentencia condenatoria. 

Por su parte, el artículo 57 del mismo ordenamiento dispone reglas de competencia para conocer de 

las controversias con motivo de traslados nacionales. En cuanto a dicho dispositivo la referida 

Primera Sala, al resolver la contradicción de tesis 101/2021, determinó que tal precepto se refiere a 

las "controversias" que se especifican en el último párrafo del diverso numeral 52 de la aludida 

legislación, sin que las mismas resulten aplicables cuando se trate de solicitudes de traslados 

voluntarios. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 79/2025. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 4 de diciembre de 

2025. Tres votos de las personas Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval, Angélica Iveth 

Leyva Guzmán y Miguel Ernesto Leetch San Pedro. Ponente: Verónica Alejandra Curiel Sandoval. 

Secretario: Jaime Gómez Aguilar. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el 

conflicto competencial 30/2024, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Circuito, al resolver el conflicto competencial 24/2022. 

 
Nota: Las sentencias relativas a la contradicción de criterios 424/2022 y a la contradicción de tesis 

101/2021 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de 

noviembre de 2023 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Undécima Época, Libro 31, Tomo II, noviembre de 2023, página 2031 y Libro 10, Tomo II, febrero 

de 2022, página 1267, con números de registro digital: 31914 y 30406, respectivamente. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031758 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 1/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DERECHOS POR SERVICIOS. EL ARTÍCULO 62 BIS 3, FRACCIÓN XIII, NUMERALES 

1 Y 2, DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE COLIMA, QUE LOS PREVÉ POR 

LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS DE LOS EXPEDIENTES A CARGO DEL 

INSTITUTO PARA EL MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE LOCAL, 

VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA Y ES CONTRARIO AL 

ARTÍCULO 5, NUMERAL 17, DEL ACUERDO DE ESCAZÚ. 
 

Hechos: La Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad 

contra el precepto citado, al considerar que viola el principio de proporcionalidad tributaria 

contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General. Argumentó que al establecer los 

cobros por el servicio de expedición de copias certificadas de las actuaciones que obren en los 

expedientes administrativos del Instituto para el Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable del 

Estado de Colima a razón de 1.000 UMA en el caso de la primera hoja o actuación, y por cada hoja, 

actuación o fracción siguiente a la primera 0.080 UMA, no se atiende a los costos que representa la 

prestación del servicio. 
 

Criterio jurídico: El artículo 62 BIS 3, fracción XIII, numerales 1 y 2, de la Ley de Hacienda del 

Estado de Colima viola el principio de proporcionalidad tributaria y es contrario al artículo 5, 

numeral 17, del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 

Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú).  
 

Justificación: El valor diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) a partir del 1o. de 

febrero de 2025 corresponde a $113.14 pesos mexicanos, conforme a los valores publicados en el 

Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de la propia anualidad; por tanto, las cuotas 

contempladas en la norma analizada equivalen a $113.14 pesos mexicanos (por la primera hoja o 

actuación) y $9.05 pesos mexicanos (por cada hoja, actuación o fracción siguiente a la primera). 

Ello resulta un cobro excesivo y desproporcionado, no sólo por ser injustificado, sino también 

porque genera una disparidad interna que evidencia la ausencia de un criterio técnico y razonable en 

la determinación de las tarifas. 

Además, no se advierte razonabilidad entre el gasto efectivamente erogado para prestar el servicio 

(costo de los materiales usados para certificar un documento más los insumos invertidos en 

materializarlo) y el cobro realizado al particular. El legislador no puede fijar arbitrariamente las 

tarifas derivadas del servicio de reproducción de información, así como su certificación, no 

relacionadas con el derecho de acceso a la información, sino que debe establecer un método claro y 

objetivo que permita verificar que los montos corresponden a los costos reales del servicio prestado. 

Tal método debe considerar, de manera transparente, los insumos materiales, así como los recursos 

técnicos y humanos necesarios para llevar a cabo la reproducción, a fin de que el cobro se encuentre 

razonablemente vinculado con el gasto público que se pretende recuperar. 

En el caso de derechos por servicios, la relación entablada entre las partes no es de derecho privado, de 

modo que no puede existir un lucro o ganancia para el Estado, sino que debe guardar una relación 

razonable con el costo del servicio prestado. En todo caso, ello no puede dar lugar a un cobro 

injustificado ni desproporcionado por la prestación del servicio. Lo contrario vulneraría el principio de 

proporcionalidad en las contribuciones (artículo 31, fracción IV, de la Constitución General). 
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También resulta relevante destacar que el artículo 5, numeral 17, del Acuerdo de Escazú impone a 

los Estados Parte la obligación de garantizar el acceso a la información ambiental en condiciones de 

gratuidad o, en su defecto, mediante cobros razonables y no onerosos, de manera que no constituyan 

una barrera para la participación pública en la defensa y protección del medio ambiente. De ahí que 

el cobro de los servicios de expedición de copias certificadas establecido en el artículo analizado se 

constituye como una barrera en el derecho de acceso a la información ambiental. 
 

PLENO. 
 

Acción de inconstitucionalidad 9/2024. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 28 de 

octubre de 2025. Mayoría de siete votos de las personas Ministras Irving Espinosa Betanzo, María 

Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, 

Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Votaron en contra Sara Irene Herrerías 

Guerra y Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Encargada del engrose: 

Yasmín Esquivel Mossa. Secretarios: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez, Rodrigo Arturo 

Cuevas y Medina, y María José Añorve Fernández.  
 

El Tribunal Pleno, el veintinueve de octubre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 1/2025 (12a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de octubre de dos mil veinticinco. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031761 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 10/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

JUSTICIA CÍVICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 62, 

FRACCIÓN VIII, DE LA LEY RELATIVA VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN 

SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 

Hechos: La Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad 

contra el artículo referido el cual prevé que son infracciones que atentan contra la integridad o 

dignidad de las personas o de la familia, faltar al respeto al público que asiste a eventos o 

espectáculos con agresiones verbales, por parte de la persona propietaria del establecimiento, de las 

personas organizadoras, de las personas trabajadoras, artistas o deportistas o de las propias personas 

asistentes. Ello, por considerar que transgrede el principio de legalidad en su vertiente de 

taxatividad previsto en el artículo 14 de la Constitución General, al contener una descripción 

normativa ambigua e imprecisa de los comportamientos que pretende sancionar. 
 

Criterio jurídico: El artículo 62, fracción VIII, de la Ley de Justicia Cívica del Estado de México y 

sus Municipios viola el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad previsto en el artículo 

14 de la Constitución General. 
 

Justificación: Este Alto Tribunal ha establecido que en la interpretación de los principios del derecho 

administrativo sancionador puede acudirse a los principios penales sustantivos, aun cuando su 
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traslación en cuanto a grados de exigencia no pueda hacerse de forma automática, porque su 

aplicación al procedimiento administrativo sólo es posible en la medida en que resulten compatibles 

con su naturaleza. Uno de ellos es el principio de taxatividad, cuyo contenido exige que los textos que 

recogen las normas sancionadoras describan con suficiente precisión las conductas que están 

prohibidas y las sanciones que se impondrán a quienes incurran en ellas. Por tanto, la norma que 

prevea alguna pena o describa alguna conducta que deba sancionarse a nivel administrativo resulta 

inconstitucional por vulnerar el principio de taxatividad ante su imprecisión excesiva o irrazonable, en 

un grado de indeterminación tal que provoque en los destinatarios confusión o incertidumbre por no 

saber cómo actuar ante la propia norma. De lo anterior se concluye que si bien el mencionado artículo 

62, fracción VIII, busca prevenir y, en su caso, sancionar a nivel administrativo expresiones que 

atenten contra el decoro de las personas –lo cual corresponde al aspecto subjetivo o ético del derecho 

al honor, esto es, el sentimiento íntimo de la persona que se exterioriza por la afirmación que hace de 

su propia dignidad–, lo cierto es que la forma en la que está redactado resulta en un amplio margen de 

apreciación para que la autoridad determine de manera discrecional qué tipo de falta de respeto o de 

agresión verbal actualiza esa infracción, lo que genera incertidumbre para las personas, pues la 

calificación no atenderá a criterios objetivos, sino que responderá a un ámbito estrictamente personal, 

por lo que el grado de afectación depende de la valoración subjetiva de aquélla. 

 

PLENO. 

 

Acción de inconstitucionalidad 228/2023. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 20 de octubre 

de 2025. Unanimidad de ocho votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving 

Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, 

Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Ausente: 

Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Sara Irene Herrerías Guerra. Secretario: Víctor Manuel García Alcázar. 

 

El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 10/2025 (12a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil veinticinco. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031762 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 11/2025 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

JUSTICIA CÍVICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS. LOS ARTÍCULOS 

74, 75, 76 Y 77 DE LA LEY RELATIVA INVADEN LA ESFERA FEDERAL Y VIOLAN LOS 

PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Hechos: La Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad 

contra los artículos citados que establecen la creación del Registro de Personas Infractoras en 

materia de Justicia Cívica, las reglas para el acceso y tratamiento de la información, las autoridades 

que podrán utilizarla y la finalidad para ello, así como la instrumentación de diversos programas. 
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Ello, por considerar que transgreden los principios de legalidad y de seguridad jurídica previstos en 

los artículos 14 y 16 de la Constitución General, ya que el Poder Legislativo Local carece de 

atribuciones para legislar cuestiones relativas al registro de detenciones, al constituir una facultad 

exclusiva del Congreso de la Unión en términos del artículo 73, fracción XXIII, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Criterio jurídico: Los artículos 74, 75, 76 y 77 de la Ley de Justicia Cívica del Estado de México y 

sus Municipios invaden la esfera federal y violan los principios de legalidad y de seguridad jurídica 

previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución General. 

 
Justificación: El Congreso de la Unión tiene la facultad exclusiva para legislar sobre el Registro 

Nacional de Detenciones. La existencia de un registro local crea una doble regulación que genera 

incertidumbre jurídica para las autoridades y la ciudadanía. A partir del 27 de marzo de 2019, fecha 

de la entrada en vigor de la reforma a la fracción XXIII del artículo 73 de la Constitución Federal, 

los Congresos Locales dejaron de estar facultados para regular aspectos relacionados con el registro 

de personas detenidas, en razón de que el Constituyente Permanente facultó exclusivamente al 

Congreso de la Unión para legislar en dicha materia, aunado a que con la publicación de la Ley 

Nacional del Registro de Detenciones se regula lo atinente a la integración y funcionamiento de ese 

Registro, el cual contempla la inscripción de personas detenidas en virtud de procedimientos 

administrativos ante un Juez Municipal o Cívico, de manera que dicha materia dejó de estar 

disponible para las entidades federativas y pasó a formar parte del ámbito federal, pues se estableció 

que sería administrado y operado por la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, con base 

en las disposiciones que al respecto se emitieran. De ahí que los referidos preceptos ordinarios 

invaden la esfera federal, ya que establecer un registro de esa naturaleza constituye una facultad 

exclusiva del Congreso de la Unión en términos del artículo constitucional citado. Además, el 

registro local resulta innecesario porque el Registro Nacional de Detenciones ya contempla la 

inscripción de personas detenidas en virtud de procedimientos administrativos ante el Juez 

Municipal o Cívico. 

 
PLENO. 

 
Acción de inconstitucionalidad 228/2023. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 20 de 

octubre de 2025. Mayoría de siete votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, 

Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres 

Guadarrama, Arístides Rodrigo Guerrero García, quien anunció voto concurrente, y Hugo Aguilar 

Ortiz. Giovanni Azael Figueroa Mejía votó por la invalidez únicamente del artículo 74, en sus 

porciones normativas “que hubieran sido detenidas y” y “Dicho registro se realizará conforme a los 

lineamientos observados en la Ley Nacional del Registro de Detenciones”. Ausente: Loretta Ortiz 

Ahlf. Ponente: Sara Irene Herrerías Guerra. Secretario: Víctor Manuel García Alcázar. 

 
El Tribunal Pleno, el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 11/2025 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de diciembre de dos mil 

veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031766 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 2/2026 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

REGLAMENTO DE PASAPORTES Y DEL DOCUMENTO DE IDENTIDAD Y VIAJE. SU 

ARTÍCULO 15 VIOLA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 

DISCRIMINACIÓN. 

 

Hechos: Una persona acudió a tramitar su pasaporte en las oficinas de la Secretaría de Relaciones 

Exteriores. Verbalmente se le negó la expedición del documento porque su acta de nacimiento 

cuenta con registro extemporáneo, por lo que se le solicitaron documentos adicionales en términos 

del artículo referido, que establece que cuando el registro de nacimiento se haya realizado con 

posterioridad a los tres años en que tuvo lugar el nacimiento, el interesado deberá presentar alguno 

de los documentos que el propio artículo enlista. 

La persona promovió amparo indirecto en el que impugnó la constitucionalidad de dicho precepto. 

Alegó que desde su perspectiva vulnera los derechos fundamentales a la igualdad y a la no 

discriminación. El Juzgado de Distrito le concedió la protección constitucional. Contra esa 

resolución la Presidenta Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos interpuso recurso de 

revisión. 

 

Criterio jurídico: Exigir documentos adicionales a las personas cuyo registro de nacimiento sea 

posterior a los tres años, en términos del artículo 15 del Reglamento de Pasaportes y del Documento 

de Identidad y Viaje, es violatorio de los derechos fundamentales a la igualdad y a la no 

discriminación.  

 

Justificación: El citado precepto vulnera de manera particular y diferenciada a personas y grupos 

situados en contextos rurales, indígenas y/o en situaciones de marginación. Exigirles documentación 

adicional y procesos de verificación más rigurosos para actas de nacimiento extemporáneas no sólo 

les representa una carga desproporcionada, sino que también ignora las realidades contextuales que 

limitan su capacidad para cumplir tales requerimientos. Ello, a su vez, restringe sus derechos 

fundamentales y limita su acceso a oportunidades y servicios esenciales, como la educación, la 

atención sanitaria, y la participación política y económica. 

Esta diferenciación negativa se traduce en un ciclo de marginación que refuerza las desventajas 

socioeconómicas y culturales, lo cual contraviene los derechos fundamentales a la igualdad y a la no 

discriminación reconocidos por el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Máxime que en términos del artículo 3o., fracción I, de la Ley de Nacionalidad, el acta 

de nacimiento es un documento probatorio de la Nacionalidad Mexicana, por lo que no debe existir 

duda de que es una documental idónea para probar la identidad y la nacionalidad de una persona. 

 

PLENO. 

 

Amparo en revisión 403/2025. 28 de octubre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las personas 

Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, 

Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa 

Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 

Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
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El Tribunal Pleno, el seis de febrero de dos mil veintiséis, aprobó, con el número 2/2026 (12a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a seis de febrero de dos mil veintiséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031748 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/19 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. EL 

ARTÍCULO 60, FRACCIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA (ABROGADA), NO SE DEROGÓ 

TÁCITAMENTE CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL DIVERSO 69 DE LA LEY 

GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si el señalado artículo 60, fracción IV, se derogó tácitamente en términos del artículo 

tercero transitorio, último párrafo, del decreto por el que se expidió la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 

2016, el cual prevé que con su entrada en vigor se derogarán todas aquellas disposiciones que se 

opusieran a ésta. 

 

Criterio jurídico: El artículo 60, fracción IV, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público (abrogada), no se derogó tácitamente con la entrada en vigor del 

diverso 69 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al no oponerse a lo previsto en 

éste. 

 

Justificación: Los artículos 59 y 60, fracción IV, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público (abrogada), establecían que la Secretaría de la Función Pública, 

además de la sanción consistente en multa, inhabilitaría temporalmente para participar en 

procedimientos de contratación o celebrar contratos regulados por esa ley a los licitantes o 

proveedores que proporcionaran información falsa o que actuaran con dolo o mala fe en algún 

procedimiento de contratación, en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien, en la 

presentación o desahogo de una solicitud de conciliación o de una inconformidad. 

Dicha hipótesis sancionatoria debe entenderse conferida exclusivamente en favor de dicha 

dependencia, independientemente de que la falta cometida por el particular licitante o proveedor en 

un procedimiento de contratación pública se encuentre vinculada a la responsabilidad de un servidor 

público. Esto es, no se trata de la misma hipótesis de sanción prevista en los artículos 65 y 69 de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, referida a actos de particulares, las cuales sí 

requieren como elemento objetivo del tipo la vinculación de éstos con faltas administrativas graves 

cometidas por servidores públicos, de manera que en este último supuesto la actualización de la 

conducta sancionable cometida por particulares que tienen el carácter de licitantes o proveedores en 

los procedimientos de contratación públicos, consistente en proporcionar información falsa, puede 
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verificarse de manera individual, esto es, aun ante la inexistencia de falta grave por parte de un 

servidor público. 

En ese contexto, no puede considerarse que se actualice la hipótesis de derogación tácita prevista en 

el artículo tercero transitorio, último párrafo, señalado, pues para que la conducta de un particular 

que presente información o documentación falsa o alterada en los procedimientos administrativos 

con el propósito de lograr una autorización, un beneficio, una ventaja, o de perjudicar a alguna 

persona, pueda ser sancionable en términos de la ley general citada, necesariamente debe 

encontrarse vinculada a una falta grave cometida por un servidor público. 

Si bien los preceptos 69 y 60, fracción IV, de las leyes indicadas prevén una sanción aplicable a 

particulares (licitantes o proveedores en procesos de contratación pública) que proporcionen 

información falsa, lo cierto es que en uno y otro caso los órganos facultados para imponer la 

sanción son distintos, pues en el primer supuesto la facultad se encuentra conferida exclusivamente 

al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, mientras que en el segundo es a la Secretaría de la 

Función Pública, a quien se otorgó la facultad sancionatoria correspondiente. 

Además, los tipos administrativos sancionatorios en uno y otro caso presentan diferencias, por lo 

que aunque son similares, no puede considerarse que correspondan a la misma hipótesis de sanción. 

Mientras el tipo administrativo previsto en el mencionado artículo 69 contiene elementos subjetivos 

referidos a la intención del activo de lograr una autorización, un beneficio, una ventaja o de 

perjudicar a alguna persona, esa cuestión no es exigida por el aludido artículo 60, fracción IV, que 

establece sólo elementos objetivos para la verificación de la conducta sancionable, pues basta con 

que el particular –licitante o proveedor en un procedimiento de contratación pública– proporcione 

información falsa, para que se actualice el supuesto normativo de sanción, con independencia de su 

intencionalidad. 

Otra diferencia se encuentra en el hecho de que el tipo administrativo previsto en la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público requiere que la conducta –de 

proporcionar información falsa– necesariamente se verifique dentro de algún procedimiento de 

contratación, en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien, en la presentación de una 

solicitud de conciliación o en el desahogo de una inconformidad, mientras que la conducta 

sancionada en la Ley General de Responsabilidades Administrativas puede verificarse en toda clase 

de procedimientos administrativos. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 191/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Sexto y Décimo Sexto, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 28 de 

noviembre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera 

y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretario: Alejandro Lucero de la 

Rosa. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 65/2022, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 565/2021, el sustentado por el 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 265/2020, y el diverso sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 205/2022. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031767 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/2 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SOBRESEIMIENTO POR EXTEMPORANEIDAD DE LA DEMANDA AL PROMOVER 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA PARTE ACTORA 

MANIFIESTA DESCONOCER LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y LA AUTORIDAD 

DEMANDADA ACREDITA QUE LA NOTIFICÓ LEGALMENTE, SE PRODUCE UN 

IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPIDE ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE 

IMPUGNACIÓN RELATIVOS A LA PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL, 

PLANTEADOS EN LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al resolver amparos directos promovidos contra resoluciones emitidas en juicios de nulidad 

tramitados ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en los que las personas demandantes 

manifestaron no conocer la resolución impugnada en términos del artículo 16 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. Mientras uno estimó que el sobreseimiento decretado 

en el juicio producía un impedimento técnico para estudiar la prescripción respecto del acto 

impugnado, el otro consideró que aun cuando la Sala Regional sobreseyó en el juicio, tal 

determinación no tenía el alcance de suprimir el estudio de la prescripción del crédito fiscal 

propuesto en la ampliación de la demanda. 

 

Criterio jurídico: Cuando en un juicio contencioso administrativo federal la parte actora manifiesta 

desconocer la resolución impugnada y la autoridad demandada acredita que la notificó legalmente, 

y sobresee en el juicio por la extemporaneidad en la presentación de la demanda, no resulta válido 

analizar los conceptos de impugnación relativos a la prescripción del crédito fiscal, planteados en la 

ampliación de la demanda, al producirse un impedimento técnico para ello. 

 

Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

el artículo 16 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevé una regla 

especial que contempla de forma completa y específica la tramitación del juicio contencioso 

administrativo federal cuando se aduzca el desconocimiento del acto administrativo impugnado. 

De ahí que si al promover el referido juicio la parte actora manifiesta desconocer la resolución 

impugnada y la autoridad demandada al contestarla exhibe la constancia de notificación del acto 

impugnado, ya sea en original o copia certificada, la parte actora tiene la obligación procesal de 

combatir dicha notificación. 

Ello en el entendido de que de no formular conceptos de impugnación, o bien, que aun haciéndolos 

valer éstos sean desestimados, se considerará que tuvo conocimiento de la resolución impugnada en 

la fecha en que se llevó a cabo la notificación, pues al calificarse de legal se destruye su afirmación 

en el sentido de que no tenía conocimiento de la resolución ni de su contenido, es decir, se pone en 

evidencia que ya tenía conocimiento del acto combatido previamente a la presentación de su escrito 

inicial. 

De modo que si con base en dicha notificación se determina que la demanda fue presentada 

extemporáneamente, y con sustento en tal circunstancia se sobresee en el juicio contencioso 

administrativo federal por lo que hace a la resolución administrativa combatida, no resulta viable 

analizar los conceptos de impugnación hechos valer contra la resolución impugnada con 
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independencia de lo que se alegue en ellos, ya sea que se hayan formulado en el escrito inicial o en 

la ampliación a la demanda; pues lo cierto es que el sobreseimiento decretado, por sí mismo, 

constituye un obstáculo que impide el examen del fondo de la cuestión planteada y, por ende, se 

produce un impedimento técnico para tal efecto. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 85/2025. Entre los sustentados por el Tercer y el Sexto Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 10 de diciembre de 2025. Tres 

votos de las Magistradas Diana Elda Pérez Medina y Mariana Flores Vega, y del Magistrado Jorge 

Alberto Orantes López. Ponente: Diana Elda Pérez Medina. Secretario: Ivann Alvarez Hernández. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver el amparo directo 430/2023, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 188/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031764 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Laboral 

Tesis: PR.A.C.CN. J/21 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

MULTA IMPUESTA AL PATRÓN POR EL CENTRO DE CONCILIACIÓN LABORAL DEL 

ESTADO DE GUANAJUATO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 684-E, FRACCIÓN IV, DE 

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. ES DE NATURALEZA LABORAL. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar la naturaleza jurídica de la multa impuesta por el Centro de Conciliación Laboral del 

Estado de Guanajuato en términos del artículo referido, cuando los patrones no comparecen a la 

audiencia de conciliación en el procedimiento relativo. Mientras que dos estimaron que si bien las 

multas se impusieron con sustento en la Ley Federal del Trabajo, su naturaleza es administrativa, 

pues no surgieron de manera directa por el conflicto de algún derecho laboral entre el patrón y el 

trabajador, sino que se actualizaron por no acudir a la audiencia de conciliación; el otro estimó que 

son de naturaleza laboral, porque se originaron en un procedimiento para la resolución de conflictos 

obrero-patronales, independientemente de la naturaleza de la autoridad que las impuso. 

 

Criterio jurídico: La multa impuesta al patrón por el Centro de Conciliación Laboral del Estado de 

Guanajuato en términos del artículo 684-E, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, es de 

naturaleza laboral. 
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Justificación: El artículo 123, apartado A, fracción XX, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos prevé la función conciliatoria como parte esencial de la resolución de conflictos 

entre trabajadores y patrones. Establece que previo a la vía jurisdiccional deben agotar la instancia 

conciliatoria, la cual corresponde a los Centros de Conciliación. Al respecto, la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de criterios 44/2025, sostuvo 

que uno de los ejes centrales de la reforma que creó dicha figura fue el establecimiento de la 

función conciliatoria como una instancia prejudicial obligatoria. 

En el caso del Estado de Guanajuato, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Centro de Conciliación 

Laboral establece que éste es un organismo público descentralizado de la administración pública 

estatal sectorizado a la Secretaría de Gobierno, con personalidad jurídica y patrimonio propios, 

especializado e imparcial, con plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y de 

gestión. Por su parte, el artículo 8, fracción XI, del mismo ordenamiento prevé que dicho Centro 

tiene la atribución de imponer las multas establecidas en la Ley Federal del Trabajo, en el ámbito de 

su competencia. 

En ese contexto, la multa impuesta por dicho Centro por la inasistencia a la audiencia de 

conciliación en términos del artículo 684-E, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, es de 

naturaleza laboral. En consecuencia, en su contra no procede el juicio de nulidad ante el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa. Ello porque la imposición de la multa no constituye un acto 

aislado, al haberse dictado dentro de un procedimiento de conciliación prejudicial, en aplicación de 

las normas laborales que lo rigen. 

No es óbice a lo anterior que la autoridad que impuso la multa tenga el carácter de autoridad 

administrativa, al ser un organismo público descentralizado de la administración pública estatal 

sectorizado a la Secretaría de Gobierno, porque el señalado Centro, respecto del acto reclamado, 

ejerció funciones en materia laboral, como es la sustanciación del procedimiento de conciliación 

prejudicial. Apoya lo anterior la tesis aislada del Pleno del Alto Tribunal, de rubro: "ACTOS DE 

CONTENIDO MATERIALMENTE LABORAL REALIZADOS POR AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS. ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL AMPARO PROMOVIDO EN 

SU CONTRA EL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA LABORAL (MULTAS).". 

No pasa desapercibido que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que, por regla general, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa es competente para 

conocer de multas por infracción a disposiciones administrativas federales, que incluso pueden estar 

contenidas en disposiciones laborales e impuestas por autoridades locales, como son las 

infracciones que dan origen a multas que emiten las autoridades de trabajo, las cuales son actos de 

naturaleza administrativa. 

Sin embargo, la violación del patrón a una norma de naturaleza administrativa contenida en una 

disposición laboral no se actualiza en el caso, ya que la multa impuesta por el Centro de 

Conciliación Laboral de dicha entidad federativa se generó con motivo de la inasistencia a la 

audiencia de conciliación, acto emitido dentro del procedimiento conciliatorio inmerso en materia 

laboral, cuyo desahogo es indispensable en tanto constituye la instancia prejudicial necesaria para 

estar en aptitud de promover un conflicto individual ante el tribunal laboral, de conformidad con el 

artículo constitucional referido. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 104/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa, y el Primero en Materia de Trabajo, todos del Décimo 

Sexto Circuito. 28 de noviembre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, 

Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretario: 

Martín Alejandro Amaya Alcántara. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 

Circuito, al resolver el amparo directo 15/2024, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 17/2024, y el 

diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 32/2025. 

 

Nota: La tesis aislada citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima 

Época, Volúmenes 181-186, Primera Parte, página 13, con número de registro digital: 232310. 

 

La sentencia relativa a la contradicción de criterios 44/2025 citada, aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2025 a las 10:16 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 52, agosto de 2025, Tomo 

II, Volumen 1, página 1164, con número de registro digital: 33433. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031768 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/20 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA 

LOS EFECTOS Y LAS CONSECUENCIAS DEL ARTÍCULO 61 SEXIES, CUARTO 

PÁRRAFO, DE LA LEY DE TURISMO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, PORQUE SE 

SEGUIRÍA PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL Y SE CONTRAVENDRÍAN 

DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si con la concesión de la suspensión definitiva contra los efectos y las consecuencias del 

cuarto párrafo del artículo señalado, adicionado mediante decreto publicado en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México el 3 de octubre de 2024, se contravienen disposiciones de orden público y se 

sigue perjuicio al interés social, en términos del artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo (en 

su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de octubre de 

2025). 

 

Criterio jurídico: Es improcedente la suspensión definitiva contra los efectos y las consecuencias 

del artículo 61 Sexies, cuarto párrafo, de la Ley de Turismo de la Ciudad de México, porque de 

concederse se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público. 

 

Justificación: El citado artículo 61 Sexies, cuarto párrafo, establece que: 1) no se renovará el 

registro en el Padrón de Anfitriones de personas que ofrecen el servicio de estancia turística 

eventual, a los titulares de los inmuebles que hayan tenido una ocupación mayor al cincuenta por 
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ciento de las noches al año; 2) en caso de requerir ofertar más inmuebles o por periodos más largos, 

deberán estarse a lo dispuesto en la Ley de Establecimientos Mercantiles para la Ciudad de México; 

y 3) los inmuebles que no puedan renovarse por exceder el porcentaje de ocupación establecido, 

podrán registrarse nuevamente pasado un año de la negativa. 

Del dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Vivienda y Turismo del Congreso de la 

Ciudad de México a la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionó el cuarto párrafo al 

artículo 61 Sexies referido, se advierte que tiene como finalidad equilibrar la competencia entre los 

alojamientos turísticos de corta estancia y los hoteles tradicionales, así como mitigar los impactos 

socioeconómicos negativos derivados del crecimiento exponencial del turismo digital en la Ciudad 

de México, tales como la gentrificación y el aumento de los precios de la vivienda, mediante la 

implementación de un coeficiente de ocupación máxima para las unidades destinadas a la prestación 

del servicio de "estancia turística eventual" en inmuebles de uso habitacional a cambio de una 

contraprestación, entre los que se incluyen los contratados a través de plataformas tecnológicas. 

Lo anterior, a fin de que las familias que pertenecen a zonas urbanas consideradas como 

gentrificadas no se vean desplazadas a consecuencia del aumento de los precios en el arrendamiento 

de viviendas habitacionales, como consecuencia de la demanda desbordada de ese tipo de 

alojamiento turístico, que ha incentivado a numerosos propietarios a retirar sus inmuebles del 

mercado de alquileres a largo plazo, lo que a su vez ha provocado una escasez artificial de vivienda 

y un consiguiente encarecimiento de los alquileres. 

En dicho proceso legislativo también se señaló la necesidad de mantener un equilibrio entre la 

oferta y la demanda para las unidades de alojamiento inscritas en plataformas digitales. Ello busca 

prevenir la especulación inmobiliaria al promover un desarrollo urbano más justo e inclusivo. Se 

consideró imponer límites razonables tendentes a frenar el impacto negativo derivado del uso 

descontrolado de propiedades habitacionales para fines turísticos, a fin de lograr un equilibrio entre 

los intereses individuales de los denominados anfitriones y de las plataformas tecnológicas en que 

se ofertan sus inmuebles, con el bienestar de la colectividad en el sentido de que no se incrementen 

desproporcionadamente los precios en los alquileres de vivienda en las zonas de mayor atracción 

turística. 

Lo anterior tiene sustento, además, en el artículo 129, fracción IV, de la Ley de Amparo, que prevé 

que se sigue perjuicio al interés social y se contravienen disposiciones de orden público cuando de 

concederse la suspensión se permita el alza de precios a artículos de primera necesidad, como es el 

caso de la renta de inmuebles a corto plazo, que ha provocado una escasez artificial de vivienda y el 

encarecimiento de los alquileres en perjuicio de sectores poblacionales con menor poder 

adquisitivo. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 122/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo, 

Sexto, Octavo, Noveno, Vigésimo Segundo y Vigésimo Tercero, todos en Materia Administrativa 

del Primer Circuito. 27 de noviembre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma 

Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. 

Secretario: Alejandro Lucero de la Rosa. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el incidente de suspensión (revisión) 171/2025, el sustentado por el Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el incidente de suspensión 

(revisión) 495/2025, el sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 404/2025, el sustentado por el 
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Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el incidente 

de suspensión (revisión) 344/2025, el sustentado por el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver los incidentes de suspensión (revisión) 

203/2025, 145/2025, 167/2025, 189/2025 y 171/2025, y el diverso sustentado por el Vigésimo 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el incidente de 

suspensión (revisión) 218/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031749 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/4 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS LOCALES. CUANDO LA 

NEGOCIACIÓN COLECTIVA DETERMINA EL RÉGIMEN LABORAL APLICABLE, 

ÉSTE PREVALECE SOBRE EL DECRETO DE CREACIÓN PARA FIJAR LA 

LEGISLACIÓN SUSTANTIVA Y PROCESAL APLICABLES, ASÍ COMO LA 

COMPETENCIA JURISDICCIONAL [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 

JURISPRUDENCIA 2a./J. 55/2023 (11a.)]. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al resolver conflictos competenciales relacionados con la determinación de la autoridad 

jurisdiccional competente para conocer de controversias laborales iniciadas por personal operativo 

adscrito a un organismo público descentralizado local, en los que se analizó si debía prevalecer el 

decreto legislativo de creación o la negociación colectiva para determinar el régimen laboral 

aplicable y, por ende, la competencia jurisdiccional, a partir de la aplicación por analogía de la tesis 

jurisprudencial referida. Mientras que uno concluyó que no era procedente aplicarla por analogía, al 

considerar que el precedente fue construido exclusivamente respecto de organismos públicos 

descentralizados federales; el otro estimó que sí resulta aplicable por identidad de razón. 

 
Criterio jurídico: En aplicación por analogía de la tesis jurisprudencial 2a./J. 55/2023 (11a.), en los 

conflictos laborales suscitados entre organismos públicos descentralizados locales y su personal 

operativo, cuando en la negociación colectiva se define el régimen laboral aplicable, éste prevalece 

sobre el decreto de creación para fijar la legislación sustantiva y procesal aplicable, así como la 

competencia jurisdiccional. 

 
Justificación: La extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia mencionada estableció que la legislación procesal aplicable a las controversias 

laborales de los organismos descentralizados debe corresponder al régimen que realmente rige las 

relaciones laborales, ya sea que éste provenga de la norma de creación o de instrumentos 

convencionales. Esto evidencia que el origen formal del organismo no es el único elemento para 

definir su régimen, sino el marco normativo efectivo que regula sus relaciones de trabajo. De ese 
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modo, tanto los entes federales como los locales comparten naturaleza jurídica: personalidad 

jurídica y patrimonio propios, autonomía técnica y funcional, así como capacidad de contratar y 

negociar colectivamente. Además, el artículo 123 constitucional, los Convenios 98, 151 y 154 de la 

Organización Internacional del Trabajo, el Protocolo de San Salvador y la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos reconocen la negociación colectiva como derecho humano 

cuya eficacia normativa debe garantizarse. La negociación colectiva tiene fuerza vinculante y 

constituye una fuente formal del derecho del trabajo, capaz de definir el régimen aplicable a las 

relaciones laborales. Negar efectos a una negociación colectiva válida implicaría una reducción 

injustificada del derecho de libertad sindical y negociación, contrariando estándares internacionales 

y constitucionales. Por tanto, cuando el pacto colectivo señala de manera expresa el régimen laboral 

aplicable, éste debe prevalecer para efectos de determinar la legislación sustantiva y procesal 

aplicables y la competencia jurisdiccional. 

Así, la jurisprudencia referida resulta aplicable por analogía a los organismos públicos 

descentralizados locales respecto de las controversias laborales con su personal operativo, cuando 

exista una negociación colectiva que determine el régimen jurídico laboral aplicable a las relaciones 

de trabajo, ya que el mismo no deriva exclusivamente del decreto de creación del organismo, sino 

de la fuente normativa que realmente regula y orienta la relación laboral. 

En consecuencia, lo pactado en el contrato colectivo, contrato-ley, negociación colectiva o cualquier 

otra denominación equivalente, constituye el fundamento para determinar la legislación procesal 

aplicable, así como la autoridad jurisdiccional competente. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 98/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Cuarto, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 3 de diciembre de 2025. Tres votos de las 

personas Magistradas Vanessa Heidi Nambo Huerta, Rodolfo Alejandro Ramos Santillán y Antonio 

Salazar López. Ponente: Vanessa Heidi Nambo Huerta. Secretario: Steffano Rafaello López 

Medrano. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 

resolver el conflicto competencial 81/2025, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el conflicto competencial 39/2025. 

 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 55/2023 (11a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"CONFLICTOS LABORALES ENTRE ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE 

CARÁCTER FEDERAL Y SUS PERSONAS TRABAJADORAS. LA LEGISLACIÓN 

PROCESAL PARA RESOLVERLOS SERÁ LA QUE RIJA EL RÉGIMEN DE SUS 

RELACIONES LABORALES.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de octubre 

de 2023 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 

Libro 30, Tomo III, octubre de 2023, página 3080, con número de registro digital: 2027364. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031751 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CN. J/4 L (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CAMBIO DE INTEGRACIÓN DEL PLENO DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA LABORAL 

BUROCRÁTICA DEL ESTADO DE ZACATECAS. DEBE NOTIFICARSE A LAS PARTES, 

PUES SU OMISIÓN PUEDE CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE 

TRASCIENDA AL RESULTADO DEL FALLO (APLICACIÓN SUPLETORIA DE LA LEY 

FEDERAL DEL TRABAJO A LA LEY DEL SERVICIO CIVIL LOCAL). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al resolver juicios de amparo directo contra laudos dictados por el Tribunal de Justicia Laboral 

Burocrática del Estado de Zacatecas, en los que se analizó la facultad otorgada al secretario de 

Acuerdos para integrar el órgano colegiado que dictaría sentencia en sustitución de una persona 

Magistrada. Mientras que uno sostuvo que al no obrar en los autos del expediente laboral de origen 

las actuaciones atinentes con la habilitación del referido funcionario para desempeñar las funciones 

de Magistrado, es que se estima que se dejó a la parte quejosa en estado de indefensión, porque ésta 

argumentó tener motivos que a su criterio afectan la imparcialidad del funcionario público; el otro 

sostuvo que la Ley del Servicio Civil del Estado de Zacatecas no establece la obligación de dar a 

conocer a las partes el nombramiento del funcionario que podrá habilitar a otros para la solución de 

los asuntos, y que la designación se realizó de conformidad con lo establecido en la ley burocrática 

citada. 

 

Criterio jurídico: En los conflictos laborales suscitados con trabajadores al servicio del Estado de 

Zacatecas debe aplicarse supletoriamente la Ley Federal del Trabajo cuando las partes pretendan 

recusar al funcionario que integrará el Pleno del Tribunal de Justicia Laboral Burocrática local que 

dictará el laudo, cuando estimen que hay impedimento y, por tanto, debe notificarse el cambio de 

integración, pues su omisión puede actualizar una violación procesal que trascienda al resultado del 

fallo. 

 

Justificación: Del ejercicio de control de convencionalidad ex officio y conforme al artículo 1o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la porción normativa 

contenida en el artículo 204 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Zacatecas que prohíbe la 

figura de la recusación, no garantiza el derecho a las partes a ser juzgadas por un tribunal imparcial, 

lo que constituye una violación al artículo 17 constitucional, en consonancia con los diversos 8, 

numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, por tanto, 

debe inaplicarse. 

De una interpretación conforme y en atención al principio pro persona (de interpretación más 

favorable a la persona), se determina que ante la inaplicación de la referida porción normativa, 

deben aplicarse supletoriamente para el trámite de la recusación los artículos 709 al 709-J y 711 de 

la Ley Federal del Trabajo. Asimismo, será el propio Pleno del Tribunal de Justicia Laboral 

Burocrática del Estado de Zacatecas, al tener el carácter de órgano supremo, el encargado de 

resolver las recusaciones planteadas contra las personas funcionarias de ese tribunal, de 

conformidad con los artículos 709-A de la Ley Federal del Trabajo y 14 del reglamento interior del 

citado órgano jurisdiccional. 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

 

 195 

Sobre esta base las partes deben ser notificadas del cambio de integración del Tribunal Laboral con 

la finalidad de hacerles saber las personas funcionarias que fallarán su asunto y, de advertir un 

impedimento, para que tengan la posibilidad de solicitar su abstención. La omisión de comunicar la 

nueva integración puede constituir una violación procesal que trascienda al resultado del fallo, 

análisis que deberá efectuar caso por caso el Tribunal Colegiado de Circuito en el amparo directo 

que al efecto se promueva y, de ser pertinente, ordenar la reposición del procedimiento. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 73/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Segundo Tribunales 

Colegiados del Vigésimo Tercer Circuito. 25 de noviembre de 2025. Tres votos de las personas 

Magistradas Verónica Alejandra Curiel Sandoval, Miguel Ernesto Leetch San Pedro y Angélica 

Iveth Leyva Guzmán. Ponente: Verónica Alejandra Curiel Sandoval. Secretaria: Karina Huerta 

Galicia. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo 

directo 555/2024, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer 

Circuito, al resolver el amparo directo 31/2025. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de febrero de 2026 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031780 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CN. J/2 C (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 674, FRACCIÓN I, DEL 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. 

PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECRETA EL DIVORCIO INCAUSADO 

SIN RESOLVER EN DEFINITIVA LA TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES 

AL MATRIMONIO, POR LO QUE DEBE AGOTARSE PREVIO AL AMPARO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si procede el recurso de apelación previsto en el artículo referido, cuando se reclama la 

determinación que decreta el divorcio incausado sin resolver en forma definitiva la totalidad de las 

cuestiones inherentes al matrimonio, para efecto de cumplir con el principio de definitividad 

previsto en el artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo. Mientras que uno consideró que 

debe agotarse previo al amparo directo al no ser necesaria una interpretación adicional ni resultar 

insuficiente su fundamento para establecer su procedencia; el otro concluyó que se actualiza una 

excepción al principio de definitividad, ya que el divorcio incausado no se encuentra regulado en la 
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legislación local y, por ello, se requiere de una interpretación adicional, por lo que procede el 

amparo directo. 

 
Criterio jurídico: Procede el recurso de apelación previsto en el artículo 674, fracción I, del Código 

de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, contra la resolución que decreta el 

divorcio incausado sin resolver en forma definitiva la totalidad de las cuestiones inherentes al 

matrimonio, por lo que debe agotarse previo al amparo para respetar el principio de definitividad. 

 
Justificación: La extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la 

contradicción de tesis 104/2019, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2020 (10a.), 

determinó que la resolución que decreta el divorcio incausado sin resolver sobre las cuestiones 

inherentes al matrimonio constituye una sentencia definitiva. Por su parte, el citado artículo 674, 

fracción I, establece que son apelables las sentencias definitivas en toda clase de juicios, excepto 

cuando la ley declare expresamente que no son apelables. En consecuencia, previo a la promoción 

del amparo directo contra la resolución que decreta el divorcio incausado debe agotarse el recurso 

de apelación previsto en el referido precepto, sin que se actualice una excepción al principio de 

definitividad, pues al haber sido definida por la Primera Sala del Alto Tribunal como sentencia 

definitiva, no requiere de una interpretación adicional para efectos de la interposición del recurso 

ordinario. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 60/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado y el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Quinto Circuito. 4 

de diciembre de 2025. Tres votos de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz 

Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Dulce Rebeca 

González Osorio. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo 

directo 71/2024, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 

Trabajo del Décimo Quinto Circuito, al resolver los amparos directos 657/2021, 320/2023, 

326/2023 y 769/2024. 

 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 104/2019 y la tesis de 

jurisprudencia 1a./J. 1/2020 (10a.), de rubro: "DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN 

CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, AUN SIN RESOLVER LA TOTALIDAD 

DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, PROCEDE EL JUICIO DE 

AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, COAHUILA Y 

AGUASCALIENTES)." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo I, febrero de 2020, páginas 560 y 597, con números de 

registro digital: 29322 y 2021695, respectivamente. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2026 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031786 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/1 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

VISITA DOMICILIARIA. EL ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 1/2015 (10a.), 

EN CUANTO A LA EXTRALIMITACIÓN DE LOS VISITADORES EN SUS FUNCIONES 

AL EVALUAR DOCUMENTOS, LIBROS O REGISTROS QUE APORTE LA PERSONA 

CONTRIBUYENTE, SE TRADUCE EN UNA NULIDAD ABSOLUTA O PARA EFECTOS, 

DE ACUERDO A LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS 

QUE ORIGINARON LA ANULACIÓN. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar asuntos en los que se resolvió que los visitadores se extralimitaron en sus facultades 

durante una visita domiciliaria valorando elementos y documentos aportados por la persona 

contribuyente. Mientras que uno estimó que conforme al alcance de la jurisprudencia 2a./J. 1/2015 

(10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe declararse la nulidad 

lisa y llana; el otro consideró que debía ser una nulidad para efectos. 
 

Criterio jurídico: El alcance de la jurisprudencia 2a./J. 1/2015 (10a.), en cuanto a la extralimitación de los 

visitadores en sus funciones al evaluar documentos, libros o registros que aporte la persona contribuyente 

en una visita domiciliaria, en contravención al artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta 

diciembre de 2010, se traduce en una nulidad absoluta o para efectos, en términos de los artículos 51, 

fracción I y 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, de acuerdo a la naturaleza 

de la resolución anulada y de los vicios que originaron la anulación. 
 

Justificación: Por regla general, si durante el desarrollo de una visita domiciliaria en el acta circunstanciada los 

visitadores determinan un crédito fiscal o efectúan la valoración de los documentos, libros o registros que 

exhiba como prueba la persona contribuyente, ello se traduce en un exceso de atribuciones. Lo anterior, 

porque conforme al principio de legalidad únicamente pueden desplegar sus facultades dentro de su 

respectivo ámbito de competencia y de acuerdo con las disposiciones que los autoricen. Esto ha sido 

destacado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al determinar que la actualización de tal hipótesis de 

ilegalidad produce la nulidad del acto impugnado. 

Ahora bien, el Alto Tribunal también ha sostenido que en el juicio contencioso administrativo el 

tipo de nulidad –lisa y llana o para efectos– depende de la naturaleza de la resolución anulada y de 

los vicios que originaron la anulación. 

De ahí que para dirimir la clase de nulidad que se actualiza ante la extralimitación de los visitadores 

en sus facultades, con base en el artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta 

diciembre de 2010, al determinar un crédito fiscal y/o al evaluar todos los documentos, libros o 

registros que aporte el contribuyente en una visita domiciliaria, debe entenderse atendiendo a la 

naturaleza de la actuación indebida y su trascendencia en un momento dado en la situación fiscal de 

la persona contribuyente. La persona juzgadora deberá analizar en cada caso concreto la actuación 

ilegal, así como la sistematicidad y la gravedad de la conducta del visitador al extralimitarse en las 

facultades que para ello le otorga el referido artículo 46, y cómo trascendió en la resolución 

determinante de la situación fiscal del contribuyente por parte del liquidador. 

Ello es así, porque si bien el visitador no es la autoridad facultada para dictar la resolución 

determinante del crédito fiscal, es dable señalar que como autoridad auxiliar tiene un papel 

preponderante dentro del procedimiento al ser quien interviene directamente en el desarrollo de la 
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visita. Por tanto, al excederse en las facultades que le son conferidas, si son sistemáticas e inducen 

de forma indebida en la resolución final, de modo que la autoridad liquidadora no haya ejercido sus 

propias atribuciones en la determinación del crédito y solamente asuma como válido lo determinado 

por el visitador, entonces trasciende y afecta la esfera jurídica de la persona contribuyente, al 

tomarse en cuenta por una autoridad competente a la que le corresponde, en su caso, evaluar 

documentos y decidir la situación jurídica de la contribuyente. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 67/2025. Entre los sustentados por el Primer y el Segundo Tribunales 

Colegiados, ambos en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 12 de noviembre de 

2025. Tres votos de las personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Diana Elda Pérez Medina y 

Mariana Flores Vega. Ponente: Diana Elda Pérez Medina. Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 

Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 158/2023, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, al resolver 

los amparos directos 23/2019, 30/2019 y 82/2021. 
 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 1/2015 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"VISITA DOMICILIARIA. LOS DOCUMENTOS, LIBROS O REGISTROS, QUE COMO 

PRUEBA EXHIBA EL CONTRIBUYENTE PARA DESVIRTUAR IRREGULARIDADES, NO 

PUEDEN SER VALORADOS POR LOS VISITADORES, PUES SÓLO LES COMPETE 

DETALLARLOS Y HACER CONSTAR HECHOS U OMISIONES EN LAS ACTAS 

CIRCUNSTANCIADAS.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de marzo de 

2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

16, Tomo II, marzo de 2015, página 1503, con número de registro digital: 2008656. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2026 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de febrero de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031807 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CN. J/1 C (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

JUICIO DE CANCELACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTICIA. LA TESIS DE 

JURISPRUDENCIA 1a./J. 21/2017 (10a.), ES APLICABLE A LOS QUE SE PROMUEVAN 

DESPUÉS DE SU PUBLICACIÓN Y QUE PREVIAMENTE DEFINIERON LA PENSIÓN 

EN UN JUICIO DE DIVORCIO NECESARIO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al determinar si la tesis de jurisprudencia 1a./J. 21/2017 (10a.), emitida por la extinta Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta aplicable a los casos en los que se promueva 
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un juicio de cancelación de pensión alimenticia entre excónyuges después de su publicación, y que 

de manera previa se definió la cuestión de la pensión en un juicio de divorcio necesario por 

sentencia definitiva. Mientras que uno señaló que sí era aplicable; el otro estimó lo contrario al 

considerar que se aplicaría de manera retroactiva en perjuicio de la acreedora alimentista, lo que 

afectaría la cosa juzgada. 

 

Criterio jurídico: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 21/2017 (10a.) es aplicable a los juicios de 

cancelación de pensión alimenticia entre excónyuges promovidos después de su publicación, y que 

previamente definieron en un juicio de divorcio necesario la pensión, sin que su aplicación sea 

retroactiva. 

 

Justificación: La línea jurisprudencial de la extinta Primera Sala en relación con la naturaleza de la 

obligación alimentaria ha sido en el sentido de que los alimentos no tienen el carácter de sanción 

derivado de la disolución del vínculo matrimonial, pues surgen de la necesidad e imposibilidad del 

acreedor alimentario de allegarse de alimentos, de manera que el parámetro para determinar si el 

cónyuge los necesita o no, obedece a su estado de necesidad y no porque haya sido declarado 

inocente en un juicio de divorcio con causales, cuyo sistema ya no tiene cabida en el orden legal al 

haberse declarado inconstitucional. En cuanto a los juicios de cancelación de pensión alimenticia ha 

señalado que tienen por objeto establecer si la variación de las circunstancias que prevalecían al 

momento en que se fijó son tales que la obligación debe ser cancelada, principalmente porque ha 

cesado la necesidad del acreedor alimentario de recibirlos o el deudor alimentario está 

imposibilitado para proveerlos. De lo que se desprende que los alimentos pueden aumentarse, 

disminuirse o cancelarse en cualquier momento en que las partes acrediten una variación en las 

circunstancias en que fueron otorgados, si se toma en cuenta que la materia de alimentos no 

constituye cosa juzgada, lo que permite que puedan ser modificados o revisados conforme cambien 

las circunstancias de las partes involucradas, las necesidades del acreedor alimentario o las 

posibilidades del alimentante. En ese sentido, la jurisprudencia citada al delimitar el derecho 

fundamental alimentario, conforme al nuevo orden constitucional de derechos humanos, debe 

aplicarse a los juicios en los que, con posterioridad a su publicación, se reclame la cancelación de la 

pensión alimenticia impuesta bajo un orden legal declarado inconstitucional, aunado a que no se 

afecta la cosa juzgada, la cual no existe tratándose de alimentos. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 205/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, y el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 16 de octubre de 2025. Tres votos 

de las Magistradas Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. 

Ponente: Magistrada Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el extinto Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 

Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el juicio de amparo directo 1320/2019 

(cuaderno auxiliar 1118/2019), y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo civil 973/2023.  

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 21/2017 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"ALIMENTOS EN EL JUICIO DE DIVORCIO POR ACREDITACIÓN DE CAUSALES. SU 

IMPOSICIÓN NO TIENE EL CARÁCTER DE SANCIÓN.", en el Semanario Judicial de la 
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Federación del viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo I, junio de 2017, página 390, con número de 

registro digital: 2014567. 

 

De la sentencia que recayó al amparo directo 1320/2019 (cuaderno auxiliar 1118/2019), resuelto por 

el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 

Culiacán, Sinaloa, con apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo 

Circuito, derivó la tesis aislada (V Región)1o.6 C (10a.), de rubro: "PENSIÓN ALIMENTICIA. LA 

IMPUESTA COMO SANCIÓN AL CÓNYUGE CULPABLE EN UNA SENTENCIA DE 

DIVORCIO, NO CONSTITUYE COSA JUZGADA INMUTABLE EN LA ACCIÓN DE SU 

CANCELACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de octubre de 

2020 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 79, Tomo III, octubre de 2020, página 1847, con número de registro digital: 2022214. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031812 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: P./J. 3/2026 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECTIFICACIÓN DE PEDIMENTOS. LA REGLA 6.1.1. DE LAS REGLAS GENERALES 

DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2020, 2021 Y 2022 NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

RESERVA DE LEY. 

 

Hechos: En un juicio contencioso administrativo se reconoció la validez de la resolución que 

determinó improcedente la solicitud de autorización de rectificación de pedimentos de una persona 

moral. Ésta promovió amparo directo y argumentó que esa regla vulnera el principio de reserva de 

ley, en cuanto establece que cuando los importadores y exportadores adviertan un error en los 

pedimentos y requieran pedir la devolución del pago de lo indebido y en éstos conste el pago en 

efectivo deben solicitar autorización, por única ocasión, para efectuar la rectificación de los 

pedimentos. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo. Consideró que la regla es 

constitucional porque su emisión encuentra fundamento en una cláusula habilitante prevista en el 

artículo 89 de la Ley Aduanera. 

 

Criterio jurídico: La regla 6.1.1. de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2020, 2021 y 

2022 no viola el principio de reserva de ley porque encuentra fundamento en la cláusula habilitante 

prevista en el artículo 89 de la Ley Aduanera. 

 

Justificación: El artículo 89 de la Ley Aduanera prevé que los contribuyentes podrán rectificar los 

datos contenidos en el pedimento el número de veces que sea necesario, siempre que lo realicen 

antes de activar el mecanismo de selección automatizado. Una vez activado, se podrá efectuar la 

rectificación del pedimento salvo en los supuestos que requieran autorización del Servicio de 

Administración Tributaria, establecidos mediante reglas. 
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La regla 6.1.1. no es contraria al principio de reserva de ley, porque su emisión encuentra 

fundamento en la cláusula habilitante prevista en el citado artículo 89, y porque no va más allá de lo 

ahí previsto. Lo único que hace la disposición es prever los supuestos en los que se pueden rectificar 

los datos contenidos en los pedimentos una vez activado el mecanismo de selección automatizado, 

precisando y pormenorizando en qué términos será requerida su autorización y el procedimiento a 

seguir para su otorgamiento, conforme a la aludida habilitación. 

 

PLENO. 

 

Amparo directo en revisión 3999/2025. 6 de noviembre de 2025. Mayoría de ocho votos de las 

personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos 

González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Arístides Rodrigo 

Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Votó en contra Giovanni Azael Figueroa Mejía. Ponente: 

Irving Espinosa Betanzo. Secretario: Luis Felipe Ruiz Martínez Lasso.  

 

El Tribunal Pleno, el veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, aprobó, con el número 3/2026 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veinticinco de febrero de dos mil 

veintiséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031798 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 5/2026 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO DIRECTO. COMPETENCIA DEL 

PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO PARA PRONUNCIARSE SOBRE LA 

DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. 

 

Hechos: Una persona moral interpuso denuncia de repetición del acto reclamado en relación con la 

ejecutoria emitida en un amparo directo. El Pleno del Tribunal Colegiado de Circuito resolvió el 

incidente respectivo y determinó que no se configuraba la repetición del acto reclamado. En 

desacuerdo con dicha resolución la persona moral quejosa interpuso recurso de inconformidad, el 

cual fue enviado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: El Magistrado Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de un 

incidente de repetición del acto reclamado es el competente para resolverlo; en consecuencia, la 

competencia para conocer del recurso de inconformidad interpuesto en contra de la determinación 

que lo declare sin materia o infundado, corresponderá al Pleno de dicho órgano jurisdiccional. 

 

Justificación: Si bien es cierto que conforme al artículo 199 de la Ley de Amparo, la denuncia de 

repetición del acto reclamado será tramitada y resuelta por "el órgano jurisdiccional que conoció del 

amparo", por lo que alude indistintamente a facultades que pueden ejercerse tanto por el Magistrado 
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Presidente como por el Pleno de un Tribunal Colegiado de Circuito, también lo es que para dar 

operatividad al mandato expreso contenido en los artículos 203 de la Ley de Amparo y 35, fracción 

IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que atribuyen a los Tribunales 

Colegiados de Circuito la competencia para conocer de los recursos de inconformidad, incluyendo 

los que se interpongan contra la decisión que "declare sin materia o infundada la denuncia de 

repetición del acto reclamado", el competente para emitir esta última determinación es el 

Magistrado Presidente de los mencionados órganos jurisdiccionales, pues sólo así podrá 

materializarse ese supuesto normativo que les otorga la competencia originaria para conocer del 

indicado medio de defensa. 

 

PLENO. 

 

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de Amparo 

8/2025. 30 de octubre de 2025. Mayoría de ocho votos de las personas Ministras Sara Irene 

Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, 

Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar 

Ortiz. Votó en contra Giovanni Azael Figueroa Mejía, quien anunció voto particular. Ponente: 

Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 

 

El Tribunal Pleno, el veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, aprobó, con el número 5/2026 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veinticinco de febrero de dos mil 

veintiséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031815 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Común, Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/6 K (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL CONTRA LA ANOTACIÓN REGISTRAL DEL 

ASEGURAMIENTO DE UN BIEN INMUEBLE EN EL PROCEDIMIENTO DE 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. DEBE CONDICIONARSE A LA CONSTITUCIÓN DE UNA 

GARANTÍA (ARTÍCULO 132, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si la suspensión provisional contra la anotación registral de la medida cautelar de 

aseguramiento de un bien inmueble en un procedimiento de extinción de dominio, debe quedar 

condicionada a la constitución de una garantía para responder de posibles daños y perjuicios, en 

términos del artículo referido. 

 

Criterio jurídico: Debe condicionarse la suspensión provisional contra la anotación registral de la 

medida cautelar de aseguramiento de un bien inmueble en un procedimiento de extinción de 

dominio, a la constitución de una garantía como requisito de efectividad, para asegurar los posibles 
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daños y perjuicios que pudieran ocasionarse a la parte tercera interesada, en términos del artículo 

132, párrafo primero, de la Ley de Amparo. 

 
Justificación: De la interpretación conjunta de los artículos 107, fracción X, párrafo segundo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 132, párrafo primero, de la Ley de 

Amparo, deriva que los efectos suspensivos deben condicionarse al otorgamiento de una garantía en 

los casos en que se puedan ocasionar daños o perjuicios a las personas terceras interesadas. De ahí 

que para decidir sobre la fijación de una caución resulte indispensable determinar si existe un 

tercero interesado que pudiera resentir daños y perjuicios con la concesión de la suspensión. 

En ese sentido, retomando las consideraciones sostenidas por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 100/2019, tratándose de la 

imposición de medidas cautelares previstas en la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se 

desprende que rigen el principio de equidad procesal y el derecho a la tutela cautelar, ya que se trata 

de un proceso jurisdiccional de naturaleza civil. En ese contexto, el Ministerio Público al promover 

o sostener la pretensión del aseguramiento, actúa en un plano de igualdad frente a los particulares 

dentro de un proceso que se ventila ante órganos judiciales especializados. Por tanto, el Ministerio 

Público, que es el titular de la acción que se ejercitará sobre los bienes asegurados, es quien 

necesariamente reuniría el carácter de tercero respecto de los posibles daños y perjuicios que se 

generen. 

Una de las consecuencias de la suspensión de la inscripción registral es la falta de publicidad de la 

medida cautelar durante el tiempo que dure el amparo. Así, en caso de que la instancia 

constitucional resultare desfavorable a la persona promovente, el órgano de amparo debe prever que 

asegure cumplir con una eventual afectación patrimonial al tercero que tiene un interés sobre el 

inmueble y que pudiera verse afectado por la falta de anotación registral, lo que puede acontecer 

derivado de la libre disposición registral del bien. 

Así, a través de la garantía fijada como requisito de efectividad se genera un estado de certidumbre 

jurídica e igualdad procesal entre las partes. Además, se inhibe el abuso de la figura jurídica de la 

suspensión, así como el retardo o entorpecimiento de los procedimientos. 

Por tanto, en atención a esa igualdad de trato procesal, resulta razonable que al suspenderse la 

anotación registral del aseguramiento de un bien inmueble, la persona quejosa garantice los daños y 

perjuicios al Ministerio Público, en su carácter de tercero interesado, por las consecuencias que 

eventualmente pudieran derivarse de la falta de publicidad registral, en caso de que se le niegue el 

amparo solicitado. 

Por último, cabe aclarar que la responsabilidad de la caución no opera automáticamente sino que su 

eventual aplicación queda sujeta a la tramitación incidental correspondiente y a que el tercero 

acredite los daños y perjuicios. Es decir, si la persona quejosa obtiene sentencia favorable la 

garantía quedará a su disposición; si no la obtiene, la responsabilidad derivada de la garantía se 

analiza en la vía incidental prevista para ello. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 92/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Tercero, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 14 de enero de 2026. Tres votos de las 

personas Magistradas Jorge Alberto Orantes López, Mariana Flores Vega y Diana Elda Pérez 

Medina. Ponente: Mariana Flores Vega. Secretario: Moisés Israel Flores Pacheco. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la 

queja 290/2025, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Tercer Circuito, al resolver la queja 467/2025. 

 

Nota: La sentencia relativa a la acción de inconstitucionalidad 100/2019 citada, aparece publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de marzo de 2022 a las 10:07 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 11, Tomo II, marzo de 

2022, página 913, con número de registro digital: 30420. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031792 

Instancia: Pleno 

Duodécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: P./J. 4/2026 (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ALBERGUE O TRANSPORTE DE PERSONAS EXTRANJERAS. EL ARTÍCULO 159, 

FRACCIÓN III, DE LA LEY DE MIGRACIÓN NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

 

Hechos: Dos personas fueron declaradas penalmente responsables en primera y segunda instancias 

por la comisión del delito previsto en el artículo referido, que establece que se impondrá pena de 

prisión y multa a quien albergue o transporte por el territorio nacional, con el objeto de obtener 

directa o indirectamente un lucro, a uno o varios extranjeros con el fin de evadir la revisión 

migratoria. 

Las personas sentenciadas promovieron amparo directo para impugnar la constitucionalidad de 

dicho precepto. Argumentaron la falta de certeza sobre el tipo penal, pues el artículo 3 de la Ley de 

Migración (en su texto vigente hasta el 27 de mayo de 2024) señala que una persona es extranjera 

cuando no “pasea” (sic) la nacionalidad mexicana. 

El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y las personas quejosas interpusieron recurso de 

revisión. 

 

Criterio jurídico: El artículo 159, fracción III, de la Ley de Migración no viola el principio de 

legalidad en su vertiente de taxatividad porque la Constitución Federal define que son personas 

extranjeras las que no poseen la nacionalidad mexicana, la cual se adquiere por nacimiento o por 

naturalización.  

 

Justificación: Este Alto Tribunal ha establecido que el principio de legalidad en su vertiente de 

taxatividad exige que el grado de determinación de los elementos del tipo penal sea tal que lo que es 

objeto de prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin embargo, no implica 

que la persona legisladora deba definir cada vocablo o locución utilizada al redactar algún tipo 

penal, toda vez que ello tornaría imposible la función legislativa. 

Aun cuando el tipo penal previsto en el citado artículo contiene un elemento de valoración jurídica 

relacionado con las personas que tienen la calidad de extranjeras, no vulnera el principio de 
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legalidad en su vertiente de taxatividad. Ese elemento normativo se satisface con la definición de 

persona extranjera que deriva del artículo 33, en relación con el diverso 30, ambos de la 

Constitución Federal, de los que se desprende que son personas extranjeras las que no posean la 

nacionalidad mexicana, la cual se adquiere por nacimiento o por naturalización. Es decir, la 

interpretación sistemática de esos preceptos constitucionales otorga una descripción que garantiza el 

cumplimiento del principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, al dotar de certeza jurídica al 

elemento normativo previsto en el tipo penal. 

Lo anterior, sin que la errata contenida en el artículo 3, fracción XII, de la Ley de Migración, en la 

vigencia indicada, que señalaba “pasea” en lugar de “posea”, provoque la inconstitucionalidad del 

tipo penal, pues el elemento normativo se satisface con la definición constitucional referida. 

 

PLENO. 

 

Amparo directo en revisión 2761/2024. 15 de octubre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las 

personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos 

González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael 

Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Yasmín 

Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez.  

 

El Tribunal Pleno, el veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, aprobó, con el número 4/2026 

(12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a veinticinco de febrero de dos mil 

veintiséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031805 

Instancia: Plenos Regionales 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/22 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA TASA DEL 0 % PREVISTA EN EL ARTÍCULO 

29, FRACCIÓN IV, INCISO D), DE LA LEY RELATIVA AL VALOR DE LA 

ENAJENACIÓN DE BIENES O PRESTACIÓN DE SERVICIOS CUANDO SE EXPORTEN, 

ES APLICABLE ÚNICAMENTE A LAS CANTIDADES COBRADAS POR CONCEPTO DE 

COMISIONES Y MEDIACIONES QUE SE APROVECHEN EN EL EXTRANJERO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

al analizar si puede aplicarse la tasa del 0 % por concepto del impuesto al valor agregado, en 

términos del artículo señalado, a los servicios que contrata un agente naviero dentro del territorio 

nacional, a fin de dar cumplimiento a un contrato de comisión celebrado entre una sociedad con 

residencia en México y una sociedad extranjera. Mientras que unos determinaron que su aplicación 

se sujeta a que los servicios se aprovechen en el extranjero; otros concluyeron que por 

aprovechamiento en el extranjero debe entenderse la totalidad de la actividad con independencia del 
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lugar en que se realice, por lo que a los servicios prestados por terceros, en cumplimiento a un 

contrato de comisión, aun cuando se desarrollen en territorio nacional, se les debe aplicar dicha tasa. 

 

Criterio jurídico: La tasa del 0 % prevista en el artículo 29, fracción IV, inciso d), de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado es aplicable únicamente a las cantidades cobradas por concepto de 

comisiones o mediaciones que se aprovechen en el extranjero. 

 

Justificación: La regla general contenida en el artículo citado es la relativa a que debe aplicarse la 

tasa del 0 % del impuesto al valor agregado a las enajenaciones de bienes o a la prestación de 

servicios por concepto de comisiones o mediaciones que brinden las empresas residentes en el país, 

siempre y cuando unos y otros sean exportados. La comisión mercantil es un mandato por el cual el 

comisionista se obliga a prestar algún servicio o a hacer alguna cosa por cuenta o encargo de otra. 

La extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 2a. CXXIX/2015 

(10a.), de rubro: "VALOR AGREGADO. ALCANCE DEL CONCEPTO DE 

‘APROVECHAMIENTO’, CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 29, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 

RELATIVA, VIGENTE EN 2006.", sostuvo que para la actualización de la aplicación de la tasa del 

0 % es indispensable la concurrencia de dos elementos: 1) objetivo, que se refiere al lugar en el que 

ocurre el disfrute, aprovechamiento o utilización del servicio, el cual debe concretarse fuera del 

país; y 2) subjetivo, que condiciona a la calidad de residente en México del prestador de servicio. 

Además, consideró que la aplicación de la tasa del 0 % a los servicios prestados por residentes en el 

país que sean exportados, se encuentra sujeta a que realmente se aprovechen en el extranjero y no 

así dentro del país, ya que, de no reunirse tales requisitos, resulta aplicable la regla general de 

gravación. Por su parte, el artículo 58 del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 

prevé que el aprovechamiento en el extranjero comprende tanto los servicios prestados en el 

territorio nacional como aquellos que se proporcionen en el extranjero, entre otros supuestos, 

cuando sean contratados y pagados por un residente en el extranjero sin establecimiento en el país, 

si se pagan mediante cheque nominativo o transferencia de fondos. Asimismo, la propia Sala, al 

resolver el amparo directo en revisión 1539/2017, consideró que el aprovechamiento en el 

extranjero se configura cuando el servicio que preste un residente en el país trasciende al exterior, 

esto es, cuando beneficia a un residente en el extranjero, lo que se hace patente en el supuesto 

señalado y el pago se realiza a las cuentas del prestador del servicio en instituciones de crédito o 

casas de bolsa y proviene de cuentas de instituciones financieras ubicadas en el extranjero. 

En ese contexto, la prestación de los servicios por concepto de "comisión" que prestan los agentes 

navieros a una empresa extranjera es aprovechada fuera del país cuando reúna las características 

anteriores y, por tanto, la comisión que percibe la empresa con residencia en el país se grava con la 

tasa del 0 % a que se refiere el artículo 29, fracción IV, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

No obstante, no puede darse igual tratamiento a los contratos que celebra el comisionista con 

terceras personas, aun cuando con los mismos se trate de dar cumplimiento al contrato de comisión, 

pues ello implicaría realizar una interpretación extensiva de la norma fiscal, lo que no está 

permitido si no cumple con lo dispuesto en el artículo reglamentario citado. Por ello, es necesario 

distinguir entre la obligación del comisionista a realizar actos para dar cumplimiento al contrato de 

comisión, que se reducen a actos de representación, de aquellos contratos que se celebren con 

terceras personas, como pueden ser, ejemplificativamente, los de transporte, aun cuando los mismos 

se pacten para ejecutar los actos que encarga el comisionista. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 25/2025. Entre los sustentados por el Segundo, el Tercero, el Sexto, el 

Séptimo, el Noveno, el Décimo Noveno y el Vigésimo Tribunales Colegiados en Materia 

Administrativa, todos del Primer Circuito. 27 de noviembre de 2025. Tres votos de las Magistradas 
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Mónica Saloma Palacios, Virginia Pétriz Herrera y Mayra Sandoval Mendoza. Ponente: Virginia 

Pétriz Herrera. Secretaria: Ana Paola Surdez López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

37/2024, el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo) 172/2023, el sustentado por el Décimo Noveno Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo) 169/2020, el sustentado por el Vigésimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver los amparos directos 276/2022 

y 715/2023, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 91/2023, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver las revisiones administrativas 

(Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 75/2023 y 316/2023. 

 

Nota: La tesis aislada 2a. CXXIX/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 469, con 

número de registro digital: 2010630. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2031814 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Duodécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: III.5o.A. J/1 A (12a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS 

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE NO EMITAN 

PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, AUN CUANDO VERSEN SOBRE ASPECTOS 

RELACIONADOS CON PENSIONES (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 

150/2010 Y 2a./J. 88/2011). 

 

Hechos: Diversas autoridades interpusieron recursos de revisión fiscal contra sentencias del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa que declararon la nulidad de las resoluciones 

impugnadas en asuntos relacionados con el incremento de pensiones jubilatorias, al estimar 

indebida fundamentación y motivación. 

 

Criterio jurídico: Es improcedente el recurso de revisión fiscal contra las sentencias del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa que no emitan pronunciamiento de fondo y declaren la nulidad de 
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la resolución recaída a una solicitud de incremento de la cuota diaria pensionaria por vicios en las 

formalidades esenciales que deben revestir los actos de autoridad. 

 

Justificación: Conforme a las tesis jurisprudenciales 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 88/2011, emitidas por 

la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el recurso de revisión fiscal es 

improcedente cuando se declara la nulidad del acto impugnado por vicios formales, como lo es la 

indebida o insuficiente fundamentación de la resolución impugnada en el juicio contencioso 

administrativo federal. Dicha interpretación responde al carácter restrictivo del recurso citado, pues 

su finalidad es que su procedencia sólo opere en casos excepcionales en los que el fallo haya 

resuelto el fondo del asunto. Así, al no declararse la nulidad de la resolución impugnada relacionada 

con el incremento de pensiones, por cuestiones de fondo, sino sólo por vicios de forma, 

relacionados con una indebida fundamentación y motivación, resulta improcedente dicho recurso, 

pues ello no revela la excepcionalidad que debe imperar a fin de que los agravios sean estudiados 

por el órgano revisor. 

Al no existir pronunciamiento de fondo en el que se declare un derecho o se exija el cumplimiento 

de una obligación, se excluye la procedencia de la revisión fiscal en todos los supuestos que 

establece la fracción VI del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, aun cuando la sentencia reclamada versa sobre el cálculo de los incrementos de una 

pensión de jubilación que otorga el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 

CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 98/2023. 

Subdelegado de Prestaciones y titular de la Unidad Jurídica, ambos de la Delegación Estatal Colima 

del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 23 de enero de 2024. 

Unanimidad de votos de las personas Magistradas Oscar Hernández Peraza, Juan José Rosales 

Sánchez y Jorge Héctor Cortés Ortiz. Ponente: Oscar Hernández Peraza. Secretario: Víctor Manuel 

López García. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 155/2023. 

Titular de la Unidad Jurídica en representación del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado, en el Estado de Colima. 30 de abril de 2024. Unanimidad de votos de 

las personas Magistradas Oscar Hernández Peraza, Juan José Rosales Sánchez y Jorge Héctor 

Cortés Ortiz. Ponente: Jorge Héctor Cortés Ortiz. Secretario: Francisco Enrique Méndez Cázares. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 37/2024. 

Oficina de representación Estatal en Colima del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 25 de junio de 2024. Unanimidad de votos de las personas Magistradas 

Oscar Hernández Peraza, Juan José Rosales Sánchez y Jorge Héctor Cortés Ortiz. Ponente: Jorge 

Héctor Cortés Ortiz. Secretario: Raúl Octavio González Cervantes. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 120/2024. 

Subdirectora de lo Contencioso de la Dirección Jurídica del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado. 25 de febrero de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Jorge Héctor Cortés Ortiz y Oscar Hernández Peraza, y de Yuridia Arias 

Álvarez, secretaria en funciones de Magistrada. Ponente: Oscar Hernández Peraza. Secretario: 

Víctor Manuel López García. 
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Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 87/2024. Jefe 

de la Unidad Jurídica de la representación Estatal del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado en Nayarit. 4 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las 

personas Magistradas Jorge Héctor Cortés Ortiz, Teresa Márquez Sánchez y Julio César Ortiz 

Mendoza. Ponente: Jorge Héctor Cortés Ortiz. Secretaria: Susanna Aguilar. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 88/2011 citadas, aparecen publicadas con 

los rubros: “REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN 

LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR FALTA DE 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.” y “REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE 

CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

IMPUGNADO POR VICIOS FORMALES EN CUALQUIERA DE LOS SUPUESTOS 

MATERIALES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (APLICACIÓN DE LA 

JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010).”, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomos XXXII, diciembre de 2010, página 694 y XXXIV, agosto de 2011, página 

383, con números de registro digital: 163273 y 161191, respectivamente. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de febrero de 2026 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 

2026, para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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CATÁLOGO DE PUBLICACIONES 
 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Octubre 

’98, Agosto ’99, Noviembre ’02, Abril-Junio’07, Abril-Junio’10). 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO (Abril ’97, Marzo’00, Febrero’02, Octubre-

Diciembre’03, Octubre-Diciembre’07, Abril-Junio’2012, Enero-Marzo’2021). 

-CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Junio’97, Abril’00, Julio-

Septiembre’03, Octubre-Diciembre’05, Enero-Marzo’07, Enero-Marzo’09, Enero-Marzo’2011, 

Enero-Marzo’213, Julio-Septiembre’2014, Enero-Marzo’2016, Octubre-Diciembre’2022) 

-CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Agosto ’97) (Mayo 

’00) (Julio-Septiembre’03) (Octubre-Diciembre’05, Enero-Marzo’07, Enero-Marzo’09, 

Enero-Marzo’2011, Enero-Marzo’2012, Enero-Marzo’2014, Enero-Marzo’2016). 

-CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio 2005, Julio-Septiembre 

2007, Julio-Septiembre’09, Octubre-Diciembre’2011, Octubre-Diciembre’2014, Enero-

Marzo’2023). 

-CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SONORA 

(Septiembre’00, Enero-Marzo’05, Abril-Junio’09, Octubre-Diciembre’2012, Enero-

Marzo’2015, Julio-Septiembre’2017, Abril-Junio’2020). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Abril’98, 

Febrero’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016, Octubre-Diciembre’2020, Abril-

Junio’2022, Julio-Septiembre’2025). 

-CÓDIGO DE COMERCIO (Abril’98, Julio-Septiembre’04, Octubre-Diciembre’08, Enero-

Marzo’11, Abril-Junio’2013, Octubre-Diciembre’2018, Abril-Junio’2023).  

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES (Julio-Septiembre’04, Octubre- 

Diciembre’ 08, Octubre-Diciembre’2015). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio- Septiembre’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO (Mayo’98, Julio-

Septiembre’04, Octubre- Diciembre’08, Octubre-Diciembre’2015, Abril-Junio’2019, Octubre-

Diciembre’2024). 

-LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO (Junio’98, Julio-Septiembre’04, Octubre-

Diciembre’ 09). 

-LEY DE QUIEBRAS Y SUSPENSIÓN DE PAGOS (Julio’98). 

-LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES (Agosto’98, Octubre-Diciembre’09, 

Octubre-Diciembre’2015, Enero-Marzo’2019, Enero-Marzo’2025). 

-LEY DE AMPARO (Septiembre’98, Abril-Junio’07, Enero-Marzo’09, Julio-Septiembre’ 2013, 

Julio-Septiembre’2018, Julio-Septiembre’2020, Abril-Junio’2021, Enero-Marzo’2026). 

-LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 

DE SONORA (Noviembre’98, Junio ’00). 

-LEY CATASTRAL Y REGISTRAL Y SU REGLAMENTO (Enero’99, Octubre ’00, Octubre-

Diciembre’06). 

-LEY DEL NOTARIADO (Enero’99, Octubre’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY DE ARANCELES PARA LOS NOTARIOS DEL ESTADO DE SONORA (Enero 

’99, Octubre’00, Octubre-Diciembre’06). 

-REGLAMENTO DE LA LEY CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE 

SONORA (Enero ’99, Octubre ’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY QUE CREA EL COTUME (Febrero’99, Junio ’00, Julio-Septiembre ’03). 
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-LEY DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL 

ESTADO DE SONORA (Febrero’99). 

-LEY DE SALUD (Marzo’99, Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE ASISTENCIA SOCIAL (Marzo’99). 

-LEY QUE REGLAMENTA LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN 

Y READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Abril’99). 

-LEY ORGÁNICA P.G. J (Abril’99, Junio’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016). 

-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PRIVATIVAS Y MEDIDAS RESTRICTIVAS DE 

LIBERTAD, PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril’99, Julio-Septiembre’03, Enero-

Marzo’09). 

-LEY QUE CREA LA COMISIÓN ESTATAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

(Mayo’99, Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Mayo’99, 

Noviembre’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’10). 

-LEY ORGÁNICA DE LA DEFENSORIA DE OFICIO (Mayo’99, Octubre ’00, Octubre-

Diciembre’03, Abril-Junio’2016). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Junio’99, Abril’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO (Junio’99). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO (Junio’99, Febrero’00, 

Octubre-Diciembre’03). 

-LEY DE TRÁNSITO (Julio’99, Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY QUE REGULA LA OPERACIÓN, Y FUNCIONAMIENTO DE LOS 

ESTABLECIMIENTOS DESTINADOS A LA FABRICACIÓN, ENVASAMIENTO, 

DISTRIBUCIÓN, GUARDA, TRANSPORTACIÓN, VENTA Y CONSUMO DE 

BEBIDAS CON CONTENIDO ALCOHÓLICO EN EL ESTADO DE SONORA (Julio’99, 

Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

(Septiembre’99, Octubre’02, Octubre-Diciembre’03). 

-LEY DE EXPROPIACIÓN POR CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA (Septiembre’99, 

Octubre’00). 

-LEY DEL SERVICIO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Septiembre’99, 

Octubre’02). 

-LEY QUE REGULA LA ADMINISTRACIÓN DE DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS 

E HISTÓRICOS DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’99). 

-LEY DEL BOLETÍN (Octubre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COORDINACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL DE 

ARCHIVOS PÚBLICOS (Octubre’99). 

-LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’99, Julio ’02). 

-LEY DE TRANSPORTE PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Junio ’00, 

Octubre - Diciembre’04). 

-LEY DE BIENES Y CONCESIONES DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, 

Noviembre’00, Abril-Junio’2012). 

-LEY QUE CREA LA JUNTA DE CAMINOS DEL ESTADO DE SONORA  (Noviembre ’99, 

Junio’00). 

-LEY DE DESARROLLO URBANO PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, 

Diciembre ’00). 
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-LEY DE AGUAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’99, Octubre’00). 

-LEY DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO PARA EL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COMISION DE AGUA POTABLE Y ALCANTA-

RILLADO DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’99). 

-COMPILACIÓN DE CRITERIOS PENALES 1992-1995 (Enero’00). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO (Febrero’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE 

JUSTICIA DEL ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO DE LA POLICÍA JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-LEY QUE ESTABLECE EL DERECHO DE VÍA EN LOS CAMINOS Y 

CARRETERAS DE JURISDICCIÓN ESTATAL DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA 

GENERAL DEL ESTADO (Junio’00). 

-DECRETO QUE CREA UN ORGANISMO DESCENTRALIZADO QUE SE 

DENOMINARÁ SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA 

EN EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY ORGÁNICA DEL FONDO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DEL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY DE REGULACIÓN Y FOMENTO DE TIEMPO COMPARTIDO PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY SOBRE EL RÉGIMEN DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO DE INMUEBLES 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY DE INQUILINATO DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY QUE REGULA LA ORGANIZACIÓN DE LA INSTITUCIÓN DEL REGISTRO 

CIVIL EN EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LAS 

PROFESIONES EN EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN EL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO (Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE FOMENTO GANADERO 

(Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE PLANEACIÓN DEL 

DESARROLLO Y GASTO PÚBLICO (Noviembre’00). 

-LEY DE PLANEACIÓN DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA 

(Noviembre’00). 

-LEY QUE CREA LOS SERVICIOS DE SALUD DE SONORA (Noviembre ’00). 

-LEY QUE REGLAMENTA LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN 

Y READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre’00). 

-LEY QUE INSTITUYE Y DECLARA DE INTERES PÚBLICO LA CAMPAÑA 

CONTRA LAS DROGAS (Noviembre’00). 

-LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’00).  

-LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre ’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’00). 
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-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO Y RURAL DEL ESTADO 

DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-DECRETO QUE CREA EL INSTITUTO DEL MEDIO AMBIENTE Y EL 

DESARROLLO SUSTENTABLE DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY DE GANADERIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00, Octubre- 

Diciembre’ 04), (Enero-Marzo’2006). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN AGRARIA MIXTA DEL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’00). 

-CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-REGLAMENTO DEL PADRÓN ESTATAL DE CAUSANTES (Enero’02). 

-REGLAMENTO DEL COBRO Y APLICACIÓN DE GASTOS DE EJECUCIÓN Y 

PAGO DE HONORARIOS POR NOTIFICACIÓN DE CREDITOS (Enero’02). 

-LEY DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS, CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL Y 

GASTO PÚBLICO ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS, CONTABILIDAD 

GUBERNAMENTAL Y GASTO PÚBLICO ESTATAL (Enero’02).  

-LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERSECRETARIAL CONSULTIVA DE 

ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL ESTADO DE SONORA 

(Enero’02). 

-LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-LEY DE EDUCACIÓN PARA EL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE EXIGE SEA IZADA LA BANDERA NACIONAL EN TODOS LOS 

PLANTELES DE EDUCACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE CRÉDITO EDUCATIVO DEL ESTADO DE 

SONORA (Marzo’02). 

-DECRETO QUE CREA EL CÓDIGO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y 

TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE LA UNIVERSIDAD DE SONORA (Marzo’02), (Octubre-

Diciembre’03). 

-LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE CAPACITACIÓN PARA EL MAGISTERIO DEL 

ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SONORA (Marzo ’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE ESTUDIOS SUPERIORES DEL ESTADO DE 

SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE AUTORIZA EL FUNCIONAMIENTO DEL CRÉDITO MAGISTERIAL 

(Marzo’02). 
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-LEY QUE AUTORIZA EL PAGO DE LA CUOTA DE DEFUNCIÓN DE MAESTROS 

EN SERVICIO (Marzo’02). 

-LEY DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Abril’02). 

-LEY QUE REGULA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS MUNICIPALES 

(Abril’02). 

-LEY DE HACIENDA MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL (Junio’02, Enero-Marzo’06). 

-LEY QUE FACULTA AL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA OTORGAR PREMIOS, 

ESTIMULOS Y RECOMPENSAS (Octubre’02). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’02, Enero-Marzo ’03, Julio-

Septiembre’05, Julio-Septiembre’2015). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Diciembre’02) (Enero-Marzo’03). 

-LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL 

ESTADO DE SONORA (Diciembre’02) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN A LA VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-

Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Enero-

Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 

DE LA FAMILIA EN EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DEL CONSEJO MUNICIPAL PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN 

Y TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS (Julio-Septiembre’03). 

-ANTEPROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL TIPO PARA LA REPÚBLICA 

MEXICANA (Enero-Marzo’04). 

-COMPILACIÓN DE TRATADOS Y CONVENCIONES INTERNACIONALES (Abril-

Junio’04, Octubre-Diciembre’2013, Julio-Septiembre’2021). 

-LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN (Julio-

Septiembre’05). 

-ESTATUTO ORGÁNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA 

DISCRIMINACIÓN (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS (Julio-Septiembre’05).  

-LEY GENERAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (Julio-Septiembre’05). 

-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, 

NIÑAS Y ADOLESCENTES (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-

Septiembre’05). 
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-ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-

Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Julio-

Septiembre’05). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Julio-

Septiembre’05, Julio-Septiembre’2015). 

-LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA 

(Enero-Marzo’05), (Enero-Marzo’06). 

-LEY DE DONACIÓN Y TRASPLANTE PARA ORGANISMOS HUMANOS (Enero-

Marzo’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS (Enero- Marzo ‘06). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA GUBERNAMENTAL (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA EL ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA EN EL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 

DE LOS SUJETOS OBLIGADOS EN EL ESTADO (Abril-Junio‘06). 

-LINEAMIENTOS PARA LA ORGANIZACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LA 

DOCUMENTACIÓN PÚBLICA (Abril-Junio’06).   

-LEY QUE ESTABLECE EL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES 

DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06, Enero-Marzo’09). 

-REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR (Julio-

Septiembre’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’06). 

-LEY DE DESARROLLO SOCIAL (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE AGUA DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO CATASTRAL Y REGISTRAL DEL 

ESTADO DE SONORA (Octubre-Diciembre’06). 

-LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Abril-Junio’07). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. 

TOMO I. (Enero-Marzo’08). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. 

TOMO II (Abril-Junio’08). 

-LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA 

EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROFESIONES DEL ESTADO DE SONORA. (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Abril-Junio’2005). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE UNIONES DE CRÉDITO. (Octubre-Diciembre’09). 

-CÓDIGO DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’10, Abril-

Junio’11, Julio-Septiembre’2015, Octubre-Diciembre’2017, Enero-Marzo’2020, Octubre-

Diciembre’2023). 
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-LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA (Abril-Junio’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE SALUD (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 

PARTICULARES (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY FEDERAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 22 

DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

(Octubre-Diciembre’10). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD ESCOLAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y COMBATE DE LA TRATA DE PERSONAS PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE 

SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Julio-Septiembre’2011, Enero-Marzo’2018). 

-LEY QUE DETERMINA LAS BASES DE OPERACIÓN DE LAS CASAS DE 

EMPEÑO DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SONORA (Abril-

Junio’2012). 

-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL 

PROCEDIMIENTO PENAL (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE 

SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Julio-

Septiembre’2012, Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN 

MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A 

LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS (Julio-Septiembre’2012, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS 

HUMANOS Y PERIODISTAS (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL (Julio-Septiembre’2012). 
-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE 

SONORA (Enero-Marzo’2013, Julio-Septiembre’2016, Enero-Marzo’2017 ). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2013). 

-CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Enero-Marzo’2014, Enero-

Marzo’2016). 

-LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES (Enero-Marzo’2014). 

-LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES (Abril-

Junio’2014). 

-LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS (Abril-Junio’2014). 

-LEY NACIONAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 

CONFLICTOS (Abril-Junio’2015, Octubre-Diciembre’ 2016). 
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-LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES (Julio-

Septiembre’2015, Octubre- Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (Julio-Septiembre’2015, Octubre-

Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN 

INTERNACIONAL DE MENORES (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERMERICANA SOBRE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE 

MENORES (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE MENORES Y LA COOPERACIÓN EN 

MATERIA DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 

LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ” (Julio-

Septiembre’2015, Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 

2015, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL 

PROCEDIMIENTO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, 

Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 

2015, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN DE BIENES ASEGURADOS, DECOMISADOS O 

ABANDONADOS DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-

Septiembre’ 2016). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2016). 

- LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA 

ADOLESCENTES (Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL (Enero-Marzo´2017). 
-LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (Abril-

Junio´2017, Abril-Junio´2025). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE 

SUJETOS OBLIGADOS (Abril-Junio´2017, Abril-Junio´2025). 

-LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL 

ESTADO DE SONORA (Abril-Junio´2017, Octubre-Diciembre’2025). 

-LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y 

DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE 

VERSIONES PÚBLICAS (Abril-Junio´2017). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CUSTODIA Y MANEJO DE 

INFORMACIÓN RESTRINGIDA Y LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN 

POSESIÓN DE LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE SONORA (Abril-

Junio´2017). 

-LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE SONORA. (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO 

DE SONORA. (Octubre-Diciembre’2017). 
-LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. (Enero - 

Marzo’2018). 
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-REGLAMENTO DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE 

DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE SONORA. (Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA. (Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE LOS ADULTOS MAYORES DEL ESTADO DE SONORA. (Enero - Marzo’2018). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE 

DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER (Enero - Marzo’2018). 

-RECOMENDACIÓN GENERAL NÚMERO 33 SOBRE EL ACCESO DE LAS MUJERES A 

LA JUSTICIA (Enero - Marzo’2018). 

-LEY NACIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO (Julio-Septiembre’2019). 

-LEY NACIONAL DEL REGISTRO DE DETENCIONES (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY NACIONAL SOBRE EL USO DE LA FUERZA (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY DE LA GUARDIA NACIONAL (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY FEDERAL DE DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA PARA PERSONAS 

DESAPARECIDAS (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY FEDERAL DEL TRABAJO (Octubre-Diciembre’2021, Julio-Septiembre’2023). 

-REGLAMENTO DEL CENTRO DE CONVIVENCIA FAMILIAR Y SERVICIOS 

ESPECIALIZADOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero - 

Marzo’2022). 

-ACUERDO GENERAL NÚMERO 17/2021 DEL PLENO DEL SUPREMO TRIBUNAL 

DE JUSTICIA DEL ESTADO DE SONORA, MEDIANTE EL CUAL SE CREA EL 

CENTRO DE CONVIVENCIA FAMILIAR Y SERVICIOS ESPECIALIZADOS DEL 

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero - Marzo’2022). 

-REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Julio - 

Septiembre’2022). 

-LEY GENERAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 

CONTROVERSIAS (Enero - Marzo’2024). 

-LEY DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DEL ESTADO DE SONORA (Abril-

Junio’2024). 

-CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FAMILIARES (Julio-

Septiembre’2024). 
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NUEVAS ADQUISICIONES 
 

SECCIÓN PRIMERA  

BOLETÍN OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO  

 
 

1.- Tomo CCXVI 

01 de diciembre de 2025 

Número 44, Secc. I. 

- Decreto número 68, que reforma y adiciona diversas disposiciones a la 

Ley de Desarrollo Rural Sustentable del Estado de Sonora. 

- Decreto número 69, que reforma la fracción XVI, del artículo 65 de la 

Ley de Gobierno y Administración Municipal, del estado de Sonora. 

- Acuerdo que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del 

Reglamento Interior, del Fideicomiso Fondo Revolvente Sonora. 

 

2.- Tomo CCXVI 

01 de diciembre de 2025 

Número 44, Secc. II. 

- Reglamento de Operación y Funcionamiento del Consejo de Paz y Justicia cívica del Municipio de 

Altar. 

 

3.- Tomo CCXVI 

04 de diciembre de 2025 

Número 45, Secc. I. 

- Decreto número 73, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 

Hacienda del Estado de Sonora. 

- Acuerdo General número 08/2025 del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 

Sonora, mediante el cual se emiten disposiciones relacionadas con los impedimentos que pudiera 

tener la persona funcionaria competente, para sustanciar y resolver los procedimientos de 

responsabilidades administrativas, en tanto que tuvo conocimiento de las investigaciones. 

 

4.- Tomo CCXVI 

09 de diciembre de 2025. 

Edición Vespertina. 

- Decreto número 80, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo del Estado de Sonora. 

- Ley número 84, de Seguridad Pública y Protección Ciudadana para el Estado de Sonora. 

 

5.- Tomo CCXVI. 

12 de diciembre de 2025. 

Edición Especial. 

- Decreto número 76, por lo que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del 

Código Fiscal, de la Ley de Hacienda del Estado, de la Ley de Control Vehicular para el Estado de 

Sonora, de la Ley que Regula la Operación y Funcionamientos de los Establecimientos Destinados 

a la Operación, Envasamiento (sic), Distribución, Almacenamiento, Transportación, Venta y 

Consumo de Bebidas con contenido Alcohólico en el Estado de Sonora, de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado de Sonora y de la Ley de Tránsito del Estado de Sonora. 

- Decreto número 77, del Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Sonora para el 

Ejercicio Fiscal de 2026. 
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- Decreto número 78, que establece los Factores de Distribución de Participaciones Federales a los 

Municipios del Estado de Sonora, para el Ejercicio Fiscal del año 2026. 

- Ley número 83, los Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Estado de Sonora para el Ejercicio 

Fiscal del año 2026. 

 
6.- Tomo CCXVI 

18 de diciembre de 2025 

Número 49, Secc. I. 

- Decreto número 72, que reforma el artículo 234-A del Código Penal del Estado de Sonora. 

- Presupuesto de Egresos del Fondo para la Administración de Justicia del Estado de Sonora. 

 
7.- Tomo CCXVI. 

Número 51, Secc. II. 

26 de diciembre de 2025. 

- Acuerdo por el que se actualizan los montos de las cuotas o tarifas de los derechos del título cuarto 

de la Ley de Hacienda del Estado, para el ejercicio fiscal 2026. 

 
8.- Tomo CCXVI. 

Número 51, Secc. III. 

26 de diciembre de 2025. 

- Decreto número 67, que aprueba las propuestas de Planos y Tablas de Valores Unitarios de Suelo 

y Construcción, presentadas por diversos Ayuntamientos del Estado para el Ejercicio Fiscal del año 

2026. 

- Decreto número 79, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Transporte para el 

estado de Sonora. 

- Decreto número 81, por el que se adiciona diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del 

Estado de Sonora. 

 
9.- Tomo CCXVI. 

Número 51, Secc. V. 

26 de diciembre de 2025. 

- Ley número 113, de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Ayuntamiento del Municipio de 

Hermosillo, Sonora, para el Ejercicio Fiscal de 2026. 

- Ley número115, de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Ayuntamiento del Municipio de 

Huásabas, Sonora, para el Ejercicio Fiscal de 2026. 

 
10.-Tomo CCXVII. 

Número 4 Secc. II. 

12 de enero de 2026. 

- Ley número 95, de Entrega, Recepción para el Estado de Sonora. 

 
11.-Tomo CCXVII. 

Número 4 Secc. III. 

12 de enero de 2026. 

- Convenio por el que se prorroga la vigencia del diverso que celebran el Gobierno Federal, por 

conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado Libre y Soberano de Sonora, 

para la internación e importación temporal de vehículos al Estado de Sonora, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 25 de noviembre de 2025. 
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12.-Tomo CCXVII. 

Número 5 Secc. I. 

15 de enero de 2026. 

- Fe de erratas respecto de la Ley número 113, de Ingresos y Presupuesto de Ingresos para el 

Ejercicio Fiscal de 2026, del Ayuntamiento de Hermosillo, Sonora, publicado en el Boletín Oficial 

número 51, Secc. V, de fecha jueves 26 de diciembre de 2025. 

 

13.- Tomo CCXVII. 

Número 8 Secc. I. 

26 de enero de 2026. 

- Ley número 168, de Adopciones para el Estado de Sonora. 

- Decreto número 107, que reforma y deroga diversas disposiciones del Código de Familia para el 

Estado de Sonora. 

 

14.- Tomo CCXVII. 

Número 11 Secc. I. 

05 de febrero de 2026. 

- Acuerdo General número 01/2026 del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 

Sonora, que determina el sistema de suplencias entre los Magistrados integrantes de las Salas 

Mixtas que se encuentren impedidos para el conocimiento de asuntos exclusivamente respecto al 

Sistema Penal Acusatorio y Oral. 

 

15.- Tomo CCXVIII. 

Número 15 Secc. III. 

19 de febrero de 2026. 

- Acuerdo General número 01/2026 del Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial del 

Estado de Sonora, mediante el cual se emiten disposiciones para precisar la denominación de las 

comisiones substanciadora y resolutora del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del 

Estado de Sonora. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 

 
 1.- Número 323. 

02 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento de la Ley de la Empresa 

Pública del Estado, Comisión Federal de Electricidad. 

 

2.- Número 324. 

03 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento de la Ley de la Empresa 

Pública del Estado, Petróleos Mexicanos. 

- Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las Instituciones de 

Crédito. 

 

3.- Número 332. 

Edición Vespertina. 

10 de diciembre de 2025. 

- Reglamento Orgánico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

4.- Número 333. 

11 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide la Ley General de Aguas y, se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales. 

 

5.- Número 334. 

11 de diciembre de 2025. 

Edición Vespertina. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de Marina. 

 

6.- Número 335. 

12 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se adicionan las fracciones VIII y IX al artículo76 Bis de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, en materia de cancelación de suscripciones y membresías con cobro 

recurrente. 

 

7.- Número 337. 

15 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se adiciona un artículo 69 Bis a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 

del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 126 Constitucional, y se adiciona un 

artículo 64 Quáter a la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento 

Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional.  

 

8.- Número 338. 

16 de diciembre de 2025. 

- Séptima Resolución de modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2025 y 

Anexo 2. 
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9.- Número 339. 

17 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Ascensos de la 

Armada de México. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General del 

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en relación con la participación de la Guardia 

Nacional en tareas de inspección y vigilancia. 

- Sexta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2025 y anexos 1 y 1-A. 
 

10.- Número 340. 

18 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público. 
 

11.- Número 342. 

19 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide la Ley de Desarrollo Sustentable de la Cafeticultura. 

- Reforma al Reglamento Interior del Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 

12.- Número 346. 

23 de diciembre de 2025. 

- Acuerdo por el que se actualizan los montos de operaciones y multas previstas en la Ley Federal 

de Protección al Consumidor para el año dos mil veintiséis. 
 

13.- Número 348. 

26 de diciembre de 2025. 

- Acuerdo por el que se da a conocer la actualización de los montos establecidos en los artículos 

1067 Bis fracción II, 1253 fracción VI, 1339, 1340 y 1390 Bis 33 del Código de Comercio. 
 

14.- Número 349. 

27 de diciembre de 2025. 

- Reglas Generales de Comercio Exterior para 2026 y Anexo 3. 
 

15.- Número 350. 

28 de diciembre de 2025. 

- Resolución Miscelánea Fiscal para 2026. 

- Anexo 1 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026. 

- Anexos 4, 5, 6, 8, 15 y 25 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026. 
 

16.- Número 351. 

29 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se reforman diversas fracciones arancelarias de la Tarifa de la Ley de los 

Impuestos Generales de Importación y de Exportación. 
 

17.- Número 352. 

Edición Vespertina. 

29 de diciembre de 2025. 

- Anexo 2 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026, publicada el 28 de diciembre de 2025. 
 

18.- Número 355. 

30 de diciembre de 2025. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo 

Rural. 
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19.- Número 06. 

08 de enero de 2026. 

- Anexo 1 de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2026, publicadas el 27 de diciembre 

de 2025. 

 
20.- Número 07. 

09 de enero de 2026. 

- Anexos 3, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 16 y 29 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026, publicada 

el 28 de diciembre de 2025. 

 
21.- Número 08. 

12 de enero de 2026. 

- Anexo 2 de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2026, publicadas el 27 de diciembre 

de 2025. 

 
22.- Número 09. 

13 de enero de 2026. 

- Anexos 17, 21, 22, 23, 24, 27, 28 y 30 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026, publicada el 

28 de diciembre de 2025. 

 
23.- Número 12. 

15 de enero de 2026. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General para 

la Igualdad entre Mujeres y Hombres; de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia; del Código de Procedimientos Civiles y Familiares; de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 

Constitucional; de la Ley General de Desarrollo Social; de la Ley General de la Salud; de la Ley 

General de Educación; de la Ley del Seguro Social; de la Ley de Migración; de la Ley General de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado; de la Ley de Planeación; de la Ley de Vivienda; de la Ley 

Federal del Trabajo; de la Ley Federal del Derecho de Autor; de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial y de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 

Salud. 

- Anexos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 30 de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 

2026, publicadas el 27 de diciembre de 2025. 

 
24.- Número 13. 

16 de enero de 2026. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior del Instituto de Administración y Avalúos de 

Bienes Nacionales. 

 
25.- Número 14. 

Edición Vespertina. 

17 de enero de 2026. 

-  Decreto promulgatorio del Acuerdo en el marco de la Convención de las Naciones Unidas sobre 

el Derecho del Mar relativo a la Conversación y el Uso Sostenible de la Diversidad Biológica 

Marina de las Zonas situadas fuera de la Jurisdicción Nacional adoptado en Nueva York, el 

diecinueve de junio de dos mil veintitrés. 
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26.- Número 15. 

19 de enero de 2026. 

- Decreto por el que se modifica el Artículo Tercero del “Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y se 

señalan las características de las monedas de cinco, diez, veinte y cincuenta centavos y de uno, dos, 

cinco y diez pesos”, publicado el 22 de junio de 1992, en el Diario Oficial de la Federación, 

únicamente por lo que hace a la moneda de diez pesos. 

- Decreto por el que se reforma el Artículo Segundo del “Decreto que reforma el inciso b) del 

artículo 2° de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y se señalan las características de 

la moneda de veinte pesos”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de diciembre de 

1992. 

- Decreto por el que se expide la Ley General de Economía Circular y, se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al ambiente y de 

la Ley General para la prevención y Gestión Integral de los Residuos. 

- Anexo 18 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2026, publicada el 28 de diciembre de 2025. 

 

27.- Número 15. 

20 de enero de 2026. 

- Decreto por el que se aprueba el Protocolo de Adhesión del Reino Unido de Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte al Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico, hecho en Auckland 

y Bandar Seri Begawan, el dieciséis de julio de dos mil veintitrés. 

 

28.- Número 33. 

10 de febrero de 2026. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento de la Ley de Protección del Espacio Aéreo Mexicano. 

 

29.- Número 40. 

17 de febrero de 2026. 

- Aviso por el que se modifica el diverso por lo que se da a conocer por parte de la Dirección 

General de Profesiones el estándar oficial de la cédula profesional electrónica, con efectos de 

patente para el ejercicio profesional, publicado el 10 de abril de 2018. 

 

30.- Número 45. 

18 de febrero de 2026. 

- Acuerdo por el que se modifica el diverso por el que se da a conocer la actualización de los 

montos establecidos en los artículos 1067 Bis fracción II, 1339, 1340 y 1390 Bis 33 del Código de 

Comercio. 
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OPCIONES DE CONSULTA Y SERVICIOS QUE OFRECE 

EL H. SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 
 

 

 

    ¿OCUPA MUCHO TIEMPO EN VISITAR LOS JUZGADOS 

    Y REVISAR LAS LISTAS DE ACUERDOS EN ESTRADOS? 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

        

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para dudas y sugerencias: 

Correo electrónico 

infstj@stjsonora.gob.mx 

Consulte desde su despacho 

 nuestra página en INTERNET: 

http://www.stjsonora.gob.mx 

Visite nuestra 

BIBLIOTECA JURÍDICA VIRTUAL 

Ofrece a los usuarios material  

de consulta de carácter jurídico: 

 -  Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora.     

 -  Boletín de adquisiciones bibliográficas y hemerográficas. 

 -  Instrumentos y reformas legales recientes. 

 -  Marco Normativo. 

 -  Selección de Bibliotecas Virtuales. 

 -  Ligas de Interés. 

 -  Hemeroteca. 

 -  Editoriales. 

 -  Buscadores Jurídicos. 
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BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 
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